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d) Conclusión general
1.1 En vista de lo anterior, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión:

i)
Reclamación DS293 (Argentina)

Con referencia a la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que la Argentina no ha establecido que las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden con arreglo al párrafo 1 del artículo 10 del Acuerdo MSF al aplicar una moratoria general de facto de las aprobaciones entre junio de 1999 y agosto de 2003.

B. Medidas relativas a productos específicos

1. Las medidas en litigio

1.2 Además de la moratoria general de facto de las aprobaciones, las partes reclamantes impugnan también varias medidas relativas a productos específicos.  El Grupo Especial comenzará su análisis con la descripción general de las medidas en litigio que hacen las partes reclamantes y las observaciones formuladas en respuesta por las Comunidades Europeas.

e) Generalidades

1.3 Los Estados Unidos señalan que impugnan la no consideración por la Comisión y los Estados miembros de determinadas solicitudes de aprobación especificadas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Los Estados Unidos se refieren a estas medidas relativas a productos específicos como "moratorias relativas a productos específicos".  Según los Estados Unidos, estas moratorias constituyen medidas separadas de la moratoria general que afecta a todas las solicitudes.  Observan también, sin embargo, que se trata de medidas similares en el sentido de que ambas se refieren a la no consideración por las Comunidades Europeas de solicitudes de aprobación.  Asimismo, habida cuenta de que la moratoria general se aplica a todas las solicitudes, un corolario necesario es que las Comunidades Europeas han adoptado también moratorias relativas a productos específicos que afectan a cada una de las solicitudes pertinentes indicadas en la solicitud de los Estados Unidos de establecimiento de un grupo especial.  En consecuencia, las pruebas y los argumentos que los Estados Unidos adujeron en apoyo de la existencia de una moratoria general demuestran también la existencia de moratorias relativas a productos específicos y que las Comunidades Europeas no iniciaron ni ultimaron sus procedimientos de aprobación de cada una de las solicitudes sin demoras indebidas.

1.4 El Canadá afirma que impugna la no consideración o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de determinadas solicitudes especificadas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  El Canadá califica la actitud de las Comunidades Europeas a este respecto de prohibiciones de comercialización de productos específicos y sostiene que la moratoria general y estas prohibiciones son medidas estrechamente relacionadas entre sí, por más que sean distintas.  Las prohibiciones de comercialización de productos específicos son consecuencia directa de la moratoria aplicada a cada solicitud y son la manifestación de la moratoria en el contexto de los procedimientos de aprobación de los cuatro productos específicos que interesan al Canadá.  Los argumentos del Canadá en relación con las prohibiciones de comercialización de productos específicos apuntan a centrar la atención en los efectos directos y perjudiciales de la moratoria respecto de solicitudes específicas.

1.5 La Argentina afirma que impugna i) que las Comunidades Europeas hayan suspendido la consideración de determinadas solicitudes de aprobación, o que no hayan considerado determinadas solicitudes de aprobación, así como ii) la demora injustificada en ultimar la consideración y la tramitación de las solicitudes que indica.  La Argentina aduce que la suspensión de la tramitación de solicitudes relativas a productos específicos o el hecho de no considerarlas, así como la demora injustificada, son consecuencias de la aplicación de la moratoria de facto a solicitudes de aprobación específicas.

1.6 Las Comunidades Europeas observan que tropiezan con bastante dificultad para comprender la diferencia entre el primer grupo de alegaciones de las partes reclamantes relativas a la supuesta moratoria con respecto a las aprobaciones y el segundo grupo de alegaciones, relativas a la no consideración de solicitudes de aprobación específicas.  Según las Comunidades Europeas, las afirmaciones que hacen las partes reclamantes acerca de una "suspensión de los procedimientos" o "la no consideración de solicitudes" se refieren en realidad a demoras.

1.7 El Grupo Especial observa que, según las partes reclamantes, las medidas relativas a productos específicos que impugnan son distintas de la moratoria general de facto de las aprobaciones.  Al mismo tiempo, las tres partes reclamantes indican que las medidas relativas a productos específicos están relacionadas con la moratoria general de las aprobaciones.  Sobre la base de esas declaraciones y de los argumentos de las partes reclamantes, el Grupo Especial entiende que las medidas relativas a productos específicos constituyen:

-
actos u omisiones específicos por conducto de los cuales las entidades competentes de las Comunidades Europeas estaban poniendo en vigor, en el contexto de determinados procedimientos de aprobación, sus decisiones de imponer una moratoria general de las aprobaciones, o

-
actos u omisiones específicos por conducto de los cuales las entidades competentes de las Comunidades Europeas decidieron tener en cuenta, también en el contexto de determinados procedimientos de aprobación, la circunstancia de que otras entidades de las Comunidades estaban imponiendo una moratoria general de las aprobaciones, o dimanan de esos actos u omisiones.

1.8 Hay que observar, sin embargo, que las partes reclamantes, en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial, describieron las medidas relativas a productos específicos en términos más generales.  Además, cada una de ellas hizo una descripción un tanto distinta.  Por ello, conviene examinar esas distintas descripciones una por una.

1.9 En su solicitud de establecimiento de un grupo especial, los Estados Unidos señalan que la medida en litigio consiste en la no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes de aprobación.  Es claro para nosotros que los Estados Unidos no afirman que las Comunidades Europeas no han considerado para nada esas solicitudes.  A nuestro juicio, lo que afirman es que las Comunidades Europeas no han considerado esas solicitudes a los efectos de su aprobación de carácter definitivo.  Entendemos que se trata básicamente de afirmar que la moratoria general de las aprobaciones de carácter definitivo afectó a la consideración de estas solicitudes en el sentido de haberla suspendido en la práctica en algún momento del proceso de aprobación o haberla continuado a un ritmo más lento.  Este entendimiento parecería corroborado por el hecho de que los Estados Unidos, cuando se refieren a las medidas relativas a productos específicos, hablan de "moratorias relativas a productos específicos".

1.10 El Canadá afirma en su solicitud de que se establezca un grupo especial que la medida en litigio consiste en la no consideración o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demora injustificada, de las solicitudes mencionadas en esa solicitud.  Así, a diferencia de los Estados Unidos, el Canadá incluye expresamente, al definir las medidas impugnadas, una alegación de demoras indebidas en la consideración y aprobación de las solicitudes de que se trata.  Al mismo tiempo, utiliza la expresión prohibiciones de comercialización de productos específicos para referirse a la supuesta no consideración o aprobación de esas solicitudes sin demoras indebidas.  El Canadá alega a este respecto que, en algún momento del proceso de aprobación, las Comunidades Europeas sometieron cada una de esas solicitudes en la práctica a una prohibición de comercialización.  La validez de esta alegación será examinada más adelante.  En esta etapa basta señalar que realizaremos nuestro examen sobre la base de la descripción de las medidas relativas a productos específicos que se hace en la solicitud del Canadá de que se establezca un grupo especial.

1.11 La Argentina distingue entre dos tipos de medidas relativas a productos específicos.  En la solicitud de establecimiento de un grupo especial indica que el primer tipo de medidas es la suspensión del tratamiento, o la no consideración de solicitudes específicas de aprobación.  A nuestro juicio, este tipo de medida es conceptualmente el mismo que las medidas relativas a productos específicos a que se hace referencia en la solicitud de los Estados Unidos de que se establezca un grupo especial.  El segundo tipo de medida relativa a productos específicos que se indica en la solicitud de la Argentina se refiere a las demoras injustificadas para concluir la consideración de determinadas solicitudes de aprobación.  En consecuencia, la Argentina, igual que el Canadá, incluye expresamente en la definición de las medidas que impugna una alegación de que ha habido demoras injustificadas en la consideración de las solicitudes de que se trata.

f) Las solicitudes de que se trata

1.12 Como ya se ha señalado, cada una de las medidas relativas a productos específicos que impugna una determinada parte reclamante se refiere a una determinada solicitud.  A continuación se indica i) cuántas solicitudes especificó cada una de las partes reclamantes y ii) respecto de cuántas de estas solicitudes se ha pedido al Grupo Especial que haga constataciones relativas a productos específicos.

ii) Reclamación DS291 (Estados Unidos)

1.13 Los Estados Unidos señalaron en su solicitud de establecimiento de un grupo especial que las solicitudes de que se trata están mencionadas en los anexos I y II de esa solicitud.  En los dos anexos se enumera un total de 41 solicitudes.  Habida cuenta de que las 41 solicitudes están comprendidas en el mandato del presente Grupo Especial, hay en principio 41 medidas relativas a productos específicos que los Estados Unidos podrían tratar de impugnar.  Sin embargo, en su Primera comunicación escrita, los Estados Unidos indicaron que hacían alegaciones únicamente respecto de 27 solicitudes.
  De lo que antecede llegamos a la conclusión de que los Estados Unidos han desistido de sus alegaciones relativas a productos específicos con respecto a las 14 solicitudes restantes.

1.14 Según la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, las 27 solicitudes respecto de las cuales hace alegaciones relativas a productos específicos incluyen 18 presentadas en virtud de la Directiva 90/220 que estaban pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 a la fecha de establecimiento del presente Grupo Especial, así como 9 que estaban pendientes en virtud del Reglamento 258/97.
  De las 9 solicitudes que, según los Estados Unidos, estaban pendientes en virtud del Reglamento 258/97, 2 habían sido retiradas antes de que fuera establecido el Grupo Especial.  Se trata de la achicoria roja transgénica (alimentación humana) y la achicoria verde transgénica (alimentación humana).  Las pruebas proporcionadas por las Comunidades Europeas demuestran que ambas fueron retiradas por el solicitante en mayo de 2003.
  Observamos a este respecto que, en una comunicación presentada después de su Primera comunicación escrita, los Estados Unidos manifestaron que no pedían que se hicieran constataciones acerca de solicitudes retiradas antes del establecimiento del Grupo Especial.
  Habida cuenta de esta categórica afirmación, consideramos que no tenemos que hacer, y por lo tanto no hacemos, constataciones con respecto a las 2 solicitudes antes mencionadas, que se referían a la achicoria transgénica.  Ello significa que hay en total 25 solicitudes respecto de las cuales se espera que el Grupo Especial haga constataciones relativas a productos específicos, 18 pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 y 7 pendientes en virtud del Reglamento 258/97.

1.15 Las 18 solicitudes pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 a agosto de 2003 se refieren a:

-
Algodón Bt-531

-
Algodón RR-1445

-
Colza Falcon

-
Colza MS8/RF3

-
Remolacha forrajera RR 

-
Patata transgénica

-
Colza Liberator

-
Maíz Bt-11 (CE-69)

-
Maíz GA21 (CE-78) (retirada en septiembre de 2003)

-
Maíz MON810 x GA21 (retirada en septiembre de 2003)

-
Soja LL (CE-71) (retirada en junio de 2004)

-
Colza LL

-
Algodón BXN

-
Maíz Bt-1507 (CE-74)

-
Maíz Bt-1507 (CE-75)

-
Maíz NK603 (aprobada por la Comisión en julio de 2004)

-
Colza RR (CE-70) (aprobada por la Comisión en agosto de 2005
)

-
Remolacha azucarera RR (retirada en abril de 2004)

1.16 Las siete solicitudes pendientes en virtud del Reglamento 258/97 a agosto de 2003 se refieren a:

-
Maíz GA21 (alimentación humana)
-
Maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) (aprobada por la Comisión en mayo de 2004)

-
Maíz NK603 (alimentación humana) (aprobada por la Comisión en octubre de 2004)

-
Soja LL (alimentación humana) (retirada en julio de 2004)

-
Maíz Bt-1507 (alimentación humana)

-
Remolacha azucarera RR (alimentación humana) (retirada en abril de 2004)

-
Maíz MON810 x GA21 (alimentación humana)

iii) Reclamación DS292 (Canadá)

1.17 En la solicitud del Canadá de establecimiento de un grupo especial se indican cuatro solicitudes, presentadas todas en virtud de la Directiva 90/220.  A agosto de 2003 estaban pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 o esperaban el consentimiento escrito de la autoridad competente principal para su introducción en el mercado.  El Canadá pide que se hagan constataciones relativas a productos específicos en relación con las cuatro solicitudes.  Se trata de las solicitudes siguientes:

-
Colza MS1/RF1 (CE-89) (en espera del consentimiento escrito de la autoridad competente principal)

-
Colza MS1/RF2 (en espera del consentimiento escrito de la autoridad competente principal)

-
Colza MS8/RF3

-
Colza RR (CE-70) (aprobada por la Comisión en septiembre de 2005
)

iv) Reclamación DS293 (Argentina)

1.18 La solicitud de la Argentina de establecimiento de un grupo especial contiene un anexo I en el que se indican 17 solicitudes.  Al parecer, el anexo I obedece al propósito de ilustrar los efectos de la moratoria general de facto sobre solicitudes específicas y de especificar las solicitudes con respecto a las cuales la Argentina hace alegaciones relativas a un producto específico.  De las 17 solicitudes mencionadas en el anexo I, 2 están mencionadas dos veces.
  Hay 4 solicitudes adicionales respecto de las cuales la Argentina no hace alegaciones en sus comunicaciones.
  Las 11 solicitudes restantes son aquéllas respecto de las cuales creemos que se nos pide que hagamos constataciones respecto de un producto específico.  De esas 11, 6 fueron presentadas en virtud de la Directiva 90/220 y, con una excepción
, estaban pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 a la fecha de establecimiento del presente Grupo Especial.  La Argentina alega que las otras 5 solicitudes fueron presentadas en virtud del Reglamento 258/97.

1.19 Las seis solicitudes presentadas en virtud de la Directiva 90/220 se refieren a:

-
Algodón Bt-531

-
Algodón RR-1445

-
Maíz GA21 (CE-78) (retirada en septiembre de 2003)

-
Maíz GA21 (CE-85) (retirada en junio de 2001)

-
Maíz NK603 (aprobada por la Comisión en julio de 2004)

-
Soja LL (CE-71) (retirada en junio de 2004)

1.20 Las cinco solicitudes que, según la Argentina, fueron presentadas en virtud del Reglamento 258/97 se refieren a:

-
Algodón Bt-531

-
Algodón RR-1445

-
Maíz GA21 (alimentación humana)

-
Maíz NK603 (alimentación humana) (aprobada por la Comisión en octubre de 2004)

-
Soja LL (alimentación humana) (retirada en julio de 2004)

g) Solicitudes retiradas y aprobadas

1.21 El análisis que antecede indica que de las solicitudes respecto de las cuales se pide al Grupo Especial que haga constataciones relativas a productos específicos algunas fueron retiradas antes o después de establecido el Grupo Especial.  Hay también solicitudes que fueron aprobadas por la Comisión en el curso de las actuaciones del Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas sostienen que el Grupo Especial no debe hacer constataciones con respecto a solicitudes retiradas o aprobadas.  En consecuencia, debemos decidir si procede evaluar si las medidas pertinentes relativas a productos específicos son compatibles con las normas de la OMC.

ii) Solicitudes retiradas antes del establecimiento del Grupo Especial

1.22 Observamos en primer lugar que el hecho de que una solicitud sea retirada significa que la medida relativa a un producto específico objeto de la reclamación ya no existe.  En el caso de la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85), la medida respecto de la cual reclama la Argentina es la supuesta "demora injustificada en la conclusión del tratamiento de esa solicitud".  Una vez retirada esa solicitud, ya no había una demora injustificada en la conclusión de su tratamiento.

1.23 Como señalamos anteriormente, la medida que se refiere a la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85) está comprendida en el mandato enunciado en la reclamación DS293 (Argentina).  A pesar de ello, las Comunidades Europeas sostienen que las alegaciones relativas a solicitudes retiradas antes de que fuera establecido el Grupo Especial no tienen objeto y, por lo tanto, son inadmisibles ab initio.  A nuestro juicio, el simple hecho de que la medida relativa al maíz GA21 (CE-85) no existiera a la fecha de establecimiento del presente Grupo Especial no nos priva ipso facto de nuestras facultades para hacer constataciones acerca de una medida comprendida en nuestro mandato.

1.24 Así queda también de manifiesto en el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE.  Esa diferencia se refería a una medida que había sido retirada casi dos meses antes de que se estableciera un grupo especial.
  El Grupo Especial examinó la medida, hizo constataciones al respecto y recomendó que se pusiera en conformidad con las normas de la OMC.
  El Órgano de Apelación constató que el Grupo Especial no debía haber formulado una recomendación acerca de una medida que ya no existía.
  Sin embargo, en ningún caso el Órgano de Apelación dio a entender que el Grupo Especial hubiese incurrido en error al hacer constataciones acerca de esa medida.
  Reconocemos que, en nuestro caso, la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85) fue retirada más de dos años antes de establecido el Grupo Especial.  Sin embargo, no hay nada en el ESD que indique que nuestra competencia, establecida en virtud de nuestro mandato
, se vea afectada por consideraciones cronológicas de esa índole.

1.25 Habiendo dicho esto, la jurisprudencia indica que un grupo especial no tiene necesariamente que hacer uso de sus facultades para hacer constataciones respecto de medidas que habían dejado de existir a la fecha de su establecimiento.  En el asunto Argentina - Textiles y prendas de vestir, el Grupo Especial decidió no hacer constataciones acerca de si una medida revocada 11 días antes de establecido era compatible con las normas de la OMC.
  Además, como señaló el Grupo Especial en el asunto Estados Unidos - Gasolina, "los grupos especiales establecidos de conformidad con el Acuerdo General [sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1947] no se habían pronunciado, por regla general, sobre medidas que en el momento en que se establecía el mandato del grupo no estaban en vigor ni lo estarían".

1.26 A nuestro juicio, al determinar si se han de hacer constataciones acerca de una medida que ya no existe a la fecha de establecimiento de un grupo especial, éste debería tener en cuenta en particular el objeto y fin del sistema de solución de diferencias.
  Con arreglo al párrafo 7 del artículo 3 del ESD, "[e]l objetivo del mecanismo de solución de diferencias es hallar una solución positiva a las diferencias".

1.27 En el caso de la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85), no estamos convencidos de que hacer constataciones relativas a un producto específico en relación con esa solicitud sea necesario para "hallar una solución positiva a la diferencia" entre la Argentina y las Comunidades Europeas.  Observamos a este respecto que no hay acuerdo entre las partes en que sería útil que hiciéramos constataciones sobre la medida relativa a la solicitud en cuestión.  Además, la solicitud fue retirada más de dos años antes del establecimiento del Grupo Especial.  Así, a diferencia del asunto Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, en que la medida en litigio estaba vigente desde hacía poco más de un mes, en este caso la Argentina podía haber hecho sus alegaciones cuando la solicitud estaba aún pendiente.
  Por último, observamos que el solicitante volvió a presentar la solicitud a otro Estado miembro y que la nueva solicitud (relativa al maíz GA21 (CE-78)) estaba aún pendiente a la fecha de establecimiento del presente Grupo Especial.  Haremos constataciones acerca de la solicitud presentada nuevamente.  Como consecuencia, nos ocuparemos de la diferencia entre la Argentina y las Comunidades Europeas en cuanto se refiere al maíz GA21.

1.28 Habida cuenta de estas consideraciones, no examinaremos la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85) ni haremos constataciones al respecto.

iii) Solicitudes retiradas después del establecimiento del Grupo Especial

1.29 En relación con las solicitudes retiradas después de establecido el Grupo Especial, observamos que únicamente los Estados Unidos y la Argentina piden que se hagan constataciones relativas a productos específicos acerca de las solicitudes comprendidas en esta categoría.

1.30 Las Comunidades Europeas sostienen que el Grupo Especial no debe tener en cuenta las medidas relativas a productos específicos que se refieren a solicitudes retiradas después de su establecimiento.  Según las Comunidades Europeas, esta cuestión es ahora puramente teórica y las alegaciones correspondientes deben considerarse inadmisibles.  Las Comunidades Europeas basan su argumento en tres disposiciones del ESD.  En primer lugar, conforme al párrafo 3 del artículo 3 del ESD, el objetivo básico del sistema de solución de diferencias consiste en "la pronta solución de las situaciones en las cuales un Miembro considere que cualesquiera ventajas resultantes para él directa o indirectamente de los acuerdos abarcados se hallan menoscabadas por medidas adoptadas por otro Miembro" (sin cursiva en el original).  Esto indica que el propósito de la solución de diferencias consiste en examinar y corregir situaciones que existen en la práctica.  En segundo lugar, el párrafo 4 del artículo 3 del ESD dispone que "las recomendaciones o resoluciones que formule el OSD tendrán por objeto lograr una solución satisfactoria de la cuestión".  No puede ocurrir así si no hay una cuestión que resolver (es decir, si no se está aplicando una medida).  En tercer lugar, el párrafo 7 del artículo 3 del ESD establece que "antes de presentar una reclamación, los Miembros reflexionarán sobre la utilidad de actuar al amparo de los presentes procedimientos.  El objetivo del mecanismo de solución de diferencias es hallar una solución positiva a las diferencias".  Un asunto relativo a una medida que ya no existe carecería de objeto y no sería útil.  Las Comunidades Europeas señalan también que constituye un principio de derecho reconocido en las jurisdicciones de todo el mundo y comúnmente aplicado por los tribunales internacionales, incluida la Corte Internacional de Justicia, el de que un tribunal no debe pronunciarse sobre una medida que ya no existe.

1.31 Los Estados Unidos aducen que el concepto de irrelevancia práctica no es pertinente ya que las medidas relativas a un producto específico existían en agosto de 2003 cuando se estableció el mandato del Grupo Especial.  Los Estados Unidos se remiten al informe del Grupo Especial en el asunto India - Automóviles, según el cual "[P]or regla general, los grupos especiales de la OMC son competentes para conocer medidas vigentes en el momento de su establecimiento.  El hecho de que una medida objeto de examen puede haberse derogado o hecho menos eficaz después no tiene por qué obrar en menoscabo de esa facultad."
  En cuanto al argumento de las Comunidades Europeas acerca de un "principio de derecho" respecto de la irrelevancia práctica de una cuestión, los Estados Unidos observan que las Comunidades Europeas no mencionaron que en el pasado grupos especiales del GATT y la OMC habían examinado medidas derogadas y que las Comunidades Europeas no habían explicado cómo sería compatible tal principio con el texto del ESD.

1.32 La Argentina aduce que el argumento de las Comunidades Europeas con respecto a la irrelevancia práctica no está corroborado por la jurisprudencia de la OMC.  Se remite al informe del Grupo Especial en el asunto Chile - Sistemas de bandas de precios, en que se señalaba que "el párrafo 1 del artículo 19 del ESD no nos impide formular constataciones acerca de la compatibilidad de una medida de salvaguardia provisional que ha expirado".
  La Argentina se remite también al extracto que se ha citado del informe del Grupo Especial que se encargó del asunto India - Automóviles.

1.33 Las Comunidades Europeas aclararon ulteriormente su posición y señalan que ella no consiste en que el Grupo Especial no pueda examinar medidas relativas a productos específicos que se refieran a solicitudes que fueron retiradas después de establecido.
  En todo caso, las Comunidades Europeas siguen siendo de la opinión de que esas medidas carecen de objeto y no reviste utilidad alguna examinarlas porque no existe, con respecto a ellas, una diferencia entre las partes.

1.34 El Grupo Especial observa que no hay desacuerdo entre las partes en que las medidas relativas a productos específicos que se refieren a solicitudes retiradas después de establecido el Grupo Especial están comprendidas en el mandato de éste.  Tampoco hay desacuerdo entre las partes en el sentido de que, en principio, el Grupo Especial tiene facultades para examinar medidas que dejaron de existir después de su establecimiento.  Estamos de acuerdo en ambos casos.  En relación con la segunda cuestión (las facultades de los grupos especiales para examinar medidas que dejaron de existir después de su establecimiento) observamos que el Grupo Especial en el asunto India - Automóviles observó lo siguiente:

"Por regla general, los grupos especiales de la OMC son competentes para conocer medidas vigentes en el momento de su establecimiento.  El hecho de que una medida objeto de examen pueda haberse derogado o hecho menos eficaz después no tiene por qué obrar en menoscabo de esa facultad."

1.35 Las Partes no están de acuerdo respecto de si el Grupo Especial debería hacer valer su facultad para hacer constataciones respecto de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a las solicitudes retiradas.  Las Comunidades Europeas aducen que ya no es útil que el Grupo Especial examine las medidas pertinentes relativas a productos específicos y que, por lo tanto, el Grupo debería abstenerse de pronunciarse sobre ellas.  Según las Comunidades Europeas, ello sería compatible con la práctica internacional, incluida la de la Corte Internacional de Justicia.

1.36 Al examinar esta cuestión, tomamos nota de que grupos especiales anteriores se han referido a medidas que dejaron de existir después de su establecimiento.  El Grupo Especial encargado del asunto Indonesia - Automóviles manifestó a este respecto que:

"[E]n los asuntos sustanciados anteriormente en el GATT/OMC, los grupos especiales han formulado constataciones con respecto a las medidas abarcadas por su mandato, aunque estas medidas hubieran quedado sin efecto o hubieran sido modificadas con posterioridad a la iniciación del procedimiento del Grupo Especial."

1.37 Tendemos a coincidir con las Comunidades Europeas en que podría proceder que los grupos especiales examinaran la práctica de los tribunales internacionales para obtener inspiración, particularmente en las situaciones en que los Acuerdos de la OMC, la jurisprudencia del GATT/OMC o la práctica no impartieran orientación útil.  Sin embargo, no nos encontramos en tal situación.  Como queda claro de las observaciones que anteceden, hay jurisprudencia GATT/OMC y prácticas concretas para orientarnos.  En estas circunstancias, no vemos la necesidad de recurrir a la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia.

1.38 No consideramos que los párrafos 3 ó 4 del artículo 3 del ESD corroboren la opinión de que deberíamos abstenernos de hacer constataciones sobre las medidas pertinentes relativas a productos específicos.  En relación con el párrafo 3 del artículo 3, las Comunidades Europeas parecen aducir que si las ventajas ya no se "hallan" menoscabadas por una medida, porque la medida ha dejado de existir, el Grupo Especial no debería hacer constataciones respecto de ella.  Sin embargo, el objetivo principal de ese párrafo consiste en destacar la importancia de la pronta solución de diferencias cuando las ventajas se hallan menoscabas por una medida.  A nuestro juicio, no cabe deducir de ello que en las situaciones en que una medida ya no menoscaba las ventajas, el Grupo Especial debería abstenerse de hacer constataciones acerca de ella.  Observamos que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 3 del ESD, el sistema de solución de diferencias sirve también "para preservar los derechos y obligaciones de los Miembros en el marco de los acuerdos abarcados".  Creemos que es compatible con esta función del sistema de solución de diferencias que un grupo especial haga constataciones acerca de si una medida que ha dejado de existir es compatible con las normas de la OMC, especialmente si lo pide una de las partes.

1.39 En cuanto al párrafo 4 del artículo 3, observamos que esa disposición estipula que las recomendaciones o resoluciones que formule el OSD deben tener por objeto lograr una solución satisfactoria de la "cuestión".  Las Comunidades Europeas dan a entender que, si una medida ha dejado de existir, ya no hay una "cuestión" que deba resolverse.  Sin embargo, la "cuestión" que debe resolverse es la remitida al OSD para su solución.  Como queda de manifiesto en el párrafo 1 del artículo 7 del ESD y en el informe del Órgano de Apelación en Guatemala - Cemento I 
, el asunto sometido al OSD es el que haya descrito una parte reclamante en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  De conformidad con el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, las peticiones de establecimiento de grupos especiales deberán identificar las medidas concretas en litigio.  Al aplicar estas consideraciones al asunto que nos ocupa resulta claro que la "cuestión" que ha de resolver el OSD en forma satisfactoria incluye las medidas relativas a productos específicos que identificaron los Estados Unidos y la Argentina en sus respectivas peticiones de establecimiento de un grupo especial.  Por lo tanto, no estamos de acuerdo en que, una vez que dejaron de existir las medidas pertinentes relativas a productos específicos, dejó de haber, hasta ese punto, una "cuestión" que el OSD pudiera resolver.

1.40 En cuanto a si es útil que el Grupo Especial se ocupe de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a las solicitudes retiradas, recordamos nuestra opinión de que, al hacer esa determinación, habría que tener en cuenta en particular el objeto y fin del sistema de solución de diferencias, que consiste en hallar una solución positiva a una diferencia.  Observamos a este respecto que no hay acuerdo entre las partes en el sentido de que sería útil que hiciéramos constataciones acerca de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a las solicitudes en cuestión.  Sin embargo, los Estados Unidos y la Argentina, en su calidad de partes reclamantes, no dijeron que, en vista de que se han retirado las solicitudes en cuestión, ya no pedían que se hicieran constataciones acerca de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a esas solicitudes.  Por el contrario, la Argentina, por ejemplo, pidió expresamente al Grupo Especial que hiciera esas constataciones.  Además, a diferencia del caso de la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85), nuestras constataciones acerca de otras medidas relativas a productos específicos no resuelven la diferencia que se refiere a los productos biotecnológicos de que se trata.  Por último, observamos que las solicitudes fueron retiradas por los solicitantes.  Por lo tanto, está claro que no se trata de un caso en que la parte demandada haya dejado sin efecto las medidas de que se trata en el curso de las actuaciones del Grupo Especial en un intento de buena fe por resolver la diferencia inicial.  Así, no creemos que, al hacer constataciones acerca de las medidas en litigio relativas a productos específicos, estaríamos frustrando los intentos de hallar una solución positiva a la diferencia.  En estas circunstancias, no podemos estar de acuerdo con las Comunidades Europeas en que ya no sería útil que hiciéramos constataciones acerca de las medidas en litigio relativas a productos específicos.

1.41 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial hará constataciones acerca de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a las solicitudes retiradas después de su establecimiento.

iv) Solicitudes aprobadas después del establecimiento del Grupo Especial

1.42 La última categoría de solicitudes que se han de tener en cuenta son aquéllas aprobadas por la Comisión en el curso de las actuaciones del Grupo Especial.  Las tres partes reclamantes piden que se hagan constataciones relativas a productos específicos en relación con esas solicitudes.  A nuestro juicio, las solicitudes definitivamente aprobadas
 en el curso de las actuaciones del Grupo Especial pueden asimilarse, a los efectos que nos ocupan, a solicitudes retiradas en el curso de las actuaciones del Grupo Especial.  Las dos categorías de solicitudes tienen en común el hecho de que los procedimientos de aprobación correspondientes estaban pendientes en la fecha en que se estableció el Grupo Especial, pero ulteriormente fueron suspendidos.  La única diferencia consiste en que, en el caso de una solicitud definitivamente aprobada, el procedimiento de aprobación pertinente fue suspendido como consecuencia de un acto directamente imputable a las Comunidades Europeas.  No creemos que esta diferencia justifique, por sí misma, que el Grupo Especial adopte un enfoque distinto.  Observamos a este respecto que las Comunidades Europeas no aducen que la Comisión haya aprobado solicitudes a fin de resolver su diferencia con las partes reclamantes en relación con las solicitudes de que se trata.

1.43 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial hará también constataciones con respecto a las medidas relativas a productos específicos que se refieren a solicitudes definitivamente aprobadas en el curso de sus actuaciones.  Las pruebas obrantes en el expediente corroboran la conclusión de que dos solicitudes, a saber, la solicitud relativa al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) y la solicitud relativa al maíz NK603 (alimentación humana) fueron definitivamente aprobadas en el curso de las actuaciones del Grupo Especial.  Respecto de las demás solicitudes pertinentes aprobadas por la Comisión en el curso de las actuaciones del Grupo Especial, el expediente no nos permite determinar si esas solicitudes han sido definitivamente aprobadas de manera que los productos puedan ser colocados en el mercado.
  En todo caso, de lo que antecede queda claro que haremos constataciones acerca de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a esas solicitudes incluso si han sido definitivamente aprobadas después de la fecha de establecimiento del Grupo Especial.

v) Conclusión

1.44 A la luz de las consideraciones que anteceden, no formularemos constataciones acerca de la medida relativa al maíz GA21 (CE-85) (reclamación DS293), pero sí las haremos acerca de las medidas relativas a productos específicos que se refieren a solicitudes retiradas después de establecido el Grupo Especial, así como a la medida relativa al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) (reclamación DS291), solicitud que fue definitivamente aprobada en el curso de las actuaciones del Grupo Especial.  En todo caso, no haremos recomendación alguna en el caso de que constatemos que las medidas relativas a productos específicos que se refieren a solicitudes retiradas después de establecido el Grupo Especial o la relativa al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) (reclamación DS291) son incompatibles con las normas de la OMC.

2. Alegaciones de incompatibilidad formuladas por las partes reclamantes

1.45 Cada una de las partes reclamantes ha presentado una serie de alegaciones de incompatibilidad en relación con las medidas de las Comunidades Europeas relativas a productos específicos que impugnan.

1.46 Los Estados Unidos alegan que las medidas de las CE relativas a productos específicos que impugnan son incompatibles con las siguientes disposiciones de la OMC, o han dado lugar a incompatibilidades con ellas
:

a)
el párrafo 1 a) del Anexo C y, en consecuencia, el artículo 8 del Acuerdo MSF;

b)
el párrafo 1 del Anexo B y, en consecuencia, el artículo 7 del Acuerdo MSF;

c)
el párrafo 1 b) del Anexo C y, en consecuencia, el artículo 8 del Acuerdo MSF;

d)
el párrafo 1 del artículo 5 y, en consecuencia, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF;

e)
el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF;

1.47 El Canadá alega que las medidas de las CE relativas a productos específicos que impugna son incompatibles con las siguientes disposiciones de la OMC, o han dado lugar a incompatibilidades con ellas
.

a)
el párrafo 1 del artículo 5 y, en consecuencia, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF;

b)
el párrafo 6 del artículo 5 y, en consecuencia, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF;

c)
el párrafo 5 del artículo 5 y, en consecuencia, el párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF
;
d)
el párrafo 1 a) del Anexo C y, en consecuencia, el artículo 8 del Acuerdo MSF;
e)
el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994;

f)
los párrafos 1 y 2 del artículo 2 y los párrafos 1.2 y 2.1 del artículo 5, primera parte, del Acuerdo OTC.

1.48 En cuanto a las alegaciones del Canadá en virtud del Acuerdo OTC, ese país explicó que, si el Grupo Especial determinaba que parte de las medidas pertinentes relativas a productos específicos estaban abarcadas por ese Acuerdo además del Acuerdo MSF, sus alegaciones en virtud del primero de ellos habían de considerarse acumulativas y no subsidiarias.

1.49 La Argentina alega que las medidas de las CE relativas a productos específicos que impugna son incompatibles con las siguientes disposiciones de la OMC, o han dado lugar a incompatibilidad con ellas.

a)
el párrafo 1 del artículo 5 y, en consecuencia, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF;

b)
los párrafos 5 y 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF;

c)
los párrafos 1 a), 1 b), 1 c) y 1 e) del Anexo C y, en consecuencia, el artículo 8 del Acuerdo MSF;

d)
el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994;

e)
los párrafos 1 y 2 del artículo 2, los párrafos 1.1, 1.2, 2.1 y 2.2 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo OTC.

1.50 Como ya se ha indicado, el Grupo Especial hará constataciones en relación con 10 medidas de las CE relativas a productos específicos que impugna la Argentina.  Sin embargo, las alegaciones que hace la Argentina en virtud del artículo 8 y el párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo MSF y el párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo OTC únicamente se refieren a ocho de las 10 "medidas pertinentes relativas a productos específicos".  Las dos medidas que no son objeto de una alegación en virtud de esas disposiciones son las que afectan a la aprobación del algodón Bt-531 y del algodón RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97.

1.51 Observamos además que las alegaciones que hace la Argentina en virtud del Acuerdo OTC están planteadas como subsidiarias de las que hace en virtud del Acuerdo MSF.

1.52 Las Comunidades Europeas aducen que ninguna de las alegaciones relativas a productos específicos que presentan las partes reclamantes tiene fundamento y que no han actuado de manera incompatible con ninguna de las disposiciones de la OMC que hacen valer las partes reclamantes con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos.

1.53 En vista de que, a juicio de las Comunidades Europeas, habría que desestimar por completo todas las alegaciones de las partes reclamantes relativas a productos específicos, es evidente que el Grupo Especial tiene que evaluar los fundamentos de esas alegaciones.  Examinaremos en primer lugar las alegaciones sustantivas de las partes reclamantes fundadas en los artículos 5 y 2 del Acuerdo MSF y, si procede, pasaremos a examinar la alegación relativa a la transparencia en relación con el Anexo B de ese Acuerdo y las alegaciones de procedimiento en relación con el Anexo C del mismo Acuerdo.  Por último, en la medida en que sea necesario hacerlo, examinaremos también las alegaciones formuladas por el Canadá y la Argentina al amparo del GATT de 1994 y del Acuerdo OTC.

3. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF
1.54 Las tres partes reclamantes alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.

1.55 El párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros se asegurarán de que sus medidas sanitarias o fitosanitarias se basen en una evaluación adecuada a las circunstancias de los riesgos existentes para la vida y la salud de las personas y de los animales o para la preservación de los vegetales, teniendo en cuenta las técnicas de evaluación del riesgo elaboradas por las organizaciones internacionales competentes."

1.56 Los Estados Unidos aducen que, al igual que la moratoria general, hasta el punto en que las medidas relativas a productos específicos (las moratorias relativas a productos específicos) impiden la venta o la comercialización de productos biotecnológicos, cada vez que las Comunidades Europeas no consideran una solicitud de aprobación pendiente relativa a un producto biotecnológico se trata de una "MSF" que no se basa en una "evaluación del riesgo" como prescribe el párrafo 1 del artículo 5.  Los Estados Unidos consideran que las moratorias relativas a productos específicos que, en la práctica, prohíben comercializar en el mercado de las CE los productos biotecnológicos de que se trata son "MSF" según están definidas en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.  El sistema de aprobación de las CE, incluida la parte del sistema modificada por las moratorias relativas a productos específicos, constituye sencillamente medidas "sanitarias o fitosanitarias".  De la misma manera, las moratorias relativas a productos específicos, si bien no constan por escrito, consisten en "medidas" con arreglo al Acuerdo MSF, al igual que la moratoria general que afecta a todos los productos es una "medida" con arreglo a ese Acuerdo.  En cuanto al requisito de que las MSF estén basadas en una evaluación del riesgo, los Estados Unidos sostienen que en lo que atañe a 14 de las solicitudes pendientes las Comunidades Europeas no han presentado evaluación alguna del riesgo.  En cuanto a las 13 restantes, las Comunidades Europeas han hecho evaluaciones del riesgo pero las moratorias relativas a productos específicos no se basan en ellas.

1.57 El Canadá aduce que la no consideración o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de las cuatro solicitudes que revisten interés concreto para ese país constituye una MSF según la definición que figura en el párrafo 1 del Anexo A.  El hecho de no considerar ni aprobar esas solicitudes, a lo que el Canadá se refiere como "prohibición de comercialización de productos específicos" no está "basado" en evaluaciones del riesgo, en contravención del párrafo 1 del artículo 5.  Las Comunidades Europeas, si bien han realizado evaluaciones del riesgo respecto de cada una de las cuatro solicitudes, no han basado en ellas el hecho de no haber considerado ni aprobado esas solicitudes.

1.58 La Argentina aduce que la suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes específicas que revisten interés para ese país constituye una MSF y es contraria a los requisitos enunciados en el párrafo 1 del artículo 5 porque no está basada en una evaluación del riesgo.  La Argentina señala que hay solicitudes que no han sido aprobadas a pesar del hecho de que Estados miembros o comités científicos de las Comunidades Europeas han realizado evaluaciones del riesgo y esas evaluaciones fueron favorables.  En esos casos, no se han cumplido los requisitos del párrafo 1 del artículo 5 porque no se ha tenido en cuenta la evaluación favorable del riesgo.  En otros casos se suspendió la tramitación de las solicitudes sin que los Estados miembros ni comités científicos de las CE efectuaran una evaluación del riesgo.  En esos casos no se han cumplido los requisitos del párrafo 1 del artículo 5 porque no se realizó una evaluación del riesgo en razón de haberse suspendido la consideración de las solicitudes de que se trataba o de no haberse procedido a su consideración.

1.59 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras en el proceso de aprobación (o el hecho de no actuar dentro de un marco cronológico concreto) que alegan las partes reclamantes pueden ser examinadas en el marco del Acuerdo MSF como una cuestión de aplicación de una MSF y, más concretamente, del sistema de aprobación establecido en virtud de la legislación de las Comunidades Europeas sobre los organismos modificados genéticamente y que las demoras del tipo que alegan las partes reclamantes no pueden por lo tanto constituir en este caso una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Como cuestión de lógica, es evidente que el supuesto comportamiento de un Miembro no puede constituir en sí mismo una MSF y al mismo tiempo constituir la aplicación de otra MSF.  Habida cuenta de que las demoras del tipo que alegan las partes reclamantes no están comprendidas en la definición de una MSF en el párrafo 1 del Anexo A, las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 1 del artículo 5 no es aplicable a ellas.

1.60 El Grupo Especial observa que la redacción del párrafo 1 del artículo 5 es clara en el sentido de que es aplicable a las MSF.  En consecuencia, para que una determinada medida relativa a un producto específico esté sujeta al párrafo 1 del artículo 5 tiene que constituir una MSF.  Las Comunidades Europeas rechazan que las medidas relativas a productos específicos constituyan MSF en el sentido del párrafo 1 del artículo 5.  Por lo tanto, es necesario examinar esta cuestión.

1.61 Recordamos que las partes reclamantes han indicado que las medidas relativas a productos específicos que impugnan guardan relación con la moratoria general relativa a las aprobaciones.  Hemos observado que, sobre la base de esas afirmaciones, entendemos que las medidas relativas a productos específicos constituyen:

-
actos u omisiones específicos por conducto de los cuales las entidades competentes de las Comunidades Europeas estaban poniendo en vigor, en el contexto de determinados procedimientos de aprobación, sus decisiones de imponer una moratoria general de las aprobaciones, o

-
actos u omisiones específicos por conducto de los cuales las entidades competentes de las Comunidades Europeas decidieron tener en cuenta, también en el contexto de determinados procedimientos de aprobación, la circunstancia de que otras entidades de las Comunidades estaban imponiendo una moratoria general de las aprobaciones, o dimanan de esos actos u omisiones.

1.62 En relación con la moratoria general relativa a las aprobaciones, hemos constatado antes que la decisión de las Comunidades Europeas de aplicar una moratoria de esa índole no constituía una decisión que impusiera en la práctica una prohibición de comercialización definitiva y global sino una decisión relativa a la aplicación o la marcha de los procedimientos de aprobación.  Constatamos también que la decisión en cuestión no era en sí una medida aplicada para lograr el nivel adecuado de protección en las Comunidades Europeas.  Esas constataciones nos llevaron a determinar que la decisión de las Comunidades Europeas de aplicar una moratoria general relativa a las aprobaciones no constituía una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y el párrafo 1 del artículo 5.

1.63 Si, como creemos, la decisión de las Comunidades Europeas de aplicar una moratoria general relativa a las aprobaciones no constituía una "MSF", la lógica indica que lo mismo debe ocurrir en el caso de las medidas relativas a productos específicos, considerando que, según entendemos nosotros, se trata esencialmente de actos u omisiones por conducto de los cuales las entidades competentes de las CE estaban poniendo en práctica la decisión de aplicar una moratoria general relativa a las aprobaciones o tenían en cuenta la circunstancia de que otras entidades de las CE estaban imponiendo una moratoria general.
  No obstante el hecho de que hay un nexo lógico entre la moratoria general y las medidas relativas a productos específicos, procede examinar en más detalle si estas últimas constituyen MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y el párrafo 1 del artículo 5.  Habida cuenta de que las partes reclamantes han hecho descripciones un tanto distintas de las medidas relativas a productos específicos por las cuales reclaman, examinamos esta cuestión en forma separada respecto de cada una de ellas.

e) Reclamación DS291 (Estados Unidos)

1.64 Como hemos señalado anteriormente, los Estados Unidos impugnan la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación de carácter definitivo.  Recordamos que una medida determinada, para quedar sujeta al párrafo 1 del artículo 5, debe constituir una "MSF".  Para determinar si la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo constituye una "MSF", en primer lugar recurriremos a la definición de ese término enunciada en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.  Según el párrafo 1 del Anexo A las MSF comprenden "prescripciones y procedimientos".

1.65 En cuanto a las "prescripciones", observamos que el hecho de no considerar una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo, por intencional que sea, no equivale a una decisión negativa sobre la aprobación de carácter definitivo respecto de esa solicitud.  El hecho de no considerar la aprobación de carácter definitivo no lleva necesariamente a una decisión negativa sobre la aprobación de carácter definitivo ni la prejuzga.  En consecuencia, consideramos que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no habría impuesto una "prescripción" sanitaria o fitosanitaria sustantiva en el sentido de la definición de la expresión "medida sanitaria o fitosanitaria" que figura en el párrafo 1 del Anexo A.

1.66 Los Estados Unidos aducen, sin embargo, que, en la práctica, la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación de carácter definitivo prohibió comercializar en el mercado de las CE los productos biotecnológicos de que se trata.  Podríamos coincidir en que la no consideración de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo tendría como consecuencia normalmente demoras en la terminación del procedimiento correspondiente de aprobación.  Estas demoras, a su vez, surtirían el efecto de prorrogar el período durante el cual el producto biotecnológicos en cuestión quedaría sujeto a la prohibición provisional de comercialización dimanada del requisito de aprobación previa a la comercialización que imponen las CE.  Sin embargo, la no consideración de una solicitud determinada para su aprobación de carácter definitivo no estaría imponiendo una nueva prohibición;  ya había una prohibición vigente como consecuencia del requisito de la aprobación previa a la comercialización.  En otras palabras, el origen de la prohibición provisional de comercialización, incluido el de la prohibición prorrogada en la práctica, no habría sido la no consideración de la solicitud de que se trataba para su aprobación de carácter definitivo sino el requisito impuesto por las CE de la aprobación previa a la comercialización, esto es, la decisión sustantiva de las Comunidades Europeas de prohibir los productos biotecnológicos hasta que hayan sido aprobados.

1.67 De conformidad con lo que antecede, estamos de acuerdo en que la no consideración de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo habría repercutido en la duración de la prohibición provisional de comercialización del producto biotecnológico de que se trata.  Sin embargo, no podemos estar de acuerdo en que la no consideración de una solicitud para su aprobación de carácter definitivo habría efectivamente impuesto una nueva prohibición de comercialización y, por lo tanto, una "prescripción" negativa respecto del producto biotecnológico de que se trata.  Los Estados Unidos, si hubiesen sido de la opinión de que el efecto antes mencionado en cuanto a la prohibición provisional de comercialización hacía que esa prohibición se aplicara de manera incompatible con el párrafo 1 del artículo 5, tenían la posibilidad de impugnar esa prohibición (es decir, el requisito de la aprobación previa a la comercialización) como fuente de la prohibición provisional de comercialización.  Los Estados Unidos optaron por no hacerlo en este caso.

1.68 En cuanto a los "procedimientos", tomamos nota del argumento de los Estados Unidos de que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación de carácter definitivo "modificaba" en parte el régimen de aprobación en esas Comunidades.  Habida cuenta de que las supuestas medidas relativas a productos específicos de que se trata no habrían, a nuestro juicio, impuesto nuevos requisitos sustantivos, no creemos que hubieran modificado los requisitos sustantivos que forman parte del régimen de aprobación en las CE.  Queda entonces por examinar si las medidas relativas a productos específicos habrían modificado los procedimientos de aprobación pertinentes de las CE.

1.69 Claramente, la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no habría en sí mismo constituido ni establecido un procedimiento para aprobar el producto biotecnológico de que se trate o, más precisamente, para impedir la aprobación de carácter definitivo de este producto biotecnológico.  La no consideración de una solicitud determinada para su aprobación de carácter definitivo tampoco habría enmendado en la práctica el procedimiento pertinente de las CE para la aprobación del producto biotecnológico específico en cuestión.  Como hemos explicado en constataciones anteriores acerca de la moratoria general relativa a las aprobaciones, las Comunidades Europeas no aplicaron un tipo distinto de procedimiento de aprobación.  Las solicitudes en cuestión siguieron evaluándose de conformidad con el procedimiento enunciado en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97.  Por lo tanto, no estamos convencidos de que la supuesta no consideración de una solicitud determinada para su aprobación de carácter definitivo habría "modificado" el procedimiento de aprobación pertinente de las CE.  A nuestro juicio, lo que antecede lleva también a la conclusión de que la supuesta no consideración de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no puede ser considerada un "procedimiento" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A

1.70 Hasta ahora hemos constatado que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no constituye ni "una prescripción" ni un "procedimiento" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Sin embargo, no hemos determinado aún en términos positivos cuál es su naturaleza jurídica.  Creemos que la referencia que hacen los Estados Unidos al hecho de que las Comunidades Europeas no habrían considerado una solicitud determinada para su aprobación de carácter definitivo debe entenderse, y tiene sentido, como referencia a la aplicación por las Comunidades Europeas de una determinada forma de poner en práctica el procedimiento de aprobación comunitario pertinente, lo cual reflejaba la intención o la previsión de que no habría una decisión sobre la aprobación de carácter definitivo por lo que respecta a la solicitud en cuestión hasta que se cumplieran ciertas condiciones.  En otras palabras creemos que, en esencia, los Estados Unidos están reclamando contra una determinada manera de aplicar los procedimientos de aprobación de las CE en casos específicos.

1.71 Desde el punto de vista del párrafo 1 del Anexo A, esto significa que nos estamos ocupando de la aplicación o el funcionamiento de los "procedimientos".  Como hechos dicho en nuestras constataciones anteriores, si bien los "procedimientos" como tales pueden, según la definición del párrafo 1 del Anexo A, constituir MSF, la aplicación o el funcionamiento de esos procedimientos no constituye en sí misma una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  En consecuencia, llegamos a la conclusión de que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no reúne todos los elementos constitutivos de la definición de la expresión "medida sanitaria o fitosanitaria" que figura en el párrafo 1 del Anexo A.

1.72 Refiriéndonos ahora al párrafo 1 del artículo 5, recordamos nuestra constatación anterior en el sentido de que la expresión "medida sanitaria o fitosanitaria" en esa disposición debe interpretarse con referencia a una medida aplicada para que el Miembro de que se trate determine el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria.  A nuestro juicio, la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no habría en sí mismo constituido una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria.  Más bien, como ya hemos dicho, habría consistido en la aplicación de una determinada manera de poner en práctica el procedimiento de aprobación pertinente de las CE.  Como ya hemos explicado, el efecto práctico de la supuesta no consideración de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo habría consistido en prorrogar el período durante el cual el producto biotecnológico de que se trataba estaba sujeto a la prohibición provisional de comercialización dimanada del requisito de aprobación previa a la comercialización.  Este requisito que impone la prohibición provisional de la comercialización es una medida aplicada para lograr el nivel de protección en las Comunidades Europeas, pero se trata de una medida distinta de la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo.  En sí misma, la supuesta no consideración de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no habría logrado ni entrañado un determinado nivel de protección.

1.73 Habida cuenta de que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no habría constituido en sí misma una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria, a nuestro juicio no puede ser considerada una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del artículo 5.

1.74 Sobre la base de las consideraciones que anteceden, determinamos, por consiguiente, que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una solicitud específica para su aprobación de carácter definitivo no puede ser considerada una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del artículo 5 y del párrafo 1 del Anexo A.  Habida cuenta de que únicamente las "MSF" están sujetas a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, de ello se deduce que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación de carácter definitivo.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hacen los Estados Unidos al amparo del párrafo 1 del artículo 5.

f) Reclamación DS292 (Canadá)

1.75 En relación con la reclamación DS292, hemos observado antes que el Canadá impugna la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de determinadas solicitudes que revisten interés concreto para ese país.  El Canadá califica además esta no consideración o aprobación de las solicitudes de una efectiva "prohibición de comercialización de productos específicos".

1.76 En cuanto a la referencia que hace el Canadá a una efectiva prohibición de comercialización de productos específicos, observamos que ya hemos tenido en cuenta un argumento similar de los Estados Unidos.  Por lo tanto, nos basta con recordar que estamos de acuerdo en que la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud habría tenido consecuencias en cuanto a la duración del período en que la prohibición provisional de la comercialización resultante del requisito de las Comunidades Europeas de la aprobación previa a la comercialización habría estado vigente para el producto biotecnológico de que se tratase.  Sin embargo, no podemos estar de acuerdo en que la supuesta no consideración o aprobación de una solicitud habría, en la práctica, impuesto una nueva prohibición de comercialización y, por lo tanto, una "prescripción" negativa respecto del producto biotecnológico de que se trata.

1.77 En cambio, y tal como lo hemos dicho respecto de las medidas impugnadas por los Estados Unidos, creemos que la referencia que hace el Canadá a la no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud debe entenderse, y tiene sentido, como una referencia a la aplicación por las Comunidades Europeas de una determinada manera de poner en práctica el procedimiento de aprobación pertinente, una manera que reflejaba la intención o la previsión de que no habría una decisión sobre la aprobación de carácter definitivo por lo que respecta a la solicitud en cuestión hasta que se cumplieran ciertas condiciones.  Así, creemos que, en esencia, el Canadá está reclamando contra una determinada manera de poner en práctica los procedimientos de aprobación de las CE en casos específicos.

1.78 Por las mismas razones que hemos dado en el contexto de nuestro análisis de las medidas impugnadas por los Estados Unidos, a nuestro juicio el tipo de medida que impugna el Canadá i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no constituye una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria y, por lo tanto, no puede ser considerada una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del artículo 5.

1.79 Habida cuenta de que únicamente las "MSF" están sujetas a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, de ello se deduce que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 1 del artículo 5.

g) Reclamación DS293 (Argentina)

1.80 En relación con la reclamación DS293, observamos que la Argentina formula alegaciones en virtud del artículo 5 del Acuerdo MSF acerca de las 10 solicitudes respecto de las cuales el Grupo Especial ha decidido hacer constataciones relativas a productos específicos.  Nos ocuparemos en primer lugar de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 que, según afirma la Argentina, todavía no han sido aprobadas con arreglo al Reglamento 258/97.

ii) Medidas relativas a productos específicos que afectan a la aprobación del algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97

1.81 La Argentina impugna con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 la suspensión de la consideración, o la no consideración, de solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 supuestamente presentadas para su "aprobación"
 con arreglo al Reglamento 258/97.

1.82 La Argentina no ha presentado pruebas de la existencia de solicitudes relativas al algodón Bt‑531 y el algodón RR-1445 que hayan sido presentadas para su "aprobación" con arreglo al Reglamento 258/97.  La única prueba presentada por la Argentina en apoyo de su alegación se refiere al aceite de semillas de algodón derivado de la semilla de algodón Bt-531 o la semilla de algodón RR‑1445, productos que fueron objeto del procedimiento simplificado que se enuncia en el artículo 5 del Reglamento 258/97.  Como ya hemos indicado, en el procedimiento simplificado no hay "solicitudes" de colocar en el mercado productos sujetos a ese procedimiento, que sean luego "aprobadas" por órganos de evaluación de los Estados miembros.  Además, en su solicitud de que se establezca un grupo especial, la Argentina identifica el algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 como producto biotecnológico pertinente pero no lo hace respecto del aceite de semilla de algodón derivado de la semilla de algodón Bt-531 o RR-1445.  De esta manera, el aceite de semilla de algodón derivado de la semilla de algodón Bt-531 o RR-1445 no queda comprendido en el mandato de la reclamación DS293 (Argentina).

1.83 Habida cuenta de que no hemos visto pruebas de que las solicitudes relativas al algodón Bt‑531 y RR-1445 hayan sido presentadas para su aprobación con arreglo al Reglamento 258/97, constatamos que la Argentina no ha cumplido la carga de demostrar la existencia de una suspensión de la consideración, o la no consideración, de la aprobación del algodón Bt-531 y RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97.  Como no se ha demostrado la existencia de estas medidas relativas a productos específicos, tenemos que rechazar la alegación de la Argentina de que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del artículo 5 con respecto a esas supuestas medidas.

iii) Otras medidas relativas a productos específicos impugnadas por la Argentina

1.84 Pasamos ahora a las ocho medidas restantes relativas a productos específicos con respecto a las cuales el Grupo Especial ha decidido hacer constataciones.  Como se ha señalado, la Argentina indica que las medidas relativas a productos específicos que impugna en virtud del párrafo 1 del artículo 5 consisten en la suspensión por las Comunidades Europeas de la consideración de determinadas solicitudes que revisten interés para ese país o la no consideración de las solicitudes.

1.85 Al igual que en el caso de las medidas impugnadas por los Estados Unidos, a nuestro juicio las medidas impugnadas por la Argentina no son "prescripciones" ni "procedimientos" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  En cambio, creemos que la referencia que hace la Argentina a la suspensión de la consideración, o la no consideración, de una determinada solicitud debe entenderse, y tiene sentido, como una referencia a la aplicación por las Comunidades Europeas de una determinada manera de poner en práctica el procedimiento de aprobación pertinente, una manera que reflejaba la intención o la previsión de que no habría una decisión sobre la aprobación de carácter definitivo por lo que respecta a la solicitud en cuestión hasta que se cumplieran ciertas condiciones.  En otras palabras, creemos que, en esencia, la Argentina está reclamando contra una determinada manera de poner en práctica los procedimientos de aprobación de las CE en casos específicos.

1.86 Por las mismas razones que hemos dado en el contexto de nuestro análisis de las medidas impugnadas por los Estados Unidos, a nuestro juicio el tipo de medida que impugna la Argentina i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no constituye una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria y, por lo tanto, no puede ser considerada una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del artículo 5.

1.87 Habida cuenta de que únicamente las "MSF" están sujetas a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, de ello se deduce que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta suspensión de la consideración, o no consideración, por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace la Argentina al amparo del párrafo 1 del artículo 5.

h) Conclusiones

1.88 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

Con referencia a la reclamación DS291 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por los Estados Unidos y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos acerca de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

ii)
Reclamación DS292 (Canadá)

Con referencia a la reclamación DS292 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

iii)
Reclamación DS293 (Argentina)

Con referencia a la reclamación DS293 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos acerca de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

4. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF
1.89 El Canadá y la Argentina alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.

1.90 El párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 3, cuando se establezcan o mantengan medidas sanitarias o fitosanitarias para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria, los Miembros se asegurarán de que tales medidas no entrañen un grado de restricción del comercio mayor del requerido para lograr su nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria, teniendo en cuenta su viabilidad técnica y económica."  (no se reproduce la nota de pie de página)

1.91 El Canadá aduce que la no consideración o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de las cuatro solicitudes que revisten interés concreto para ese país constituye una MSF según la definición que figura en el párrafo 1 del Anexo A.  El hecho de no haber considerado o aprobado esas solicitudes, que el Canadá califica de "prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos", entraña "un grado de restricción del comercio mayor del requerido", en contravención del párrafo 6 del artículo 5.  Ello se debe a que hay otra MSF razonablemente disponible, teniendo en cuenta su viabilidad técnica y económica, que logra el nivel adecuado de protección sanitaria y fitosanitaria en las Comunidades Europeas y entraña un grado considerablemente menor de restricción del comercio que la MSF impugnada.

1.92 La Argentina aduce que la suspensión de la consideración, o la no consideración, de determinadas solicitudes que revisten interés para ese país constituye una MSF y es contraria a los requisitos enunciados en el párrafo 6 del artículo 5.  La infracción de ese párrafo es consecuencia del hecho de que hay otra MSF que i) está razonablemente disponible teniendo en cuenta su viabilidad técnica y económica;  ii) logra el nivel adecuado de protección sanitaria y fitosanitaria en las Comunidades Europeas y iii) entraña un grado considerablemente menor de restricción del comercio que la MSF impugnada.

1.93 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras en el proceso de aprobación (o el hecho de no actuar dentro de un marco cronológico concreto) que alegan las partes reclamantes pueden ser examinadas en el marco del Acuerdo MSF como una cuestión de aplicación de una MSF y, más concretamente, del sistema de aprobación establecido en virtud de la legislación de las Comunidades Europeas sobre los organismos modificados genéticamente y que las demoras del tipo a que se refieren las partes reclamantes no pueden por lo tanto constituir en este caso una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Como cuestión de lógica, es evidente que el supuesto comportamiento de un Miembro no puede constituir en sí mismo una MSF y al mismo tiempo constituir la aplicación de otra MSF.  Habida cuenta de que las demoras del tipo que alegan las partes reclamantes no están comprendidas en la definición de una MSF en el párrafo 1 del Anexo A, las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 6 del artículo 5 no es aplicable a ellas.

1.94 El Grupo Especial analizará por separado la alegación del Canadá y la alegación de la Argentina.

e) Reclamación DS292 (Canadá)

1.95 En relación con la reclamación DS292, observamos que para que una determinada medida quede sujeta al párrafo 6 del artículo 5 debe tratarse de una MSF.  Observamos también que el párrafo 6 del artículo 5 se refiere expresamente a "[MSF] para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria".  Recordamos además que en el contexto de nuestro análisis anterior de la alegación hecha por el Canadá en el marco del párrafo 1 del artículo 5, constatamos que, a nuestro juicio, el tipo de medida que impugna el Canadá i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no se trata de una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria.  De estos elementos se desprende que la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas, de una determinada solicitud no puede considerarse una "MSF" en el sentido del párrafo 6 del artículo 5.

1.96 Habida cuenta de que únicamente las "MSF" están sujetas a lo dispuesto en el párrafo 6 del artículo 5, las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas, de determinadas solicitudes.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 6 del artículo 5.

f) Reclamación DS293 (Argentina)

1.97 En relación con la reclamación DS293, comenzamos nuestro análisis con las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 que, según afirma la Argentina, aún no han sido aprobadas con arreglo al Reglamento 258/97.

ii) Medidas relativas a productos específicos que afectan a la aprobación del algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97

1.98 La Argentina impugna con arreglo al párrafo 6 del artículo 5 la suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR‑1445 supuestamente presentadas para su "aprobación"
 con arreglo al Reglamento 258/97.

1.99 Recordamos que, con respecto a las mismas supuestas medidas relativas a productos específicos, la Argentina presentó una alegación con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  En el contexto de nuestro análisis de esa alegación hemos señalado que no hemos visto pruebas de que las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 hayan sido presentadas para su aprobación con arreglo al Reglamento 258/97 y, por lo tanto, constatamos que la Argentina no había cumplido la carga de demostrar la existencia de una suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR‑1445 con arreglo al Reglamento 258/97.  Como no se ha demostrado la existencia de estas medidas relativas a productos específicos, tenemos que rechazar la alegación de la Argentina de que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 6 del artículo 5 con respecto a esas supuestas medidas.

iii) Otras medidas relativas a productos específicos impugnadas por la Argentina

1.100 Pasamos ahora a las ocho medidas restantes relativas a productos específicos con respecto a las cuales el Grupo Especial ha decidido hacer constataciones.

1.101 Recordamos que para que una determinada medida quede sujeta al párrafo 6 del artículo 5 debe tratarse de una MSF.  Recordamos también que el párrafo 6 del artículo 5 se refiere expresamente a "MSF para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria".  Recordamos además que en el contexto de nuestro análisis anterior de la alegación hecha por la Argentina en el marco del párrafo 1 del artículo 5, constatamos que, a nuestro juicio, el tipo de medida que impugna la Argentina i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no se trata de una medida aplicada para lograr en las Comunidades Europeas el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria.  De estos elementos se desprende que la supuesta suspensión de la consideración, o no consideración, por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud no puede considerarse una "MSF" en el sentido del párrafo 6 del artículo 5.

1.102 Habida cuenta de que únicamente las "MSF" están sujetas a lo dispuesto en el párrafo 6 del artículo 5, las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta suspensión de la consideración, o no consideración, por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace la Argentina al amparo del párrafo 6 del artículo 5.

g) Conclusiones

1.103 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a las conclusiones siguientes:

i)
Reclamación DS292 (Canadá)

Con referencia a la reclamación DS292 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

ii)
Reclamación DS293 (Argentina)

Con referencia a la reclamación DS293 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

5. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF
1.104 Las tres partes reclamantes alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.

1.105 El párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Con objeto de lograr coherencia en la aplicación del concepto de nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria contra los riesgos tanto para la vida y la salud de las personas como para las de los animales o la preservación de los vegetales, cada Miembro evitará distinciones arbitrarias o injustificables en los niveles que considere adecuados en diferentes situaciones, si tales distinciones tienen por resultado una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional.  [...]"

1.106 Los Estados Unidos sostienen que las moratorias relativas a productos específicos que, en la práctica, prohíben comercializar en el mercado de las Comunidades Europeas los productos biotecnológicos de que se trata constituyen "MSF" según se definen en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.  Los Estados Unidos aducen que, al igual que la moratoria general, las moratorias relativas a productos específicos reúnen los tres elementos necesarios para establecer una infracción del párrafo 5 del artículo 5.  En primer lugar, las Comunidades Europeas han establecido niveles distintos de protección sanitaria en "diferentes situaciones":  productos obtenidos mediante coadyuvantes biotecnológicos de la elaboración y otros productos biotecnológicos.  En segundo lugar, esos niveles de protección registran diferencias que son "arbitrarias o injustificables".  En tercer lugar, las moratorias relativas a productos específicos tienen como resultado "una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional".

1.107 El Canadá plantea su alegación al amparo del párrafo 5 del artículo 5 como subsidiaria de la que hace al amparo del párrafo 6 de ese artículo.  En su alegación respecto del párrafo 6 del artículo 5 el Canadá partía del supuesto de que el nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas era "un nivel de protección elevado", pero no un nivel de riesgo cero.  Sin embargo, si este supuesto no es correcto y el nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas respecto de las cuatro solicitudes en cuestión que revisten interés concreto para el Canadá es el reflejado en las prohibiciones de comercialización de productos específicos, esto es, un nivel de riesgo cero, el Canadá sostiene que las Comunidades Europeas han infringido el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

1.108 El Canadá aduce que la no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de las cuatro solicitudes que revisten interés concreto para ese país constituye una MSF según la definición que figura en el párrafo 1 del Anexo A.  El Canadá alega que la no consideración y aprobación de esas solicitudes, que califica de "prohibiciones de comercialización de productos específicos", reúne los tres elementos necesarios para establecer una infracción del párrafo 5 del artículo 5.  En primer lugar, las Comunidades Europeas han adoptado distintos niveles adecuados de protección sanitaria y fitosanitaria en "diferentes situaciones" que son comparables.  En segundo lugar, esas distinciones en los niveles adecuados de protección son "arbitrarias o injustificables".  En tercer lugar, las medidas que incorporan esas distinciones, las prohibiciones de comercialización de productos específicos, tienen como resultado "una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional".

1.109 Según el Canadá, las situaciones "comparables" a que se ha hecho referencia más arriba son de los dos tipos siguientes:  i) los productos biotecnológicos cuyas solicitudes han quedado paralizados como resultado de las prohibiciones de comercialización de productos específicos, por una parte, y los productos biotecnológicos que fueron aprobados para su comercialización antes de que se impusiera la moratoria, por la otra;  ii) los productos biotecnológicos cuyas solicitudes han quedado paralizadas como resultado de las prohibiciones de comercialización de productos específicos, por una parte, y nuevos productos que no son biotecnológicos, como los obtenidos mediante técnicas convencionales de reproducción, por la otra.

1.110 La Argentina aduce que la suspensión de la consideración o no consideración, de determinadas solicitudes que revisten interés para ese país constituye una MSF y es contraria a los requisitos enunciados en el párrafo 5 del artículo 5.  Ello es así porque la suspensión de la consideración, o la no consideración de determinadas solicitudes que revisten interés para ese país reúne los tres elementos distintos y acumulativos que deben demostrarse para respaldar una alegación al amparo del párrafo 5 del artículo 5:  i) el Miembro que impone la medida objeto de la reclamación debe haber adoptado sus propios niveles de protección sanitaria contra riesgos para la vida y la salud de las personas y para las de los animales y la preservación de los vegetales en varias situaciones distintas, que son comparables;  ii) esos niveles de protección indican distinciones arbitrarias o injustificables en el tratamiento de diferentes situaciones y iii) esas distinciones arbitrarias o injustificables deben tener por resultado una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional.

1.111 Según la Argentina, las situaciones "comparables" son de los dos tipos siguientes:  1) productos biotecnológicos introducidos antes y después de la moratoria;  2) nuevos productos que no son biotecnológicos y nuevos productos biotecnológicos.

1.112 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras en el proceso de aprobación (o el hecho de no actuar dentro de un marco cronológico concreto) que alegan las partes reclamantes pueden ser examinadas en el marco del Acuerdo MSF como una cuestión de aplicación de una MSF y, más concretamente, del sistema de aprobación establecido en virtud de la legislación de las Comunidades Europeas sobre los organismos modificados genéticamente y que las demoras del tipo que alegan las partes reclamantes no pueden por lo tanto constituir, por lo tanto, una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Como cuestión de lógica, es evidente que el supuesto comportamiento de un Miembro no puede constituir en sí mismo una MSF y al mismo tiempo constituir la aplicación de otra MSF.  Habida cuenta de que las demoras del tipo que alegan las partes reclamantes no están comprendidas en la definición de una MSF en el párrafo 1 del Anexo A, las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 6 del artículo 5 no es aplicable a ellas.

1.113 El Grupo Especial analizará por separado la alegación que hace cada una de las partes reclamantes.

e) Reclamación DS291 (Estados Unidos)

1.114 En relación con la reclamación DS291 recordamos que, en el contexto de nuestro análisis de la impugnación de la moratoria general de las CE, hemos determinado que el párrafo 5 del artículo 5 entraña una referencia a "MSF" y que las MSF en litigio en esa disposición son las que se aplican para lograr un determinado nivel de protección sanitaria o fitosanitaria (esto es, medidas que aplican un determinado nivel de protección).  En consecuencia, el párrafo 5 del artículo 5 supone que la medida objeto de la reclamación es una "MSF" de aplicación.  Recordamos que en el contexto de nuestro análisis anterior de la alegación relativa a un producto específico hecha por los Estados Unidos al amparo del párrafo 1 del artículo 5 constatamos que el tipo de medida que impugnan los Estados Unidos a nuestro juicio i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no es una medida aplicada para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria en las Comunidades Europeas.  De estos elementos se desprende que la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo no puede considerarse una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y el párrafo 5 del artículo 5 con arreglo a la interpretación hecha por el Órgano de Apelación.

1.115 Habida cuenta de que, a nuestro juicio, el párrafo 5 del artículo 5 supone que las medidas objeto de la reclamación son "MSF" de aplicación, consideramos que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación de carácter definitivo.  Habida cuenta de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hacen los Estados Unidos al amparo del párrafo 5 del artículo 5.

f) Reclamación DS292 (Canadá)

1.116 En relación con la reclamación DS292 recordamos que, en el contexto de nuestro análisis de la impugnación de la moratoria general de las CE, hemos determinado que el párrafo 5 del artículo 5 entraña una referencia a "MSF" y que las MSF en litigio en esa disposición son las que se aplican para lograr un determinado nivel de protección sanitaria o fitosanitaria (esto es, medidas que aplican un determinado nivel de protección).  En consecuencia, el párrafo 5 del artículo 5 supone que la medida objeto de la reclamación es una "MSF" de aplicación.  Recordamos que en el contexto de nuestro análisis anterior de la alegación relativa a un producto específico hecha por el Canadá al amparo del párrafo 1 del artículo 5 constatamos que el tipo de medidas que impugna el Canadá a nuestro juicio i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no es una medida aplicadas para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria en las Comunidades Europeas.  De estos elementos se desprende que la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud no puede considerarse una "MSF" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y el párrafo 5 del artículo 5 con arreglo a la interpretación hecha por el Órgano de Apelación.

1.117 Habida cuenta de que, a nuestro juicio, el párrafo 5 del artículo 5 supone que la medida objeto de la reclamación es una "MSF" de aplicación, consideramos que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta no consideración, o aprobación por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes.  Habida cuenta de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 5 del artículo 5.

g) Reclamación DS293 (Argentina)

1.118 En relación con la reclamación DS293, comenzamos nuestro análisis con las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 que, según afirma la Argentina, aún no han sido aprobadas con arreglo al Reglamento 258/97.

ii) Medidas relativas a productos específicos que afectan a la aprobación del algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97

1.119 La Argentina impugna con arreglo al párrafo 5 del artículo 5 la suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR‑1445 supuestamente presentadas para su "aprobación"
 con arreglo al Reglamento 258/97.

1.120 Recordamos que, con respecto a las mismas supuestas medidas relativas a productos específicos, la Argentina presentó una alegación con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  En el contexto de nuestro análisis de esa alegación hemos señalado que no hemos visto pruebas de que las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 hayan sido presentadas para su aprobación con arreglo al Reglamento 258/97 y, por lo tanto, constatamos que la Argentina no había cumplido la carga de demostrar la existencia de una suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR‑1445 con arreglo al Reglamento 258/97.  Como no se ha demostrado la existencia de estas medidas relativas a productos específicos, tenemos que rechazar la alegación de la Argentina de que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 5 del artículo 5 con respecto a esas supuestas medidas.

iii) Otras medidas relativas a productos específicos impugnadas por la Argentina 

1.121 Pasamos ahora a las ocho medidas restantes relativas a productos específicos con respecto a las cuales el Grupo Especial ha decidido hacer constataciones.

1.122 Recordamos que, en el contexto de nuestro análisis de la impugnación de la moratoria general de las CE, hemos determinado que el párrafo 5 del artículo 5 entraña una referencia a "MSF" y que las MSF en litigio en esa disposición son las que se aplican para lograr un determinado nivel de protección sanitaria o fitosanitaria (esto es, medidas que aplican un determinado nivel de protección).  En consecuencia, el párrafo 5 del artículo 5 supone que la medida objeto de la reclamación es una "MSF" de aplicación.  Recordamos que en el contexto de nuestro análisis anterior de la alegación relativa a un producto específico hecha por la Argentina al amparo del párrafo 1 del artículo 5 constatamos que el tipo de medidas que impugna la Argentina a nuestro juicio i) no constituye en sí mismo una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y ii) no es una medida aplicada para lograr el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria en las Comunidades Europeas.  De estos elementos se desprende que la supuesta suspensión de la consideración, o no consideración, por las Comunidades Europeas de una determinada solicitud no puede considerarse "MSF" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A y el párrafo 5 del artículo 5 con arreglo a la interpretación hecha por el Órgano de Apelación.

1.123 Habida cuenta de que, a nuestro juicio, el párrafo 5 del artículo 5 supone que las medidas objeto de la reclamación son "MSF" de aplicación, consideramos que las disposiciones de ese párrafo no son aplicables a la supuesta suspensión de la consideración, o no consideración, por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes.  En vista de esta conclusión, no es necesario que prosigamos nuestro análisis de la alegación que hace la Argentina al amparo del párrafo 5 del artículo 5.

h) Conclusiones

1.124 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

Con referencia a la reclamación DS291 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por los Estados Unidos y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos acerca de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

ii)
Reclamación DS292 (Canadá)

Con referencia a la reclamación DS292 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

iii)
Reclamación DS293 (Argentina)

Con referencia a la reclamación DS293 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos acerca de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

6. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF
1.125 Las tres partes reclamantes alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.

1.126 El párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros se asegurarán de que cualquier medida sanitaria o fitosanitaria sólo se aplique en cuanto sea necesaria para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales, de que esté basada en principios científicos y de que no se mantenga sin testimonios científicos suficientes, a reserva de lo dispuesto en el párrafo 7 del artículo 5."

1.127 Los Estados Unidos alegan que, habida cuenta de que se ha considerado que las obligaciones básicas estipuladas en el párrafo 2 del artículo 2 tienen aplicación específica en el párrafo 1 del artículo 5, las medidas relativas a productos específicos (las moratorias relativas a productos específicos) son también incompatibles con el párrafo 2 del artículo 2 porque no se basan en las evaluaciones del riesgo prescritas en el párrafo 1 del artículo 5 y en el párrafo 4 del anexo A.

1.128 El Canadá aduce que los párrafos 1 y 6 del artículo 5 pueden ser considerados una aplicación específica de la obligación básica estipulada en el párrafo 2 del artículo 2 y, por lo tanto, cabe presumir que una infracción de los párrafos 1 y 6 del artículo 5 entraña una infracción de la disposición más general del párrafo 2 del artículo 2.  El Canadá sostiene que, como ya ha demostrado que las prohibiciones de comercialización de productos específicos no "se basan" en evaluaciones del riesgo y, por lo tanto, son incompatibles con los párrafos 1 y 6 del artículo 5, cabe presumir, por consiguiente, que las prohibiciones de comercialización de productos específicos infringen también los requisitos del párrafo 2 del artículo 2.

1.129 La Argentina aduce que, como ha demostrado ya que la suspensión de la consideración, o la no consideración, de las solicitudes que revisten interés para ese país no "se basan en una evaluación del riesgo", ha probado debidamente que esa suspensión no cumple los requisitos del párrafo 2 del artículo 2.

1.130 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras en el proceso de aprobación (o el hecho de no actuar dentro de un marco cronológico concreto) que alegan las partes reclamantes pueden ser examinadas en relación con el Acuerdo MSF como una cuestión de aplicación de una MSF y, más concretamente, del sistema de aprobación establecido en virtud de la legislación de las Comunidades Europeas sobre los organismos modificados genéticamente y que las demoras del tipo a que se refieren las partes reclamantes no pueden por lo tanto constituir en este caso una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Como cuestión de lógica, es evidente que el supuesto comportamiento de un Miembro no puede constituir en sí mismo una MSF y al mismo tiempo constituir la aplicación de otra MSF.  Habida cuenta de que las demoras del tipo a que se refieren las partes reclamantes no están comprendidas en la definición de una MSF en el párrafo 1 del Anexo A, las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 2 del artículo 2 no es aplicable a ellas.

e) Evaluación

1.131 El Grupo Especial observa que la alegación que hacen las partes reclamantes al amparo del párrafo 2 del artículo 2
 tiene la naturaleza de una alegación consiguiente.  Las partes reclamantes sostienen que de una incompatibilidad demostrada con el párrafo 1 del artículo 5 se desprende por inferencia una incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 2.  Sin embargo, hemos determinado antes que el párrafo 1 del artículo 5 no es aplicable a las medidas relativas a productos específicos definidas por las partes reclamantes y que, en consecuencia, las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud de esa disposición con respecto a las medidas pertinentes relativas a productos específicos.  Habida cuenta de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con el párrafo 1 del artículo 5 y de que la alegación que hacen las partes reclamantes al amparo del párrafo 2 del artículo 2 tiene como premisa la existencia de una infracción del párrafo 1 del artículo 5 por las Comunidades Europeas, a nuestro juicio la alegación hecha por las partes reclamantes al amparo del párrafo 2 del artículo 2 no puede prosperar.

1.132 En relación con la reclamación DS292, observamos que el Canadá aduce además que de una incompatibilidad demostrada con el párrafo 6 del artículo 5 se deduce por inferencia también una incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 2.  Sin embargo, hemos llegado a la misma conclusión respecto de la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 6 del artículo 5 que respecto de la que hace al amparo del párrafo 1 del artículo 5.  En consecuencia, mutatis mutandis, el razonamiento que hacemos en el párrafo precedente es aplicable también al argumento del Canadá basado en la supuesta incompatibilidad de las medidas pertinentes relativas a productos específicos con el párrafo 6 del artículo 5.

1.133 En relación con la reclamación DS293, recordamos además que anteriormente hemos constatado que la Argentina no ha cumplido la carga de demostrar la existencia de una suspensión de de la consideración, o la no consideración, de la aprobación del algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 en virtud del Reglamento 258/97.  Como no se ha demostrado la existencia de estas medidas relativas a productos específicos, necesariamente tenemos que rechazar la alegación de la Argentina de que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 2 del artículo 2 en relación con esas supuestas medidas.

f) Conclusiones

1.134 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

Con referencia a la reclamación DS291 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por los Estados Unidos y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que los Estados Unidos no han demostrado que las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

ii)
Reclamación DS292 (Canadá)

Con referencia a la reclamación DS292 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que el Canadá no ha demostrado que las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

iii)
Reclamación DS293 (Argentina)

Con referencia a la reclamación DS293 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que la Argentina no ha demostrado que las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a los productos específicos de que se trata.

7. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF
1.135 El Canadá aduce que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.

1.136 El párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros se asegurarán de que sus medidas sanitarias y fitosanitarias no discriminen de manera arbitraria o injustificable entre Miembros en que prevalezcan condiciones idénticas o similares, ni entre su propio territorio y el de otros Miembros.  Las medidas sanitarias y fitosanitarias no se aplicarán de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio internacional."

1.137 El Canadá aduce que, como las prohibiciones de comercialización de productos específicos son incompatibles con las obligaciones que corresponden a las Comunidades Europeas en virtud del párrafo 5 del artículo 5, por inferencia son también incompatibles con las que les corresponden en virtud del párrafo 3 del artículo 2 de conformidad con la jurisprudencia sentada por el Órgano de Apelación.

1.138 Las Comunidades Europeas sostienen que las demoras en el proceso de aprobación (o el hecho de no actuar dentro de un marco cronológico concreto) que alegan las partes reclamantes pueden ser examinadas en relación con el Acuerdo MSF como una cuestión de aplicación de una MSF y, más concretamente, del sistema de aprobación establecido en virtud de la legislación de las Comunidades Europeas sobre los organismos modificados genéticamente y que las demoras del tipo a que se refieren las partes reclamantes no pueden por lo tanto constituir en este caso una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  Como cuestión de lógica, es evidente que el supuesto comportamiento de un Miembro no puede constituir en sí mismo una MSF y al mismo tiempo constituir la aplicación de otra MSF.  Habida cuenta de que las demoras del tipo a que se refieren las partes reclamantes no están comprendidas en la definición de una MSF en el párrafo 1 del Anexo A, las Comunidades Europeas consideran que el párrafo 3 del artículo 2 no es aplicable a ellas.

e) Reclamación DS292 (Canadá)

1.139 El Grupo Especial observa que la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 3 del artículo 2
 tiene la naturaleza de una alegación consiguiente.  El Canadá sostiene que de una incompatibilidad demostrada con el párrafo 5 del artículo 5 se deduce por inferencia una incompatibilidad con el párrafo 3 del artículo 2.  Sin embargo, hemos determinado antes que el párrafo 5 del artículo 5 no es aplicable a las medidas relativas a productos específicos definidas por el Canadá y que, en consecuencia, las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud de ese párrafo con respecto a las medidas pertinentes relativas a productos específicos.  Habida cuenta de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con el párrafo 1 del artículo 5 y de que la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 3 del artículo 2 tiene como premisa la existencia de una infracción del párrafo 5 del artículo 5 por las Comunidades Europeas, a nuestro juicio la alegación que hace el Canadá al amparo del párrafo 3 del artículo 2 no puede prosperar.

f) Conclusión

1.140 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión:

i)
Reclamación DS292 (Canadá)

Con referencia a la reclamación DS292 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que el Canadá no ha demostrado que las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas pertinentes relativas a productos específicos.

8. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 7 y con el párrafo 1 de Anexo B del Acuerdo MSF
1.141 Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas no han publicado prontamente la existencia de las medidas relativas a productos específicos que impugnan y que, por lo tanto, las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 7 y del párrafo 1 del Anexo B del Acuerdo MSF.

1.142 El artículo 7 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros notificarán las modificaciones de sus medidas sanitarias o fitosanitarias y facilitarán información sobre sus medidas sanitarias o fitosanitarias de conformidad con las disposiciones del Anexo B."

1.143 El párrafo 1 del Anexo B del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros se asegurarán de que todas las reglamentaciones sanitarias o fitosanitarias
 que hayan sido adoptadas se publiquen prontamente de manera que los Miembros interesados puedan conocer su contenido."

1.144 Los Estados Unidos sostienen que las medidas relativas a productos específicos que impugnan (las moratorias relativas a productos específicos) están sujetas al requisito de publicación enunciado en el párrafo 1 del Anexo B.  Los Estados Unidos aducen que ello obedece a las mismas razones que han indicado para demostrar que el párrafo 1 del Anexo B es aplicable a la moratoria general.  Los Estados Unidos consideran que, habida cuenta de que las Comunidades Europeas no han publicado, y por lo tanto no han publicado prontamente, la existencia de las moratorias relativas a productos específicos, han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del Anexo B y del artículo 7.

1.145 Las Comunidades Europeas aducen que el artículo 7 enuncia obligaciones de procedimiento (publicación) respecto de una MSF.  Por consiguiente, su aplicabilidad parte de la premisa de la existencia de una MSF.  Las MSF definidas en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF presuponen la existencia de un acto.  Las Comunidades Europeas sostienen que las medidas que impugnan los Estados Unidos consistirían supuestamente en no haber actuado dentro de un determinado período.  Así, en realidad los Estados Unidos reclaman contra una demora en la terminación de distintos procedimientos especificados de aprobación.  A juicio de las Comunidades Europeas, una demora de esta índole no puede constituir una MSF en el sentido del párrafo 1 del Anexo A.  La demora consiste en la falta de actuación a su debido tiempo.  Sobre la base de estas consideraciones, las Comunidades Europeas sostienen que las supuestas medidas no están sujetas al artículo 7.

1.146 El Grupo Especial observa que los Estados Unidos alegan que las medidas relativas a productos específicos que indica son incompatibles con el párrafo 1 del Anexo B.  Los Estados Unidos toman esa supuesta incompatibilidad con el párrafo 1 del Anexo B como base para una alegación consiguiente de incompatibilidad al amparo del artículo 7.  En consecuencia, comenzaremos nuestro análisis con la alegación de los Estados Unidos al amparo del párrafo 1 del Anexo B.

e) "Reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias"

1.147 Como hemos señalado anteriormente, el párrafo 1 del Anexo B es aplicable a las "reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias" que hayan sido "adoptadas".  En una nota explicativa del párrafo 1 del Anexo B se indica que la expresión "reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias" debe entenderse en el sentido de "[m]edidas sanitarias o fitosanitarias tales como leyes, decretos u órdenes que sean de aplicación general".

1.148 Se desprende de lo que antecede que una cuestión previa de la que tenemos que ocuparnos es si las medidas relativas a productos específicos impugnadas por los Estados Unidos constituyen MSF de aplicación general que hayan sido adoptadas.  En primer lugar examinaremos si las medidas pertinentes relativas a productos específicos son "de aplicación general".

1.149 Recordamos que en el caso de cada una de las medidas relativas a productos específicos los Estados Unidos impugnan el hecho de que supuestamente las Comunidades Europeas no han considerado una determinada solicitud para su aprobación de carácter definitivo.  Como queda ya de manifiesto de nuestra propia descripción de esas medidas, se refieren a productos específicos.  En otras palabras, cada una de ellas afecta a una solicitud relativa a un producto biotecnológico específico.  Ninguna de ellas es aplicable a todos los productos biotecnológicos en general o, por lo menos, a todos los productos biotecnológicos que están comprendidos en el ámbito de los procedimientos de aprobación pertinentes de las CE y requieren aprobación.  Hasta ese punto hay, por lo tanto, una clara diferencia entre las medidas relativas a productos específicos indicadas por los Estados Unidos y la moratoria general relativa a las aprobaciones que, según constatamos, era de aplicación general puesto que era aplicable a todas las solicitudes que estaban pendientes entre junio de 1999 y agosto de 2003.

1.150 Habida cuenta de lo que antecede, no podemos estar de acuerdo con los Estados Unidos en que cada una de las medidas relativas a productos específicos que impugna es una medida "de aplicación general".  En vista de que la aplicabilidad general es un elemento necesario de la definición de la expresión "reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias", no es necesario que examinemos si las medidas pertinentes relativas a productos específicos son "MSF" y si han sido "adoptadas".  Por lo tanto, constatamos que ninguna de las medidas relativas a productos específicos que impugnan los Estados Unidos es una "reglamentación sanitaria y fitosanitaria" en el sentido del párrafo 1 del Anexo B.  Se desprende de ello que las disposiciones del párrafo 1 del Anexo B no son aplicables a estas medidas.

1.151 Recordamos que los Estados Unidos tratan de demostrar una incompatibilidad con el artículo 7 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con el párrafo 1 del Anexo B.  Como hemos constatado que las disposiciones del párrafo 1 del Anexo B no son aplicables a las medidas relativas a productos específicos que impugnan los Estados Unidos, esas medidas no pueden ser incompatibles con las disposiciones de ese Anexo.  Según el enfoque adoptado por los Estados Unidos, lógicamente no puede haber tampoco incompatibilidad con el artículo 7 incluso en el supuesto de que el artículo 7 sea aplicable a estas medidas.

f) Conclusión

1.152 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

Con referencia a la reclamación DS291 y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por los Estados Unidos y por las Comunidades Europeas, el Grupo Especial llega a la conclusión de que las Comunidades Europeas no han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del Anexo B y el artículo 7 del Acuerdo MSF con respecto a ninguna de las medidas relativas a productos específicos acerca de las cuales el Grupo Especial hace constataciones.

9. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 8 y la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF
d) Cuestiones generales

1.153 Las tres partes reclamantes alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF por lo que respecta a las medidas relativas a productos específicos que están impugnando.

1.154 El artículo 8 del Acuerdo MSF estipula lo siguiente:

"Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo".

1.155 La primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF estipula lo siguiente:

"1.
Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:

a)
de que esos procedimientos se inicien y ultimen sin demoras indebidas [...]."
1.156 Las partes reclamantes tratan de establecer la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una incompatibilidad con la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  El artículo 8 dispone, entre otras cosas, que los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar sus procedimientos de aprobación.  De ello se sigue que la inobservancia de las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C implica una infracción del artículo 8.  Por consiguiente, si concluimos que las Comunidades Europeas no han observado las disposiciones de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C con respecto a cualquiera de las medidas relativas a productos específicos sobre las que formulamos constataciones, también concluiremos que las Comunidades Europeas, en consecuencia, también han actuado de manera incompatible con las disposiciones del artículo 8.

1.157 En relación con la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, observamos que en la sección VII.D.11 supra hemos abordado la interpretación de esa disposición.
  Observamos asimismo que de conformidad con la introducción del párrafo 1 del Anexo C, las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C se aplican "con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias".  Hemos constatado anteriormente que los procedimientos establecidos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto que es una MSF) son procedimientos "para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias" en el sentido del párrafo 1 del Anexo C y que, en cuanto tales, están sujetos a las disposiciones del párrafo 1 del Anexo C, que incluyen las del párrafo 1 a) del Anexo C.  En consecuencia, las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C obligaban y obligan a las Comunidades Europeas a "iniciar y ultimar" los procedimientos de aprobación establecidos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto que es una MSF) "sin demoras indebidas".

1.158 Recordamos que los Estados Unidos impugnan la supuesta no consideración por las Comunidades Europeas de solicitudes específicas a efectos de la aprobación de carácter definitivo, mientras que el Canadá impugna la supuesta no consideración o aprobación por las Comunidades Europeas de solicitudes específicas sin demoras indebidas.  En ese sentido hemos observado que esas impugnaciones atañen en lo fundamental a una forma concreta de aplicación por las Comunidades Europeas de los procedimientos de aprobación pertinentes.  Recordamos asimismo que la Argentina impugna supuestas demoras indebidas en finalizar la consideración y la tramitación de determinadas solicitudes.

1.159 Nos parece evidente, en consecuencia, que el tipo de medida impugnada por cada una de las partes reclamantes podría en principio constituir una infracción de las obligaciones que corresponden a las Comunidades Europeas en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, o dar lugar a esa infracción, y que por tanto ese tipo de medida puede examinarse a la luz de las disposiciones de dicha cláusula.  Dado que las partes reclamantes tratan de establecer la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, esa conclusión es igualmente aplicable al artículo 8.

e) Liberación intencional - Solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220 y/o la Directiva 2001/18

1.160 Comenzamos ahora nuestro examen de los procedimientos de aprobación de las solicitudes identificadas por las partes reclamantes que se tramitaron con arreglo a las Directivas 90/220 y 2001/18.  Sin embargo, antes de seguir adelante abordaremos brevemente ciertas cuestiones planteadas por la aplicación de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C a los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo a las Directivas arriba mencionadas.

ii) Aplicación de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C a los procedimientos de aprobación iniciados con arreglo a la Directiva 90/220 y continuados con arreglo a la Directiva 2001/18

1.161 Cada uno de los procedimientos de aprobación pertinentes sobre los cuales el Grupo Especial está formulando constataciones se inició con arreglo a la Directiva 90/220 pero no se había completado cuando ésta fue derogada (17 de octubre de 2002).  De conformidad con las disposiciones de la Directiva 2001/18, las solicitudes aún pendientes en la fecha de derogación de la Directiva 90/220 (17 de octubre de 2002) quedaban sujetas a lo dispuesto en la Directiva 2001/18, y en consecuencia debían ser "complementadas" por el solicitante a la luz de las disposiciones de esta última Directiva.  Si el solicitante lo hacía antes del vencimiento de un plazo especificado (17 de enero de 2003), los procedimientos de aprobación deberían tramitarse de conformidad con las disposiciones de la Directiva 2001/18.
  Todos los procedimientos de aprobación objeto del presente examen se tramitaron con arreglo a la Directiva 2001/18 después de que el solicitante hubiera complementado su solicitud.

1.162 Esto lleva a preguntarse si debe considerarse que los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo a la Directiva 2001/18 con respecto a solicitudes que habían sido evaluadas anteriormente con arreglo a la Directiva 90/220 eran nuevos procedimientos de aprobación o una continuación de los procedimientos de aprobación que no se habían completado con arreglo a la Directiva 90/220.  Ya hemos examinado esa cuestión en el contexto de nuestro análisis de la moratoria general de las CE con respecto a las aprobaciones.
  En consecuencia, por el momento basta con recordar nuestra conclusión de que i) los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo a la Directiva 2001/18 con respecto a las solicitudes que habían sido evaluadas anteriormente con arreglo a la Directiva 90/220 eran una continuación de los procedimientos de aprobación anteriormente tramitados con arreglo a la Directiva 90/220, y de que ii) un procedimiento de aprobación iniciado con arreglo a la Directiva 90/220 y continuado con arreglo a la Directiva 2001/18 constituye un procedimiento de aprobación único a los efectos de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.163 De esa conclusión se sigue que en el contexto de nuestro examen en el marco de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C no es preciso distinguir entre demoras indebidas que puedan haberse producido en la tramitación de una solicitud presentada con arreglo a la Directiva 90/220 y demoras indebidas que puedan haberse producido cuando el procedimiento relativo a la misma solicitud continuó con arreglo a la Directiva 2001/18.  Nuestra conclusión significa, especialmente, que la inobservancia de las disposiciones de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C puede establecerse sobre la base de demoras indebidas que se produjeron mientras la Directiva 90/220 estaba en vigor.  De manera análoga, la inobservancia de las disposiciones de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C puede también establecerse sobre la base de demoras indebidas que se produjeron después de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  En ambos casos, el procedimiento de aprobación pertinente se habría demorado indebidamente en infracción de lo dispuesto en la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.164 Recordamos, por último, que en la sección VII.D hemos examinado si las razones en que se basa la moratoria general de las CE por lo que respecta a las aprobaciones de carácter definitivo podrían haber justificado demoras que pudieran haberse producido como consecuencia de esa moratoria.  También hemos examinado si la adopción de la Directiva 2001/18 podría haber justificado la demora en la finalización de los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo a la Directiva 90/220 para que a partir de octubre de 2002 quedaran sujetos a las nuevas disposiciones de la Directiva 2001/18.  Esas observaciones anteriores son pertinentes y aplicables también a nuestro examen de los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 (y la Directiva 2001/18) identificados por las partes reclamantes.

1.165 Habida cuenta de esas observaciones generales, procederemos a continuación a examinar cada una de las medidas relativas a productos específicos objeto de reclamación.

iii) Colza Falcon (CE-62)

1.166 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza Falcon se ha demorado indebidamente.

1.167 Inicialmente, los Estados Unidos adujeron que en este procedimiento la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Posteriormente adujeron que el Comité de reglamentación se abstuvo dos veces de votar sobre un proyecto de medida, y que después del segundo intento la Comisión no volvió a presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos sostienen asimismo que con arreglo a la legislación aplicable de las CE, si el Comité de reglamentación no actúa la Comisión está obligada a presentar al Consejo un proyecto de medida, ya sea favorable o negativo.  Los Estados Unidos recuerdan a ese respecto que el Acuerdo MSF prescribe que las Comunidades Europeas adopten una decisión sin demoras indebidas.  En este caso la Comisión no presentó una decisión al Consejo.

1.168 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa a la colza Falcon es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza Falcon es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.169 Las Comunidades Europeas aducen que los Estados Unidos incurren en error cuando afirman que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  La Comisión activó un procedimiento de votación en junio de 1999, y el Comité de reglamentación se reunió dos veces para estudiar la cuestión.  El Comité de reglamentación no votó el 9 de marzo de 2000 porque llegó a la conclusión de que se necesitaba más información sobre la evaluación del efecto de la nueva proteína expresada en el ciclo biogeoquímico y la cadena trófica, así como sobre la probabilidad de propagación.  Las Comunidades Europeas afirman también que en mayo de 2001 el solicitante modificó el alcance de su solicitud, y que después de ello ésta se tramitó con nuevas presentaciones de información adicional que hizo el solicitante.

1.170 Los Estados Unidos responden que la única información que podía haberse solicitado en la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación era la información solicitada por Italia con respecto al efecto del producto transgénico en los ciclos biogeoquímicos y en la cadena trófica y sobre la propagación del gen por la posibilidad de cruzamiento entre las plantas modificadas genéticamente y especies silvestres.  Los Estados Unidos indican a ese respecto que el 30 de noviembre de 2000 el solicitante respondió a la petición de Italia a pesar de que, a juicio de los Estados Unidos, esa petición no estaba científicamente justificada.

1.171 El Grupo Especial comienza su análisis abordando el argumento de los Estados Unidos concerniente a la abstención de la Comisión de convocar de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre el proyecto de medida de la Comisión.

La Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida

1.172 El Grupo Especial recuerda que el Comité de reglamentación se reunió dos veces, el 29 de octubre de 1999 y el 9 de marzo de 2000, para examinar un proyecto de medida presentado por la Comisión.  En ninguna de esas reuniones se votó sobre el proyecto de medida, y el Comité de reglamentación no volvió a reunirse para intentar votar sobre la solicitud.

1.173 El Grupo Especial recuerda asimismo que en noviembre de 2000 el solicitante proporcionó la información adicional que había sido pedida por Italia.  A finales de mayo de 2001, atendiendo a una petición formulada en abril de 2000 por la autoridad competente principal, el solicitante aclaró determinados aspectos de su solicitud.  Según la autoridad competente principal, la incertidumbre sobre esos aspectos había impedido al Comité de reglamentación votar sobre la solicitud en marzo de 2000.

1.174 Cuando a finales de mayo de 2001 el solicitante aclaró determinados aspectos de su solicitud, también presentó a la autoridad competente principal información adicional e información actualizada.  Aparentemente, el solicitante lo hizo por su propia iniciativa.  Afirmó que esa información confirmaba que la solicitud ya estaba "en consonancia con las principales disposiciones" de la Directiva 2001/18, que había sido adoptada en marzo de 2001.  El solicitante pidió a la autoridad competente principal que informara a los demás Estados miembros acerca de la nueva serie de documentos en la siguiente reunión del Comité de reglamentación.
  Sin embargo, la autoridad competente principal no dio traslado de los documentos a los demás Estados miembros y a la Comisión, porque estimó que se necesitaban nuevas aclaraciones.
  El solicitante proporcionó la aclaración solicitada el 30 de octubre de 2001.
  Hacia finales de noviembre de 2001 el solicitante escribió a la Comisión señalando a su atención la información adicional e indicando que deseaba presentar la información a los demás Estados miembros en una reunión del "grupo de trabajo sobre cultivos tolerantes a los herbicidas" que se preveía celebrar a principios de diciembre de 2001.
  En el expediente no se indica si esa reunión llegó a celebrarse.

1.175 El Grupo Especial ha expuesto antes su opinión de que después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación procedía que la Comisión convocara otra reunión para que se votara sobre su proyecto de medida.  En consecuencia, lo que hay que preguntarse es si la Comisión tenía motivos justificados para no convocar otra reunión en algún momento anterior a la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220.

1.176 Al abordar esta cuestión, el Grupo Especial toma nota de los siguientes elementos.  Para empezar, a finales de mayo de 2001 el solicitante había satisfecho todas las peticiones de información y aclaración que se le habían hecho tras la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación.  Además, como ya se ha indicado, a finales de mayo de 2001 el solicitante había proporcionado también información adicional y actualizada a la autoridad competente principal.  Aparentemente, la autoridad competente principal en ningún momento transmitió esa información a los demás Estados miembros y a la Comisión.  Pese a ello, en el expediente se indica que la Comisión fue informada acerca de su existencia en junio de 2001
, que preguntó sobre ella en septiembre de 2001
, y también que en septiembre de 2001 la autoridad competente principal le comunicó que se le informaría sobre cuándo el solicitante proporcionaría las aclaraciones pedidas por la autoridad competente principal.
  En noviembre de 2001, el solicitante comunicó directamente a la Comisión que a finales de octubre de 2001 había proporcionado la aclaración pedida por la autoridad competente principal.

1.177 Es importante recordar, además, que el solicitante proporcionó la información adicional no de conformidad con una prescripción derivada de las disposiciones de la Directiva 90/220, sino en un esfuerzo por persuadir a los Estados miembros de que votaran en favor de la aprobación de su solicitud.  Tampoco se había pedido a la autoridad competente principal que presentara una evaluación de la información adicional antes de transmitirla a los demás Estados miembros y a la Comisión.  De hecho, la autoridad competente principal no intentó realizar una evaluación, ya que se limitó a pedir aclaraciones al solicitante e hizo sugerencias de modificaciones para evitar preguntas de otros Estados miembros o para "procurar la aceptación" de otros Estados miembros.

1.178 Habida cuenta de esos elementos, el Grupo Especial considera que como tarde a finales de noviembre de 2001, después de que el solicitante hubiera aclarado y revisado la información adicional anteriormente sometida en mayo de 2001 y se hubiera puesto directamente en contacto con la Comisión a esos efectos, la Comisión podía haber tomado la iniciativa y pedido a la autoridad competente principal que transmitiera la información adicional a otros Estados miembros y a la propia Comisión.
  Como mínimo, la Comisión podría haberlo hecho si, como es probable, deseaba que los Estados miembros tuvieran acceso a la información adicional antes de convocar de nuevo el Comité de reglamentación.

1.179 El Grupo Especial observa que el solicitante, en su carta de noviembre de 2001 a la Comisión, expresó su deseo de presentar la información adicional a los demás Estados miembros en una reunión del "grupo de trabajo sobre cultivos tolerantes a los herbicidas" que se preveía celebrar a principios de diciembre de 2001.  Las Comunidades Europeas no han explicado en qué consistía el mandato del "grupo de trabajo sobre cultivos tolerantes a los herbicidas".  No hay indicación alguna de que ese grupo de trabajo desempeñara algún papel en los trabajos preparatorios de las reuniones de octubre de 1999 y marzo de 2000 del Comité de reglamentación.  En cualquier caso, el hecho de que el solicitante quisiera "presentar" la información adicional al grupo de trabajo no implica que no quisiera que la información se distribuyera a los demás Estados miembros hasta después de su presentación.

1.180 Si la Comisión hubiera pedido a la autoridad competente principal que transmitiera la información adicional hacia fines de noviembre de 2001, podría haber organizado una reunión del Comité de reglamentación a principios de 2002, dándose de ese modo a sí misma y dando a otros Estados miembros el tiempo necesario para examinar la información adicional.  Además, como la Directiva 90/220 no se derogó hasta mediados de octubre de 2002, había tiempo suficiente para que la Comisión adoptara su proyecto de medida en caso de votación favorable en el Comité de reglamentación, y para que la autoridad competente principal otorgara por escrito su consentimiento.

1.181 En anteriores constataciones hemos observado que la Comisión podría haber considerado que algunos Estados miembros simplemente no deseaban que la Comisión pidiera otra votación sobre su proyecto de medida, o que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y en el Consejo un proyecto de medida favorable no habría alcanzado la mayoría cualificada necesaria, como consecuencia de lo cual la Comisión tendría que completar el procedimiento adoptando su propio proyecto de medida.  A nuestro juicio, ninguna de esas consideraciones justificaba que la Comisión se abstuviera de convocar de nuevo una reunión del Comité de reglamentación a principios de 2002.

1.182 Es bien posible que la oposición prevista de algunos Estados miembros pudiera haber inquietado a la Comisión, habida cuenta de las consecuencias que habría tenido para la legitimidad y aceptabilidad de una posible decisión de la Comisión de aprobar su propio proyecto de medida.  Sin embargo, esto no habría justificado que la Comisión suspendiera el proceso de aprobación hasta tener la seguridad de que su proyecto de medida lograría una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación.
  De lo contrario, la obligación de completar los procedimientos de aprobación sin demoras indebidas no impondría una disciplina real, ya que la Comisión podría en ese caso suspender los procedimientos de aprobación siempre que previera una oposición de un número significativo de Estados miembros, y ello con independencia de que esa oposición se basara en razones válidas.

1.183 Por lo que respecta a la posibilidad de que determinados Estados miembros pudieran haberse mostrado renuentes a votar sobre un proyecto de medida de la Comisión, cabe también señalar que el solicitante fortaleció la posición de la Comisión proporcionando nueva información que, en su opinión, confirmaba que su solicitud ya estaba en conformidad con las principales disposiciones de la nueva Directiva 2001/18.
  Desde luego, desde finales de noviembre de 2001, después de que el solicitante hubiera aclarado y revisado la información adicional que ya había presentado en mayo de 2001, la Comisión tenía argumentos adicionales para pedir que su proyecto de medida se votara en el Comité de reglamentación.

1.184 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que como tarde a principios de 2002 la Comisión debería haber convocado de nuevo la reunión del Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la colza Falcon.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado realmente por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.185 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza Falcon se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no convocara de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la colza Falcon después de mayo de 2001 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.186 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión
1.187 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:

i) Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la colza Falcon a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza Falcon, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

iv) Colza MS8/RF3 (CE-63)

1.188 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y el Canadá, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3 se ha demorado indebidamente.

1.189 Los Estados Unidos adujeron inicialmente que la tramitación de la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3 se paralizó cuando la Comisión se negó a presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación, como requiere el proceso de aprobación.  Posteriormente, los Estados Unidos adujeron que el Comité de reglamentación se abstuvo dos veces de votar sobre un proyecto de medida, y que después del segundo intento la Comisión en ningún momento presentó de nuevo un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos sostienen que la demora resultante fue indebida.

1.190 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa a la colza MS8/RF3 es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3 es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.191 El Canadá sostiene que el solicitante propuso y revisó constantemente sus medidas de gestión de los riesgos en respuesta a preocupaciones expresadas por Estados miembros, el Comité científico de las plantas y la Comisión.  A pesar de esos intentos del solicitante, la tramitación de la solicitud se ha demorado, lo que a juicio del Canadá demuestra que las Comunidades Europeas tenían y tienen la intención de bloquear la aprobación de este producto a efectos de cultivo y la intención de imponer condiciones tan onerosas e innecesarias que hagan que la importación del producto a efectos de elaboración no sea rentable.

1.192 El Canadá aduce que desde que la solicitud llegó a nivel comunitario, los Estados miembros tardaron aproximadamente 12 meses en presentar sus objeciones a la solicitud, y que después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen positivo sobre la solicitud, las Comunidades Europeas emplearon otros 12 meses para abordar las recomendaciones contenidas en el dictamen de dicho Comité, incluido un plan de vigilancia.  Aunque la solicitud se examinó en el Comité de reglamentación en el verano de 1999, no se sometió a votación.  El Canadá observa que en agosto de 1999 el solicitante indicó que aceptaría voluntariamente las exigencias de la Posición común del Consejo de junio de 1999.  Basándose en ese compromiso, la Comisión invitó al solicitante a que presentara su propuesta al Comité de reglamentación en octubre de 1999.  Sin embargo, aunque el Comité de reglamentación examinó de nuevo la propuesta, se abstuvo de someterla a votación.  Posteriormente, el solicitante hizo nuevas propuestas en un nuevo intento de abordar las preocupaciones expresadas por Estados miembros.  Sin embargo, el Comité de reglamentación, aunque tuvo ante sí de nuevo la cuestión en marzo de 2000, se abstuvo de someterla a votación.

1.193 El Canadá alega también que cualquier demora en la finalización del procedimiento de aprobación después de que el Comité de reglamentación se abstuviera de adoptar el proyecto de medida para la aprobación de la colza MS8/RF3 en marzo de 2000 debe considerarse "indebida".  El Canadá destaca a ese respecto los esfuerzos desplegados por el solicitante para responder a nuevas peticiones de la autoridad competente principal.  Observa que aunque en mayo de 2002 la autoridad competente principal aceptó finalmente las directrices agrícolas y el plan de vigilancia tras la puesta en mercado propuestos por el solicitante, las Comunidades Europeas no proporcionaron información alguna que explicara la demora entre mayo de 2002 y principios de enero de 2003, cuando el solicitante presentó un nuevo expediente actualizado con arreglo al artículo 35 de la Directiva 2001/18.

1.194 El Canadá observa, por último, que más de ocho años después de la primera presentación de la solicitud para su aprobación a la autoridad competente principal, en 1996, y más de seis años después de que el Comité científico de las plantas emitiera, en mayo de 1998, su dictamen, la colza MS8/RF3 aún no ha sido aprobada ni a efectos de importación y elaboración ni a efectos de cultivo, a pesar de que existen medidas razonables de gestión de los riesgos.  El Canadá sostiene que con arreglo a cualquier criterio razonable, el tiempo extraordinariamente largo empleado para tramitar esta solicitud constituye una "demora indebida".

1.195 Las Comunidades Europeas aducen que los Estados Unidos incurren en error cuando afirman que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  La Comisión activó un procedimiento de votación en junio de 1999, y el Comité de reglamentación se reunió dos veces para estudiar la cuestión.  Según las Comunidades Europeas, el Comité de reglamentación no votó el 9 de marzo de 2000 porque Italia planteó cuestiones científicas relacionadas con los efectos del producto en cuestión en los ciclos biogeoquímicos y en las cadenas tróficas y con la probabilidad de propagación.  Las Comunidades Europeas afirman también que en mayo de 2001 el solicitante modificó el alcance de su solicitud, y que después de ello ésta se tramitó con nuevas presentaciones de información adicional que hizo el solicitante.

1.196 El Canadá observa que las interrogantes planteadas por Italia ya habían sido abordadas en el expediente de la solicitud y por el Comité científico de las plantas.  Además, los intentos de plantear preocupaciones por la repercusión del uso de herbicidas en la diversidad biológica de las tierras agrícolas vinculaban indebidamente preocupaciones relativas al uso de herbicidas con la aprobación de una variedad de semillas.  El Canadá observa que:  1) las disposiciones reguladoras de la aprobación de todas las demás variedades de semillas son distintas de las que regulan la aprobación de plaguicidas;  2) el uso de herbicidas es uno de los muchos factores que pueden repercutir en la diversidad biológica de las tierras agrícolas;  y 3) de hecho, Estados miembros de las CE han autorizado la utilización del glufosinato de amonio para usos generales y para usos específicos en cultivos modificados genéticamente y tolerantes a herbicidas.  El Canadá responde también que las Comunidades Europeas se abstienen de indicar que la presentación de nueva información por el solicitante fue necesaria porque las prescripciones en materia de información eran o bien poco claras o bien cambiantes.

1.197 El Grupo Especial comienza su análisis abordando los argumentos de los Estados Unidos y el Canadá concernientes al hecho de que la Comisión no convocó una nueva reunión del Comité de reglamentación.

La Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida

1.198 El Grupo Especial recuerda que el Comité de reglamentación se reunió dos veces, el 29 de octubre de 1999 y el 9 de marzo de 2000, para examinar un proyecto de medida presentado por la Comisión.  En ninguna de esas reuniones se votó sobre el proyecto de medida, y el Comité de reglamentación no volvió a reunirse para intentar votar sobre la solicitud.

1.199 En el expediente no se indica por qué el Comité de reglamentación no votó sobre la colza MS6/RF3 en la reunión de marzo de 2000.
  Un motivo pudo ser una petición de información de la autoridad competente italiana.  Italia transmitió su petición a la autoridad competente principal el 14 de marzo de 2000, y la autoridad competente la envió seguidamente al solicitante.
  En noviembre de 2000, el solicitante proporcionó a la autoridad competente principal respuestas a las preguntas formuladas por Italia, indicando que todas las cuestiones planteadas habían sido abordadas anteriormente por el Comité científico de las plantas, y actualizó la solicitud que había presentado en noviembre de 1999.  Esta comunicación fue también distribuida a las demás autoridades competentes y a la Comisión.

1.200 Cabe asimismo señalar que en junio de 2001 el solicitante envió a la autoridad competente principal una carta en la que aclaraba determinados aspectos de la solicitud, incluido su alcance.  No hay indicación alguna de que se hubiera pedido esa aclaración.  No obstante, en la carta del solicitante se indicaba que después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación la aclaración parecía necesaria.
  En una carta separada de la misma fecha, "tras la revisión de la Directiva 90/220/CEE", el solicitante también presentó a la autoridad competente principal información actualizada, con inclusión de una evaluación del riesgo ambiental actualizada, un plan de vigilancia tras la puesta en mercado, directrices agrícolas, información adicional relativa a la identificación y el etiquetado e información para el público sobre el producto en cuestión.
  En la carta se indicaba que esa información confirmaba que la solicitud ya estaba "en consonancia con las principales disposiciones" de la Directiva 2001/18, que había sido adoptada en marzo de 2001.  Se pedía a la autoridad competente principal que informara a los demás Estados miembros acerca de la nueva serie de documentos en la siguiente reunión del Comité de reglamentación.
  No hay indicación alguna de que la autoridad competente principal transmitiera los nuevos documentos a los demás Estados miembros y a la Comisión.  Dos semanas después de que el solicitante presentara la información adicional se celebró una reunión de autoridades competentes, pero el Grupo Especial no tiene información sobre lo que se debatió en esa reunión.  No obstante, el expediente demuestra claramente que la autoridad competente principal no acusó recibo de los nuevos documentos hasta julio de 2001.  La autoridad competente principal comunicó al solicitante que había transmitido los documentos al comité científico pertinente del Consejo Belga de Bioseguridad (en lo sucesivo el "BBC") para que emitiera un dictamen.
  No explicó por qué se pedía un dictamen.

1.201 El Grupo Especial ha expuesto antes su opinión de que después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación procedía que la Comisión convocara otra reunión para que se votara sobre su proyecto de medida.  En consecuencia, lo que hay que preguntarse es si la Comisión tenía motivos justificados para no convocar otra reunión en algún momento anterior a la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220.

1.202 En su examen de esta cuestión el Grupo Especial toma nota de los siguientes elementos.  En noviembre de 2000, el solicitante había satisfecho todas las solicitudes de información que se le habían enviado tras la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación.  La información adicional se distribuyó a todas las autoridades competentes y a la Comisión en diciembre de 2000.  Sin embargo, como se ha indicado, en junio de 2001 el solicitante proporcionó a la autoridad competente principal aclaraciones adicionales e información actualizada.  El expediente no indica que la existencia de la información de junio de 2001 se señalara a la atención de la Comisión.  Por lo demás, no hay en el expediente nada que sugiera que la Comisión estuviera "esperando" recibir la información de junio de 2001.

1.203 Por lo que respecta a la aclaración proporcionada por el solicitante en junio de 2001, observamos que si la Comisión no estaba esperando recibirla, la aclaración no justificaría que la Comisión se abstuviera de convocar de nuevo al Comité de reglamentación en algún momento entre diciembre de 2000 y junio de 2001.  Por otro lado, si la Comisión estaba esperando recibir la aclaración del solicitante, debería haber preguntado a la autoridad competente principal si el solicitante había proporcionado aclaraciones.  No hay pruebas de que la Comisión lo hiciera.

1.204 Por lo que respecta a la información actualizada también proporcionada por el solicitante en junio de 2001 es importante recordar que el solicitante proporcionó dicha información no de conformidad con una prescripción derivada de las disposiciones de la Directiva 90/220, sino en un esfuerzo por persuadir a los Estados miembros de que votaran en favor de la aprobación de su solicitud.  Tampoco se había pedido a la autoridad competente principal que presentara una evaluación de la información adicional antes de transmitirla a los demás Estados miembros y a la Comisión.  Pese a ello, la autoridad competente principal pidió al BBC que emitiera un dictamen.  Parece, no obstante, que para el BBC no era evidente que se necesitara un dictamen.  En noviembre de 2001 el BBC examinó la información en cuestión.  Según el acta de los debates internos, "no hacía falta un dictamen del Consejo Asesor de Bioseguridad antes de la remisión de estos documentos a la Comisión Europea;  y en el pasado las informaciones adicionales se han comunicado directamente a la Comisión en varias ocasiones".
  No obstante, como esta era la primera vez en que una empresa había presentado un plan de vigilancia, directrices agrícolas y un expediente público, el BBC "consideró recomendable pedir al Consejo Asesor de Bioseguridad que examinara esos documentos antes de remitirlos a la Comisión Europea".
  Se observó que de ese modo los expertos competentes tendrían la oportunidad de obtener experiencia sobre la evaluación de esos documentos.

1.205 No estamos persuadidos de que se necesitara una evaluación de la información actualizada por la autoridad competente principal antes de que la información pudiera transmitirse a la Comisión y a las demás autoridades competentes, y de que en consecuencia la Comisión tenía que esperar a recibir la evaluación de la autoridad competente principal para convocar de nuevo el Comité de reglamentación.  De hecho, observamos que en una situación paralela una autoridad competente principal distinta no estimó necesario realizar una evaluación de la información adicional presentada por un solicitante para demostrar que su solicitud ya estaba en consonancia con las principales disposiciones de la Directiva 2001/18.

1.206 De todos modos, en el procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3, el solicitante respondió a principios de mayo de 2002 a la última pregunta pendiente del BBC.
  El expediente no revela más novedades en este procedimiento de aprobación hasta octubre de 2002, cuando se derogó la Directiva 90/220.  No hay, por tanto, indicación de que el BBC proporcionara a la autoridad competente principal un dictamen sobre la información de junio de 2001.  Aun suponiendo que la Comisión tuviera conocimiento de la información actualizada de junio de 2001, y aun suponiendo que en principio fuera justificable que la Comisión permitiera que autoridad competente principal realizara alguna evaluación de la información, la Comisión seguía teniendo la responsabilidad de pedir al Comité de reglamentación que votara sobre su proyecto de medida.  No obstante, incluso cuando se aproximaba la fecha de derogación de la Directiva 90/220, la Comisión aparentemente no pidió a la autoridad competente principal que finalizara sin demora su evaluación de la información actualizada y que la distribuyera junto con esa información para que pudiera intentarse de nuevo ultimar el procedimiento de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220.

1.207 Habida cuenta de esos elementos, estimamos que si la Comisión hubiera pedido la distribución de la información adicional una vez que el solicitante respondió en mayo de 2002 a la última pregunta pendiente, debería haber sido posible distribuir sin demora la información y que el Comité de reglamentación celebrara una reunión no más tarde del verano de 2002.  Como la Directiva 90/220 no se derogó hasta mediados de octubre de 2002, creemos que ello habría dado a la Comisión tiempo suficiente para adoptar su proyecto de medida en caso de voto favorable en el Comité de reglamentación y para que la autoridad competente principal otorgara por escrito su consentimiento.

1.208 En anteriores constataciones, el Grupo Especial ha observado que la Comisión podría haber considerado que algunos Estados miembros simplemente no deseaban que la Comisión pidiera otra votación sobre su proyecto de medida, o que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y en el Consejo un proyecto de medida favorable no habría alcanzado la mayoría cualificada necesaria, como consecuencia de lo cual la Comisión tendría que completar el procedimiento adoptando su propio proyecto de medida.  A juicio del Grupo Especial, ninguna de esas consideraciones justificaba que la Comisión se abstuviera de convocar de nuevo el Comité de reglamentación para que celebrara una tercera reunión.

1.209 Es bien posible que la oposición prevista de algunos Estados miembros pudiera haber inquietado a la Comisión, habida cuenta de las consecuencias que habría tenido para la legitimidad y aceptabilidad de una posible decisión de la Comisión de aprobar su propio proyecto de medida.  Sin embargo, esto no habría justificado que la Comisión suspendiera el proceso de aprobación hasta tener la seguridad de que su proyecto de medida lograría una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación.
  De lo contrario, la obligación de completar los procedimientos de aprobación sin demoras indebidas no impondría una disciplina real, ya que la Comisión podría en ese caso suspender los procedimientos de aprobación siempre que previera una oposición de un número significativo de Estados miembros, y ello con independencia de que esa oposición se basara en razones válidas.

1.210 Por lo que respecta a la posibilidad de que algunos Estados miembros puedan haberse mostrado renuentes a votar sobre el proyecto de medida de la Comisión cabe asimismo señalar que si la Comisión tenía conocimiento de la existencia de la información actualizada de junio de 2001, esa información le habría dado argumentos adicionales para pedir una votación sobre su proyecto de medida en el Comité de reglamentación.  Cabe recordar que el solicitante presentó la información de junio de 2001 para demostrar que la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3 ya estaba en conformidad con las principales disposiciones de la nueva Directiva 2001/18.

1.211 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que como muy tarde en el verano de 2002 la Comisión debería haber convocado de nuevo la reunión del Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado realmente por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.212 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3 se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no convocara de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3 después de noviembre de 2001 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.213 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y el Canadá en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.214 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3 a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS292 (Canadá)



Por lo que respecta a la reclamación DS292, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.  Basándose en esa constatación, el Grupo Especial acepta la aseveración del Canadá de que las Comunidades Europeas se abstuvieron de "considerar o aprobar, sin demoras indebidas" la solicitud concerniente a la colza MS8/RF3, y que en consecuencia no completaron el procedimiento de aprobación pertinente sin "demoras indebidas".  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS8/RF3, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

v) Remolacha forrajera RR (CE-64)

1.215 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha forrajera RR se ha demorado indebidamente.

1.216 Los Estados Unidos adujeron inicialmente que en este procedimiento la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Posteriormente, los Estados Unidos adujeron que el Comité de reglamentación se abstuvo dos veces de votar sobre un proyecto de medida, y que después del segundo intento la Comisión en ningún momento presentó de nuevo un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos sostienen asimismo que con arreglo a la legislación comunitaria aplicable, al no actuar el Comité de reglamentación, la Comisión estaba obligada a presentar un proyecto de medida, favorable o negativo, al Consejo.  Los Estados Unidos recuerdan a ese respecto que el Acuerdo MSF exige que las Comunidades Europeas adopten una decisión sin demoras indebidas.  En el presente caso, la Comisión no presentó una decisión al Consejo.

1.217 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa a la remolacha forrajera RR es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha forrajera RR es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.218 Las Comunidades Europeas aducen que, contrariamente a lo argumentado por los Estados Unidos, la Comisión activó un procedimiento de votación en junio de 1999, y el Comité de reglamentación se reunió dos veces para estudiar la cuestión -primero el 29 de octubre de 1999 y después el 9 de marzo de 2000.  El Comité de reglamentación no votó el 29 de octubre de 1999 porque había peticiones de información pendientes.

1.219 Los Estados Unidos responden que, contrariamente a la aseveración de las Comunidades Europeas de que había peticiones de información pendientes, los solicitantes habían proporcionado voluntariamente información adicional en un intento de eliminar cualquier obstáculo que aún se opusiera a una votación del Comité de reglamentación durante el período de un año y medio transcurrido entre la fecha en que el Comité científico de las plantas emitió su dictamen y la fecha en que finalmente se reunió el Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos observan asimismo que cuando el 12 de julio de 2000 los solicitantes trataron de obtener una resolución sobre esta cuestión, afirmando que habían abordado plenamente todas las objeciones planteadas por Estados miembros y solicitando a la autoridad competente principal "que informara a todos los Estados miembros de que la solicitud estaba completa y quedaba sujeta a una decisión de la Comunidad"
, las Comunidades Europeas hicieron caso omiso de esa petición durante seis meses.

1.220 El Grupo Especial comienza su análisis abordando el argumento de los Estados Unidos concerniente al hecho de que la Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre el proyecto de medida de la Comisión.

La Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida

1.221 El Grupo Especial recuerda que después de que el Comité científico de las plantas emitiera, el 23 de junio de 1998, su dictamen favorable a esta solicitud, el Comité de reglamentación se reunió dos veces, el 29 de octubre de 1999 y el 9 de marzo de 2000, para examinar un proyecto de medida presentado por la Comisión.  En ninguna de esas reuniones se votó sobre el proyecto de medida, y el Comité de reglamentación no volvió a reunirse para intentar una vez más que la solicitud se sometiera a votación.

1.222 Recordamos asimismo que en julio de 2000 el solicitante proporcionó la información adicional pedida por la autoridad competente italiana, así como datos sobre caracterización molecular que aparentemente se generaron a petición de la autoridad competente del Reino Unido.  En la conclusión de la carta de julio de 2000 se afirma que, a juicio del solicitante, todas las objeciones planteadas por las autoridades competentes en el plazo de 60 días previsto en la Directiva 90/220 se habían abordado plenamente.  Recordamos asimismo que la autoridad competente principal no transmitió los nuevos documentos a las demás autoridades competentes.  Como también se ha indicado antes, la Comisión recibió una copia de la carta de julio de 2000 del solicitante.

1.223 El Grupo Especial ha expuesto antes su opinión de que después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación procedía que la Comisión convocara otra reunión para que se votara sobre su proyecto de medida.  En consecuencia, lo que hay que preguntarse es si la Comisión tenía motivos justificados para no convocar otra reunión en algún momento anterior a la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220.

1.224 Al examinar esta cuestión el Grupo Especial toma nota de los siguientes elementos.  Para empezar, a mediados de julio de 2000 el solicitante había aparentemente abordado todas las objeciones planteadas por las autoridades competentes en el plazo de 60 días previsto en la Directiva 90/220 y comunicadas al solicitante.  La autoridad competente principal en ningún momento transmitió esa información a las demás autoridades competentes.  Sin embargo, a ese respecto cabe recordar que en febrero de 2001 el solicitante sugirió a la autoridad competente principal que, habida cuenta del contexto reglamentario "muy volátil" de las CE, transmitiera los documentos después de la adopción de la Directiva 2001/18 (que tuvo lugar en marzo de 2001) y la distribución de una propuesta de la Comisión sobre nuevas normas de las CE en materia de etiquetado y trazabilidad (que tuvo lugar en julio de 2001).
  La autoridad competente principal no actuó conforme a la sugerencia del solicitante.

1.225 Además, como se ha indicado, la Comisión recibió una copia de la carta de julio de 2000 del solicitante.  Es probable que la Comisión deseara que las demás autoridades competentes tuvieran acceso a la información adicional proporcionada en julio de 2000 antes de convocar de nuevo el Comité de reglamentación.  No obstante, incluso cuando se aproximaba la fecha de derogación de la Directiva 90/220, la Comisión aparentemente no solicitó a la autoridad competente principal que distribuyera sin demora la información adicional proporcionada por el solicitante en julio de 2000 para que pudiera intentarse de nuevo ultimar el procedimiento de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220.

1.226 Habida cuenta de esos elementos, estimamos que después de julio de 2000, cuando el solicitante había proporcionado la información adicional recabada por la autoridad competente italiana, o a más tardar en el verano de 2001, cuando la Comisión distribuyó su propuesta de nuevas normas de las CE en materia de etiquetado y trazabilidad, la Comisión podía haber convocado de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la remolacha forrajera RR.  La Directiva 90/220 no fue derogada hasta el 17 de octubre de 2002.  A nuestro juicio, hubo, por tanto, tiempo suficiente para que la Comisión adoptara su proyecto de medida en caso de voto favorable en el Comité de reglamentación y para que la autoridad competente principal otorgara por escrito su consentimiento.

1.227 En anteriores constataciones hemos observado que la Comisión podría haber considerado que algunos Estados miembros simplemente no deseaban que la Comisión pidiera otra votación sobre su proyecto de medida, o que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y en el Consejo un proyecto de medida favorable no habría alcanzado la mayoría cualificada necesaria, como consecuencia de lo cual la Comisión tendría que completar el procedimiento adoptando su propio proyecto de medida.  A nuestro juicio, ninguna de esas consideraciones justificaba que la Comisión se abstuviera de convocar de nuevo una reunión del Comité de reglamentación para que votara antes de la derogación de la Directiva 90/220.

1.228 Es bien posible que la oposición prevista de algunos Estados miembros pudiera haber inquietado a la Comisión, habida cuenta de las consecuencias que habría tenido para la legitimidad y aceptabilidad de una posible decisión de la Comisión de aprobar su propio proyecto de medida.  Sin embargo, esto no habría justificado que la Comisión suspendiera el proceso de aprobación hasta tener la seguridad de que su proyecto de medida lograría una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación.
  De lo contrario, la obligación de completar los procedimientos de aprobación sin demoras indebidas no impondría una disciplina real, ya que la Comisión podría en ese caso suspender los procedimientos de aprobación siempre que previera una oposición de un número significativo de Estados miembros, y ello con independencia de que esa oposición se basara en razones válidas.

1.229 Por lo que respecta a la posibilidad de que determinados Estados miembros pudieran haberse mostrado renuentes a votar sobre un proyecto de medida de la Comisión, cabe también señalar que el solicitante fortaleció la posición de la Comisión proporcionando nueva información en la que se abordaban objeciones planteadas por otras autoridad competente.

1.230 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que como tarde en el verano de 2001 la Comisión debería haber convocado el Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la remolacha forrajera RR.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado realmente por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.231 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha forrajera RR se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no convocara de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre la solicitud concerniente a la remolacha forrajera RR después de julio de 2000 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.232 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no convocó de nuevo el Comité de reglamentación para que votara sobre un proyecto de medida, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.233 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para convocar una nueva reunión del Comité de reglamentación -no se convocó ninguna reunión entre marzo de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la remolacha forrajera RR a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a remolacha forrajera RR, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

vi) Algodón Bt-531 (CE-65)

1.234 Dos partes Reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del proceso de aprobación concerniente al algodón Bt-531 se ha demorado indebidamente.

1.235 Los Estados Unidos sostienen que la solicitud concerniente al algodón Bt-531 con arreglo a la Directiva 90/220 sufrió un período de tres años y medio de inactividad de los encargados de la reglamentación comunitaria.  Desde el 7 de mayo de 1999, tras la puesta en marcha de consultas interservicios sobre un proyecto de medida a presentar al Consejo, hasta el 12 de febrero de 2003, cuando la autoridad competente principal finalmente dio traslado de la solicitud actualizada a la Comisión, tanto ésta como la autoridad competente principal hicieron caso omiso de la solicitud.  Los Estados Unidos consideran que esa prolongada demora no estaba justificada y era, por tanto, indebida.

1.236 Los Estados Unidos destacan a ese respecto que la solicitud en cuestión había sido objeto de una evaluación científica favorable del propio comité científico de la Comunidad Europea, el Comité científico de las plantas.  El que determinados Estados miembros presentaran objeciones en el Comité de reglamentación no justifica la negativa de la Comisión a actuar con respecto a la solicitud.  Los Estados Unidos sostienen que esas objeciones, que se explicaron en declaraciones, especialmente las de Austria y el Reino Unido, fueron objeto de un detallado examen científico en el dictamen positivo del Comité científico de las plantas de julio de 1998.  Los Estados Unidos observan asimismo que en cualquier caso no hay nada que indique que la Comisión emprendiera algún proceso para solventar las preocupaciones de los Estados miembros.  Además, no hay en el expediente nada que indique que alguna vez se pidiera al solicitante que presentara información adicional para abordar las objeciones de los Estados miembros, ni que el fundamento de esas objeciones se notificara alguna vez al solicitante.  Los Estados Unidos, en consecuencia, opinan que la demora en cuestión no fue consecuencia, como alegan las Comunidades Europeas, de una petición de información adicional comunicada al solicitante y aún pendiente.

1.237 Los Estados Unidos observan, además, que el marco legislativo de las CE prevé una vía específica para ulteriores actuaciones cuando el Comité de reglamentación no puede llegar a una decisión:  la Comisión debe transmitir la solicitud al Consejo "sin demora" para que adopte una decisión.  Los Estados Unidos consideran que cuando la propia legislación de las Comunidades Europeas establece plazos, debe considerarse que toda suspensión del procedimiento de aprobación sin justificación científica constituye una demora indebida.

1.238 Los Estados Unidos sostienen, por último, que la solicitud relativa al algodón Bt-531 es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al algodón Bt-531 es indebida.  Los Estados Unidos aducen también que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.239 La Argentina aduce que después de que el Comité de reglamentación no lograra, en febrero de 1999, una mayoría cualificada en favor de la aprobación de la solicitud concerniente al algodón Bt‑531, la Comisión se negó a presentar un proyecto de medida al Consejo hasta que la solicitud tuvo que presentarse nuevamente con arreglo a la Directiva 2001/18.  La Argentina sostiene que ello no se debió a acción u omisión alguna del solicitante.  Según la Argentina, es destacable que no existan documentos de las CE en los que se pidiera específicamente al solicitante que proporcionara información adicional.  La Argentina considera que la demora que dice fue causada por la Comisión es indebida.  Aduce a ese respecto que las prescripciones de una ley que no está aún en vigor no son motivo suficiente para que durante un período de tiempo prolongado no se tramite una solicitud.  En particular, no debería haberse requerido que el procedimiento de la solicitud concerniente al algodón Bt-531 se reiniciara con arreglo a la nueva Directiva 2001/18 cuando el procedimiento con arreglo a la anterior Directiva 90/220 ya llevaba tres años tramitándose.  Además, la Argentina afirma que no hay pruebas científicas que justifiquen la demora después de la votación en el Comité de reglamentación.  Los Estados miembros que en el Comité de reglamentación votaron contra la aprobación del algodón Bt-531 hicieron caso omiso del dictamen científico positivo emitido por el Comité científico de las plantas en julio de 1998.  Además, la Argentina pone en tela de juicio la validez científica de las declaraciones de algunos Estados miembros en apoyo de sus votos, en la medida en que esas declaraciones no refutan el dictamen positivo del Comité científico de las plantas.

1.240 La Argentina destaca otro caso de demora que considera indebida.  Afirma que aunque el solicitante presentó en enero de 2003 una solicitud actualizada de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18, la solicitud no progresó.  La Argentina sostiene que, como consecuencia de ello, en la fecha de su Primera comunicación escrita -abril de 2004- la solicitud concerniente al algodón Bt-531 llevaba inactiva un período adicional de un año y tres meses.

1.241 Por último, la Argentina sostiene que el tiempo total empleado en los procedimientos con arreglo a las Directivas 90/220 y 2001/18, desde la fecha en que la solicitud se presentó por vez primera hasta abril de 2004, fecha de la Primera comunicación escrita de la Argentina, ha sido de siete años y cuatro meses.  A juicio de la Argentina, esa demora no puede en modo alguno justificarse a la luz de los plazos estipulados en la legislación pertinente de las CE.  La Argentina sostiene que normalmente el procedimiento con arreglo a la Directiva 90/220 debería haberse ultimado en un plazo de 240 días, que no incluye el tiempo durante el cual una autoridad competente o la Comisión puedan estar esperando recibir información adicional que hayan solicitado, ni el tiempo que un comité científico de las CE necesita para emitir un dictamen ("detención del reloj").  De manera análoga, la Argentina sostiene que con arreglo a la Directiva 2001/18 los procedimientos deben completarse en un plazo de 285 días si no se presentan objeciones a la evaluación inicial de la autoridad competente principal, y de 450 días si se plantean objeciones.  Una vez más esto no incluye el tiempo empleado en espera de recibir información adicional o un dictamen de un comité científico.  La Argentina afirma que esas "detenciones del reloj" no pueden justificar la demora en el procedimiento de aprobación concerniente al algodón Bt-531.

1.242 Las Comunidades Europeas aducen que en febrero de 1999 no se pudo obtener una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación porque varios Estados miembros plantearon preocupaciones científicas que no se habían abordado en ninguna de las anteriores comunicaciones del solicitante.  Las Comunidades Europeas sostienen que mucho después de la votación en el Comité de reglamentación, el 25 de julio de 2001, el solicitante presentó la información adicional requerida, y que no se dispuso de una traducción de ese material hasta febrero de 2002.  Según las Comunidades Europeas, si hubo una demora de tres años después de la votación del Comité de reglamentación, ello se debió al tiempo que el solicitante tardó en proporcionar la información adicional que se le había pedido.

1.243 Por lo que respecta a la prescripción establecida en el artículo 21 de la Directiva 90/220 de que "la Comisión present[e] al Consejo sin demora una propuesta relativa a las medidas que hayan de ser adoptadas", las Comunidades Europeas señalan que en el caso Pharos
 el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas examinó una prescripción idéntica relativa a la presentación "sin demora" de una propuesta al Consejo en el contexto de la legislación reguladora de la fijación de límites máximos de residuos de productos médicos veterinarios en productos alimenticios de origen animal (Reglamento 2377/90).  El Tribunal afirmó que no había en el texto de la disposición pertinente nada que "permit[a] deducir la duración amparada por la expresión 'sin demora', salvo que, aunque se exige una determinada rapidez, la decisión de la Comisión no ha de adoptarse en un plazo fijado con exactitud ni, como pretende la recurrente, inmediatamente".
  El Tribunal indicó seguidamente que la Comisión era libre de modificar su propuesta antes de presentarla al Consejo, y constató que "si la Comisión tiene el derecho de modificar la propuesta que somete al Consejo, relativa a las medidas que deban adoptarse, debe necesariamente disponer de un plazo suficiente para examinar las diversas alternativas que se le ofrecen".
  Basándose en ello, el Tribunal constató que la Comisión, que había tardado más de 11 meses en transmitir una propuesta al Consejo, no había incumplido su obligación de actuar "sin demora".
  El Tribunal puso de relieve que el expediente que la Comisión debía examinar era "complejo y sensible".
  También aclaró que no podía criticarse a la Comisión por haber pedido asesoramiento adicional a un comité científico de las CE en un esfuerzo por impedir que su propuesta fuera rechazada por el Consejo.

1.244 Por lo que respecta al presente caso, las Comunidades Europeas aducen que las preocupaciones planteadas por determinados Estados miembros eran todas legítimas y científicamente sólidas.  La Comisión no podía hacer caso omiso de ellas o descartarlas sin una detallada consideración.  Además, según las Comunidades Europeas, los inminentes cambios legislativos hacían necesario reflexionar más antes de seguir adelante.  Las Comunidades Europeas sostienen que esto está en consonancia con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

1.245 En relación con la demora que hubo después de que la solicitud se presentara de nuevo con arreglo a la Directiva 2001/18, las Comunidades Europeas sostienen que la solicitud contenía un plan de vigilancia incompleto.  Según las Comunidades Europeas, la autoridad competente principal está esperando recibir información adicional sobre el plan de vigilancia tras la puesta en mercado que ha pedido en cartas de agosto y octubre de 2003.  Las Comunidades Europeas aducen que no se les puede responsabilizar de la falta de diligencia o de los errores de un solicitante en particular.

1.246 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Consejo

1.247 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.  Recuerda que el 7 de mayo de 1999 la Comisión puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Consejo.  No obstante, en ningún momento anterior al 17 de octubre de 2002, fecha de derogación de la Directiva 90/220, presentó la Comisión un proyecto de medida al Consejo.  Los Estados Unidos y la Argentina aducen que la Comisión debería haber completado sus consultas interservicios y presentado un proyecto de medida al Consejo antes de octubre de 2002.

1.248 Es evidente que la preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Consejo no es un proceso que por naturaleza requiera más de tres años.  Para empezar, en otros procedimientos de aprobación, la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Consejo en unos pocos meses, a pesar de que también en esos procedimientos algunos Estados miembros votaron en contra del proyecto de medida de la Comisión en el Comité de reglamentación, y de que algunos hicieron declaraciones escritas.
  Además, a juicio del Grupo Especial, la preparación por la Comisión de un proyecto de medida para su presentación al Consejo no es un proceso fundamentalmente distinto de la preparación por la Comisión de un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación.  En el procedimiento de aprobación objeto de la presente diferencia, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en menos de tres meses.
  De esos ejemplos cabe inferir que, en principio, la Comisión podía haber completado su labor mucho antes de octubre de 2002.

1.249 Lo que entonces hay que preguntarse es si en las circunstancias específicas del presente caso la Comisión realmente podía haber completado su labor antes de octubre de 2002.  Las Comunidades Europeas aducen que la Comisión no estaba obligada a transmitir un proyecto de medida al Consejo porque el solicitante tardó demasiado en proporcionar información que se le había pedido.  Observan que el solicitante no proporcionó esa información hasta el 25 de julio de 2001, y que hasta febrero de 2002 no se dispuso de la traducción de ese material.  No obstante, en su anterior análisis del procedimiento de aprobación en cuestión, el Grupo Especial constató que no hay pruebas que sugieran que la Comisión estuviera esperando recibir la información adicional proporcionada por el solicitante en julio de 2001.  El Grupo Especial señaló que incluso después de que el solicitante proporcionara la información, la Comisión no transmitió al Consejo un proyecto de medida, pese a que la Directiva 90/220 siguió en vigor otros 17 meses, hasta octubre de 2002.  Por consiguiente, la información proporcionada por el solicitante en julio de 2001 no justifica que la Comisión no transmitiera un proyecto de medida al Consejo.

1.250 Otro argumento esgrimido por las Comunidades Europeas para justificar que la Comisión no transmitiera un proyecto de medida al Consejo está relacionado con el hecho de que en el Comité de reglamentación no se obtuvo la mayoría cualificada necesaria para aprobar la solicitud concerniente al algodón Bt-531, al tiempo que Austria, Suecia y el Reino Unido, en declaraciones escritas en apoyo de sus votos, expresaron determinadas preocupaciones.  Las Comunidades Europeas sostienen que esas preocupaciones eran científicamente sólidas y no habían sido abordadas anteriormente por el solicitante, y que en consecuencia la Comisión no podía pasarlas por alto ni descartarlas sin una detallada consideración.

1.251 Como en el Comité de reglamentación no se llegó a una mayoría cualificada, el Grupo Especial estima que, en términos generales, era justificable que la Comisión se tomara algún tiempo, como parte de sus consultas interservicios, para analizar las razones del resultado de la votación en el Comité de reglamentación y determinar, a la luz de los resultados de ese análisis, si procedía modificar el proyecto de medida de la Comisión antes de su envío al Consejo, y, en caso afirmativo, en qué modo.

1.252 El Grupo Especial reconoce que, con arreglo a la legislación comunitaria, el proyecto de medida de la Comisión no tenía que obtener una mayoría cualificada en el Consejo para que el procedimiento de aprobación se completara.  Si el Consejo no hubiera llegado a una mayoría cualificada favorable, la Comisión habría tenido que adoptar su proyecto de medida, y en consecuencia aprobar la solicitud concerniente al algodón Bt-531.
  Sin embargo, debe tenerse en cuenta que una decisión de las CE de aprobar la solicitud concerniente al algodón Bt-531 habría autorizado al solicitante a comercializar su producto en todos los Estados miembros de las CE.  Habida cuenta de ello, la Comisión tenía, a juicio del Grupo Especial, buenas razones para tratar de conseguir una mayoría cualificada en el Consejo, ya que ello habría potenciado la legitimidad y aceptabilidad de una decisión comunitaria de aprobar la solicitud concerniente al algodón Bt-531.
  Esto significa que la Comisión podía tomarse un tiempo razonable para estudiar formas de modificar su proyecto de medida con miras a aumentar las posibilidades de que ésta fuera aceptada en el Consejo por una mayoría cualificada.
  No significa que la Comisión podía simplemente esperar a que las mayorías en el Consejo cambiaran lo suficiente para que el proyecto de medida inicial de la Comisión fuera aceptado por una mayoría cualificada.  La obligación impuesta a las Comunidades Europeas es la de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Esa obligación puede a veces requerir que la Comisión ultime un procedimiento de aprobación aunque no disponga del apoyo mayoritario (cualificado) del Consejo.

1.253 El tiempo que deba darse a la Comisión para reconsiderar un proyecto de medida que no ha obtenido una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación sólo puede determinarse a la luz de las circunstancias de cada caso.

1.254 Pasando, pues, a las circunstancias del presente caso, las Comunidades Europeas afirman que las preocupaciones identificadas en las declaraciones escritas de Austria, Suecia y el Reino Unido no habían sido abordadas anteriormente por el solicitante.  El Grupo Especial discrepa.  Como han indicado los Estados Unidos, las preocupaciones a que se hace referencia en las declaraciones de los tres Estados miembros se abordaron en el dictamen del Comité científico de las plantas de julio de 1998.
  En cualquier caso, no hay en el expediente indicación alguna de que, tras la votación en el Comité de reglamentación, la Comisión o la autoridad competente principal pidieran al solicitante información adicional en un esfuerzo por mitigar esas preocupaciones.

1.255 Aun suponiendo que durante sus consultas interservicios la Comisión estuviera realizando su propia evaluación de la validez científica de las preocupaciones expresadas específicamente con miras a respaldar su proyecto de medida con argumentos científicos
, cabe recordar que el Comité científico de las plantas fue capaz de realizar una evaluación científica global de la solicitud concerniente al algodón Bt-531 en poco más de tres meses.
  El Grupo Especial observa asimismo que las Comunidades Europeas no afirman que las preocupaciones planteadas por los Estados miembros en cuestión presentaran problemas científicos nuevos o especialmente complejos.

1.256 Otra circunstancia invocada por las Comunidades Europeas es que la Directiva 90/220 se estaba entonces revisando.  Por consiguiente, según las Comunidades Europeas, se necesitaba un período de tiempo para la reflexión antes de seguir adelante.  Recordemos que en el presente caso la Comisión puso en marcha sus consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Consejo en mayo de 1999.  A finales de junio de 1999, el Consejo llegó a un acuerdo político -la Posición común- sobre la propuesta de modificación de la Directiva 90/220, pero la Directiva 2001/18, por la que se modificó la Directiva 90/220, no se adoptó hasta marzo de 2001 y no entró en vigor hasta octubre de 2002.  Por tanto, la Comisión inició sus consultas interservicios casi tres años y medio antes de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  Habida cuenta de ello, e incluso aceptando que la Comisión podía tomarse algún tiempo para reconsiderar su proyecto de medida, el hecho de que no transmitiera un proyecto de medida al Consejo no puede justificarse alegando que no hubo tiempo suficiente para completar el procedimiento de aprobación mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.257 Además, el hecho de que algunos Estados miembros y sectores de la opinión pública pudieran haber considerado que la Directiva 90/220 no era ya adecuada y haber manifestado su oposición a nuevas aprobaciones con arreglo a esa Directiva, no justificaba, a juicio del Grupo Especial, que la Comisión demorara el procedimiento de aprobación en cuestión hasta la promulgación de las nuevas disposiciones.  El legislador comunitario permitió que la Directiva 90/220 permaneciera en vigor y fuera, por tanto, aplicable hasta octubre de 2002.  Además, si la Comisión creía necesario responder a las preocupaciones sobre lo que se consideraban deficiencias propias de la Directiva 90/220, podía haber optado por otras vías de actuación.  En efecto, la Comisión podía, en primer lugar, haber pedido compromisos voluntarios al solicitante.  Alternativamente, podía haber propuesto que la solicitud se aprobara con sujeción a determinadas condiciones.  A ese respecto merece la pena señalar que la Directiva 90/220 establecía salvaguardias adicionales si se obtenía nueva información sobre los riesgos del algodón Bt-531 después de su aprobación a escala comunitaria.
  En tal caso, un Estado miembro podría, de conformidad con el artículo 16, restringir o prohibir provisionalmente la comercialización del algodón Bt-531.  Por último, si la Comisión hubiera realmente opinado que los riesgos derivados de la comercialización del algodón Bt-531 no podían evaluarse o gestionarse adecuadamente con arreglo a la Directiva 90/220, cabe suponer que habría pedido que la solicitud se rechazara, sin perjuicio del derecho del solicitante a presentar la solicitud para su reconsideración con arreglo a la Directiva revisada una vez ésta entrara en vigor.

1.258 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que en las circunstancias especificas de este procedimiento el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.259 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al algodón Bt-531 se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara al Consejo un proyecto de medida concerniente al algodón Bt-531 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.260 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Consejo, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.261 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al algodón Bt-531 a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al algodón Bt‑531, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Por lo que respecta a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la Comisión para transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.  A la luz de esta constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al algodón Bt-531 sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

vii) Algodón RR-1445 (CE-66)

1.262 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445 se ha demorado indebidamente.

1.263 Los Estados Unidos sostienen que los encargados de la reglamentación comunitaria demoraron casi cuatro años, en el marco de la Directiva 90/220, la solicitud concerniente al algodón RR-1445.  Sostienen que desde el 22 de febrero de 1999, después de que el Comité de reglamentación no lograra llegar a una decisión, y a pesar de la puesta en marcha, a partir del 7 de mayo de 1999, de consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Consejo, la Comisión y la autoridad competente principal hicieron caso omiso de la solicitud hasta que ésta se presentó de nuevo, con arreglo a la Directiva 2001/18, el 16 de enero de 2003.  Los Estados Unidos consideran que esta prolongada demora no está justificada, por lo que es indebida.

1.264 Los Estados Unidos señalan a este respecto que la solicitud en cuestión había sido objeto de una evaluación científica favorable del Comité científico de las plantas.  A juicio de los Estados Unidos, el hecho de que determinados Estados miembros presentaran objeciones en el Comité de reglamentación no justifica la negativa de la Comisión a actuar con respecto a la solicitud.  Los Estados Unidos sostienen que esas objeciones, que se explicaron en declaraciones, especialmente las de Austria, Suecia y el Reino Unido, fueron objeto de un examen científico detallado en el dictamen positivo del Comité científico de las plantas de julio de 1998.  Ninguno de los Estados miembros que objetaron en la etapa del Comité de reglamentación presentó pruebas científicas o evaluaciones contrarias del riesgo que justificaran sus objeciones, ni identificó deficiencia especifica alguna en el examen del Comité científico de las plantas.  Los Estados Unidos observan asimismo que en cualquier caso no hay nada que indique que la Comisión emprendiera algún proceso para solventar las preocupaciones de los Estados miembros.  Además, no hay en el expediente nada que indique que alguna vez se pidiera al solicitante que presentara información adicional para abordar las objeciones de los Estados miembros, ni que el fundamento de esas objeciones se notificara alguna vez al solicitante.  Los Estados Unidos, en consecuencia, opinan que la demora en cuestión no fue consecuencia, como alegan las Comunidades Europeas, de una petición de información adicional comunicada al solicitante y aún pendiente.

1.265 Los Estados Unidos observan, además, que el marco legislativo de las CE prevé una vía específica para ulteriores actuaciones cuando el Comité de reglamentación no puede llegar a una decisión:  la Comisión debe transmitir la solicitud al Consejo "sin demora" para que adopte una decisión.  Los Estados Unidos consideran que cuando la propia legislación de las Comunidades Europeas establece plazos, debe considerarse que toda suspensión del procedimiento de aprobación sin justificación científica constituye una demora indebida.

1.266 Los Estados Unidos sostienen, por último, que la solicitud relativa al algodón RR-1445 es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445 es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.267 La Argentina aduce que después de que el Comité de reglamentación no lograra, en febrero de 1999, una mayoría cualificada en favor de la aprobación de la solicitud concerniente al algodón RR-1445, la Comisión se negó a presentar un proyecto de medida al Consejo hasta que la solicitud tuvo que presentarse nuevamente con arreglo a la Directiva 2001/18.  La Argentina sostiene que ello no se debió a acción u omisión alguna del solicitante.  Según la Argentina, es destacable que no existan documentos de las CE en los que se pidiera específicamente al solicitante que proporcionara información adicional.  La Argentina considera que la demora que dice fue causada por la Comisión es indebida.  Aduce a ese respecto que las prescripciones de una ley que no está aún en vigor no son motivo suficiente para negarse durante un período de tiempo prolongado a tramitar una solicitud.  En particular, no debería haberse requerido que el procedimiento de la solicitud concerniente al algodón RR-1445 se reiniciara con arreglo a la nueva Directiva 2001/18 cuando el procedimiento con arreglo a la anterior Directiva 90/220 ya llevaba tres años tramitándose.  Además, la Argentina afirma que no hay pruebas científicas que justifiquen la demora después de la votación en el Comité de reglamentación.  Los Estados miembros que en el Comité de reglamentación votaron contra la aprobación del algodón RR-1445 hicieron caso omiso del dictamen científico positivo emitido por el Comité científico de las plantas en julio de 1998.  Además, la Argentina pone en tela de juicio la validez científica de las declaraciones de algunos Estados miembros en apoyo de sus votos, en la medida en que esas declaraciones no refutan el dictamen positivo del Comité científico de las plantas.

1.268 La Argentina ha identificado otro caso de demora que considera indebida.  Afirma que aunque el solicitante presentó en enero de 2003 una solicitud actualizada de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18, la solicitud no progresó.  La Argentina sostiene que, como consecuencia de ello, en la fecha de su Primera comunicación escrita -abril de 2004- la solicitud concerniente al algodón RR-1445 llevaba inactiva un período adicional de un año y tres meses.

1.269 Por último, la Argentina sostiene que el tiempo total empleado en los procedimientos con arreglo a las Directivas 90/220 y 2001/18, desde la fecha en que la solicitud se presentó por vez primera hasta abril de 2004, fecha de la Primera comunicación escrita de la Argentina, ha sido de seis años y nueve meses.  A juicio de la Argentina, esa demora no puede en modo alguno justificarse a la luz de los plazos estipulados en la legislación pertinente de las CE.  La Argentina sostiene que normalmente el procedimiento con arreglo a la Directiva 90/220 debería haberse ultimado en un plazo de 240 días, que no incluye el tiempo durante el cual una autoridad competente principal o la Comisión puedan estar esperando recibir información adicional que hayan solicitado, ni el tiempo que un comité científico de las CE necesita para emitir un dictamen.  De manera análoga, la Argentina sostiene que con arreglo a la Directiva 2001/18 los procedimientos deben completarse en un plazo de 285 días si no se presentan objeciones a la evaluación inicial de la autoridad competente principal, y de 450 días si se plantean objeciones.  Una vez más, esto no incluye el tiempo empleado en espera de recibir información adicional o un dictamen de un comité científico.  La Argentina afirma que esas "detenciones del reloj" no pueden justificar la demora en el procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445.

1.270 Las Comunidades Europeas aducen que en febrero de 1999 no se pudo obtener una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación porque varios Estados miembros plantearon preocupaciones científicas que no se habían abordado en ninguna de las anteriores comunicaciones del solicitante.  Esas preocupaciones estaban sobre todo relacionadas con los efectos a largo plazo de los cultivos tolerantes a los herbicidas en el medio ambiente, con la presencia de un gen marcador de resistencia a antibióticos, con niveles máximos de residuos y con los efectos en la diversidad biológica de los cambios en la gestión de los cultivos.

1.271 Por lo que respecta a la prescripción establecida en el artículo 21 de la Directiva 90/220 de que "la Comisión present[e] al Consejo sin demora una propuesta relativa a las medidas que hayan de ser adoptadas", las Comunidades Europeas señalan que en el caso Pharos
 el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas examinó una prescripción idéntica relativa a la presentación "sin demora" de una propuesta al Consejo en el contexto de la legislación reguladora de la fijación de límites máximos de residuos de productos médicos veterinarios en productos alimenticios de origen animal (Reglamento 2377/90).  El Tribunal afirmó que no había en el texto de la disposición pertinente nada que "permit[a] deducir la duración amparada por la expresión 'sin demora', salvo que, aunque se exige una determinada rapidez, la decisión de la Comisión no ha de adoptarse en un plazo fijado con exactitud ni, como pretende la recurrente, inmediatamente".
  El Tribunal indicó seguidamente que la Comisión era libre de modificar su propuesta antes de presentarla al Consejo, y constató que "si la Comisión tiene el derecho de modificar la propuesta que somete al Consejo, relativa a las medidas que deban adoptarse, debe necesariamente disponer de un plazo suficiente para examinar las diversas alternativas que se le ofrecen".
  Basándose en ello, el Tribunal constató que la Comisión, que había tardado más de 11 meses en transmitir una propuesta al Consejo, no había incumplido su obligación de actuar "sin demora".
  El Tribunal puso de relieve que el expediente que la Comisión debía examinar era "complejo y sensible".
  También aclaró que no podía criticarse a la Comisión por haber pedido asesoramiento adicional a un comité científico de las CE en un esfuerzo por impedir que su propuesta fuera rechazada por el Consejo.

1.272 Por lo que respecta al presente caso, las Comunidades Europeas aducen que las preocupaciones planteadas por determinados Estados miembros eran todas legítimas y científicamente sólidas.  La Comisión no podía hacer caso omiso de ellas o descartarlas sin una detallada consideración.  Además, según las Comunidades Europeas, los inminentes cambios legislativos hacían necesario reflexionar más antes de seguir adelante.  Las Comunidades Europeas sostienen que esto está en consonancia con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

1.273 En relación con la demora que hubo después de que la solicitud se presentara de nuevo con arreglo a la Directiva 2001/18, las Comunidades Europeas sostienen que la solicitud contenía un plan de vigilancia incompleto.  Según las Comunidades Europeas, la autoridad competente principal está esperando recibir información adicional sobre el plan de vigilancia tras la puesta en mercado que ha pedido en cartas de agosto y octubre de 2003.  Las Comunidades Europeas aducen que no se les puede responsabilizar de la falta de diligencia o de los errores de un solicitante en particular.

1.274 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Consejo

1.275 El Grupo Especial recuerda que, después de que el Comité de reglamentación no hubiera llegado a una decisión, la Comisión puso en marcha, el 7 de mayo de 1999, consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Consejo.  No obstante, en ningún momento anterior al 17 de octubre de 2002, fecha de derogación de la Directiva 90/220, presentó la Comisión un proyecto de medida al Consejo.  Los Estados Unidos y la Argentina aducen que la Comisión debería haber completado sus consultas interservicios y presentado un proyecto de medida al Consejo antes de octubre de 2002.

1.276 Es evidente que la preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Consejo no es un proceso que por naturaleza requiera más de tres años.  Para empezar, en otros procedimientos de aprobación, la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Consejo en unos pocos meses, a pesar de que también en esos procedimientos algunos Estados miembros votaron en contra del proyecto de medida de la Comisión en el Comité de reglamentación, y de que algunos hicieron declaraciones escritas.
  Además, a juicio del Grupo Especial, la preparación por la Comisión de un proyecto de medida para su presentación al Consejo no es un proceso fundamentalmente distinto de la preparación por la Comisión de un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación.  En el procedimiento de aprobación objeto de la presente diferencia, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en menos de tres meses.
  De esos ejemplos cabe inferir que, en principio, la Comisión podía haber completado su labor mucho antes de octubre de 2002.

1.277 Lo que entonces hay que preguntarse es si en las circunstancias específicas del presente caso la Comisión realmente podía haber completado su labor antes de octubre de 2002.  Las Comunidades Europeas aducen que la Comisión no estaba obligada a transmitir un proyecto de medida al Consejo porque el solicitante tardó demasiado en proporcionar información que se le había pedido.  Observan que el solicitante no proporcionó esa información hasta el 25 de julio de 2001, y que hasta febrero de 2002 no se dispuso de la traducción de ese material.  No obstante, en nuestro anterior análisis del procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445, constatamos que no hay pruebas que sugieran que la Comisión estuviera esperando recibir la información adicional proporcionada por el solicitante en julio de 2001.  Pusimos de relieve que incluso después de que el solicitante proporcionara la información, la Comisión no transmitió al Consejo un proyecto de medida, pese a que la Directiva 90/220 siguió en vigor otros 17 meses.  Por consiguiente, a nuestro juicio la información proporcionada por el solicitante en julio de 2001 no justifica que la Comisión no transmitiera un proyecto de medida al Consejo.

1.278 Otro argumento esgrimido por las Comunidades Europeas para justificar que la Comisión no transmitiera un proyecto de medida al Consejo está relacionado con el hecho de que en el Comité de reglamentación no se obtuvo la mayoría cualificada necesaria para aprobar la solicitud concerniente al algodón RR-1445, al tiempo que Austria, Italia, Suecia y el Reino Unido, en declaraciones escritas en apoyo de sus votos, expresaron determinadas preocupaciones.  Las Comunidades Europeas sostienen que esas preocupaciones eran científicamente sólidas y no habían sido abordadas anteriormente por el solicitante, y que en consecuencia la Comisión no podía pasarlas por alto ni descartarlas sin una detallada consideración.

1.279 Como en el Comité de reglamentación no se llegó a una mayoría cualificada, el Grupo Especial estima que, en términos generales, era justificable que la Comisión se tomara algún tiempo, como parte de sus consultas interservicios, para analizar las razones del resultado de la votación en el Comité de reglamentación y determinar, a la luz de los resultados de ese análisis, si procedía modificar el proyecto de medida de la Comisión antes de su envío al Consejo, y, en caso afirmativo, en qué modo.

1.280 El Grupo Especial reconoce que, con arreglo a la legislación comunitaria, el proyecto de medida de la Comisión no tenía que obtener una mayoría cualificada en el Consejo para que el procedimiento de aprobación se completara.  Si el Consejo no hubiera llegado a una mayoría cualificada favorable, la Comisión habría tenido que adoptar su proyecto de medida, y en consecuencia aprobar la solicitud concerniente al algodón RR-1445.
  Sin embargo, debe tenerse en cuenta que una decisión de las CE de aprobar la solicitud concerniente al algodón RR-1445 habría autorizado al solicitante a comercializar su producto en todos los Estados miembros de las CE.  Habida cuenta de ello, la Comisión tenía, a juicio del Grupo Especial, buenas razones para tratar de conseguir una mayoría cualificada en el Consejo, ya que ello habría potenciado la legitimidad y aceptabilidad de una decisión comunitaria de aprobar la solicitud concerniente al algodón RR‑1445.
  Esto significa que la Comisión podía tomarse un tiempo razonable para estudiar formas de modificar su proyecto de medida con miras a aumentar las posibilidades de que ésta fuera aceptada en el Consejo por una mayoría cualificada.
  No significa que la Comisión podía simplemente esperar a que las mayorías en el Consejo cambiaran lo suficiente para que el proyecto de medida inicial de la Comisión fuera aceptado por una mayoría cualificada.  La obligación impuesta a las Comunidades Europeas es la de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Esa obligación puede a veces requerir que la Comisión ultime un procedimiento de aprobación aunque no disponga del apoyo mayoritario (cualificado) del Consejo.

1.281 El tiempo que deba darse a la Comisión para reconsiderar un proyecto de medida que no ha obtenido una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación sólo puede determinarse a la luz de las circunstancias de cada caso.

1.282 Pasando, pues, a las circunstancias del presente caso, las Comunidades Europeas afirman que las preocupaciones identificadas en las declaraciones escritas de Austria, Italia, Suecia y el Reino Unido no habían sido abordas anteriormente por el solicitante.
  El Grupo Especial discrepa.  Austria y el Reino Unido expresaron preocupaciones relacionadas con el gen marcador de resistencia a antibióticos, las cuales, según el Dr. Squire, se habían abordado expresamente en la evaluación del Comité científico de las plantas.
  La preocupación identificada por Italia era la de asegurarse de que los residuos de herbicidas estuvieran dentro de los límites establecidos por otra legislación comunitaria, lo cual, a juicio del Grupo Especial, no es una preocupación relacionada con la inocuidad del algodón RR-1445 per se.  Sólo las preocupaciones generales planteadas por Suecia y el Reino Unido por lo que respecta a los efectos a largo plazo de los cultivos tolerantes a los herbicidas en el medio ambiente no fueron abordadas plenamente por el Comité científico de las plantas, según el Dr. Andow, con respecto al algodón RR-1445.
  No obstante, el Dr. Andow indicó que los experimentos de largo plazo sugeridos por Suecia no eran viables, y que la mejor forma de abordar las preocupaciones identificadas era en el marco de un plan de vigilancia, aunque la necesidad de un plan de vigilancia no podía deducirse de las objeciones tal como éstas se habían presentado.  En cualquier caso, no hay en el expediente indicación alguna de que, tras la votación en el Comité de reglamentación, la Comisión o la autoridad competente principal pidieran al solicitante información adicional en un esfuerzo por mitigar esas preocupaciones.

1.283 Aun suponiendo que durante sus consultas interservicios la Comisión estuviera realizando su propia evaluación de la validez científica de las preocupaciones expresadas específicamente con miras a respaldar su proyecto de medida con argumentos científicos
, cabe recordar que el Comité científico de las plantas fue capaz de realizar una evaluación científica global de la solicitud concerniente al algodón RR-1445 en poco más de tres meses.
  El Grupo Especial observa asimismo que las Comunidades Europeas no afirman que las preocupaciones planteadas por los Estados miembros en cuestión presentaran problemas científicos nuevos o especialmente complejos.

1.284 Otra circunstancia invocada por las Comunidades Europeas es que la Directiva 90/220 se estaba entonces revisando.  Por consiguiente, según las Comunidades Europeas, se necesitaba un período de tiempo para la reflexión antes de seguir adelante.  Recordemos que en el presente caso la Comisión puso en marcha sus consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Consejo en mayo de 1999.  A finales de junio de 1999, el Consejo llegó a un acuerdo político -la Posición común- sobre la propuesta de modificación de la Directiva 90/220, pero la Directiva 2001/18, por la que se modificó la Directiva 90/220, no se adoptó hasta marzo de 2001 y no entró en vigor hasta octubre de 2002.  Por tanto, la Comisión inició sus consultas interservicios casi tres años y medio antes de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  Habida cuenta de ello, e incluso aceptando que la Comisión podía tomarse algún tiempo para reconsiderar su proyecto de medida, el hecho de que no transmitiera un proyecto de medida al Consejo no puede justificarse alegando que no hubo tiempo suficiente para completar el procedimiento de aprobación mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.285 Además, el hecho de que algunos Estados miembros y sectores de la opinión pública pudieran haber considerado que la Directiva 90/220 no era ya adecuada y haber manifestado su oposición a nuevas aprobaciones con arreglo a esa Directiva, no justificaba, a juicio del Grupo Especial, que la Comisión demorara el procedimiento de aprobación en cuestión hasta la promulgación de las nuevas disposiciones.  El legislador comunitario permitió que la Directiva 90/220 permaneciera en vigor y fuera, por tanto, aplicable hasta octubre de 2002.  Además, si la Comisión creía necesario responder a las preocupaciones sobre lo que se consideraban deficiencias propias de la Directiva 90/220, podía haber optado por otras vías de actuación.  En efecto, la Comisión podía, en primer lugar, haber pedido compromisos voluntarios al solicitante.  Alternativamente, podía haber propuesto que la solicitud se aprobara con sujeción a determinadas condiciones.  A ese respecto merece la pena señalar que la Directiva 90/220 establecía salvaguardias adicionales si se obtenía nueva información sobre los riesgos del algodón RR-1445 después de su aprobación a escala comunitaria.
  En tal caso, un Estado miembro podría, de conformidad con el artículo 16, restringir o prohibir provisionalmente la comercialización del algodón RR-1445.  Por último, si la Comisión hubiera realmente opinado que los riesgos derivados de la comercialización del algodón RR-1445 no podían evaluarse o gestionarse adecuadamente con arreglo a la Directiva 90/220, cabe suponer que habría pedido que la solicitud se rechazara, sin perjuicio del derecho del solicitante a presentar la solicitud para su reconsideración con arreglo a la Directiva revisada una vez ésta entrara en vigor.

1.286 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que en las circunstancias especificas de este procedimiento el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.287 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445 se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara al Consejo un proyecto de medida concerniente al algodón RR-1445 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.288 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Consejo, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.289 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al algodón RR-1445 a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR‑1445, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Por lo que respecta a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la Comisión para transmitir un proyecto de medida al Consejo -no se transmitió ningún proyecto de medida entre junio de 1999 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.  A la luz de esta constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al algodón RR-1445 sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

viii) Patata transgénica (CE-67)

1.290 Sólo una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica se ha demorado indebidamente.

1.291 Los Estados Unidos aducen que después de que el Comité científico de las plantas emitiera un dictamen favorable sobre la patata transgénica, la Comisión se abstuvo de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación, como consecuencia de lo cual la consideración de esta solicitud fue suspendida hasta que la solicitud se presentó de nuevo con arreglo a la Directiva 2001/18.

1.292 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa a la patata transgénica es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica es excesiva e injustificada y, por tanto, indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.293 Las Comunidades Europeas observan que en este procedimiento el Comité científico de las plantas tardó más de tres años y medio en evaluar la patata transgénica.  Sostienen que en julio de 2002, cuando dicho Comité emitió su dictamen, la Directiva 2001/18 estaba a punto de entrar en vigor, y era evidente que la solicitud tenía que actualizarse a la luz de la nueva Directiva.

1.294 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.295 El Grupo Especial recuerda que el Comité científico de las plantas emitió un dictamen favorable el 18 de julio de 2002.  Una vez emitido el dictamen de ese Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  De hecho, parece que, al contrario que en otros procedimientos de aprobación
, en este procedimiento la Comisión ni siquiera puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida.  En octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220.  Los Estados Unidos aducen que la Comisión debería haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.296 La preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Comité de reglamentación no es un proceso que por naturaleza requiera mucho tiempo.  En algunos procedimientos de aprobación la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Comité de reglamentación en un plazo de pocos meses.  En el procedimiento concerniente al algodón Bt-531, por ejemplo, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en poco menos de tres meses.
  De manera análoga, en el procedimiento concerniente al maíz NK603 el Comité de reglamentación votó sobre la solicitud poco menos de tres meses después de que la EFSA emitiera su dictamen.

1.297 En el caso del procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica, el Comité científico de las plantas emitió su dictamen casi exactamente tres meses antes de la derogación de la Directiva 90/220.  El Grupo Especial entiende que las Comunidades Europeas aducen que en esas circunstancias la Comisión no tenía que presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Ese argumento plantea la cuestión de si la Comisión podía llegar justificadamente a la conclusión de que tres meses serían insuficientes para aprobar la solicitud concerniente a la patata transgénica.

1.298 En sus anteriores constataciones, el Grupo Especial determinó que antes de que la patata transgénica pudiera aprobarse era preciso iniciar y completar una serie de etapas de procedimiento.  La Comisión tenía que preparar un proyecto de medida y presentarlo al Comité de reglamentación;  el Comité de reglamentación tenía que reunirse y votar sobre el proyecto de medida;  en caso de voto favorable en el Comité de reglamentación, la Comisión tenía que adoptar su proyecto de medida;  y finalmente, la autoridad competente principal tenía que otorgar su consentimiento por escrito para que el producto pudiera comercializarse.  La Directiva 90/220 no estipula plazos concretos para ninguna de esas etapas del procedimiento.

1.299 Como se indica más arriba, el expediente demuestra que en un procedimiento de aprobación especifico la Comisión pudo lograr que se votara en el Comité de reglamentación menos de tres meses después de que la EFSA emitiera su dictamen.  Por consiguiente, si en el procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica la Comisión hubiera obrado con urgencia, podría haber conseguido que el Comité de reglamentación votara poco antes de que transcurrieran tres meses.
 Si el proyecto de medida de la Comisión hubiera alcanzado una mayoría cualificada, el procedimiento de aprobación tendría que haberse completado en unos pocos días.

1.300 El expediente no confirma que esto habría sido posible.  Por lo que respecta a la adopción por la Comisión de su propio proyecto de medida, el procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 es interesante, aunque se tramitó con arreglo al Reglamento 258/97.  En aquel procedimiento, la Comisión tardó cerca de un mes en adoptar su propio proyecto de medida después de que en el Consejo no se alcanzara una mayoría cualificada.
  Por lo que respecta al consentimiento escrito que debe otorgar la autoridad competente principal, el Grupo Especial considera informativas las disposiciones del apartado 2 del artículo 18 de la Directiva 2001/18, con arreglo a las cuales la autoridad competente principal debe dar su autorización por escrito, trasmitirla al solicitante e informar a los demás Estados miembros y a la Comisión al respecto "en un plazo de 30 días desde la publicación o notificación de la decisión [de la Comisión] [de adoptar su proyecto de medida]".  Aunque, como se ha indicado, la Directiva 90/220 no fija ese plazo, las etapas arriba mencionadas también tenían que completarse con arreglo a esa Directiva.
  Del plazo de 30 días fijado en el apartado 2 del artículo 18 es razonable inferir que las etapas pertinentes no siempre pueden completarse en unos pocos días.  A pesar de ello, cabe suponer que si tanto la Comisión como la autoridad competente principal hubieran actuado con urgencia, habida cuenta de la circunstancia excepcional de la inminente derogación de la Directiva 90/220, es muy posible que hubieran podido completar cada una de sus respectivas etapas de procedimiento en menos de un mes.  No obstante, las pruebas que el Grupo Especial tiene ante sí son insuficientes para respaldar la conclusión de que las etapas de procedimiento que tenían que completar la Comisión y la autoridad competente principal podían haberse ultimado, conjuntamente, en unos pocos días.

1.301 En conclusión, y basándose en las pruebas que figuran en el expediente, el Grupo Especial no está persuadido de que el procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica podía haberse completado en el período de tres meses precedente a la fecha de derogación de la Directiva 90/220, y de que en consecuencia la Comisión debería haber puesto en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación.  Por consiguiente, el Grupo Especial constata que no se ha establecido que el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida -no se preparó y transmitió un proyecto de medida entre julio de 2002 y octubre y 2002- fue injustificadamente largo.

Tiempo total empleado desde la presentación de la solicitud

1.302 Los Estados Unidos aducen también que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la patata transgénica estuvo pendiente es excesivo e injustificado y, por tanto, indebido.  La solicitud concerniente a la patata transgénica se presentó por primera vez a efectos de la aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 en agosto de 1996.  Esto significa que a finales de agosto de 2003 el procedimiento de aprobación llevaba pendiente más de siete años.

1.303 El Grupo Especial conviene con los Estados Unidos en que, en términos absolutos, esto es un período de tiempo largo.  No obstante, la mera identificación del período de tiempo total durante el cual una solicitud ha estado pendiente no demuestra en sí misma y por sí misma que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.  De hecho, algunas demoras podrían no ser atribuibles a las Comunidades Europeas, sino al solicitante.  Otras podrían ser atribuibles a las Comunidades Europeas, pero podrían estar justificadas.  En el caso de las solicitudes que se presentaron con arreglo a la Directiva 90/220 -y la solicitud concerniente a la patata transgénica es una de ellas-, debe recordarse también que, de conformidad con el artículo 35 de la Directiva 2001/18, las solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220, pero no aprobadas a octubre de 2002, quedaban sujetas a lo dispuesto en la Directiva 2001/18 y tenían que ser evaluadas de nuevo por la autoridad competente principal.  Como consecuencia necesaria, las solicitudes que habían llegado a una etapa avanzada en el proceso de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 y luego se presentaron de nuevo a la autoridad competente principal con arreglo a la Directiva 2001/18 estuvieron pendientes durante largos períodos de tiempo.  No obstante, a pesar de que el artículo 35 de la Directiva 2001/18 dio lugar a la demora de determinados procedimientos de aprobación -incluido el relativo a la patata transgénica-, los Estados Unidos no cuestionaron las disposiciones de dicho artículo.  En estas circunstancias, sería incongruente no tener en cuenta que parte del tiempo total empleado para evaluar una solicitud pertinente fue consecuencia directa de la aplicación del artículo 35.

1.304 Además, aunque los Estados Unidos tengan razón cuando afirman que antes de que hubiera una moratoria de las CE los procedimientos de aprobación se solían completar en menos de tres años, es preciso recordar que las Comunidades Europeas evalúan las solicitudes caso por caso.  Por tanto, el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica no se completara en menos de tres años no demuestra, a nuestro juicio, que no era justificable que las Comunidades Europeas se tomaran más tiempo para tramitar la correspondiente solicitud.

1.305 Los Estados Unidos aducen asimismo que habida cuenta de que funcionarios de las CE habían reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, el hecho de que la solicitud en cuestión hubiera estado pendiente más de siete años demuestra la existencia de una demora indebida.  Recordamos, a ese respecto, nuestra constatación de que el expediente respalda la conclusión de que las Comunidades Europeas aplicaban una moratoria de facto de las aprobaciones desde junio de 1999.  En esas fechas, la solicitud concerniente a la patata transgénica ya llevaba pendiente más de dos años y 10 meses.  En consecuencia, parte del tiempo total empleado no puede explicarse por referencia a la moratoria.  Además, el mero hecho de que hubiera una moratoria no implica necesariamente que una solicitud en particular estuviera afectada por ella.  Los propios Estados Unidos han afirmado reiteradamente que "la moratoria fue una decisión de las CE de no acercar los productos a una decisión de carácter definitivo en el proceso de aprobación" y que "un cierto avance del proceso, sin llegar a una decisión definitiva, no es en absoluto incompatible con una moratoria de las aprobaciones de carácter definitivo".
  En consecuencia, el hecho de que entre junio de 1999 y agosto de 2003 hubiera una moratoria de las aprobaciones no es por sí mismo suficiente para demostrar que el período de tiempo durante el cual la solicitud concerniente a la patata transgénica había estado pendiente hasta agosto de 2003 indica que la autoridad competente principal no completó el procedimiento de aprobación pertinente sin demoras indebidas.

1.306 Por consiguiente, el Grupo Especial no puede aceptar la afirmación de los Estados Unidos de que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la patata transgénica había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

Conclusión

1.307 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que no se ha establecido que el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación después de que el Comité científico de las plantas hubiera emitido su dictamen -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de julio de 2002 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, o que el período de tiempo total empleado por las Comunidades Europeas hasta agosto de 2003 fue injustificadamente largo.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial no puede aceptar la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la patata transgénica a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  En consecuencia, el Grupo Especial concluye que con respecto al procedimiento de aprobación concerniente a la patata transgénica los Estados Unidos no han logrado establecer que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

ix) Colza Liberator (CE-68)

1.308 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza Liberator se ha demorado indebidamente.

1.309 Los Estados Unidos aducen que después de que el Comité científico de las plantas emitiera un dictamen favorable sobre la colza Liberator, la Comisión se abstuvo de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Observan que ello dio lugar a una demora de dos años, ya que no se actuó con respecto a la solicitud hasta noviembre de 2002, cuando se pidió al solicitante que la actualizara a la luz de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  Los Estados Unidos sostienen que no hay indicación alguna de que la solicitud planteara algún problema durante ese período de dos años, ni de que se necesitara información adicional para la aprobación de carácter definitivo.  Según los Estados Unidos la demora de dos años fue, en consecuencia, indebida.
1.310 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa a la colza Liberator es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza Liberator es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.
1.311 Las Comunidades Europeas aducen que en el dictamen del Comité científico de las plantas sobre la colza Liberator se recomendaba "un código de práctica acordado para la gestión en el campo del cultivo modificado especifico que entrañe la participación activa del solicitante para promover la aplicación de mejores prácticas por los agricultores".
  Las Comunidades Europeas sostienen que contrariamente a lo que había hecho en el expediente paralelo sobre la colza Falcon, el solicitante no presentó ninguna propuesta de código de práctica tras el dictamen del Comité científico de las plantas, y que en ningún momento se puso en contacto con la autoridad competente principal hasta que ésta le envió, en noviembre de 2002, una carta recordándole la necesidad de actualizar la solicitud no más tarde de enero de 2003.  Las Comunidades Europeas sostienen que no se les puede responsabilizar de demoras causadas por la falta de diligencia o los errores de un solicitante.
1.312 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.
No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.313 El Grupo Especial recuerda que el Comité científico de las plantas emitió un dictamen favorable el 30 de noviembre de 2000.  Tras la emisión del dictamen de dicho Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación en el tiempo que transcurrió hasta que la Directiva 90/220 fue derogada en octubre de 2002.  Después de la derogación de la Directiva 90/220 la autoridad competente principal entró en contacto con el solicitante el 5 de noviembre de 2002 para recordarle la necesidad de actualizar la solicitud a fin de que se pudiera seguir examinando con arreglo a la Directiva 2001/18.  Los Estados Unidos aducen que la Comisión debería haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.314 La preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Comité de reglamentación no es un proceso que por naturaleza requiera más de 22 meses.  En otros procedimientos de aprobación, la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Comité de reglamentación en un plazo de pocos meses.  En el procedimiento concerniente al algodón Bt-531, por ejemplo, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en menos de 3 meses.
  De manera análoga, en el procedimiento concerniente al maíz NK603 el Comité de reglamentación votó sobre la solicitud menos de 3 meses después de que la EFSA emitiera su dictamen.
  De esos ejemplos cabe inferir que, en principio, la Comisión podía haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación bastante antes de octubre de 2002.

1.315 El hecho de que la Comisión en principio pudiera haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002 no significa necesariamente que podía haberlo hecho en las circunstancias concretas del presente caso.  Las Comunidades Europeas afirman, en lo fundamental, que el que no lo hiciera estaba justificado porque el solicitante no había presentado un código de práctica para la gestión en el campo de la colza Liberator después de que el Comité científico de las plantas hubiera emitido su dictamen.  Sin embargo, en el anterior análisis del procedimiento de aprobación en cuestión, el Grupo Especial indicó que no estaba persuadido de que se daba por sentado que el solicitante tenía que presentar una propuesta de código de práctica, ni de que la Comisión no había presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación porque estaba esperando que el solicitante propusiera un código de práctica.  El Grupo Especial constató además que, de todos modos, en este caso la Comisión no puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación, y que el hecho de que el solicitante no presentara una propuesta no era obstáculo para que la Comisión pusiera en marcha esas consultas.
  En consecuencia, el Grupo Especial no está de acuerdo con las Comunidades Europeas en que el hecho de que el solicitante no presentara un código de práctica justificaba que la Comisión no transmitiera un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.316 Cabe señalar, por separado, que el dictamen del Comité científico de las plantas en este procedimiento data de noviembre de 2000.  La Directiva 90/220 no fue derogada hasta casi dos años después.  La Comisión tuvo por tanto tiempo suficiente para poner en marcha y completar consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación, y para adoptar su proyecto de medida en caso de voto favorable en el Comité de reglamentación.  En consecuencia, a juicio del Grupo Especial, la inacción de la Comisión no puede excusarse por el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza Liberator no podía completarse mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.317 En sus anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente a la colza Liberator, el Grupo Especial observó que la Comisión podía haber considerado que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y el Consejo, un proyecto de medida favorable no alcanzaría la mayoría cualificada necesaria, por lo que la Comisión tendría entonces que completar el procedimiento adoptando su proyecto de medida.  A juicio del Grupo Especial, incluso en esa hipótesis la Comisión tenía tiempo suficiente para completar el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  Por lo demás, incluso si la Comisión dudaba de que dispusiera de tiempo suficiente, habida cuenta de la oposición prevista de determinados Estados miembros, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado que la Comisión se abstuviera de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  La Comisión habría previsto una "minoría de bloqueo" basándose en la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  Como se ha indicado anteriormente, no hay indicación alguna de que la declaración de junio de 1999 pretendiera vincular jurídicamente a los gobiernos de los países del Grupo de los Cinco frente a otros Estados miembros o frente a la Comisión.  En otras palabras, los países del Grupo de los Cinco seguían siendo libres, con arreglo a la legislación comunitaria, de votar a favor de las solicitudes en el Comité de reglamentación y el Consejo.  Habida cuenta de ello, estimamos que la Comisión no podía haber invocado legítimamente la declaración de junio de 1999 como justificación para no presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.318 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que, en las circunstancias concretas de este procedimiento, el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de noviembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.319 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza Liberator se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara un proyecto de medida al Comité de reglamentación tras la emisión del dictamen del Comité científico de las plantas es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.320 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.321 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación una vez que el Comité científico de las plantas hubo emitido su dictamen -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de noviembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la colza Liberator a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza Liberator, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

x) Maíz Bt-11 (CE-69)

1.322 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE-69) se ha demorado indebidamente.

1.323 Los Estados Unidos aducen que después de que en noviembre de 2000 la solicitud concerniente al maíz Bt-11 (CE-69) hubiera sido objeto de un dictamen favorable del Comité científico de las plantas, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos observan que con arreglo al sistema de aprobación de las CE el paso siguiente al dictamen favorable del Comité científico de las plantas debería haber sido la presentación de la solicitud para su aprobación por el Comité de reglamentación.  Sin embargo, según los Estados Unidos, no se actuó con respecto a la solicitud durante dos años después del dictamen del Comité científico de las plantas, y en lugar de ello la siguiente anotación en la cronología proporcionada por las Comunidades Europeas es una "evaluación de actualizaciones por la autoridad competente principal" en octubre de 2002, circunstancia que ni se explica ni está respaldada por ninguna prueba documental o apéndice.  Según los Estados Unidos, la prolongada demora después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen constituye una prueba contundente de la existencia de una moratoria general.

1.324 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa al maíz  Bt-11 (CE-69) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE-69) es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.325 Las Comunidades Europeas aducen que después del dictamen del Comité científico de las plantas hubo nuevos debates entre la autoridad competente principal, el solicitante y la Comisión, que se prolongaron hasta bien entrado el año 2002.  Observan a ese respecto que el Comité científico de las plantas recomendó un plan de vigilancia, y que la cuestión del plan de vigilancia quedó sin resolver.  Señalan además que en mayo de 2002 el solicitante presentó información adicional sobre la caracterización molecular de la línea Bt-11, incluida información suplementaria sobre la secuencia, teniendo en cuenta las disposiciones de la nueva Directiva, entre otras las relativas a la vigilancia, la trazabilidad y el etiquetado.

1.326 Los Estados Unidos responden que el plan de vigilancia a que se hace referencia en el dictamen del Comité científico de las plantas es un plan de "gestión de resistencia de insectos" (IRM), y que dicho Comité en ningún momento recomendó cambio alguno en el plan IRM propuesto por el solicitante.  Observan asimismo que la única otra mención de la vigilancia aludía a cambios en las poblaciones sobre el terreno de insectos no objetivo, pero que el Comité científico de las plantas no pidió un plan de vigilancia para los insectos no objetivo, ni observó deficiencia alguna en la solicitud.  Los Estados Unidos aducen además que no hay en el expediente nada que indique que los encargados de la reglamentación comunitaria entraron alguna vez en contacto con el solicitante, ya sea para identificar un problema o para pedir adiciones a la solicitud.

1.327 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.328 El Grupo Especial recuerda que en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt‑11 (CE-69) el Comité científico de las plantas emitió un dictamen favorable el 30 de noviembre de 2000.  Tras la emisión del dictamen de dicho Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  En octubre de 2002, la Directiva 90/220 fue derogada.  Los Estados Unidos aducen que la Comisión debería haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.329 La preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Comité de reglamentación no es un proceso que por naturaleza requiera más de 22 meses.  En otros procedimientos de aprobación, la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Comité de reglamentación en un plazo de pocos meses.  En el procedimiento concerniente al algodón Bt-531, por ejemplo, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en menos de 3 meses.
  De manera análoga, en el procedimiento concerniente al maíz NK603 el Comité de reglamentación votó sobre la solicitud menos de 3 meses después de que la EFSA emitiera su dictamen.
  De esos ejemplos cabe inferir que, en principio, la Comisión podía haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación bastante antes de octubre de 2002.

1.330 El hecho de que la Comisión pudiera en principio haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002 no significa necesariamente que la Comisión podía haberlo hecho en las circunstancias concretas de este caso.  El Grupo Especial entiende que las Comunidades Europeas afirman que la Comisión no envió un proyecto de medida al Comité de reglamentación porque después del dictamen del Comité científico de las plantas la autoridad competente principal, el solicitante y la Comisión siguieron debatiendo sobre un plan de vigilancia hasta bien entrado el año 2002.  El Grupo Especial entiende asimismo que las Comunidades Europeas afirman que el solicitante presentó información adicional en mayo de 2002, justo antes de que la nueva Directiva entrara en vigor.

1.331 Por lo que respecta al plan de vigilancia, hemos afirmado en anteriores constataciones sobre este procedimiento de aprobación que no nos convence la afirmación de las Comunidades Europeas de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación porque el Comité científico de las plantas recomendaba un plan de vigilancia y la cuestión no se había resuelto.  Constatamos además que, de todos modos, en este caso la Comisión no puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación, y que el hecho de que el Comité científico de las plantas afirmara que la vigilancia era necesaria no era obstáculo para que la Comisión pusiera en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida.  No podemos, en consecuencia, convenir con las Comunidades Europeas en que el hecho de que el Comité científico de las plantas hubiera recomendado un plan de vigilancia justificaba que la Comisión se abstuviera de transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.332 Por lo que respecta a la información adicional presentada por el solicitante en mayo de 2002, ya hemos observado antes que aparentemente esa información se presentó voluntariamente con miras a actualizar la solicitud en previsión de la entrada en vigor de las nuevas prescripciones establecidas en la Directiva 2001/18.  No hay pruebas de que esa información adicional se presentara a petición de la Comisión o de la autoridad competente principal.  En otras palabras, no hay motivos para creer que la Comisión estaba esperando recibir esa información.  Por consiguiente, a nuestro juicio, la información de mayo de 2002 no justifica que la Comisión se abstuviera de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación entre noviembre de 2000 y mayo de 2002.

1.333 Cabe señalar, por separado, que el dictamen del Comité científico de las plantas en este procedimiento data de noviembre de 2000.  La Directiva 90/220 no fue derogada hasta casi dos años después.  A nuestro juicio, la Comisión tuvo por tanto tiempo suficiente para poner en marcha y completar consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación, y para adoptar su proyecto de medida en caso de voto favorable en el Comité de reglamentación.
  En consecuencia, a juicio del Grupo Especial, la inacción de la Comisión no puede excusarse por el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE‑69) no podía completarse mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.334 En nuestras anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente al maíz Bt-11 (CE-69), observamos que la Comisión podía haber considerado que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y el Consejo, un proyecto de medida favorable no alcanzaría la mayoría cualificada necesaria, por lo que la Comisión tendría entonces que completar el procedimiento adoptando su proyecto de medida.  A juicio del Grupo Especial, incluso en esa hipótesis la Comisión tenía tiempo suficiente para completar el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  Por lo demás, incluso si la Comisión dudaba de que dispusiera de tiempo suficiente, habida cuenta de la oposición prevista de determinados Estados miembros, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado que la Comisión se abstuviera de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  La Comisión habría previsto una "minoría de bloqueo" basándose en la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  Como se ha indicado anteriormente, no hay indicación alguna de que la declaración de junio de 1999 pretendiera vincular jurídicamente a los gobiernos de los países del Grupo de los Cinco frente a otros Estados miembros o frente a la Comisión.  En otras palabras, los países del Grupo de los Cinco seguían siendo libres, con arreglo a la legislación comunitaria, de votar a favor de las solicitudes en el Comité de reglamentación y el Consejo.  Habida cuenta de ello, estimamos que la Comisión no podía haber invocado legítimamente la declaración de junio de 1999 como justificación para no presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.335 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que, en las circunstancias concretas de este procedimiento, el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de noviembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.336 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE-69) la colza Liberator se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara un proyecto de medida al Comité de reglamentación después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.337 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.338 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de noviembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la alegación de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz Bt-11 (CE-69) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE-69), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xi) Colza RR (CE-70)

1.339 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y el Canadá, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) se ha demorado indebidamente.

1.340 Los Estados Unidos aducen que esta solicitud se demoró más de cuatro años a nivel de Estado miembro.  Sostienen que a pesar de que en este procedimiento el solicitante presentó respuestas a todas las preguntas formuladas por la autoridad competente principal, ésta no aprobó el producto con arreglo a la Directiva 90/220.  Más concretamente, los Estados Unidos aducen que el tiempo total empleado a nivel de Estado miembro para el examen inicial fue de 54 meses (7 de julio de 1998 a 22 de enero de 2003), de los que el solicitante empleó 12 meses para responder a las preguntas.  Los Estados Unidos afirman que otros 10 meses del tiempo total empleado se dedicaron a resolver cuestiones de confidencialidad relacionadas con métodos de detección.  Por tanto, según los Estados Unidos, en este procedimiento la autoridad competente principal tardó 32 meses en realizar su examen en vez de los 90 días a que se hace referencia en el artículo 12 de la Directiva 90/220.  Los Estados Unidos consideran que esa demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) es indebida.

1.341 Los Estados Unidos observan, además, que Dinamarca, Italia, Bélgica, Austria, Francia y Alemania se opusieron todos a la evaluación inicial favorable de la autoridad competente principal por considerar que antes de que pudieran apoyar la aprobación de cualquier solicitud era preciso que estuvieran en vigor las nuevas normas de las CE concernientes a la trazabilidad y el etiquetado de los productos biotecnológicos.  Los Estados Unidos sostienen que esto demuestra poca disposición a reconocer la solidez de las conclusiones científicas a las que llegó la autoridad competente principal y voluntad de oponerse a la aprobación con independencia de la idoneidad de la solicitud en cuestión.  Observan, además, que Austria y Dinamarca también se opusieron porque a su juicio tenían que resolverse cuestiones concernientes a la responsabilidad y la coexistencia.  Los Estados Unidos sostienen que el deseo de que se establezcan normas reguladoras de esas cuestiones no puede justificar la demora.  De lo contrario, un Miembro siempre podría decir que desea que se establezca un régimen reglamentario más idóneo en aspectos no relacionados con el medio ambiente o la salud humana o animal y demorar las aprobaciones indefinidamente, privando de todo sentido a las disciplinas que requieren que no se produzcan "demoras indebidas".

1.342 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la colza RR (CE-70) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.343 El Canadá observa que, en febrero de 2000, el Instituto Estatal de Control de Calidad de Productos Agrícolas de los Países Bajos (RIKILT-DLO), al que incumbe la presentación de dictámenes científicos relacionados con la inocuidad de los piensos, hizo pública una evaluación favorable de la colza RR (CE-70).  El 10 de enero de 2001, el Comité sobre modificación genética de los Países Bajos (COGEM), al que incumbe el asesoramiento científico relacionado con la salud humana y el medio ambiente, concluyó su evaluación con un resultado favorable.  En enero de 2003, la autoridad competente de los Países Bajos publicó un informe de evaluación global favorable.  El Canadá sostiene que la demora de dos años en la finalización por la autoridad competente de los Países Bajos de su informe de evaluación global y su transmisión a la Comisión está injustificada y es excesiva.

1.344 El Canadá aduce también que el tiempo total empleado por los Países Bajos para examinar este expediente fue de 54 de meses (7 de julio de 1998 a 22 de enero de 2003).  De esos 54 meses, el solicitante empleó 12 para responder a las preguntas.  Otros 10 meses se dedicaron a debates sobre el carácter confidencial de determinada información presentada por el solicitante que iba más allá de las prescripciones jurídicas de la legislación de aprobación entonces en vigor.  El Canadá sostiene que incluso sin tener en cuenta en el cálculo este último período de tiempo, los 32 meses restantes contrastan marcadamente con los 90 días previstos en la Directiva 90/220 para esta etapa del procedimiento.  A juicio del Canadá, es razonable inferir de ello que las autoridades neerlandesas, a la luz de la moratoria, estaban aplicando un criterio de actuación decididamente premioso.

1.345 En lo tocante a la demora causada por la cuestión de la confidencialidad, el Canadá observa que en el párrafo 1 d) del Anexo C del Acuerdo MSF se estipula que los Miembros de la OMC se asegurarán "de que el carácter confidencial de las informaciones referentes a los productos importados, que resulten del control, inspección o aprobación o hayan sido facilitadas con motivo de ellos, se respete [...] de manera que se protejan los intereses comerciales legítimos".  Con arreglo al artículo 25 de la Directiva 2001/18, los solicitantes tienen derecho a pedir que se proteja la información comercialmente sensible, cosa que en este caso el solicitante hizo en marzo de 2001.  El Canadá opina, por tanto, que las demoras derivadas de los intentos de un solicitante de que se cumplan obligaciones, tanto en virtud del Acuerdo MSF como en virtud de la legislación interna, relacionadas con la protección de intereses comerciales legítimos no deben atribuirse al solicitante.

1.346 Además de lo anterior, el Canadá sostiene que el hecho de que las Comunidades Europeas no aprobaran este producto con arreglo a la Directiva 2001/18 se suma a la demora de por sí injustificada y excesiva.  El Canadá sostiene que los reiterados e injustificados "obstáculos" impuestos por Estados miembros que dieron lugar a demoras excesivas -objeciones injustificadas a la evaluación inicial favorable de la autoridad competente principal en marzo de 2003, imposibilidad de lograr una mayoría cualificada en la reunión de 16 de junio de 2004 del Comité de reglamentación- demuestran que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo MSF.

1.347 Por lo que respecta a las objeciones de los Estados miembros, el Canadá observa que Dinamarca, Italia, Francia, Austria y Bélgica plantearon objeciones no basadas en motivos de inocuidad sino por considerar que la aprobación de la solicitud en cuestión debía suspenderse mientras estuviera pendiente la adopción de nueva legislación comunitaria sobre trazabilidad y etiquetado.  El Canadá sostiene asimismo que Dinamarca (en relación con el transporte de la colza RR (CE-70)) e Italia (en relación con el uso de herbicidas) plantearon objeciones que trascendían el ámbito de la evaluación prevista en la Directiva 2001/18.  Por último, el Canadá aduce que se plantearon objeciones que eran irrelevantes a la luz del alcance de la aprobación solicitada (por ejemplo, para importación y elaboración).  Dinamarca pidió que un plan de vigilancia incluyera observaciones sobre dispersión y transferencia de genes a la colza y los parientes silvestres.
  De manera análoga, Italia, el Reino Unido, España y Austria objetaron por considerar que debía proponerse un plan de vigilancia tras la puesta en mercado para evaluar el derrame de semillas.  El Canadá sostiene que el comité científico de las Comunidades Europeas ha confirmado reiteradamente, y en particular para la colza, que el mero hecho de la posible dispersión de semillas y la transferencia de genes entre parientes domesticados o silvestres no es per se algo negativo para la salud humana o el medio ambiente.  El Canadá señala además que la aprobación solicitada se circunscribía a la importación y no afectaba a la plantación -circunstancia que normalmente no requiere que se preste atención al derrame de semillas, porque el grano importado se manipula en el puerto de entrada, donde el derrame se controla en cumplimiento de las normas legales y para evitar pérdidas económicas.

1.348 El Canadá aduce también que el tiempo total empleado para el examen por los Estados miembros de la evaluación inicial de la autoridad competente principal fue de ocho meses (22 de enero de 2003 a 6 de octubre de 2003), en lugar de 105 días, plazo previsto en el artículo 15 de la Directiva 2001/18.

1.349 Por lo que respecta a la imposibilidad de obtener una mayoría cualificada en la reunión de 16 de junio de 2004 del Comité de reglamentación, el Canadá observa que antes de la votación la EFSA emitió un dictamen favorable, y que al hacerlo tuvo en cuenta todas las objeciones de los Estados miembros relacionadas con cuestiones de seguridad.  El Canadá considera, por tanto, fueran cuales fueran las razones por las que los Estados miembros votaron en contra o se abstuvieron de votar, que esas razones no se basaban en consideraciones científicas relacionadas con la salud o la seguridad.  A juicio del Canadá, de ello se sigue que la no aprobación de la solicitud en el Comité de reglamentación dio lugar a más demoras injustificadas.

1.350 Por último, el Canadá sostiene que el tiempo empleado hasta la fecha para la tramitación de esta solicitud de aprobación -siete años- es, con arreglo a cualquier criterio razonable, "indebido", por lo que constituye una infracción del párrafo 1 a) del Anexo C, habida cuenta de que todavía no se ha aprobado.  No obstante, todo el tiempo en que esta solicitud ha languidecido en el procedimiento de aprobación no es la única razón por la que el Canadá alega que la demora ha sido indebida.  En primer lugar, lo que es más importante, las Comunidades Europeas han tenido en vigor, desde octubre de 1998, una moratoria injustificada con respecto a las aprobaciones.  Además, la negativa a aprobar la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70) no se basa en una evaluación del riesgo, a pesar de las muchas evaluaciones favorables del riesgo realizadas por los propios comités científicos de las Comunidades Europeas.

1.351 Las Comunidades Europeas aducen que en este procedimiento hubo un intercambio constante de correspondencia entre la autoridad competente principal y el solicitante hasta diciembre de 2002, cuando el solicitante actualizó su solicitud de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18.  Según las Comunidades Europeas, este período de tiempo se dedicó en su totalidad a resolver cuestiones científicas y técnicas, como la caracterización molecular y la inocuidad de los piensos.  La autoridad competente principal pidió información adicional sobre caracterización molecular y sobre determinados aspectos de inocuidad de los piensos, y el intercambio de comunicaciones relativas a esas cuestiones continuó hasta el año 2000.  Tras la adopción, en marzo de 2001, de la Directiva 2001/18, la autoridad competente principal pidió al solicitante que proporcionara información sobre un método de detección tal como requería la nueva legislación.  El solicitante pidió que la información que debía proporcionar tuviera carácter confidencial.  Inicialmente, la autoridad competente principal no aceptó las razones presentadas para pedir el reconocimiento del carácter confidencial, y se intercambiaron varias cartas sobre esa cuestión.  La autoridad competente principal pidió también material de referencia, lo que activó de nuevo un debate sobre la confidencialidad.  Las Comunidades Europeas observan que esas cuestiones no se resolvieron hasta otoño de 2002.  Para entonces, la Directiva 2001/18 había entrado en vigor, y la autoridad competente principal y el solicitante trabajaron en la actualización de la solicitud de conformidad con dicha Directiva.  Por lo que respecta a la cuestión de la confidencialidad, las Comunidades Europeas sostienen que el debate sobre esas cuestiones se emprendió a petición del solicitante, y que no puede responsabilizarse a las Comunidades Europeas de un incumplimiento de los plazos resultante de una petición de un solicitante.

1.352 Las Comunidades Europeas indican asimismo que tan pronto como el solicitante actualizó su solicitud, ésta pasó inmediatamente a nivel comunitario.  Unos pocos Estados miembros pidieron información adicional, y seis Estados miembros plantearon objeciones.  Las objeciones estaban relacionadas con cuestiones de caracterización molecular (datos insuficientes), estudios de alimentación animal, el plan de vigilancia, la alergenicidad, los métodos de detección/identificación, y la trazabilidad y el etiquetado.  Se celebraron reuniones con el solicitante para resolver esas cuestiones, y el solicitante proporcionó información adicional.  Las Comunidades Europeas sostienen que las objeciones planteadas por Estados miembros se basaban en preocupaciones legítimas y científicamente sólidas o en prescripciones reglamentarias que trascienden el ámbito de la presente diferencia (trazabilidad y etiquetado).

1.353 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.354 Observamos que en el procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) el solicitante presentó una solicitud a la autoridad competente principal (Países Bajos) el 7 de julio de 1998.  Cuando el 17 de octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220, la autoridad competente principal aún no había transmitido el expediente a la Comisión.  El expediente se transmitió a la Comisión con un informe de evaluación favorable el 16 de enero de 2003, después de que el solicitante presentara una solicitud actualizada de conformidad con la Directiva 2001/18.

1.355 Los Estados Unidos y el Canadá afirman que la autoridad competente principal tardó demasiado en completar su evaluación.  Observan que la autoridad competente principal dedicó a su propia evaluación de la solicitud mucho más tiempo que los 90 días previstos en el apartado 2 del artículo 12 de la Directiva 90/220.
  Estimamos que esto es exacto.
  No obstante, a nuestro juicio, el que la autoridad competente principal respetara o no el plazo de 90 días estipulado en la Directiva 90/220 no es en sí mismo determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  De hecho, la legislación de distintos Miembros de la OMC puede estipular plazos más o menos estrictos para ese tipo de evaluaciones.  Pese a ello, estimamos que el plazo establecido en la Directiva 90/220 ofrece una indicación útil para orientar el análisis del Grupo Especial.  El plazo de 90 días es vinculante y se aplica a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220.  Cabe, por tanto, suponer que el legislador comunitario estableció ese plazo vinculante de manera que hiciera posible que las autoridades competentes de todos los Estados miembros evaluaran incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.356 Sin embargo, en el presente caso las Comunidades Europeas sostienen que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta diciembre de 2002, cuando el solicitante complementó su solicitud de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18, era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas.
  Como no consideramos que el hecho de que no se respetara el plazo de 90 días es en sí mismo determinante, procederemos a examinar si era justificable que la autoridad competente principal no presentara un informe de evaluación a la Comisión hasta mediados de enero de 2003.

1.357 En sus anteriores constataciones sobre el procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70), el Grupo Especial observó que entendía que la autoridad competente de los Países Bajos, al evaluar solicitudes de comercialización, tenía especialmente en cuenta el asesoramiento prestado por el COGEM y la opinión del RIKILT-DLO.  En el procedimiento de aprobación en cuestión, el RIKILT-DLO presentó su dictamen favorable en febrero de 2000
, y en marzo de 2000 la autoridad competente principal comunicó al solicitante en un correo electrónico que no era necesario presentar nueva información técnica para la evaluación del riesgo.
  El COGEM no presentó su opinión favorable hasta el 10 de enero de 2001.

1.358 Con respecto al asesoramiento prestado por el COGEM cabe recordar que éste se reunió en septiembre de 1998 para estudiar la solicitud en cuestión.  Ello llevó a una petición de información adicional sobre caracterización molecular, que también se transmitió al solicitante en septiembre de 1998.
  El solicitante proporcionó la información pedida en diciembre de 1998.
  Sin embargo, el COGEM tardó otros dos años en reunirse para examinar la solicitud y la información adicional.  La reunión pertinente tuvo lugar en diciembre de 2000, un mes antes de que el COGEM presentara su opinión definitiva.
  El expediente no permite inferir que el COGEM no presentó su opinión hasta enero de 2001 porque tenía que resolver cuestiones científicas o técnicas.  Tampoco hay en el expediente indicación alguna de que el COGEM tuviera otras razones para demorar la presentación de su opinión.  No hay, por tanto, razones aparentes por las que el COGEM no podría haber presentado su opinión a más tardar en la fecha en que la autoridad competente principal comunicó por correo electrónico al solicitante que no era preciso presentar nueva información técnica, es decir, no más tarde de marzo de 2000.

1.359 Habida cuenta de lo anterior, el Grupo Especial considera que como más tarde en marzo de 2000 la autoridad competente principal podía haber dispuesto de todos los elementos necesarios para completar su informe de evaluación.  Las Comunidades Europeas observan que el solicitante presentó información adicional en abril y mayo de 2000.  Es cierto que en el correo electrónico de marzo de 2000 de la autoridad competente principal al solicitante antes mencionado la autoridad competente principal también indicó que era preciso confirmar la denominación oficial y el registro del solicitante, y que la solicitud tendría que modificarse para tener en cuenta la información adicional presentada en el curso del proceso de evaluación.
  En abril de 2000, el solicitante confirmó su denominación oficial y su registro
, y a mediados de mayo de 2000 envió a la autoridad competente principal un proyecto de documento para indicar la manera en que tenía intención de modificar la solicitud inicial y para pedir observaciones y sugerencias.
  La autoridad competente principal respondió que comunicaría sus "constataciones" lo antes posible, probablemente en menos de dos semanas.
  Esa estimación demuestra que el documento presentado a mediados de mayo de 2000 no requería un análisis prolongado por la autoridad competente principal.  Además, el Grupo Especial no considera que el correo electrónico de marzo de 2000 de la autoridad competente principal constituyera una solicitud formal de información que pudiera activar una detención del reloj.

1.360 Si, como cree el Grupo Especial, la autoridad competente principal podía haber obtenido todos los elementos necesarios no más tarde de marzo de 2000, cabe razonablemente suponer que podía haber completado su informe de evaluación como muy tarde 90 días después, es decir, alrededor de finales de junio de 2000.  Es preciso recordar que el apartado 2 del artículo 12 de la Directiva 90/220 estipula que "como máximo 90 días tras la recepción" de una solicitud, la autoridad competente principal deberá, si la evaluación es favorable, transmitir la solicitud a la Comisión con un dictamen favorable.  El Grupo Especial ya ha observado con respecto al plazo de 90 días estipulado en la Directiva 2001/18 que ese plazo ofrece una indicación útil para determinar cuánto tiempo podría necesitarse para completar una evaluación a nivel de Estado miembro.  Suponer que 90 días habrían sido suficientes parece tanto más razonable cuanto que en marzo de 2000 la autoridad competente principal ya había evaluado la solicitud durante más de los 90 días previstos en el apartado 2 del artículo 12 de la Directiva 90/220.

1.361 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial estima que la autoridad competente principal podía haber transmitido su informe de evaluación a la Comisión bastante antes del final de 2000, y por tanto mucho antes de mediados de enero de 2003.  Esto significa que, contrariamente a lo sostenido por las Comunidades Europeas, no todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta diciembre de 2002 era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas.  Además, el hecho de que la autoridad competente no completara y transmitiera un informe de evaluación antes de finales de 2000 no podía, a juicio del Grupo Especial, justificarse sobre la base de que no había tiempo suficiente para completar el procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  La Directiva 90/220 no se derogó hasta octubre de 2002.  Hubo por tanto tiempo suficiente para que otros Estados miembros examinaran el informe de evaluación de la autoridad competente principal en los 60 días siguientes a la distribución de dicho informe y, de no haber objeciones, para que la autoridad competente principal otorgara su consentimiento para la comercialización de la colza RR (CE-70).

1.362 En sus anteriores constataciones, el Grupo Especial afirmó también que aun suponiendo que el COGEM no hubiera podido prestar su asesoramiento antes de enero de 2001, los Países Bajos podían haber completado y transmitido su informe de evaluación antes del momento en que lo hicieron.  Concretamente, el Grupo Especial observó que cuando en enero de 2001 el COGEM presentó su opinión, la autoridad competente principal no completó su informe de evaluación, pero el 12 de marzo de 2001 -fecha de adopción de la Directiva 2001/18- pidió que se presentara un método de detección basado en las disposiciones de la Directiva 2001/18, a pesar de que esa Directiva no entró en vigor hasta octubre de 2002.  El solicitante presentó un método de detección cuatro días después.
  Pidió, sin embargo, que el método de detección se tratara como información confidencial.  Esto dio lugar a un intercambio de comunicaciones con el solicitante que duró ocho meses.  Como hemos indicado antes, durante ese intercambio la autoridad competente principal causó demoras al no pedir rápidamente aclaraciones.  Nuestro examen se centra en las demoras causadas por la autoridad competente principal en el curso del intercambio de comunicaciones sobre cuestiones de confidencialidad.

1.363 Iniciamos nuestro examen recordando hechos pertinentes.  En mayo de 2001, la autoridad competente principal pidió al solicitante que reconsiderara su petición de trato confidencial del método de detección, o que la justificara más.  La autoridad competente principal también indicó que si esto no se hacía a más tardar en junio de 2001, adoptaría una decisión con respecto a la petición.
  En septiembre de 2001, después de presentar nuevas aclaraciones a petición de la autoridad competente principal y "para que el proceso de aprobación pueda progresar", el solicitante aceptó divulgar el protocolo para la detección de la colza RR (CE-70).  Pidió, sin embargo, que hasta que se publicara la primera solicitud de patente se mantuviera el carácter confidencial de las secuencias de cebador en el protocolo.
  En respuesta, la autoridad competente principal pidió nuevas justificaciones.  Tras recibirlas, la autoridad competente principal aceptó en enero de 2002 la petición de que las secuencia de cebador se trataran como información confidencial.

1.364 De esos elementos de hecho se desprende claramente que hubo un desacuerdo entre la autoridad competente principal y el solicitante sobre si determinada información era por su propia naturaleza de carácter confidencial.  El artículo 19 de la Directiva 90/220 estipula que en esos casos incumbe a la autoridad competente principal decidir, tras consultar al solicitante, si la información debe tratarse como información confidencial.
  El Grupo Especial entiende que la autoridad competente principal estaba siguiendo ese procedimiento.  Sin embargo, tardó mucho -ocho meses- en resolver la cuestión del carácter confidencial de la información pertinente.  Aunque el solicitante tardó un total de tres meses y medio en responder a las diversas peticiones de nuevas justificaciones, en junio de 2001 la autoridad competente principal esperó más de un mes tras recibir nuevas justificaciones para pedir aún más justificaciones.
  Una situación similar se produjo en septiembre de 2001, cuando la autoridad competente principal esperó más de dos meses para formular otra petición.
  La justificación presentada por el solicitante en junio y septiembre de 2001 no era ni muy extensa ni especialmente compleja.
  Además, en junio y septiembre de 2001 no había motivos aparentes para que la autoridad competente principal considerara que no había tiempo suficiente para aprobar la solicitud antes de que la Directiva 90/220 se derogara en octubre de 2002.  En consecuencia, el Grupo Especial no cree justificado que la autoridad competente principal se abstuviera de proceder con mayor prontitud.  A juicio del Grupo Especial, la premiosa actuación de la autoridad competente principal en respuesta a las comunicaciones de junio y septiembre del solicitante demuestra que, contrariamente a lo sostenido por las Comunidades Europeas, no todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta diciembre de 2002 era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas.

1.365 Basándose en las anteriores consideraciones, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70) -especialmente el tiempo empleado en espera de que el COGEM prestara su asesoramiento y el tiempo empleado para actuar una vez conocidas las razones invocadas por el solicitante para su petición de trato confidencial de determinada información- fue injustificadamente largo.

1.366 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el tiempo empleado por los Países Bajos para completar su evaluación es coherente con la aplicación de tal moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de los Países Bajos fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.367 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos para su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y el Canadá en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.368 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70) fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la colza RR (CE‑70) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS292 (Canadá)



Por lo que respecta a la reclamación DS292, el Grupo Especial recuerda que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70) fue injustificadamente largo.  Basándose en esa constatación, el Grupo Especial acepta la aseveración del Canadá de que las Comunidades Europeas no "consideraron o aprobaron, sin demoras indebidas" la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70), y que por consiguiente no completaron el procedimiento de aprobación pertinente sin "demoras indebidas".  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza RR (CE-70), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xii) Soja LL (CE-71)

1.369 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a las habas de soja LL (CE-71) se ha demorado indebidamente.

1.370 Los Estados Unidos sostienen que a pesar de que en este procedimiento el solicitante respondió a todas las preguntas planteadas por la autoridad competente principal, ésta no aprobó el producto con arreglo a la Directiva 90/220.

1.371 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la soja LL (CE-71) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71) es excesiva e injustificada y, por tanto, indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.372 La Argentina alega que la solicitud se demoró 68 meses a nivel de Estado miembro sin que se adoptara una decisión definitiva sobre su aprobación.  Afirma que las Comunidades Europeas ni tramitaron la solicitud ni realizaron la evaluación del riesgo requerida.  La Argentina aduce que no hay justificación científica para la demora, ya que no se prepararon los "informes iniciales".

1.373 Las Comunidades Europeas explican que hubo tres razones para la demora a nivel de Estado miembro:  1) peticiones de nueva información formuladas por la autoridad competente principal en el período transcurrido entre septiembre de 1998 y 2001;  2) problemas de procedimiento derivados del hecho de que el solicitante presentó una solicitud para el mismo producto en Portugal;  y 3) demoras causadas por la falta de respuesta del solicitante a peticiones de información adicional formuladas el 25 de febrero de 2003.

1.374 El Grupo Especial inicia su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.375 Observamos que en el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71) el solicitante presentó una solicitud a la autoridad competente principal (Bélgica) el 28 de septiembre de 1998.  En septiembre de 1999, el solicitante presentó una solicitud para el mismo producto en Portugal.  Cuando el 17 de octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220, la autoridad competente principal aún no había transmitido el expediente a la Comisión.  El solicitante actualizó la solicitud el 15 de enero de 2003.  También en enero de 2003 el solicitante retiró la solicitud paralela presentada en Portugal.

1.376 Recordamos que en la evaluación de la soja LL (CE-71) realizada por Bélgica es útil distinguir tres períodos de tiempo separados:  1) el transcurrido entre la presentación de la solicitud a la autoridad competente belga y la comunicación concurrente en Portugal;  2) el transcurrido entre la presentación de la solicitud concurrente en Portugal y la derogación de la Directiva 90/220;  y 3) el transcurrido entre la presentación de la solicitud con arreglo a la Directiva 2001/18 y la retirada de la solicitud por el solicitante.

1.377 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro en el período anterior a la presentación paralela de la solicitud en Portugal.  Recordamos que en una carta fechada el 31 de marzo de 1999 el Consejo de Bioseguridad de Bélgica afirmó que era "de la opinión de que se puede dar traslado a la Comisión Europea, con un dictamen positivo, del expediente [concerniente a la solicitud presentada con arreglo a la Directiva 90/2200] en su forma actual (con adición de datos moleculares y después de correcciones de menor importancia)".
  Basándose en el asesoramiento prestado en marzo de 1999 por el Consejo de Bioseguridad, el 28 de mayo de 1999 la autoridad competente belga pidió más información, incluida información sobre caracterización molecular, análisis nutricional (concerniente al procedimiento de aprobación de la soja LL (CE-93)), y aspectos relacionados con los herbicidas.
  El solicitante no respondió a la petición de mayo de 1999 hasta julio de 2001.

1.378 Las Comunidades Europeas no invocan razones que justifiquen el tiempo empleado por la autoridad competente para transmitir la petición información adicional del Consejo de Bioseguridad de Bélgica.  Aunque la autoridad competente, como organismo competente, podía examinar la petición para determinar si procedía transmitirla al solicitante, no estamos persuadidos, a falta de toda justificación por parte de las Comunidades Europeas, de que se necesitaran dos meses para examinar esta petición inequívoca de información adicional.  De hecho, en una etapa anterior del procedimiento de aprobación, la autoridad competente principal transmitió una petición similar del Consejo de Bioseguridad en unos pocos días.
  Estimamos, en consecuencia, que la autoridad competente principal podía y debía haber actuado antes del momento en que lo hizo cuando el Consejo de Bioseguridad sugirió que se pidiera información adicional en marzo de 1999.

1.379 Como se ha indicado, el solicitante no respondió a la petición adicional de información formulada por la autoridad competente principal en mayo de 1999 hasta julio de 2001, es decir, más de dos años después.  Sin embargo, mientras tanto el solicitante había presentado una solicitud en Portugal.  El tiempo durante el cual se mantuvo concurrentemente una solicitud paralela en Portugal contribuyó a demorar el progreso de la solicitud en Bélgica.  Observamos a ese respecto que el solicitante, en una comunicación a Bélgica fechada el 1º de diciembre de 2000, indicó expresamente su intención de mantener dos solicitudes.
  En esa carta, el solicitante afirmó también que adoptaría todas las medidas necesarias para asegurarse de que sólo se distribuyera una solicitud a nivel comunitario.  El 5 de diciembre de 2000, el Consejo Asesor de Bioseguridad de la autoridad competente belga confirmó la continuación del proceso de evaluación en Bélgica y pidió al solicitante que transmitiera las preguntas formuladas por la autoridad competente portuguesa en el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-81) a fin de completar el expediente de la solicitud en Bélgica.
  El 5 de septiembre de 2001, 10 meses después de confirmar la continuación del proceso de evaluación en Bélgica, la autoridad competente belga comunicó al solicitante que se suspendería toda ulterior evaluación de la solicitud hasta que el solicitante especificara un solo país encargado de su tramitación.
  El solicitante respondió el 8 de octubre de 2001 reafirmando el mantenimiento de dos solicitudes concurrentes.
  Aparentemente no hubo más comunicaciones entre el solicitante y la autoridad competente principal hasta enero de 2003, cuando el solicitante actualizó la solicitud presentada a Bélgica con arreglo a la Directiva 2001/18.  Aunque en el expediente no hay pruebas que lo confirmen, parece que habida cuenta de la respuesta del solicitante la autoridad competente principal no siguió evaluando la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) entre octubre de 2001 y enero de 2003.  En consecuencia, parece que el examen de la solicitud se suspendió a partir de septiembre de 2001 como consecuencia de la negativa del solicitante a retirar una de las dos solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220.

1.380 Observamos que el solicitante opinaba que la Directiva 90/220 no le impedía presentar solicitudes idénticas a distintas autoridad competente principales.  Con todo, reconoció que ese criterio plantearía problemas de procedimiento, por lo que indicó que retiraría una de las dos solicitudes tan pronto como una de ellas estuviera lista para su transmisión a la Comisión.  Aparentemente, la autoridad competente belga consideró que el criterio seguido por el solicitante no era admisible con arreglo a la Directiva 90/220 o era por alguna otra razón inadecuado.

1.381 Los Estados Unidos y la Argentina no han presentado argumentos ni pruebas que indiquen que la posición de Bélgica se basó en una interpretación incorrecta de la Directiva 90/220.  Aunque esa Directiva no requiere expresamente que las solicitudes sólo se mantengan ante una autoridad competente, tampoco dice expresamente que pueden mantenerse solicitudes ante más de una autoridad competente.  Observamos que la cuestión de las solicitudes paralelas se planteó también en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-11 (CE-80).  Al parecer, en ese procedimiento la autoridad competente principal, en España, no consideró que ello constituía un problema.
  Por otro lado, cabe asimismo señalar que en el procedimiento concerniente a la soja LL (CE-71) el solicitante aparentemente no puso objeciones a la negativa de Bélgica a seguir considerando su solicitud.

1.382 De la información que tenemos ante nosotros no se desprende claramente que la posición de Bélgica sobre esta cuestión, que aparentemente la llevó a suspender el examen de la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) con arreglo a la Directiva 90/220, fuera un mero pretexto para demorar la consideración de la solicitud.  De hecho, Bélgica indicó al solicitante que seguiría considerando la solicitud pertinente si el solicitante retiraba la presentada en Portugal.  Creemos, además, que al aplicar las disposiciones de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C debemos tener en cuenta la limitación de los recursos de los Miembros y la consiguiente necesidad de evitar duplicaciones innecesarias e ineficiencias administrativas.  Por consiguiente, no nos parece que una demora en la consideración de una solicitud causada por la negativa de un Miembro a tramitar procedimientos de aprobación concurrentes con respecto a una solicitud idéntica sea injustificable per se.  Habida cuenta de esos elementos, no estamos persuadidos de que, en las circunstancias concretas del presente caso, la negativa de Bélgica a seguir evaluando la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) mientras el solicitante mantuviera su solicitud concurrente en Portugal causó una pérdida de tiempo injustificable.

1.383 Por lo que respecta al examen de esta solicitud con arreglo a la Directiva 2001/18, observamos que después de que el solicitante actualizara su solicitud con arreglo a dicha Directiva (15 de enero de 2003), y retirara su solicitud en Portugal (27 de enero de 2003), la autoridad competente belga acusó recibo de la solicitud actualizada y pidió más información sobre caracterización molecular, métodos de detección y materiales de referencia.  El solicitante proporcionó respuestas informales preliminares relacionadas con la información sobre prescripciones en materia de etiquetado y métodos de detección en marzo de 2003.  No hay registro de nuevos intercambios entre el solicitante y la autoridad competente principal hasta que el solicitante retiró la solicitud en julio de 2004.

1.384 Las Comunidades Europeas alegan que la demora que se produjo después de que el solicitante proporcionara respuestas informales preliminares era atribuible al solicitante.  El expediente demuestra que éste respondió parcialmente a la petición de información adicional formulada por la autoridad competente principal e indicó que se presentaría más información relativa a muestras de referencia de ADN genómico para este producto.  Dada la intención manifiesta del solicitante de presentar nueva información para responder a preguntas de la autoridad competente principal, y habida cuenta de la falta de argumentos de los Estados Unidos y la Argentina sobre esta cuestión, es razonable creer que la autoridad competente principal estaba esperando a que se presentara nueva información.  En consecuencia, no tenemos motivos para discrepar de la aseveración de las Comunidades Europeas de que la demora en cuestión fue atribuible al solicitante y no a la autoridad competente principal.

1.385 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) -concretamente el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir la solicitud de información adicional sugerida por el Consejo de Bioseguridad en marzo de 1999- fue injustificadamente largo.

1.386 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  A ese respecto nos remitimos a nuestra anterior constatación de que el expediente respalda la conclusión de que las Comunidades Europeas aplicaron una moratoria de facto con respecto a las aprobaciones a partir de junio de 1999.  Nuestra constatación de que el tiempo empleado por Bélgica para evaluar la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) fue injustificadamente largo se basa en la opinión de que la autoridad competente principal podía y debía haber transmitido su petición de información adicional de mayo de 1999 antes del momento en que lo hizo.  Por consiguiente, nuestra constatación supra atañe a un período de tiempo anterior a junio de 1999.  Habida cuenta de ello, no consideramos que podamos inferir que la conducta de Bélgica en marzo, abril y mayo de 1999 fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones que constatamos había entre junio de 1999 y agosto de 2003.

1.387 Habida cuenta de nuestra conclusión arriba expuesta sobre la reclamación DS291 tenemos que proceder a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación que han formulado al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.
Tiempo total empleado desde la presentación de la solicitud

1.388 Los Estados Unidos argumentan también que el tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) estuvo pendiente es excesivo e injustificado.  La citada solicitud se presentó por primera vez a efectos a aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 en septiembre de 1998.  Esto significa que en agosto de 2003 el procedimiento de aprobación llevaba pendiente cuatro años y 11 meses.

1.389 El Grupo Especial conviene con los Estados Unidos en que, en términos absolutos, esto es un período de tiempo largo para la evaluación por la autoridad competente principal.  Sin embargo, como hemos explicado antes, la mera identificación del tiempo total en que una solicitud ha estado pendiente no demuestra, en sí misma y por sí misma, que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

1.390 Además, aunque los Estados Unidos tuvieran razón al afirmar que antes de que hubiera una moratoria de las CE los procedimientos de aprobación solían completarse en menos de tres años, cabe recordar que las Comunidades Europeas evalúan las solicitudes caso por caso.  Por tanto, el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71) no se completara en menos de tres años no demuestra, a nuestro juicio, que no era justificable que las Comunidades Europeas emplearan más tiempo para tramitar la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71).

1.391 Los Estados Unidos aducen asimismo que habida cuenta de que funcionarios de las CE habían reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, el hecho de que la solicitud en cuestión se hubiera estancado a nivel de Estado miembro durante casi cinco años demuestra la existencia de una demora indebida.  Recordamos, a ese respecto, nuestra constatación de que el expediente respalda la conclusión de que las Comunidades Europeas aplicaban una moratoria de facto de las aprobaciones desde junio de 1999.  En esas fechas, la solicitud concerniente a la soja LL (CE‑71) ya llevaba pendiente casi nueve meses.  En consecuencia, parte del tiempo total empleado no puede explicarse por referencia a la moratoria.  Además, el mero hecho de que hubiera una moratoria no implica necesariamente que una solicitud en particular estuviera afectada por ella en todas las etapas del procedimiento.  Los propios Estados Unidos han afirmado reiteradamente que "la moratoria fue una decisión de las CE de no acercar los productos a una decisión de carácter definitivo en el proceso de aprobación" y que "un cierto avance del proceso, sin llegar a una decisión definitiva, no es en absoluto incompatible con una moratoria de las aprobaciones de carácter definitivo".
  En consecuencia, el hecho de que entre junio de 1999 y agosto de 2003 hubiera una moratoria de las aprobaciones no es por sí mismo suficiente para establecer que el período de tiempo durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que la autoridad competente principal no completó el procedimiento de aprobación pertinente sin demoras indebidas.

1.392 Por consiguiente, el Grupo Especial no puede aceptar la afirmación de los Estados Unidos de que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a las habas de soja LL (CE-71) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

Conclusiones

1.393 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que no se ha establecido que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) fue injustificadamente largo, o que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado por las Comunidades Europeas fue injustificadamente largo.  Sobre la base de esas constataciones, el Grupo Especial no puede aceptar la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71), los Estados Unidos no han establecido que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Por lo que respecta a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la soja LL (CE-71) fue injustificadamente largo.  A la luz de esa constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (CE-71) sin "demoras indebidas" por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xiii) Colza LL (CE-72)

1.394 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL se ha demorado indebidamente.

1.395 Los Estados Unidos aducen que el tiempo total empleado a nivel de Estado miembro para el examen inicial de esta solicitud fue superior a cuatro años, ya que la solicitud no se había transmitido a la Comisión en la fecha de establecimiento del Grupo Especial.  Los Estados Unidos lo comparan con los 90 días a que se hace referencia en las Directivas 90/220 y 2001/18.  Aunque inicialmente los Estados Unidos indicaron que el solicitante había contestado a todas las preguntas formuladas por la autoridad competente principal, en respuesta a una pregunta del Grupo Especial, reconocieron que el solicitante no había proporcionado algunos de los datos pedidos.
  Pese a ello, los Estados Unidos sostienen que las demoras de la autoridad competente principal en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL son indebidas.

1.396 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la colza LL es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL es excesiva e injustificada y, por tanto, indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.397 Las Comunidades Europeas aducen que el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para velar por que se realizara una evaluación válida de la inocuidad.  Tras la recepción de la solicitud, la autoridad competente principal pidió más información al solicitante.  También pidió que su comité científico, el Comité Asesor sobre Liberaciones en el Medio Ambiente (en lo sucesivo "ACRE") realizara un examen preliminar.  El ACRE constató que el expediente contenía datos incompatibles sobre caracterización molecular, y que se había presentado en una forma que dificultaba la evaluación.  En diciembre de 1999, la autoridad competente principal pidió al solicitante que aclarara y revisara sustancialmente la solicitud.

1.398 Según las Comunidades Europeas, el solicitante tardó casi dos años en ponerse de nuevo en contacto con la autoridad competente principal con respecto a este expediente.  En enero de 2003, el solicitante proporcionó algunos documentos actualizados de conformidad con la Directiva 2001/18, pero las Comunidades Europeas aducen que no se presentó el expediente completo.  En la primera mitad de 2003 hubo varios contactos entre la autoridad competente principal y el solicitante, y éste proporcionó información y actualizaciones adicionales.  Después de que en junio de 2003 se pidiera que se presentara de nuevo un expediente completo, en marzo de 2004 el solicitante retiró la notificación pendiente y presentó una nueva notificación.  Las Comunidades Europeas sostienen que no se les puede responsabilizar de las demoras causadas por instigación del solicitante.

1.399 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.400 Observamos que en el procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL el solicitante presentó una solicitud a la autoridad competente principal (Reino Unido) el 28 de enero de 1999.  Cuando el 17 de octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220, la autoridad competente principal aún no había transmitido el expediente a la Comisión.  Tras la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 se presentó una solicitud actualizada, aunque de los datos registrados no se desprende claramente cuándo se presentó en realidad un expediente completo.  En la fecha de establecimiento del Grupo Especial la solicitud seguía sujeta a la consideración de la autoridad competente principal.

1.401 Los Estados Unidos sostienen que la autoridad competente principal tardó demasiado en completar su evaluación.  Es cierto que la autoridad competente principal dedicó a su evaluación de la solicitud mucho más tiempo de los 90 días previstos en las Directivas 90/220 y 2001/18.  Sin embargo, hemos observado que ese plazo no es per se determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de completar sin demoras indebidas sus procedimientos de aprobación.  Además, las Comunidades Europeas sostienen que gran parte del tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2003 es atribuible al hecho de que el solicitante no presentó sin demora la información que se le había pedido.  Las Comunidades Europeas sostienen que sin esa información la autoridad competente principal no podía completar su evaluación y presentar un informe a la Comisión.  En consecuencia, tenemos que examinar si había motivos justificados para que la autoridad competente principal no hubiera completado su evaluación en agosto de 2003.

1.402 Como hemos observado en nuestro anterior examen de esta solicitud, el expediente que tenemos ante nosotros no es completo.  Tras recibir la solicitud, la autoridad competente principal pidió rápidamente información al solicitante en febrero y marzo de 1999.  La información se facilitó en junio de 1999, y la autoridad competente principal reconoció el 30 de junio de 1999 que el reloj se había "puesto de nuevo en marcha".  Un mes después la autoridad competente principal pidió más información, pero el solicitante no la proporcionó antes de la fecha de derogación de la Directiva 90/220.  En la carta de la autoridad competente principal fechada el 20 de julio de 1999 se pide al solicitante que proporcione más información y aclaraciones sobre cuestiones que se especifican en un anexo de la carta, pero el anexo no se nos ha proporcionado.

1.403 Aparentemente, la autoridad competente principal pidió en noviembre de 1999 al ACRE que la asesorara sobre si la solicitud tenía que mejorarse, y observó que hasta una etapa ulterior no se pediría al ACRE asesoramiento formal.  Con carácter preliminar, el ACRE observó que había varias incompatibilidades en los datos moleculares proporcionados, algunas deficiencias en los estudios moleculares, y demasiado material importante en anexos y no en el expediente básico.  Se indicó que los datos experimentales adecuados tal vez figuraran en alguna parte del expediente de la solicitud, pero que no estaba claro en qué lugar.
  Siguiendo los consejos del ACRE, en diciembre de 1999 la autoridad competente principal pidió al solicitante que revisara sustancialmente el expediente y lo aclarara.  La autoridad competente principal sugirió que más tarde en el mismo mes se celebrara una reunión con el solicitante para darle alguna orientación.  En la información que el Grupo Especial tiene ante sí no hay pruebas de que esa reunión se celebrara, ni de que el solicitante proporcionara lo que se le pidió en diciembre de 1999.  De hecho, en el expediente no se registran nuevas comunicaciones del solicitante hasta enero de 2003, cuando actualizó su solicitud con arreglo a la Directiva 2001/18.

1.404 El 16 de enero de 2003, el solicitante presentó a la autoridad competente principal una solicitud actualizada con arreglo a la Directiva 2001/18.
  Al acusar recibo de la solicitud actualizada, la autoridad competente principal indicó, el 27 de enero de 2003, que el expediente seguía estando incompleto y que aún faltaba la información pedida en julio y diciembre de 1999.
  En la primera mitad de 2003 la autoridad competente principal pidió nuevamente aclaraciones o modificaciones de la solicitud, a lo que el solicitante aparentemente respondió en mayo de 2003.
  El 13 de junio de 2003 la autoridad competente principal pidió nuevas aclaraciones y sugirió que se presentara de nuevo una versión completa de la solicitud.
  El 26 de marzo de 2004, el solicitante retiró la solicitud, afirmando que determinados elementos de ella estaban incompletos o desfasados, y presentó una solicitud nueva (C/GB/04/M5/4).

1.405 Al examinar la actuación de la autoridad competente principal en este procedimiento de aprobación observamos que los contactos entre la autoridad competente principal y el solicitante por lo general tuvieron lugar puntualmente, ya que la autoridad competente principal reaccionó con prontitud a la información proporcionada por el solicitante.  Sin embargo, de lo anteriormente expuesto se deduce con claridad que la consideración de la solicitud concerniente a la colza LL se demoró casi dos años entre el 2 de diciembre de 1999 y la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220, tras el envío de una carta de la autoridad competente principal en la que se indicaba al solicitante que el expediente requería revisiones y aclaraciones sustanciales.  Basándonos en la información que se nos ha presentado, entendemos que ese intervalo se debió a que el solicitante no proporcionó la información y las aclaraciones adicionales pedidas por la autoridad competente principal en julio y diciembre de 1999.  No están claras, sin embargo, las razones exactas por las que el solicitante se abstuvo de responder a la petición de información formulada por la autoridad competente principal en julio y diciembre de 1999.

1.406 Observamos que los Estados Unidos no han impugnado específicamente la justificabilidad de alguna de las peticiones de aclaraciones o datos adicionales formuladas por la autoridad competente principal.  Pese a ello, preguntamos a los expertos que nos asesoraron si la información pedida por la autoridad competente principal hasta diciembre de 1999 y en ese mes era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.
  La Dra. Nutti, la única experta que respondió a esa pregunta, convino en que las deficiencias en la solicitud identificadas por el ACRE eran tales que la información pedida era necesaria para la evaluación de la inocuidad.
  Habida cuenta de esos elementos, no tenemos motivos para considerar que las peticiones de julio y diciembre de 1999 de la autoridad competente principal que dieron lugar al intervalo transcurrido entre diciembre de 1999 y enero de 2003 no estaban justificadas.

1.407 Por lo que respecta a la evaluación de la solicitud concerniente a la colza LL con arreglo a la Directiva 2001/18, observamos que los Estados Unidos no han presentado argumentos relacionados específicamente con la consideración de esa solicitud con arreglo a esa Directiva.  En cualquier caso, los hechos que hemos resumido supra no sugieren que el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2003 para evaluar la solicitud con arreglo a la Directiva 2001/18 fue injustificadamente largo.  Destacamos, en particular, que la autoridad competente principal pidió reiteradamente que la solicitud se completara y actualizara, y que el propio solicitante retiró la solicitud en marzo de 2004 afirmando que algunos elementos estaban incompletos.

1.408 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial no está persuadido de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la colza LL fue injustificadamente largo.

Tiempo total empleado desde la presentación de la solicitud

1.409 Los Estados Unidos argumentan también que el tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la colza LL estuvo pendiente es excesivo e injustificado.  La citada solicitud se presentó por primera vez a efectos de la aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 en enero de 1999.  Esto significa que en agosto de 2003 el procedimiento de aprobación llevaba pendiente cuatro años y siete meses.

1.410 El Grupo Especial conviene con los Estados Unidos en que, en términos absolutos, esto es un período de tiempo largo para la evaluación por la autoridad competente principal.  Sin embargo, como hemos explicado antes, la mera identificación del tiempo total en que una solicitud ha estado pendiente no demuestra, en sí misma y por sí misma, que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

1.411 Además, aunque los Estados Unidos tuvieran razón al afirmar que antes de que hubiera una moratoria de las CE los procedimientos de aprobación solían completarse en menos de tres años, cabe recordar que las Comunidades Europeas evalúan las solicitudes caso por caso.  Por tanto, el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL no se completara en menos de tres años no demuestra, a nuestro juicio, que no era justificable que las Comunidades Europeas emplearan más tiempo para tramitar la solicitud concerniente a la colza LL.

1.412 Los Estados Unidos aducen asimismo que habida cuenta de que funcionarios de las CE habían reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, el hecho de que la solicitud en cuestión se hubiera estancado a nivel de Estado miembro durante más de cuatro años y medio demuestra la existencia de una demora indebida.  Recordamos, a ese respecto, nuestra constatación de que el expediente respalda la conclusión de que las Comunidades Europeas aplicaban una moratoria de facto de las aprobaciones desde junio de 1999.  En esas fechas, la solicitud concerniente a la colza LL ya llevaba pendiente casi seis meses.  En consecuencia, parte del tiempo total empleado no puede explicarse por referencia a la moratoria.  Además, el mero hecho de que hubiera una moratoria no implica necesariamente que una solicitud en particular estuviera afectada por ella.  Los propios Estados Unidos han afirmado reiteradamente que "la moratoria fue una decisión de las CE de no acercar los productos a una decisión de carácter definitivo en el proceso de aprobación" y que "un cierto avance del proceso, sin llegar a una decisión definitiva, no es en absoluto incompatible con una moratoria de las aprobaciones de carácter definitivo".
  En consecuencia, el hecho de que entre junio de 1999 y agosto de 2003 hubiera una moratoria de las aprobaciones no es en sí mismo suficiente para demostrar que el período de tiempo durante el cual la solicitud concerniente a la colza LL había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que la autoridad competente principal no completó el procedimiento de aprobación pertinente sin demoras indebidas.

1.413 Por consiguiente, el Grupo Especial no puede aceptar la afirmación de los Estados Unidos de que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la colza LL había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

Conclusiones

1.414 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que no se ha establecido que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la colza LL fue injustificadamente largo, o que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la colza LL había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado por las Comunidades Europeas fue injustificadamente largo.  Sobre la base de esas constataciones, el Grupo Especial no puede aceptar la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la colza LL a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza LL, los Estados Unidos no han establecido que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xiv) Algodón BXN (CE-73)

1.415 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN se ha demorado indebidamente.

1.416 Los Estados Unidos aducen que el tiempo total empleado a nivel de Estado miembro para el examen inicial de esta solicitud fue superior a cuatro años, ya que la solicitud no se había transmitido a la Comisión en la fecha de establecimiento del Grupo Especial.  Los Estados Unidos lo comparan con los 90 días a que se hace referencia en las Directivas 90/220 y 2001/18.  Sostienen que a pesar de que el solicitante contestó a todas las preguntas de la autoridad competente principal, ésta no completó su evaluación.  Manifiestan que las demoras en que incurrió la autoridad competente principal para finalizar el proceso de aprobación concerniente al algodón BXN son indebidas.

1.417 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al algodón BXN es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.418 Las Comunidades Europeas aducen que el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para velar por que se realizara una evaluación válida de la inocuidad.  Tras la recepción de la solicitud, la autoridad competente principal pidió más información al solicitante para subsanar deficiencias en la solicitud.  El comité científico de España, el Comité Nacional de Bioseguridad, constató que faltaba una cantidad considerable de información sobre cuestiones como el análisis composicional, la repercusión en el medio ambiente, la toxicidad y el análisis nutricional.  Además, algunos puntos requerían aclaración, como el alcance de la solicitud y la propuesta de etiquetado.  La autoridad competente principal pidió esa información al solicitante en julio de 1999.

1.419 Las Comunidades Europeas sostienen que el solicitante tardó tres años, hasta enero de 2003, en responder a la petición de la autoridad competente principal.  En esas fechas se comunicó a la autoridad competente principal un cambio en la empresa que presentaba la solicitud, y la nueva empresa solicitante presentó una notificación actualizada de conformidad con la Directiva 2001/18.  Sin embargo, según las Comunidades Europeas, el nuevo expediente también estaba incompleto por lo que respecta a la caracterización molecular del producto.  Las Comunidades Europeas observan que en octubre de 2003 se pidió nueva información al solicitante.

1.420 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.421 Observamos que en el procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN el solicitante presentó una solicitud a la autoridad competente principal (España) el 3 de mayo de 1999.  Cuando el 17 de octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220, la autoridad competente principal aún no había transmitido al expediente a la Comisión.  El 16 de enero de 2003 se presentó una solicitud actualizada tras la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  En la fecha de establecimiento del Grupo Especial esa solicitud seguía sujeta a la consideración de la autoridad competente principal.

1.422 Los Estados Unidos sostienen que la autoridad competente principal tardó demasiado en completar su evaluación.  Es cierto que la autoridad competente principal dedicó a su evaluación de la solicitud mucho más tiempo de los 90 días previstos en las Directivas 90/220 y 2001/18.  Sin embargo, hemos observado que ese plazo no es per se determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de completar sin demoras indebidas sus procedimientos de aprobación.  Además, las Comunidades Europeas sostienen que gran parte del tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2003 es atribuible al hecho de que el solicitante no presentó sin demora la información que se le había pedido.  Las Comunidades Europeas sostienen que sin esa información la autoridad competente principal no podía completar su evaluación y presentar un informe a la Comisión.  En consecuencia, tenemos que examinar si había motivos justificados para que la autoridad competente principal no hubiera completado su evaluación en agosto de 2003.

1.423 Como observamos en nuestro anterior examen de esta solicitud, el expediente que tenemos ante nosotros es muy incompleto.  Dicho esto, es claro que el Comité Nacional de Bioseguridad español identificó, antes de que transcurrieran dos meses desde la recepción de la solicitud, una serie de preocupaciones que ésta planteaba, y que las comunicó al solicitante en julio de 1999.  Dos meses después el solicitante proporcionó la información pedida.  Aclaró, entre otras cosas, que la solicitud era tanto para la importación y elaboración de semillas de algodón BXN como para el cultivo de algodón BXN.  Tras un nuevo examen de la solicitud realizado en enero de 2000 por el Comité Nacional de Bioseguridad español, la autoridad competente principal pidió, en comunicación fechada el 2 de febrero de 2000, nuevas aclaraciones sobre algunas de las mismas cuestiones.
  El solicitante no respondió a esa petición hasta que en enero de 2003 se presentó una solicitud actualizada con arreglo a la Directiva 2001/18.

1.424 El 15 de enero de 2003 se comunicó a la autoridad competente principal un cambio en la empresa que había presentado la solicitud, y el 16 de enero de 2003 se presentó una solicitud actualizada con arreglo a la Directiva 2001/18, que se completó en marzo de 2003.  Aparentemente, la solicitud actualizada concierne únicamente a la importación de semillas para elaboración, pero no para cultivo.  Parece ser que en agosto de 2003, cuando se estableció este Grupo Especial, la solicitud estaba siendo examinada por el Comité Nacional de Bioseguridad.

1.425 De lo anterior se desprende claramente que en este procedimiento se produjo una demora de más de dos años y medio entre febrero de 2000, cuando la autoridad competente principal pidió aclaraciones, y octubre de 2002, cuando se derogó la Directiva 90/220.  Basándonos en la información que se nos ha presentado, entendemos que ese intervalo se debió a que el solicitante no proporcionó las aclaraciones pedidas.  Sin embargo, no están claras las razones exactas por las que el solicitante no respondió a la petición de febrero de 2000 de la autoridad competente principal.

1.426 Los Estados Unidos no han impugnado específicamente la justificabilidad de alguna de las peticiones de aclaraciones o datos adicionales de la autoridad competente principal.  Dada la demora de tres años en la respuesta del solicitante a la petición de información adicional formulada en febrero de 2000, preguntamos a los expertos que nos asesoraron si la información pedida por la autoridad competente principal hasta febrero de 2000 y en ese mes era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.
  Los expertos observaron que sólo se había proporcionado el índice de la comunicación del solicitante y la respuesta de éste.  Basándose en esa información limitada, la Dra. Nutti opinó que las respuestas dadas por el solicitante en septiembre de 1999 eran aparentemente satisfactorias en cuanto a la inocuidad alimentaria.  Esas respuestas proporcionaban aclaraciones o explicaciones de la información que cabe suponer figuraba en la solicitud inicial.
  El Dr. Andow observó que la información anteriormente pedida por la autoridad competente principal era normalmente necesaria para evaluar los riesgos ambientales, en especial los relacionados con el cultivo de la planta.  No obstante, sin disponer de la solicitud en sí misma, no podía determinar en qué medida había proporcionado el solicitante información pertinente, o cuánta más información podía ser necesaria.  El Dr. Andow observó asimismo que, según el índice, sólo dos páginas del texto de la solicitud se dedicaban a cuestiones relacionadas con estudios de impacto ambiental, toxicidad de herbicidas o de residuos o pruebas de toxicidad o propuestas de gestión, vigilancia y manipulación del cultivo para reducir el riesgo de resistencia a los herbicidas en las malas hierbas.

1.427 Al igual que los expertos que nos han asesorado, estimamos que la información incompleta de que disponemos no nos permite llegar a una opinión definitiva sobre si las aclaraciones pedidas por la autoridad competente principal en febrero de 2000 eran necesarias para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas, y en consecuencia si la resultante demora de tres años en el examen de la solicitud estaba justificada por la necesidad de comprobar y asegurarse de que se cumplían las prescripciones pertinentes de la Directiva 90/220.

1.428 Por lo que respecta a la evaluación por España de la solicitud concerniente al algodón BXN con arreglo a la Directiva 2001/18, observamos que la notificación actualizada se presentó a España el 16 de enero de 2003.  La autoridad competente principal no pidió al solicitante que presentara un resumen de la solicitud, como requería la Directiva 2001/18, hasta el 14 de febrero de 2003, es decir, casi un mes después.  El solicitante presentó ese resumen el 19 de marzo de 2003, por lo que aparentemente la solicitud actualizada estaba completa a partir de esa fecha.  Al parecer, la solicitud se transmitió al Comité Nacional de Bioseguridad a efectos de evaluación, pero en agosto de 2003 esa evaluación aún no se había completado.  El expediente demuestra que la evaluación se completó en septiembre de 2003.

1.429 Las Comunidades Europeas no aducen nada que justifique el tiempo empleado por la autoridad competente principal para pedir al solicitante un resumen de la solicitud.  No estamos persuadidos de que se necesitara casi un mes para determinar si la solicitud actualizada estaba completa y transmitir la correspondiente petición al solicitante.

1.430 Además, por lo que respecta al tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud una vez completada por el solicitante en marzo de 2003, recordamos que de conformidad con el apartado 2 del artículo 14 de la Directiva 2001/18, la autoridad competente principal debería haber preparado un informe de evaluación en un plazo de 90 días.  Los 90 días no incluyen los períodos de tiempo durante los cuales la autoridad competente principal esté esperando recibir nueva información que haya pedido al solicitante.  En el presente caso, el expediente demuestra que la autoridad competente principal no pidió información adicional hasta octubre de 2003.
  Por tanto, la autoridad competente principal debería haber completado su evaluación a más tardar 90 días después del 19 de marzo de 2003, fecha en que el solicitante completó su solicitud actualizada.  Sin embargo, hasta agosto de 2003 la autoridad competente principal aún no había completado su evaluación.  Por tanto, al 29 de agosto de 2003 la autoridad competente principal ya se había tomado más de seis meses para evaluar la solicitud, y la primera petición de información adicional se transmitió más de un mes después.

1.431 Como hemos indicado, el hecho de que la autoridad competente principal respetara o no el plazo de 90 días estipulado en la Directiva 2001/18 no es per se determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de completar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  No obstante, como también hemos indicado antes, el plazo establecido en la Directiva 2001/18 ofrece una indicación útil para orientar el análisis del Grupo Especial.  El plazo de 90 días es vinculante y se aplica a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo a la citada Directiva.  Cabe, por tanto, suponer que el legislador comunitario estableció ese plazo vinculante de manera que hiciera posible que las autoridades competentes de todos los Estados miembros evaluaran incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.432 Para justificar el tiempo superior al plazo de 90 días empleado por la autoridad competente principal, las Comunidades Europeas sólo han afirmado que la solicitud actualizada estaba incompleta en lo relativo a la caracterización molecular del producto.  Es cierto que la autoridad competente principal pidió en octubre de 2003 información adicional, entre otras cosas sobre caracterización molecular del producto.  Sin embargo, no estamos persuadidos de que se necesitaran más de seis meses para identificar tal cosa y otras deficiencias sustantivas de la solicitud actualizada.

1.433 Del expediente de examen de esta solicitud por el Comité Nacional de Bioseguridad se deduce claramente que el Comité también había estado examinando las solicitudes concernientes al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445, para las cuales España era también la autoridad competente principal.  Recordamos, no obstante, que de conformidad con la Directiva 2001/18 la autoridad competente principal tenía que preparar un informe de evaluación en un plazo de 90 días tras la recepción de una solicitud.  Cabe asimismo señalar en ese sentido que la evaluación del Comité Nacional de Bioseguridad concerniente al algodón BXN es bastante corta, es decir, que no hay indicación de que la preparación de la evaluación del Comité requiriera mucho tiempo.  Observamos, además, que ésta no era la primera vez en que la autoridad competente principal examinaba la solicitud concerniente al algodón BXN.  Aunque es cierto que en 2003 la autoridad competente principal tuvo que realizar una evaluación de conformidad con las prescripciones, parcialmente nuevas, de la Directiva 2001/18, parece igualmente claro que las evaluaciones anteriores hacían que la labor de la autoridad competente principal fuera menos compleja de lo que habría sido si la autoridad competente principal hubiera tenido que evaluar la solicitud por primera vez.

1.434 Habida cuenta de los elementos arriba expuestos, estimamos que la autoridad competente principal podía y debía haber actuado antes del momento en que lo hizo cuando en enero de 2003 recibió una solicitud actualizada, si bien incompleta, y, posteriormente, cuando en marzo de 2003 el solicitante presentó el resumen que faltaba.  Concluimos, por consiguiente, que el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2003 para evaluar la solicitud concerniente al algodón BXN con arreglo a la Directiva 2001/18 fue injustificadamente largo.

1.435 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el tiempo empleado por España para evaluar la solicitud concerniente al algodón BXN con arreglo a la Directiva 90/220 y posteriormente con arreglo a la Directiva 2001/18 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de España después de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.436 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por España en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.437 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al algodón BXN con arreglo a la Directiva 2001/18 fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al algodón BXN a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xv) Maíz Bt-1507 (CE-74)

1.438 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) se ha demorado indebidamente.

1.439 Los Estados Unidos aducen que la solicitud relativa al maíz Bt-1507 (CE-74) se demoró a nivel de Estado miembro.  Los Estados Unidos sostienen que a pesar de que el solicitante contestó a todas las preguntas, la autoridad competente principal demoró su consideración del producto.  Los Estados Unidos alegan expresamente que una de las peticiones de información de la autoridad competente principal no era justificable, como tampoco lo eran diversas objeciones planteadas por otros Estados miembros tras la distribución de la solicitud por la Comisión.

1.440 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz Bt-1507 (CE-74) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.441 Las Comunidades Europeas aducen que el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad.  Los intercambios entre la autoridad competente principal y el solicitante relacionados con datos sobre la caracterización molecular, la alergenicidad, la toxicidad de CRY1F y el etiquetado prosiguieron hasta finales de 2002.  El solicitante pidió dos veces una prórroga del plazo otorgado por la autoridad competente principal para presentar nuevos datos o información.  Actualizó la notificación justo después de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.  Tras un nuevo intercambio sobre datos composicionales, un plan de vigilancia y la confidencialidad del método de detección, la autoridad competente principal presentó a la Comisión, en agosto de 2003, la solicitud completa y su informe de evaluación.  Las Comunidades Europeas observan que cuando la solicitud llegó a nivel comunitario, varios Estados miembros plantearon un número considerable de objeciones, entre otras cosas sobre los efectos ambientales, el plan de vigilancia, la caracterización molecular, los métodos de muestreo y detección, la alergenicidad y la toxicidad.

1.442 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.443 Recordamos que en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) el solicitante presentó una solicitud a la autoridad competente principal (Países Bajos) el 23 de noviembre de 2000.  Cuando el 17 de octubre de 2002 se derogó la Directiva 90/220, la autoridad competente principal aún no había transmitido el expediente a la Comisión.  El expediente se transmitió a la Comisión con un informe de evaluación favorable el 15 de agosto de 2003, después de que el solicitante hubiera presentado una solicitud actualizada de conformidad con la Directiva 2001/18.

1.444 Los Estados Unidos sostienen que la autoridad competente principal tardó demasiado en completar su evaluación.  Las Comunidades Europeas, por su parte, sostienen que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2003, cuando transmitió su informe de evaluación a la Comisión, era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas.  En consecuencia, es preciso examinar si la autoridad competente principal tenía razones justificadas para no transmitir un informe de evaluación a la Comisión hasta agosto de 2003.

1.445 Como hemos indicado anteriormente, hubo una comunicación frecuente entre la autoridad competente principal y el solicitante con respecto a este producto desde la solicitud inicial de 23 de noviembre de 2000 hasta que el 15 de agosto de 2003 la autoridad competente principal envió su informe de evaluación a la Comisión.  Los Estados Unidos sólo impugnan expresamente la justificabilidad de una de las peticiones de datos adicionales formuladas por la autoridad competente principal, a saber, la petición de seguimiento de la autoridad competente principal de 13 de diciembre de 2001.  Recordamos que en respuesta a una petición de marzo de 2001 de la autoridad competente principal el solicitante proporcionó, el 16 de octubre de 2001, pruebas sobre el terreno realizadas en Chile, Francia e Italia que a su juicio eran representativas de las zonas de cultivo exportadoras de maíz a las Comunidades Europeas.
  Sin embargo, el 13 de diciembre de 2001 la autoridad competente principal indicó que la respuesta no le parecía convincente y mantuvo su petición.  Concretamente, la autoridad competente principal indicó que no estaba persuadida de que esas ubicaciones fueran representativas de las zonas exportadoras de maíz a las Comunidades Europeas.  En consecuencia, pidió al solicitante que realizara nuevas pruebas sobre el terreno y proporcionara datos composicionales correspondientes a dos períodos vegetativos consecutivos.

1.446 El solicitante abordó esta nueva petición de pruebas sobre el terreno adicionales en sus respuestas de 21 de noviembre de 2002.  Presentó argumentos para justificar por qué los resultados de las pruebas sobre el terreno realizadas en 1998/1999 en Chile, Francia e Italia debían considerarse suficientes, y presentó además los resultados de pruebas sobre el terreno realizadas en 1999/2000 en Bulgaria, Francia e Italia.
  El 10 de febrero de 2003, la autoridad competente principal indicó que aceptaba esa respuesta, pero pidió que los datos concernientes a las pruebas sobre el terreno en Chile se presentaran con el mismo detalle y en la misma forma que los correspondientes a Francia e Italia, y sugirió un formato.
  Aparentemente, el solicitante hizo lo que se le había pedido el 24 de marzo de 2003.

1.447 Los Estados Unidos aducen que cuando el 13 de diciembre de 2001 la autoridad competente principal rechazó los datos composicionales derivados de pruebas sobre el terreno realizadas en Francia, Italia y Chile presentados por el solicitante, alegando que esas ubicaciones eran insuficientemente representativas de las zonas exportadoras de maíz a las Comunidades Europeas, la autoridad competente principal no dio razones de su conclusión de que esas ubicaciones eran "insuficientemente representativas".  Los Estados Unidos aducen que los datos presentados en octubre de 2001 por el solicitante se considerarían generalmente "representativos" y pertinentes para evaluar el maíz que podía importarse en las Comunidades Europeas.  Sostienen que, a falta de otras explicaciones, como podría ser una anomalía en los datos presentados, lo único que explicaba la petición de pruebas sobre el terreno adicionales formulada por la autoridad competente principal el 13 de diciembre de 2001 era aparentemente la demora de dos años a que daría lugar el tiempo que el solicitante necesitaría para generar los datos.

1.448 Aun suponiendo que las pruebas sobre el terreno adicionales no fueran necesarias, observamos que la respuesta de 21 de noviembre de 2002 del solicitante se presentó junto con respuestas a una petición de marzo de 2002 de otra información adicional que los Estados Unidos no han puesto en entredicho.  En consecuencia, no está claro que la demora en el examen de la solicitud hasta el 21 de noviembre de 2002 sea atribuible a la petición de pruebas sobre el terreno adicionales.

1.449 Observamos, en cualquier caso, que el 21 de noviembre de 2002 el solicitante también actualizó su solicitud a la luz de las nuevas prescripciones de la Directiva 2001/18.  Como consecuencia de ello, el 10 de febrero de 2003 la autoridad competente principal pidió al solicitante nueva información sobre un plan de vigilancia y sobre la confidencialidad del método de detección propuesto.  Además, como ya se ha indicado, la autoridad competente principal retiró en febrero de 2003 su petición de pruebas sobre el terreno adicionales, aunque pidió que los datos se presentaran de manera uniforme.  El solicitante respondió a esas peticiones el 24 de marzo de 2003, y el 28 de mayo de 2003 retiró la solicitud de confidencialidad relativa al método de detección.

1.450 A la luz de lo anteriormente expuesto, estimamos que a finales de marzo de 2003 la autoridad competente principal disponía de todos los elementos necesarios para completar su evaluación de la inocuidad.  La aclaración pendiente de la cuestión de la confidencialidad no debería haber demorado la finalización de la evaluación de la inocuidad en sí misma.  En cualquier caso, como ya hemos indicado, la cuestión de la confidencialidad se resolvió en mayo de 2003.  A pesar de ello, la autoridad competente principal no envió su informe de evaluación completo a la Comisión hasta el 15 de agosto de 2003.

1.451 Recordamos que, de conformidad con lo dispuesto en la Directiva 2001/18, la autoridad competente principal tenía que haber transmitido su informe de evaluación completo no más tarde de 90 días después de la recepción de la solicitud actualizada.  Como ya hemos indicado, tras la recepción de la solicitud, en noviembre de 2002, la autoridad competente principal examinó la solicitud durante más de dos meses y medio antes de transmitir su petición de información adicional.  Tras recibir en marzo de 2003 la respuesta del solicitante, la autoridad competente principal empleó un período de tiempo adicional de más de cuatro meses y medio para completar su informe de evaluación y transmitirlo a la Comisión.  Por tanto, cuando la autoridad competente principal envió su informe de evaluación a la Comisión, había tardado más de siete meses en evaluar la solicitud actualizada, en lugar de los 90 días previstos en la Directiva 2001/18.

1.452 Con respecto al plazo de 90 días estipulado en la Directiva 2001/18 ya hemos observado que ese plazo ofrece una indicación útil para determinar cuánto tiempo puede necesitarse para completar una evaluación.  Como hemos señalado, en el caso de la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE‑74), la autoridad competente principal disponía a finales de marzo de 2003 de todos los elementos necesarios para completar su evaluación de la inocuidad.  Si desde entonces la autoridad competente principal hubiera agotado el plazo de 90 días para completar su evaluación, la habría completado antes de finales de junio de 2003.

1.453 Las Comunidades Europeas no han alegado nada para justificar el tiempo empleado por la autoridad competente principal entre marzo y agosto de 2003.  Procede señalar a ese respecto que en 2003 la autoridad competente principal no estaba examinando por primera vez la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74).  Aunque es cierto que en 2003 la autoridad competente principal tuvo que realizar una evaluación conforme a las prescripciones parcialmente nuevas de la Directiva 2001/18, también lo es que ya había pasado dos meses y medio evaluando la solicitud en cuestión.  Parece claro, además, que la evaluación previa por la autoridad competente principal de la misma solicitud con arreglo a la Directiva 90/220 hacía que su labor fuera considerablemente menos compleja de lo que habría sido si hubiera tenido que iniciar por vez primera una evaluación.  Pese a ello, incluso cuando dispuso de toda la información necesaria, la autoridad competente principal no completó y transmitió su informe de evaluación dentro del plazo de 90 días.

1.454 Por tanto, aunque aceptáramos que era legítimo que la autoridad competente principal insistiera en que la cuestión de la confidencialidad se resolviera antes de transmitir su informe de evaluación a la Comisión, a la luz del plazo de 90 días generalmente aplicable estipulado en la Directiva 2001/18, y a falta de toda justificación por las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber completado y transmitido su informe de evaluación considerablemente antes de mediados de agosto de 2003.  En consecuencia, y habida cuenta de los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal debería haber transmitido su informe de evaluación a la Comisión antes del momento en que lo hizo.

1.455 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) -especialmente el tiempo empleado por la autoridad competente principal después de mayo de 2003, cuando el solicitante retiró la solicitud de confidencialidad relativa al método de detección- fue injustificadamente largo.

1.456 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el hecho de que los Países Bajos no completaran su evaluación de la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) antes de agosto de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de los Países Bajos fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.457 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.458 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-74), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xvi) Maíz Bt-1507 (CE-75)

1.459 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) se ha demorado indebidamente.  Cabe recordar que esa solicitud concierne al mismo producto que la anterior, pero que se presentó en España y atañe al cultivo del producto.  La solicitud anterior era para elaboración y utilización como alimento y pienso, pero no para cultivo.

1.460 Los Estados Unidos aducen que la solicitud relativa al maíz Bt-1507 (CE-75) se demoró a nivel de Estado miembro.  Los Estados Unidos sostienen que a pesar de que el solicitante contestó a todas las preguntas, la autoridad competente principal demoró su consideración del producto.  Los Estados Unidos también ponen en entredicho la justificabilidad de parte de la información pedida por la autoridad competente principal, y especialmente la de diversas objeciones planteadas por otros Estados miembros tras la distribución de la solicitud por la Comisión.

1.461 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz Bt-1507 (CE-75) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.462 Las Comunidades Europeas aducen que el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para garantizar una evaluación válida de la inocuidad.  Aducen que tras una evaluación preliminar de esta solicitud por el Comité Nacional de Bioseguridad español, la autoridad competente principal pidió nuevos datos relacionados con la caracterización molecular, la alergenicidad y la toxicidad de CRY1F, el impacto ambiental y un plan de vigilancia.  El solicitante abordó esas peticiones en los siguientes 12 meses, hasta el 17 de julio de 2002.
  Tras la entrada en vigor de la Directiva 2001/18, el solicitante actualizó la solicitud en consonancia con las prescripciones de la nueva legislación.  Los intercambios entre el solicitante y la autoridad competente principal continuaron hasta el 28 de mayo de 2003.  La autoridad competente principal presentó la solicitud completa y su informe de evaluación a la Comisión el 5 de agosto de 2003.

1.463 Las Comunidades Europeas observan además que cuando la solicitud llegó a nivel comunitario varios Estados miembros plantearon un número considerable de objeciones, entre otras cosas sobre el plan de vigilancia, la caracterización molecular, los efectos en organismos no objetivo, la toxicidad, la alergenicidad y los métodos de detección.

1.464 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.465 Recordamos que tras recibir la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75), la autoridad competente principal (España) consultó a su Comité Nacional de Bioseguridad, que tardó más de dos meses y medio en examinar la solicitud.  La autoridad competente principal esperó después más de un mes, hasta el 30 de octubre de 2001, para pedir al solicitante información adicional basada en el asesoramiento prestado por el Comité.  Aparentemente, esa petición se reiteró en una comunicación de 28 de noviembre de 2001.  El solicitante respondió el 14 de febrero de 2002.  Una vez más, la autoridad competente principal consultó al Comité Nacional de Bioseguridad.  El Comité tardó tres meses en examinar la información adicional presentada en febrero de 2002.  Como había hecho anteriormente, la autoridad competente principal esperó más de un mes, hasta el 17 de junio de 2002, antes de presentar al solicitante otra petición de información adicional.  El solicitante respondió a esas peticiones el 17 de diciembre de 2002.  Esto ocurrió después de la fecha de derogación de la Directiva 90/220.

1.466 Aun suponiendo que las peticiones de octubre/noviembre de 2001 y junio de 2002 fueran necesarias para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas, recordamos que de conformidad con las disposiciones de la Directiva 90/220 la autoridad competente principal tenía que haber completado su evaluación no más tarde de 90 días después de haber recibido la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75).  Como ya hemos indicado, tras recibir en julio de 2001 la solicitud, la autoridad competente principal sobrepasó el plazo de 90 días antes incluso de presentar al solicitante su petición inicial de información adicional.  En este sentido preocupa especialmente el hecho de que la autoridad competente principal esperara más de un mes antes de transmitir las preguntas sugeridas por el Comité Nacional de Bioseguridad en septiembre de 2001.

1.467 Las Comunidades Europeas no han alegado nada para justificar el tiempo empleado por la autoridad competente principal para transmitir la petición de información adicional de octubre/noviembre de 2001.  Observamos que el tiempo empleado en este caso por la autoridad competente principal contrasta con otros procedimientos de aprobación en los que España era también la autoridad competente principal y en los que la autoridad competente española transmitió peticiones de información del Comité Nacional de Bioseguridad con más prontitud.
  Observamos asimismo que la autoridad competente principal no modificó las preguntas sugeridas por el Comité Nacional de Bioseguridad, sino que se limitó a transmitirlas.

1.468 Reconocemos que en este caso la solicitud se presentó, y que se acusó recibo de su recepción, justo 15 meses antes de la fecha de derogación de la Directiva 90/220.  Sin embargo, no creemos que en septiembre de 2001, cuando recibió las preguntas sugeridas por el Comité Nacional de Bioseguridad, la autoridad competente principal podía haber concluido legítimamente que era imposible completar las etapas necesarias y conseguir que la solicitud se aprobara o se rechazara mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.469 Habida cuenta de los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal podía y debía haber transmitido las preguntas sugeridas por el Comité Nacional de Bioseguridad en septiembre de 2001 antes del momento en que lo hizo.

1.470 Recordamos que en mayo de 2002 la autoridad competente principal recibió del Comité Nacional de Bioseguridad una nueva sugerencia de petición de información adicional.  A pesar de que no modificó la petición del Comité, la autoridad competente principal esperó de nuevo más de un mes antes de transmitir, en junio de 2002, la solicitud.

1.471 Reconocemos que mayo de 2002 era una fecha relativamente cercana a la fecha de derogación de la Directiva 90/220.  No obstante, aunque aceptáramos, a efectos de argumentación, que la solicitud no podía haber recorrido las etapas necesarias antes de la derogación de la Directiva 90/220, opinamos que ello no habría justificado que la autoridad competente principal demorara la transmisión de la nueva petición de información.  Observamos a ese respecto que la Directiva 2001/18 entró en vigor en octubre de 2002.  Si la solicitud presentada con arreglo a la Directiva 90/220 seguía estando incompleta o requería nuevas aclaraciones, saberlo habría ayudado el solicitante a corregir cualesquiera deficiencias y a presentar una solicitud actualizada y más completa poco después de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.

1.472 En consecuencia, y al igual que en lo relativo a la demora en la transmisión de una petición de información adicional anteriormente examinada, estimamos que la autoridad competente principal podía y debía haber transmitido la petición del Comité antes del momento en que lo hizo.

1.473 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) -y especialmente el tiempo empleado por la autoridad competente principal para transmitir preguntas del Comité Nacional de Bioseguridad- fue injustificadamente largo.

1.474 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el hecho de que España no completara su evaluación de la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) antes de agosto de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de España fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.475 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por España en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.476 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (CE-75), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xvii) Maíz NK603 (CE-76)

1.477 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 se ha demorado indebidamente.

1.478 Los Estados Unidos aducen que la solicitud se demoró en la primera etapa del proceso de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 porque la autoridad competente principal declinó transmitir la solicitud a la Comisión.  A pesar de que el solicitante contestó a todas las preguntas de la autoridad competente principal, ésta demoró la consideración del producto con arreglo a la Directiva 90/220.  La solicitud permaneció 25 meses a nivel de Estado miembro.  El producto se presentó de nuevo con arreglo a la Directiva 2001/18 y obtuvo evaluaciones iniciales favorables de la autoridad competente española.

1.479 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz NK603 es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.480 La Argentina observa que la evaluación del riesgo del maíz NK603 se inició con arreglo a la Directiva 90/220 y se reinició con arreglo a la Directiva 2001/18, y finalmente obtuvo un dictamen favorable del grupo científico.  La Argentina observa que en abril de 2004 el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603, que se inició el 4 de agosto de 2000, había durado tres años y ocho meses sin que se hubiera llegado a una decisión definitiva sobre la aprobación de la solicitud.

1.481 Las Comunidades Europeas alegan que las únicas demoras en la solicitud relativa al maíz NK603 se debieron a peticiones de información adicional;  por lo demás, la tramitación de la solicitud ha procedido normalmente.  Afirman además que la solicitud presentada en agosto de 2000 era incompleta, y que en consecuencia no se consideró que se había recibido hasta enero de 2001.  Las Comunidades Europeas alegan además que 44 días después de la presentación de la solicitud el reloj se detuvo porque el comité científico de la autoridad competente principal pidió información adicional sobre cuestiones como la caracterización molecular, la composición nutricional y el impacto ambiental.

1.482 Los Estados Unidos observan que si se usa la fecha de recepción de enero de 2001 sugerida por las Comunidades Europeas y se tiene en cuenta la "detención del reloj" mientras se esperaba recibir información del solicitante, del total de 25 meses en los cuales la solicitud estuvo a nivel de la autoridad competente las Comunidades Europeas se abstuvieron durante 12 meses de actuar en relación con la solicitud concerniente al maíz NK603 con arreglo a la Directiva 90/220.

1.483 Las Comunidades Europeas responden que, como el solicitante había tardado 13 meses en reunir información adicional, no era irrazonable que la autoridad competente principal necesitara 12 meses para analizar y tramitar esa información.

1.484 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.485 Recordamos que el solicitante envió por primera vez la solicitud a la autoridad competente española el 4 de agosto de 2000.  Cuatro meses después, el 20 de diciembre de 2000, el solicitante presentó de nuevo la solicitud en español, aparentemente complementada con estudios adicionales.
  Observamos que no hay registro de esos estudios adicionales.  La autoridad competente española acusó recibo de la información en una carta de 2 de enero de 2001.

1.486 El expediente revela que la autoridad competente principal pidió información adicional en febrero de 2001, octubre de 2001 y mayo de 2002.
  El progreso de la solicitud se vio afectado negativamente sobre todo por las peticiones de febrero y octubre de 2001, dado que el solicitante tardó más de seis meses en responder a la petición de febrero de 2001 y más de cinco meses en responder a la de octubre de 2001.

1.487 Recordamos que preguntamos a los expertos que nos han asesorado si la información pedida por la autoridad competente principal en febrero de 2001 era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad del producto eran válidas.  La Dra. Nutti concluyó que los nuevos estudios solicitados no eran necesarios para la evaluación de la inocuidad del maíz NK603 como alimento.  Además, como la solicitud era para importación y uso en las Comunidades Europeas y no para cultivo, el Dr. Andow concluyó que las peticiones de estudios ambientales detallados adicionales no estaban justificadas, aunque podía considerarse que alguna información relacionada con los posibles efectos perjudiciales del derrame era razonable.  Las Comunidades Europeas sostienen que las respuestas de los expertos con respecto a los estudios de la inocuidad alimentaria se basaban en la premisa errónea de que ya se habían proporcionado determinados estudios, lo cual, aducen las Comunidades Europeas, no era cierto.  Observamos que sobre la base de la información que se nos ha proporcionado no podemos determinar si esa información se había presentado anteriormente.

1.488 Por lo que respecta a la petición de información adicional formulada en octubre de 2001, observamos que afectaba a información adicional que la autoridad competente española destacó era "fundamental para la trazabilidad del producto".  También se pidieron más detalles sobre el posible impacto ambiental de la germinación o la diseminación accidental.  Cuando el solicitante, cinco meses después, en marzo de 2002, proporcionó la información adicional que se le había pedido, hizo hincapié en que los nuevos estudios pedidos no modificaban la conclusión a que se había llegado en relación con la inocuidad.  En respuesta a una pregunta del Grupo Especial sobre esta segunda petición de información, el Dr. Andow observó que la información sobre el posible impacto ambiental de la liberación accidental podía ser útil para la autoridad competente principal, pero observó asimismo que la autoridad competente principal podía haber expuesto con más precisión sus particulares preocupaciones.

1.489 Aunque aceptáramos que toda la información pedida por la autoridad competente principal en febrero y octubre de 2001 y en mayo de 2002 era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad, del expediente se desprende con claridad que en este procedimiento de aprobación la autoridad competente principal sobrepasó el período máximo de 90 días previsto en la Directiva 90/220 para la evaluación por una autoridad competente principal.  Entre enero de 2001 y agosto de 2002, cuando el solicitante, por su propia iniciativa, actualizó su solicitud de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18
, la autoridad competente principal empleó seis meses y medio en la evaluación de la solicitud sin llegar a terminar su informe de evaluación.  Esto es más del doble del tiempo establecido en la Directiva 90/220.

1.490 Concretamente, la autoridad competente principal tardó inicialmente un mes y medio en evaluar la solicitud antes de enviar su petición de información adicional de febrero de 2001.
  Posteriormente, la autoridad competente principal examinó la solicitud durante más de un mes antes de enviar su petición de información adicional de octubre de 2001.
  Después, la autoridad competente principal tardó un poco menos de dos meses en enviar, en mayo de 2002, su última petición de información adicional.
  El solicitante respondió a esta última petición en junio de 2002.  Sin embargo, la autoridad competente principal no completó su evaluación en los dos meses siguientes, es decir, antes del final de agosto de 2002, cuando el solicitante actualizó su solicitud sobre la base de las nuevas prescripciones de la Directiva 2001/18, y ello a pesar de que el órgano científico español encargado de evaluar la solicitud, el Comité Nacional de Bioseguridad, recomendó en su reunión de 11 de julio de 2002 la adopción de un informe favorable sobre la solicitud.

1.491 Como hemos indicado antes, reconocemos que el hecho de que la autoridad competente principal respetara o no el plazo de 90 días estipulado en la Directiva 90/220 no es per se determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de completar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  No obstante, como también hemos indicado antes, el plazo establecido en la Directiva 90/220 ofrece una indicación útil para orientar el análisis del Grupo Especial.  El plazo de 90 días es vinculante y se aplica a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo a la citada Directiva.  Cabe, por tanto, suponer que el legislador comunitario estableció ese plazo vinculante de manera que hiciera posible que las autoridades competentes de todos los Estados miembros evaluaran incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.492 Para justificar el tiempo empleado por la autoridad competente principal por encima del plazo de 90 días, las Comunidades Europeas sólo alegan que ese tiempo era razonable, dada la necesidad de analizar y tramitar la información proporcionada por el solicitante.  Aunque convenimos en que la autoridad competente principal ha de tener la posibilidad de "analizar y tramitar" la información proporcionada atendiendo a sus peticiones, de la Directiva 90/220 se desprende claramente que el legislador comunitario consideró que 90 días era un período de tiempo razonable para hacerlo.  Además, las Comunidades Europeas no aducen que en este caso las respuestas y los documentos proporcionados por el solicitante a petición de la autoridad competente principal eran especialmente voluminosos o complejos, de manera que se necesitaba más del doble de tiempo máximo que la Directiva 90/220 permite que las autoridades competentes principales empleen en la evaluación de las solicitudes.  Examinados los documentos pertinentes, no nos parece que sean más voluminosos o complejos que otros concernientes a distintas solicitudes que figuran en el expediente.

1.493 Hemos señalado anteriormente que España era uno de los países del Grupo de los Siete que en junio de 1999 declararon que adoptarían un planteamiento globalmente prudencial al tratar las solicitudes de comercialización de productos biotecnológicos.  Sin embargo, en el presente caso no estamos persuadidos de que la conducta de la autoridad competente española refleje un planteamiento de precaución o cautela.  Especialmente, no estamos persuadidos de que la autoridad competente española no podía haber identificado sus necesidades de información adicional y enviado las correspondientes peticiones de información al solicitante antes del momento en que lo hizo aunque estuviera aplicando un enfoque de precaución o cautela.

1.494 Tampoco creemos que no había tiempo suficiente para completar el procedimiento de aprobación mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  Observamos que en julio de 2002 la autoridad competente principal disponía de toda la información necesaria, incluido un dictamen científico positivo del Comité Nacional de Bioseguridad, para completar su evaluación.  Reconocemos que en julio de 2002 no quedaba mucho tiempo para completar el procedimiento de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220.  No obstante, si España hubiera procedido con más rapidez en anteriores etapas del procedimiento, sin duda habría habido tiempo suficiente para que los demás Estados miembros examinaran el informe de evaluación de la autoridad competente principal en los 60 días siguientes a la distribución de dicho informe, y para que, de no haber objeciones, la autoridad competente principal autorizara la comercialización del maíz NK603.
  Como se indica más arriba, estimamos que España podía haber identificado sus necesidades de información adicional y enviado las correspondientes peticiones de información antes del momento en que lo hizo, y en especial antes de enviar su petición de información de mayo de 2002.

1.495 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 -y especialmente el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta agosto de 2002, cuando el solicitante actualizó su solicitud de conformidad con las prescripciones de la Directiva 2001/18- fue injustificadamente largo.

1.496 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el hecho de que España no completara su evaluación de la solicitud concerniente al maíz NK603 antes de enero de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de España fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.497 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por España en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.498 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz NK603 a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Por lo que respecta a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 fue injustificadamente largo.  A la luz de esa constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xviii) Maíz GA21 (CE-78)

1.499 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78) se ha demorado indebidamente.

1.500 Los Estados Unidos aducen que a pesar de que la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-78) fue transmitida por la autoridad competente principal a la Comisión con un dictamen favorable y obtuvo un dictamen favorable del Comité científico de las plantas en septiembre de 2000, de que las consultas con los Estados miembros pertinentes se completaron y de que el alcance de la solicitud se redujo para excluir el cultivo, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Los Estados Unidos aducen que no hubo actuaciones o comunicaciones de la Comisión con respecto a esta solicitud.  Añaden que la única actividad que tuvo lugar después del dictamen positivo del Comité científico de las plantas fue el esfuerzo del solicitante por reiniciar el proceso, incluida la oferta voluntaria del solicitante, en septiembre de 2001, de actualizar la solicitud (en forma de compromisos) conforme a las prescripciones de la Directiva 2001/18, cuya adopción era inminente.  Los Estados Unidos aducen además que a pesar de que el 15 de enero de 2003 el solicitante presentó a la autoridad competente principal toda la información suplementaria requerida de conformidad con la Directiva 2001/18, en los ocho meses siguientes ni la autoridad competente principal ni la Comisión tomaron medidas para acercar el producto a la consideración del Comité de reglamentación.
1.501 Los Estados Unidos sostienen, por último, que la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-78) es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, estaban paralizadas a nivel de la Comisión cuando expiró la Directiva 90/220 y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante seis años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78) es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.
1.502 La Argentina aduce que después de que el Comité científico de las plantas emitiera, el 22 de diciembre de 2000, su dictamen favorable, el procedimiento relativo a esta solicitud quedó suspendido.  Entre la presentación de la solicitud y su suspensión transcurrieron dos años y dos meses.  Al quedar sustituida la Directiva 90/220 por la Directiva 2001/18, la solicitud tuvo que presentarse de nuevo.  Sin embargo, el proceso de aprobación no ha progresado desde entonces.  Desde la nueva presentación hasta septiembre de 2003, cuando se retiró la solicitud, transcurrieron un año y ocho meses.  En total, contando el tiempo transcurrido durante la vigencia de las Directivas 90/220 y 2001/18, el procedimiento se alargó durante cinco años y dos meses sin que se llegara a una respuesta definitiva con respecto a la aprobación.
1.503 Las Comunidades Europeas aducen que el 15 de septiembre de 2003, después de la evaluación tanto a nivel de Estado miembro como a nivel comunitario, el solicitante retiró la solicitud.  Observan que el solicitante, en su carta de retirada, la basó en tres razones:  primera, el progreso en el procedimiento de notificación de otro maíz Roundup Ready hasta una etapa más avanzada que la notificación relativa al maíz GA21 (CE-78);  segunda, la introducción de la nueva reglamentación relativa a la comercialización de productos modificados genéticamente en las Comunidades Europeas;  y tercera, el cambio en las prioridades comerciales de la empresa.
1.504 La Argentina responde que a pesar de que la carta de retirada del solicitante no hace una referencia específica a "demoras indebidas", ello no significa que éstas no se produjeran.  La Argentina estima que no puede considerarse que el silencio de los solicitantes es prueba de satisfacción con el proceso, y alega que más bien se debió al interés del solicitante por mantener buenas relaciones con las autoridades a cargo de la aprobación.
1.505 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por la Comisión.
No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.506 Recordamos que el Comité científico de las plantas emitió un dictamen favorable el 22 de septiembre de 2000.  Tras la emisión del dictamen de dicho Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación hasta que la Directiva 90/220 se derogó en octubre de 2002.  Los Estados Unidos y la Argentina aducen que la Comisión debería haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.  Las Comunidades Europeas aducen que la solicitud se estaba evaluando de conformidad con los procedimientos establecidos.

1.507 Recordamos que con arreglo a los procedimientos establecidos en la Directiva 90/220, una vez emitido el dictamen del Comité científico de las plantas incumbía a la Comisión presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación para que se sometiera a votación.  Sin embargo, la Comisión no lo hizo.  De hecho, parece que, en contraste con otros procedimientos
, en éste la Comisión en ningún momento puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida.  En consecuencia, no nos persuade la afirmación de las Comunidades Europeas de que la solicitud concerniente al maíz GA21 (CE-78) se estaba evaluando de conformidad con los procedimientos establecidos.

1.508 Observamos, en cualquier caso, que la preparación por la Comisión de un proyecto de medida y su presentación al Comité de reglamentación no es un proceso que por naturaleza  requiera más de dos años.  En otros procedimientos de aprobación, la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medida al Comité de reglamentación en un plazo de pocos meses.  En el procedimiento concerniente al algodón Bt-531, por ejemplo, la Comisión preparó un proyecto de medida y activó una votación en el Comité de reglamentación en menos de tres meses.
  De ello cabe inferir que en principio la Comisión podría haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación bastante antes de octubre de 2002.

1.509 El hecho de que en principio la Comisión pudiera haber presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002 no significa necesariamente que la Comisión podía haberlo hecho en las circunstancias especificas de este caso.  Observamos a ese respecto que en el dictamen favorable del Comité científico de las plantas se afirmaba que "sin embargo, el solicitante debería establecer un plan de vigilancia para identificar eventos inesperados e inhabituales y analizar experiencias de cultivadores a fin de preparar y aplicar cualesquiera cambios necesarios en las prácticas de gestión del cultivo en respuesta a los resultados de la vigilancia".
  Sin embargo, al igual que en los procedimientos de aprobación que hemos examinado antes, no hay pruebas de que la Comisión o la autoridad competente principal pidieran al solicitante que preparara un plan de vigilancia de conformidad con el dictamen del Comité científico de las plantas.  En enero de 2003 el solicitante presentó una solicitud actualizada, incluido un plan de vigilancia.  Esa información, no obstante, se presentó por iniciativa del solicitante, al preverse la entrada en vigor de las nuevas prescripciones establecidas en la Directiva 2001/18, y no porque se pidiera al solicitante que se atuviera al dictamen del Comité científico de las plantas.
  No hay, por tanto, motivos para creer que la Comisión estaba esperando a que el solicitante presentara un plan de vigilancia, o, en su caso, a que proporcionara alguna de la otra información adicional que presentó en enero de 2003.  Por consiguiente, no creemos que la recomendación del Comité científico de las plantas justificara que la Comisión se abstuviera de transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.510 Observamos asimismo que cuatro meses después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen, en enero de 2001, el solicitante envió a la autoridad competente principal una carta en la que pedía que el alcance de su solicitud se circunscribiera únicamente a la importación y no incluyera ya el cultivo.
  En marzo de 2001, la autoridad competente principal comunicó a la Comisión que no tenía objeciones a la petición del solicitante.
  No hay indicación alguna de que la Comisión se opusiera a la petición del solicitante.  Aunque el alcance de la solicitud era pertinente para el proyecto de medida que la Comisión tenía que presentar al Comité de reglamentación, el cambio de alcance solicitado no representaba, a nuestro juicio, un obstáculo para que la Comisión pusiera en marcha o continuara consultas interservicios sobre un proyecto de medida.

1.511 Tampoco nos parece un posible obstáculo el hecho de que la Directiva 90/220 se derogara en octubre de 2002.  En efecto, el dictamen del Comité científico de las plantas en este procedimiento data de septiembre de 2000.  Por tanto, a nuestro entender, la Comisión tuvo tiempo suficiente para poner en marcha y completar consultas interservicios sobre un proyecto de medida para su presentación al Comité de reglamentación y para adoptar su proyecto de medida en caso de votación favorable en el Comité de reglamentación.
  En consecuencia, la inacción de la Comisión no puede, a nuestro juicio, excusarse alegando que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 no podía completarse mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.

1.512 En sus anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente al maíz GA21, el Grupo Especial observó que la Comisión podía haber considerado que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y el Consejo, un proyecto de medida favorable no alcanzaría la mayoría cualificada necesaria, por lo que la Comisión tendría entonces que completar el procedimiento adoptando su proyecto de medida.  A juicio del Grupo Especial, incluso en esa hipótesis la Comisión tenía tiempo suficiente para completar el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  Por lo demás, incluso si se dudaba de que hubiera tiempo suficiente, habida cuenta de la oposición prevista de determinados Estados miembros, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado que la Comisión se abstuviera de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  La Comisión habría previsto una "minoría de bloqueo" basándose en la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  Como se ha indicado anteriormente, no hay indicación alguna de que la declaración de junio de 1999 pretendiera vincular jurídicamente a los gobiernos de los países del Grupo de los Cinco frente a otros Estados miembros o frente a la Comisión.  En otras palabras, los países del Grupo de los Cinco seguían siendo libres, con arreglo a la legislación comunitaria, de votar a favor de las solicitudes en el Comité de reglamentación y el Consejo.  Habida cuenta de ello, estimamos que la Comisión no podía haber invocado legítimamente la declaración de junio de 1999 como justificación para no presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación antes de octubre de 2002.

1.513 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que, en las circunstancias concretas de este procedimiento, el tiempo realmente empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -no se transmitió ningún proyecto de medida entre finales de septiembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.514 Con respecto a la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara un proyecto de medida al Comité de reglamentación tras la emisión del dictamen del Comité científico de las plantas es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.515 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.516 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación una vez que el Comité científico de las plantas hubo emitido su dictamen -no se transmitió ningún proyecto de medida entre septiembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz GA21 (CE-78) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Con respecto a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -no se transmitió ningún proyecto de medida entre septiembre de 2000 y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.  A la luz de esa constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78) sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xix) Maíz MON810 x GA21 (CE-82)

1.517 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del proceso de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 se ha demorado indebidamente.

1.518 Los Estados Unidos aducen que esta solicitud nunca llegó a la etapa de examen a nivel comunitario debido a la moratoria.  El 30 de noviembre de 1999, la autoridad competente principal pidió al solicitante que proporcionara varios estudios adicionales para apoyar la solicitud relativa a este producto.
  El solicitante respondió en agosto de 2001 a todas las peticiones, salvo a la de un estudio científicamente injustificado sobre la composición nutricional de la leche de vacas lecheras alimentadas con este producto.
  Dado que la inocuidad del maíz para pienso ha sido generalmente demostrada, y habida cuenta de los considerables datos presentados para probar la inocuidad de los piensos derivados de ambos progenitores transgénicos, no hay fundamentos científicos que puedan suscitar preocupaciones.  Una de las líneas parentales (maíz MON810) fue aprobada por las Comunidades Europeas varios años antes de la presentación de esta solicitud, y la inocuidad del pienso se estableció como parte de ese proceso.
  Además, el solicitante, como parte de su presentación inicial, se había apoyado en análisis composicionales sustanciales del otro progenitor (maíz GA21), así como en estudios de alimentación.
  En ninguno de esos estudios se identificó algo que pudiera constituir un fundamento de las preocupaciones planteadas por el Estado miembro.

1.519 Los Estados Unidos observan que la autoridad competente principal también pidió estudios adicionales sobre el híbrido para verificar la estabilidad de ambos eventos en conjunto.  A juicio de los Estados Unidos, no había fundamento lógico para esa petición, que implica alguna interacción entre los eventos MON810 y GA21.  Los Estados Unidos sostienen que el solicitante ya había demostrado la estabilidad de esos eventos de transformación en cada línea parental.  No era más probable que las inserciones, cuya estabilidad en las líneas parentales se había demostrado, se vieran más afectadas por el cruzamiento que cualquier otro gen ya presente en cualquiera de los progenitores.

1.520 Los Estados Unidos observan que en enero de 2002 el solicitante proporcionó traducciones de varios estudios que había presentado anteriormente.  Después de ello, la única actividad de la autoridad competente principal consistió en una reunión celebrada en abril de 2002.
  No hubo más actuaciones sobre esta solicitud en más de 18 meses, hasta que el 16 de enero de 2003 el solicitante se ofreció a actualizar la solicitud con arreglo a la Directiva 2001/18.
  Sin embargo, el solicitante retiró la solicitud el 15 de septiembre de 2003, al mismo tiempo que la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-78), ya que como consecuencia de las demoras causadas por la moratoria las solicitudes relativas al maíz GA21 (CE-78) y el maíz MON810 x GA21 resultaban comercialmente obsolescentes.

1.521 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz MON810 x GA21 es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.522 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras identificadas por los Estados Unidos pueden explicarse por el hecho de que todavía no se había evaluado la inocuidad de una de las líneas parentales de este producto híbrido, el maíz GA21.  La autoridad competente principal estaba esperando recibir esa evaluación.  Las Comunidades Europeas mantienen que es obvio que la evaluación de un híbrido no puede concluir mientras siga abierta la de una de sus líneas parentales.  Además, según las Comunidades Europeas, los Estados Unidos reconocen que las demoras fueron causadas por el solicitante cuando, en respuesta a una pregunta del Grupo Especial, afirmaron que "el solicitante no pudo dedicar recursos a responder puntualmente a las preguntas de la [autoridad competente principal]".

1.523 Las Comunidades Europeas observan asimismo que después del intercambio de comunicaciones entre la autoridad competente principal y el solicitante, la solicitud se retiró mediante carta fechada el 15 de septiembre de 2003.  El solicitante justificó la retirada en tres razones:  primero, el progreso en el procedimiento relativo al maíz NK603 hasta una etapa más avanzada que la de la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-78);  segundo, la introducción de las nuevas reglamentaciones concernientes a la comercialización de productos modificados genéticamente en las Comunidades Europeas;  y tercero, el cambio en las prioridades comerciales de la empresa.

1.524 Los Estados Unidos niegan que reconocieron que las demoras fueron causadas por el solicitante.  El cuadro resumido de la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 47 del Grupo Especial no tenía por objeto indicar que la demora había sido culpa del solicitante.  Antes bien, el solicitante reconoció que la solicitud relativa al maíz MON810 x GA21 no avanzaría mientras la consideración de la solicitud relativa al progenitor de rasgo único al maíz GA21 (CE-79) permaneciera suspendida como consecuencia de la moratoria.  Los Estados Unidos sostienen que no tenía sentido que el solicitante dedicara recursos a procurar la tramitación del maíz MON810 x GA21 cuando la aprobación del maíz GA21 (CE-78) llevaba años paralizada como consecuencia de la moratoria.  Por tanto, la demora en la tramitación de la solicitud relativa al maíz MON810 x GA21 fue consecuencia directa de la demora de la tramitación de la solicitud relativa al maíz GA21 (CE-78) debida a la moratoria.

1.525 Los Estados Unidos destacan que debido a la demora en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (CE-78), ese producto y el maíz MON810 x GA21 han sido reemplazados por un maíz Roundup Ready de segunda generación (maíz NK603 y maíz NK603 x MON810, respectivamente).  Los Estados Unidos sostienen que el solicitante tal vez no citó demoras indebidas en su carta de retirada porque tenía grandes incentivos para mantener relaciones cordiales con los encargados de la reglamentación comunitaria y no vio ninguna ventaja en quejarse a ellos por las prolongadas demoras.

1.526 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.527 Recordamos que en noviembre de 1999 la autoridad competente principal (España) pidió información adicional al solicitante.  Éste no proporcionó la información pedida hasta agosto de 2001.  En enero de 2002 se proporcionó a la autoridad competente española una traducción al español de los documentos presentados en la respuesta de agosto de 2001.  Los Estados Unidos han indicado que el solicitante no satisfizo la petición de la autoridad competente española de que proporcionara un estudio de la composición nutricional de la leche procedente de vacas lecheras alimentadas con el producto en cuestión.

1.528 El Comité Nacional de Bioseguridad español no completó hasta abril de 2002 su examen de la traducción al español de los documentos del solicitante facilitada en enero de 2002.  La Comisión Nacional de Bioseguridad concluyó que seguía necesitando los resultados de estudios de alimentación de vacas, así como otra información.
  Sin embargo, no hay en el expediente indicación alguna de que se enviara al solicitante una nueva petición de información antes de la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220.

1.529 Según las Comunidades Europeas, el hecho de que la autoridad competente principal no transmitiera la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 a la Comisión antes de la fecha de derogación de la Directiva 90/220 estaba justificado porque la autoridad competente principal esperaba aún recibir el resultado de la evaluación a nivel comunitario de una de las líneas parentales de este producto híbrido, el maíz GA21 (CE-78).  Las Comunidades Europeas sostienen que es evidente que la evaluación de un híbrido no se puede se concluir mientras siga abierta la evaluación de una de sus líneas parentales.

1.530 Recordamos que en mayo de 1999 la autoridad competente española había evaluado favorablemente la solicitud concerniente al maíz GA21 (CE-78) y transmitido esa solicitud a la Comisión.  Cuando se presentó la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21, la concerniente al maíz GA21 (CE-78) se estaba evaluando a nivel comunitario.  Además, en septiembre de 2000 el Comité científico de las plantas emitió también un dictamen favorable a la solicitud concerniente al maíz GA21 (CE-78).
  En consecuencia, no entendemos claramente por qué la autoridad competente española no estaba en condiciones de llegar también a una conclusión en lo relativo a la solicitud concerniente al producto híbrido, es decir, el maíz MON810 x GA21.  De hecho, el expediente no indica que la autoridad competente española comunicara en algún momento al solicitante que no podía proceder porque las Comunidades Europeas no habían aprobado el maíz GA21 (CE-78) progenitor.

1.531 En términos generales puede que sea correcto afirmar, como hacen las Comunidades Europeas, que "no se puede concluir la evaluación de un híbrido mientras siga abierta la evaluación de una de sus líneas parentales".  No obstante, parecería que la evaluación de las líneas parentales también podría hacerse en el contexto de la evaluación del híbrido.  En cualquier caso, la autoridad competente española no podía "concluir" totalmente por sí sola la evaluación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21.  Si otros Estados miembros abrigaban dudas con respecto a la evaluación por España del maíz GA21 (CE-78) a pesar de que aparentemente esa evaluación había sido confirmada por el Comité científico de las plantas, podían haber planteado sobre esa base una objeción a la evaluación por España del maíz MON810 x GA21, y entonces la evaluación de esa solicitud se habría también "concluido" a nivel comunitario.

1.532 Por esas razones, no nos parece evidente que la autoridad competente española tuviera que mantener la solicitud a nivel de Estado miembro para evitar que hubiera evaluaciones conflictivas del maíz GA21, y en consecuencia no creemos que el hecho de que una de las líneas parentales estuviera aún pendiente justificara que España no completara su evaluación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21.

1.533 Observamos que tras la recepción de una traducción de la información adicional pedida al solicitante, incumbía a la autoridad competente española o bien pedir nuevas aclaraciones o completar su evaluación en el plazo de 90 días establecido en la Directiva 90/220.  Como se ha indicado, la Comisión Nacional de Bioseguridad no completó su examen de la información hasta dos meses y medio después.  Además, no hay prueba alguna de que la autoridad competente española pidiera información adicional o faltante después de que la Comisión Nacional de Bioseguridad completara su examen de los documentos del solicitante.  Por lo demás, la autoridad competente española tampoco completó su evaluación tras recibir, en abril de 2002, nuevas opiniones de la Comisión Nacional de Bioseguridad.

1.534 Reconocemos que en abril de 2002 la fecha de derogación de la Directiva 90/220 se estaba aproximando.  Observamos, no obstante, que en otro procedimiento de aprobación la autoridad competente española transmitió preguntas de la Comisión Nacional de Bioseguridad en fecha tan avanzada como mediados de junio de 2002.
  Además, aunque la autoridad competente principal hubiera tardado otros dos o tres meses en completar su evaluación
, creemos que aún había tiempo suficiente para que otros Estados miembros examinaran el informe de evaluación de la autoridad competente principal dentro de los 60 días siguientes a la distribución del informe de evaluación y para que, de no haber objeciones, la autoridad competente principal autorizara la comercialización del maíz MON810 x GA21.

1.535 Habida cuenta de los elementos arriba mencionados, no nos parece justificado que la autoridad competente principal, tras recibir en abril de 2002 nuevas opiniones de la Comisión Nacional de Bioseguridad, no se pusiera en contacto con el solicitante para pedir más información o aclaraciones adicionales, o que la autoridad competente principal no completara su evaluación en abril de 2002 o poco tiempo después.  En consecuencia, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no pudo haber actuado antes del momento en que lo hizo.

1.536 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 -especialmente el tiempo empleado por la autoridad competente principal entre enero y octubre de 2002- fue injustificadamente largo.

1.537 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el hecho de que España no completara su evaluación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 antes de la derogación de la Directiva 90/220 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de España fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.538 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por España en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.539 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xx) Remolacha azucarera RR (CE-88)

1.540 Una parte Reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR se ha demorado indebidamente.

1.541 Los Estados Unidos alegan que la solicitud relativa a la remolacha azucarera RR se demoró en la primera etapa del proceso de aprobación en el marco de la Directiva 90/220 porque la autoridad competente principal (Bélgica) declinó transmitir la solicitud a la Comisión.  Los Estados Unidos aducen que a pesar de que el solicitante contestó a todas las preguntas formuladas por la autoridad competente principal, ésta no completó su examen.
1.542 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la remolacha azucarera RR es una de las nueve solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y 10 meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.
1.543 Las Comunidades Europeas observan que tras los contactos entre la autoridad competente principal y el solicitante, las empresas productoras del producto retiraron la solicitud el 16 de abril de 2004.  Como razón de la retirada, el solicitante señaló una decisión de poner fin a cualquier ulterior desarrollo de la remolacha azucarera RR derivada del evento T9100152.
1.544 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.
Demora a nivel de Estado miembro

1.545 Recordamos que la solicitud fue examinada en una reunión del Consejo Asesor de Bioseguridad belga que tuvo lugar el 26 de abril de 1999.  Las preguntas generadas por esa reunión se transmitieron al solicitante en junio de 1999 e incluyeron preguntas sobre prácticas agrícolas, caracterización molecular, toxicología, alergenicidad y equivalencia alimento/pienso.
  En julio de 1999 el solicitante respondió a algunas de esas preguntas.
  En diciembre de 1999 se respondió a otras preguntas.

1.546 En octubre de 1999, la autoridad competente principal pidió información adicional sobre transferencia génica en el tracto digestivo.
  El solicitante facilitó esa información en enero de 2000.
  Preguntamos a los expertos que nos asesoraron si la información relativa a la alergenicidad, la caracterización molecular y la transferencia génica en el tracto digestivo pedida por la autoridad competente principal era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  La Dra. Nutti afirmó que la información facilitada por el solicitante antes de octubre de 1999 sobre esos tres temas permitía asegurarse debidamente de que las conclusiones de la evaluación eran válidas.

1.547 En febrero de 2000, la autoridad competente principal pidió referencias bibliográficas faltantes.  El solicitante proporcionó las referencias pertinentes en febrero y marzo de 2000.
  Según la cronología que se nos ha proporcionado, en abril de 2000 el solicitante se reunió con la autoridad competente para discutir cuestiones relacionadas con la preservación de la identidad, las buenas prácticas agrícolas, la vigilancia tras la puesta en mercado, la trazabilidad, la información pública, los métodos de detección de líneas especificas y los cebadores.  Sin embargo, no se nos ha proporcionado el acta de esa reunión.  En julio de 2000, el solicitante, por su propia iniciativa, proporcionó información adicional sobre la caracterización de una proteína y protocolos de detección.  Al hacerlo observó que esos datos no modificaban las conclusiones de la evaluación de la inocuidad.

1.548 En noviembre de 2000, la autoridad competente principal pidió nuevas aclaraciones sobre la caracterización molecular y la alergenicidad del "evento '77'".
  Preguntamos a los expertos si la información relativa a la caracterización molecular y la alergenicidad del "evento '77'" pedida por la autoridad competente principal era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  La Dra. Nutti hizo hincapié en que la información "relativa a la alergenicidad no era necesaria para garantizar que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad fueran válidas", ya que en la solicitud inicial se había establecido satisfactoriamente la inocuidad de este producto a ese respecto.
  Aparentemente, el solicitante no proporcionó la información que se le había pedido.

1.549 En enero de 2001, la autoridad competente principal "invitó" al solicitante a que presentara una propuesta relativa al etiquetado y la trazabilidad, así como una propuesta de plan de vigilancia y de buenas prácticas agrícolas de conformidad con los principios establecidos en la Posición común del Consejo sobre la enmienda de la Directiva 90/220.  La autoridad competente principal indicó que si esos principios no se satisfacían voluntariamente, era probable que la Comisión y los demás Estados miembros se opusieran a la aprobación de la solicitud aunque la autoridad competente principal la transmitiera con una evaluación positiva.
  Aparentemente, el solicitante no respondió a la invitación de la autoridad competente principal.  En junio de 2001 la autoridad competente principal envió al solicitante algunas observaciones sobre su solicitud y le pidió que hiciera las correcciones correspondientes.
  Aparentemente, después de la comunicación de junio de 2001 de la autoridad competente principal no hubo nuevos intercambios entre ésta y el solicitante hasta la derogación, en octubre de 2002, de la Directiva 90/220.

1.550 Comenzamos nuestro examen de la evaluación de la solicitud por la autoridad competente principal con arreglo a la Directiva 90/220 recordando que el solicitante no respondió a la petición de información adicional formulada por la autoridad competente principal en noviembre de 2000.
 Parece, en consecuencia, que a partir de noviembre de 2000 la falta de progreso de la solicitud en el marco de la Directiva 90/220 es atribuible al solicitante.  En consecuencia, nos centraremos en la actuación de la autoridad competente principal antes de la petición de noviembre de 2000.

1.551 Observamos, a ese respecto, que a fines de marzo de 2000 el solicitante había proporcionado toda la información adicional pedida por la autoridad competente principal.  No hay, además indicación alguna de que antes o después de marzo de 2000 se pidieran nuevos insumos científicos al Consejo Asesor de Bioseguridad.  Sin embargo, la autoridad competente principal no completó su evaluación en las siguientes semanas.  En lugar de ello, más de siete meses después, en noviembre de 2000, la autoridad competente principal pidió nuevas aclaraciones sobre cuestiones relacionadas con la caracterización molecular y la alergenicidad que habían sido abordadas anteriormente por el solicitante.  Como ya hemos indicado, especialmente por lo que respecta a las aclaraciones concernientes a la alergenicidad pedidas, la Dra. Nutti puso en entredicho la necesidad de la información que se había pedido.  Incluso si pasáramos por alto esto último, observamos que las Comunidades Europeas no explicaron por qué la autoridad competente belga no podía haber pedido esas aclaraciones mucho antes, dado que el solicitante había proporcionado información adicional sobre esas cuestiones antes de finales de 1999.

1.552 Además, aun suponiendo, a efectos de argumentación, que la autoridad competente principal no podría haber terminado su evaluación entre marzo de 2000, cuando el solicitante proporcionó toda la información adicional pedida por la autoridad competente principal, y finales de julio de 2000, cuando el solicitante presentó voluntariamente información adicional, y aceptando, de nuevo a efectos de argumentación, que la autoridad competente principal necesitara algún tiempo para examinar la información de julio de 2000, recordamos que la petición de noviembre de 2000 se hizo más de siete meses después de que el solicitante hubiera proporcionado toda la información pedida por la autoridad competente principal.  No estamos persuadidos de que para completar el examen de la información de marzo y julio de 2000 se necesitara más del doble del período máximo de 90 días previsto en la Directiva 90/220 para toda la evaluación realizada por una autoridad competente principal.  Observamos, a ese respecto, que en noviembre de 2000 Bélgica ya había sobrepasado ampliamente el plazo de 90 días previsto en la Directiva 90/220.

1.553 Además, a nuestro juicio, la demora de siete meses después de marzo de 2000 no podía justificarse sobre la base de que no había tiempo suficiente para completar el procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.  La Directiva 90/220 no se derogó hasta octubre de 2002.  Había, por tanto, tiempo suficiente para que los demás Estados miembros examinaran el informe de evaluación de la autoridad competente principal dentro de los 60 días siguientes a la distribución del informe de evaluación y para que, de no haber objeciones, la autoridad competente autorizara la comercialización de la remolacha azucarera RR.

1.554 Teniendo en cuenta los elementos arriba expuestos, consideramos que, aun suponiendo que la petición de información adicional formulada por la autoridad competente principal en noviembre de 2000 estuviera justificada, la autoridad competente principal podía haber pedido esa información antes del momento en que lo hizo.  Consideramos asimismo que la autoridad competente principal debería haberlo hecho, ya que creemos que para noviembre de 2000 la autoridad competente principal debería haber sido capaz de resolver todas las demás cuestiones científicas o técnicas pendientes.

1.555 Basándose en las anteriores consideraciones, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR -especialmente el tiempo empleado por la autoridad competente principal entre marzo y noviembre de 2000- fue injustificadamente largo.

1.556 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el tiempo empleado por Bélgica para completar su evaluación es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de Bélgica fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.557 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por Bélgica en su evaluación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.558 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

xxi) Colza MS1/RF1 (CE-89) y colza MS1/RF2 (CE-90)

1.559 Una parte reclamante, el Canadá, alega que la finalización de los procedimientos de aprobación separados para la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 se ha demorado indebidamente.  Aunque tenemos presente que el Canadá formula distintas alegaciones relativas a productos específicos en esos dos procedimientos de aprobación, dada la gran similitud de los elementos de hecho que prevalecen en ellos examinaremos las dos alegaciones conjuntamente.

1.560 El Canadá aduce que las demoras en la finalización de los procedimientos de aprobación para la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 son excesivas e injustificadas, y por tanto indebidas.  En las decisiones de las CE de julio de 1997 en las que se autorizaba la comercialización de la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 se afirmaba que "la autoridad competente de Francia autorizará la comercialización" del producto en cuestión
, pese a lo cual, en 2003, cuando se estableció el Grupo Especial, la autoridad competente principal aún no había otorgado su autorización para ninguno de esos productos.

1.561 El Canadá observa que la Comisión, aunque el 7 de julio de 1999 procedió, con arreglo al procedimiento, a enviar a Francia un "dictamen motivado" relacionado con el hecho de que no se había otorgado el consentimiento para esos productos, no ha incoado ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas acciones legales contra Francia por infracción de la legislación europea.
  Francia no ha dado ninguna explicación de su negativa a cumplir las decisiones de la Comisión y la Directiva 90/220, y la Comisión tampoco ha explicado por qué no ha iniciado acciones legales contra Francia.  Todo ello a pesar de que en noviembre de 2000 el Consejo de Estado francés decidió que el ministerio francés no podía, sin disponer de nueva información concerniente a los riesgos asociados a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2, poner en entredicho la decisión adoptada por la Comisión.

1.562 El Canadá sostiene que el tiempo que hasta ahora ha durado la tramitación del procedimiento de aprobación de esas solicitudes -más de ocho años- es, con arreglo a cualquier criterio razonable, "indebido", y en consecuencia constituye una infracción del párrafo 1 a) del Anexo C, habida cuenta de que la aprobación definitiva de esos productos aún no se ha conseguido.  No obstante, el tiempo que esas solicitudes han languidecido en el procedimiento de aprobación no es la única razón por la que el Canadá alega que las demoras han sido indebidas.  En primer lugar, y más importante, las Comunidades Europeas tienen en vigor, desde octubre de 1998, una moratoria injustificada de las aprobaciones.  Además, la negativa a aprobar las solicitudes concernientes a la colza MS1/RF1 (CE‑89) y la colza MS1/RF2 no se basa en evaluaciones del riesgo, sobre todo si se tiene en cuenta que ambos productos fueron aprobados formalmente por la Comisión en 1997.

1.563 Las Comunidades Europeas aducen que esos productos obtuvieron una autorización de comercialización en virtud de decisiones de la Comisión de 6 de junio de 1997.  Sostienen que desde la perspectiva de la legislación comunitaria la falta de consentimiento definitivo no significa que el solicitante no tenga derecho a comercializar la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2.  Con arreglo a la doctrina del "efecto directo" de la legislación comunitaria, el solicitante podía hacer valer los derechos que le otorgaban las disposiciones de dicha legislación.

1.564 Las Comunidades Europeas confirman que la Comisión inició un procedimiento de infracción contra Francia en 1998, aunque decidió no plantearlo ante el Tribunal.  Ello se debió a que se había identificado que precisamente la legislación sobre la base de la cual se había otorgado la aprobación era insuficiente y se estaba revisando.  Además, Francia había planteado, con respecto a esos dos productos, las mismas preocupaciones sobre riesgos ambientales que con respecto a los productos para los que después adoptó medidas de salvaguardia (es decir, el producto idéntico colza MS1/RF1 que había sido aprobado para actividades de reproducción en 1996).

1.565 Las aprobaciones de la colza MS1/RF1 y MS1/RF2 para importación, elaboración y cultivo de 1996 y 1997 no preveían la presentación de informes o la vigilancia de la comercialización en las Comunidades Europeas.  Éstas, en consecuencia, alegan que no pueden decir si esos productos se han vendido en las Comunidades Europeas.  Según ellas, ninguna variedad de colza derivada de la colza MS1/RF1 o MS1/RF2 se ha registrado en los catálogos nacionales de los Estados miembros o en el Catálogo Común de variedades de especies de plantas agrícolas -lo que es un requisito previo para permitir su cultivo comercial- porque ninguna empresa lo ha solicitado.

1.566 El Canadá rechaza el argumento de las CE de que la falta de consentimiento definitivo no significa que el solicitante no tenga derecho a comercializar la colza MS1/RF1 (CE-89) y MS1/RF2.  Sostiene que ello obligaría al solicitante a incoar procedimientos jurídicos en las Comunidades Europeas para que los procedimientos de aprobación llegaran a su fin.  Según el Canadá, en esas circunstancias es evidente que las Comunidades Europeas no han completado los procedimientos de aprobación pertinentes con arreglo a la Directiva 90/220.  El solicitante no ha podido comercializar sus productos en las Comunidades Europeas porque Francia no ha emitido las cartas de consentimiento y por la consiguiente incertidumbre sobre la condición jurídica de los productos.  En consecuencia, las Comunidades Europeas no han "ultimado" los procedimientos de aprobación pertinentes sin "demoras indebidas", en flagrante infracción del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF.  El Canadá aduce además que las Comunidades Europeas, al no ultimar el procedimiento de aprobación, han establecido y mantenido prohibiciones efectivas de comercialización de productos específicos para la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2.

1.567 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la demora supuestamente causada por Francia como autoridad competente principal.

Un Estado miembro no ha otorgado su autorización para la comercialización

1.568 El Grupo Especial observa que a pesar de que las dos solicitudes concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 fueron formalmente aprobadas por la Comisión a efectos de comercialización en junio de 1997, la autoridad competente principal se abstuvo después de dar el paso final del proceso de aprobación previsto en el apartado 4 del artículo 13 de la Directiva 90/220, consistente en autorizar por escrito la comercialización de un producto.  Las decisiones pertinentes de la Comisión, que se dirigen a los Estados miembros, también estipulan, en el apartado 1 del artículo 1, que "la autoridad competente de Francia autorizará la comercialización" de los productos de colza en cuestión.

1.569 Ni en el apartado 4 del artículo 13 de la Directiva 90/220 ni en las decisiones pertinentes de la Comisión se establecen plazos específicos para la autorización de la autoridad competente principal.  Sin embargo, nos parece claro que esto no significa que la autoridad competente principal puede tomarse todo el tiempo que desee para dar el paso que se requiere de ella.  De otro modo, los plazos estipulados en la Directiva 90/220 para la finalización de otras etapas del procedimiento de aprobación, como el plazo de 90 días para la evaluación por los Estados miembros establecido en el artículo 12, el plazo de 60 días para presentar objeciones establecido en el artículo 13 y el plazo de tres meses para la actuación establecido en el artículo 21, podrían fácilmente anularse y perder todo sentido.  Recordamos que en el presente caso, la Comisión aprobó ambas solicitudes el 6 de junio de 1997.  En octubre de 2002, cuando se derogó la Directiva 90/220, Francia no había autorizado la comercialización de los productos en cuestión.  Por tanto, en el marco de la Directiva 90/220, Francia se abstuvo de otorgar su autorización durante más de cinco años.

1.570 Hay alguna incertidumbre por lo que respecta la situación de las solicitudes concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 tras la derogación de la Directiva 90/220.  En el artículo 35 de la Directiva 2001/18 se estipula que las solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220 respecto de las cuales los procedimientos de dicha Directiva no hayan terminado antes del 17 de octubre de 2002 estarán sujetas a las disposiciones de la Directiva 2001/18.  Se estipula también que antes del 17 de enero de 2003 los solicitantes tenían que complementar sus solicitudes de conformidad con la Directiva 2001/18.  No hay indicación alguna de que las solicitudes concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 se complementaran de conformidad con la Directiva 2001/18.

1.571 Sin embargo, las Comunidades Europeas aparentemente aducen que los procedimientos de aprobación concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 se completaron con arreglo a la Directiva 90/220.  Sostienen que de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas la falta de autorización definitiva de la autoridad competente principal no significa que el solicitante no esté jurídicamente facultado para comercializar la colza MS1/RF1 (CE-89) y/o la colza MS1/RF2.  Según las Comunidades Europeas, el solicitante podría invocar ante los tribunales franceses la obligación, impuesta a Francia por las decisiones de la Comisión arriba citadas, de autorizar la comercialización de los productos en cuestión.  El Canadá no niega que el solicitante tendría este derecho con arreglo a la legislación comunitaria.  En esas circunstancias, y a falta de pruebas en contrario, no vemos motivos para rechazar la aseveración de las Comunidades Europeas sobre la situación que prevalece en virtud de su propia legislación.

1.572 Aceptar la aseveración de las Comunidades Europeas significa que en la fecha de establecimiento de este Grupo Especial las decisiones de la Comisión arriba citadas eran aún jurídicamente vinculantes, y que en esa fecha el solicitante aún podía invocarlas contra Francia, ya que Francia no había otorgado todavía su autorización.  Esto no significa, sin embargo, que antes o después de la derogación de la Directiva 90/220 Francia no estuviera ya obligada a cumplir las decisiones de la Comisión y a otorgar por escrito su autorización.

1.573 No debemos expresar, y en consecuencia no expresamos, opinión alguna sobre si los procedimientos de aprobación concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 tramitados con arreglo a la Directiva 90/220 se "ultimaron" conforme a lo dispuesto en la legislación comunitaria.
  Podemos, sin embargo, opinar sobre si esos procedimientos de aprobación se "ultimaron" en el sentido de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Hemos observado anteriormente que el verbo "complete" (en el texto español "ultimen"), tal como figura en la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, indica que los procedimientos de aprobación no sólo tienen que iniciarse, sino también que terminarse, o concluirse, y que las palabras "se inicien y ultimen", que también figuran en la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, abarcan todas las etapas de los procedimientos de aprobación, por lo que debe estimarse que significan que dichos procedimientos tienen que iniciarse y tramitarse de principio a fin.

1.574 No creemos que las Comunidades Europeas terminaran, o concluyeran, los procedimientos de aprobación concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2, ni que las Comunidades Europeas tramitaran esos procedimientos de principio a fin.  De hecho, la Directiva 90/220 prevé la autorización escrita de la autoridad competente principal para la comercialización como parte integrante y última etapa del procedimiento de aprobación.
  A nuestro juicio, el hecho de que el solicitante pudiera invocar ante los tribunales franceses la obligación de Francia de autorizar la comercialización de los productos en cuestión impuesta a Francia por las decisiones de la Comisión arriba citadas no demuestra que los procedimientos de aprobación pertinentes ya se habían "ultimado" en el sentido de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Simplemente significa que, a pesar de que Francia no haya terminado los procedimientos, se le puede exigir jurídicamente que cumpla las decisiones de la Comisión.

1.575 Tras determinar que los procedimientos de aprobación concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 no se han ultimado, examinaremos seguidamente si el tiempo empleado por Francia para otorgar su autorización escrita es injustificadamente largo.  Las Comunidades Europeas afirman a ese respecto que la inacción de Francia después de junio de 1997 se debió a preocupaciones sobre riesgos ambientales, y que esos mismos riesgos llevaron a Francia a adoptar, en noviembre de 1998, una medida de salvaguardia sobre la colza MS1/RF1 (CE-161).
  Al examinar la afirmación de las CE observamos que se nos ha proporcionado muy poca información sobre los procedimientos de aprobación concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2.  En particular, no tenemos pruebas que apunten a las supuestas preocupaciones ambientales de Francia.  Por el contrario, las decisiones de la Comisión en las que se aprueban las solicitudes concernientes a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 dejan muy claro que Francia transmitió la solicitud a la Comisión con un dictamen favorable.

1.576 No hay, además, indicación alguna de que después de junio de 1997 Francia pidiera al solicitante información adicional, o le propusiera que aceptara voluntariamente condiciones más estrictas para solventar las supuestas preocupaciones ambientales de Francia.  Además, en las decisiones de la Comisión por las que se aprueban los dos productos se especifica que la Directiva 90/220 prevé el establecimiento de salvaguardias adicionales si se obtiene nueva información sobre riesgos de los productos en cuestión.  Habida cuenta de ello, Francia, aunque estimara que en junio de 1997 había motivos justificables para considerar que los productos en cuestión constituían un riesgo para el medio ambiente, podía haber adoptado una medida de salvaguardia, como hizo con respecto a la MS1/RF1 (CE-161), después de autorizar por escrito la comercialización de los dos productos en cuestión.
  En ese caso el Comité científico de las plantas habría examinado las preocupaciones que motivaban la medida de salvaguardia de Francia, y entonces habría sido necesario adoptar a nivel comunitario una decisión sobre la validez de esas preocupaciones.

1.577 Por los motivos arriba expuestos, no estamos persuadidos de que hubiera cuestiones ambientales pendientes que afectaran específicamente a los productos en cuestión y que Francia estuviera tratando que el solicitante abordara antes de autorizar por escrito la comercialización de esos productos.

1.578 Las Comunidades Europeas no han dado más explicaciones sobre la prolongada inacción de Francia.  Recordamos a ese respecto que en junio de 1999 Francia era uno de los países del Grupo de los Cinco que declararon que adoptarían medidas para suspender ulteriores aprobaciones con arreglo a la Directiva 90/220 hasta la adopción de nuevas normas comunitarias sobre etiquetado y trazabilidad.  Hemos constatado antes que al menos desde junio de 1999 la actuación de Francia es compatible con la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  De hecho, a pesar de su clara obligación legal de autorizar por escrito la comercialización de la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2, Francia no la autorizó, por lo que impidió que esos productos se aprobaran.  Sin embargo, como hemos explicado antes
, consideramos que el hecho de que se creyera necesario adoptar nuevas normas comunitarias sobre etiquetado y trazabilidad no es justificación suficiente para no ultimar los procedimientos de aprobación concernientes a los productos en cuestión y para impedir su aprobación definitiva.

1.579 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial concluye que el tiempo empleado por Francia hasta agosto de 2003, incluido el empleado después de junio de 1999, a efectos de autorizar por escrito la comercialización de la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 tras la aprobación en junio de 1997 de ambas solicitudes por la Comisión, es injustificadamente largo.

1.580 Habida cuenta de esa conclusión, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por el Canadá en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.581 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones:


i)
Reclamación DS292 (Canadá) - Colza MS1/RF1 (CE-89)



Por lo que respecta a la reclamación DS292, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo que Francia tardó en autorizar por escrito la comercialización de la colza MS1/RF1 (CE-89) tras su aprobación por la Comisión en junio de 1997 -no hubo autorización alguna entre junio de 1997 y agosto de 2003- fue injustificadamente largo.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración del Canadá de que las Comunidades Europeas no "consideraron o aprobaron, sin demoras indebidas" la solicitud concerniente a la colza MS1/RF1 (CE‑89), y de que por consiguiente no ultimaron el procedimiento de aprobación pertinente sin "demoras indebidas".  En consecuencia, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS1/RF1 (CE-89), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS292 (Canadá) - Colza MS1/RF2 (CE-90)



Por lo que respecta a la reclamación DS292, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo que Francia tardó en otorgar su autorización definitiva para la comercialización de la colza MS1/RF2 tras su aprobación por la Comisión en junio de 1997 -no hubo autorización alguna entre junio de 1997 y agosto de 2003- fue injustificadamente largo.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración del Canadá de que las Comunidades Europeas no "consideraron o aprobaron, sin demoras indebidas" la solicitud concerniente a la colza MS1/RF2, y de que por consiguiente no ultimaron el procedimiento de aprobación pertinente sin "demoras indebidas".  En consecuencia, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la colza MS1/RF2, las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

f) Nuevos alimentos - Solicitudes presentadas con arreglo al Reglamento 258/97

1.582 Procederemos seguidamente a examinar los procedimientos de aprobación de las solicitudes identificadas por las partes reclamantes que se tramitaron con arreglo al Reglamento 258/97.  Sin embargo, antes de embarcarnos en un examen de cada uno de esos procedimientos tenemos que abordar brevemente algunas cuestiones planteadas por la aplicación de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C a los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo al Reglamento 258/97.

ii) Aplicación de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C a los procedimientos de aprobación tramitados con arreglo al Reglamento 258/97

1.583 Hemos constatado antes que el procedimiento de aprobación establecido en el Reglamento 258/97, en la medida en que se aplica para verificar y asegurar el cumplimiento de la prescripción de que los nuevos alimentos no supongan un riesgo para el consumidor, constituye un "procedimiento de aprobación" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.  Por otro lado, constatamos que en la medida en que el mismo procedimiento de aprobación se aplica para verificar y asegurar el cumplimiento de las prescripciones de que los nuevos alimentos no induzcan a error al consumidor y no representen una desventaja para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición, ese procedimiento no es un "procedimiento de aprobación" en el sentido del párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.

1.584 Con arreglo al Reglamento 258/97, cuando se presenta una solicitud de aprobación de un nuevo alimento, el cumplimiento de las tres prescripciones arriba mencionadas tiene que verificarse en un único procedimiento de aprobación.  El Reglamento 258/97 también prevé que si una solicitud no satisface una de las tres prescripciones el alimento pertinente no podrá comercializarse.  Recordamos que las partes reclamantes no han impugnado el Reglamento 258/97 en sí mismo, y que en consecuencia no ponen en tela de juicio la decisión de las Comunidades Europeas de tramitar un procedimiento de aprobación único para verificar si se han cumplido las tres prescripciones y otorgar únicamente su autorización en los casos en que las solicitudes satisfacen todas ellas.

1.585 Del diseño del Reglamento 258/97 se sigue que en caso de que se produzca una demora en la tramitación de una solicitud debido a la necesidad de verificar el cumplimiento de la prescripción de que los nuevos alimentos no induzcan a error al consumidor, o de que no impliquen desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición, esa demora afectaría también al procedimiento de aprobación concerniente a una MSF tramitado con respecto a la misma solicitud, es decir, al procedimiento aplicado para verificar y asegurar el cumplimiento de la prescripción de que los nuevos alimentos no supongan un riesgo para el consumidor.  En otras palabras, el procedimiento de aprobación concerniente a una MSF se demoraría en caso de que hubiera una demora en el procedimiento de aprobación no concerniente a una MSF y en la medida en que la hubiera.

1.586 Hemos afirmado antes que, a nuestro juicio, la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C requiere que los procedimientos de aprobación en el ámbito de las MSF se inicien y ultimen sin pérdidas de tiempo injustificables.  Por tanto, en el contexto del Reglamento 258/97 cabe preguntarse si debe considerarse que una demora causada por la necesidad de verificar el cumplimiento de, por ejemplo, la prescripción en materia sanitaria o fitosanitaria de que los nuevos alimentos no impliquen desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición constituye, ipso facto, una pérdida de tiempo injustificable.

1.587 Al examinar esta cuestión recordamos que las partes reclamantes no han impugnado ni puesto en tela de juicio el hecho de que el Reglamento 258/97 prevea que para cada solicitud se tramite un procedimiento único que desemboque en una aprobación única.  Estimamos que en esas circunstancias no debe considerarse que una demora en el procedimiento de aprobación concerniente a una MSF es "indebida" simplemente porque es consecuencia de la necesidad de verificar el cumplimiento de una de las dos prescripciones no concernientes a MSF contenidas en el Reglamento 258/97, por ejemplo la prescripción de que los nuevos alimentos no impliquen desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición.  En efecto, de no ser así podría plantearse una situación en la que las Comunidades Europeas se vean obligadas a ultimar el procedimiento con una decisión sustantiva sobre la solicitud de que se trate aunque no hayan podido aún determinar adecuadamente si la solicitud satisface la prescripción de que el nuevo alimento no implique desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición.  Las Comunidades Europeas podrían entonces verse obligadas a aprobar un nuevo alimento cuyo consumo implica desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición, y ello a pesar de que las partes reclamantes en ningún momento han puesto en tela de juicio que, de conformidad con el Reglamento 258/97, antes de aprobarse un producto deberá cumplirse la prescripción de que no implique desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición.

1.588 Por consiguiente, aunque no estimamos que, en las circunstancias específicas del presente caso, una demora en el procedimiento de aprobación concerniente a una MSF debe tratarse como "indebida" simplemente porque sea consecuencia de la necesidad de verificar el cumplimiento de una de las dos prescripciones no concernientes a MSF contenidas en el Reglamento 258/97, opinamos que, por ejemplo, si el tiempo empleado en verificar el cumplimiento de una de esas prescripciones no concernientes a MSF fuera superior al necesario para hacerlo, la demora resultante en el procedimiento de aprobación concerniente a una MSF sería al menos parcialmente "indebida".

1.589 Habida cuenta de las anteriores consideraciones, creemos que a los efectos de nuestro examen de los procedimientos de aprobación pertinentes a la luz de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C no es preciso que hagamos, y por ello no haremos, constataciones específicas sobre si cualesquiera demoras en un procedimiento de aprobación pertinente fueron consecuencia de la necesidad de verificar el cumplimiento de la prescripción concerniente a una MSF de que los nuevos alimentos no supongan un riesgo para el consumidor o fueron consecuencia de la necesidad de verificar el cumplimiento de las prescripciones no concernientes a MSF de que los nuevos alimentos no induzcan a error al consumidor o no impliquen desventajas para el consumidor desde el punto de vista de la nutrición.  En las circunstancias del presente caso, cualquiera de esos tipos de demora sería pertinente para un examen con arreglo a la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.590 Como cuestión adicional, pero separada, debemos recordar que las solicitudes formuladas con arreglo al Reglamento 258/97 que abarcan alimentos o ingredientes alimentarios que contengan o consistan en OMG están sujetas a lo dispuesto en el artículo 9 del Reglamento 258/97, en el que se estipula que la decisión de la Comisión por la que se aprueba la comercialización con arreglo al Reglamento 258/97 "tendrá en cuenta los requisitos de seguridad medioambiental establecidos en la [Directiva 90/220], a fin de garantizar la adopción de todas las medidas adecuadas para evitar las consecuencias negativas sobre la salud humana y el medio ambiente que pudiera provocar la liberación intencional de organismos modificados genéticamente".  Como hemos indicado antes, del artículo 9 parece seguirse que si el solicitante no ha presentado una evaluación de los riesgos ambientales la Comisión no podría aprobar una solicitud formulada con arreglo al Reglamento 258/97 a no ser que anteriormente se hubiera aprobado una solicitud formulada con arreglo a la Directiva 90/220 concerniente al mismo producto biotecnológico.  Observamos, en este contexto, que a nuestro juicio sería contrario a las prescripciones de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C que las Comunidades Europeas demoraran la tramitación de un procedimiento con arreglo al Reglamento 258/97 simplemente como consecuencia de demoras que se han producido, o se prevé se producirán, en un procedimiento paralelo con arreglo a la Directiva 90/220 (o la Directiva 2001/18) concerniente al mismo producto biotecnológico, siempre que el progreso en el procedimiento con arreglo al Reglamento 258/97 aún sea posible.  En otras palabras, consideramos que las Comunidades Europeas deben, en la medida de lo posible, tramitar un procedimiento con arreglo al Reglamento 258/97 con la mayor prontitud, a no ser que el solicitante pida que el procedimiento con arreglo al Reglamento 258/97 se tramite más lentamente, o que no se tramite más deprisa o más allá que un procedimiento paralelo con arreglo a la Directiva 90/220 (o la Directiva 2001/18).  En el caso de las solicitudes con arreglo al Reglamento 258/97 objeto de la presente diferencia no tenemos noticia de la existencia de tales peticiones de un solicitante o de una situación en la que el procedimiento con arreglo al Reglamento 258/97 pertinente no pudiera ya progresar.

1.591 Recordamos, por último, que en la sección VII.D hemos examinado si los motivos de la moratoria general de las CE de las aprobaciones definitivas podrían haber justificado demoras que pudieran haberse producido como consecuencia de esa moratoria.  Esas observaciones previas son pertinentes y aplicables también a nuestro examen de los procedimientos de aprobación con arreglo al Reglamento 258/97 identificados por las partes reclamantes.

1.592 Teniendo en cuenta esas observaciones generales, procederemos seguidamente a examinar cada una de las medidas relativas a productos específicos objeto de reclamación.

iii) Maíz GA21 (alimentación humana) (CE-91)

1.593 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.594 Los Estados Unidos aducen que la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) formulada con arreglo al Reglamento 257/98 se demoró primero a nivel de Estado miembro porque la autoridad competente principal (Países Bajos) empleó como mínimo 10 meses más de lo necesario para completar su evaluación inicial.  Posteriormente, el Comité científico de la alimentación humana se abstuvo de examinar la solicitud durante 11 meses, y después demoró 11 meses, sin dar explicaciones, la publicación de su evaluación.  Por último, tras la evaluación positiva de dicho Comité, la Comisión se abstuvo de presentar un proyecto de decisión al Comité de reglamentación a efectos de la aprobación de este producto antes del establecimiento del Grupo Especial.  Los Estados Unidos consideran que esas demoras estaban injustificadas y eran, por tanto, indebidas.

1.595 Los Estados Unidos observan que este producto estaba siendo examinado por la autoridad competente principal entre la presentación de la solicitud, en julio de 1998, y la emisión, en enero de 2000, del dictamen de la autoridad competente principal.  En febrero de 1999, la autoridad competente principal pidió al solicitante que realizara un nuevo estudio sobre análisis composicional, y el solicitante presentó su respuesta en octubre de 1999.  En consecuencia, el solicitante sólo utilizó para responder a las preguntas ocho del total de 18 meses durante los cuales el producto fue examinado a nivel de Estado miembro.

1.596 Los Estados Unidos destacan que la solicitud se transmitió a la Comisión el 21 de enero de 2000.  El período oficial para consultas de los Estados miembros terminó en abril de 2000.  Los Estados Unidos observan que la Comisión pidió un dictamen al Comité científico de la alimentación humana el 18 de mayo de 2000.  Sin embargo, dicho Comité no entró por primera vez en contacto con el solicitante, para pedirle información adicional, hasta 11 meses después.
  El solicitante respondió a todas las preguntas en menos de un mes.
  El Comité científico de la alimentación humana tardó 11 meses más en emitir, el 27 de febrero de 2002, un dictamen.
  Por consiguiente, la solicitud se demoró 17 meses a nivel comunitario antes de que el Comité emitiera, el 27 de febrero de 2002, su dictamen positivo.  En ese dictamen, dicho Comité concluyó que los datos presentados, incluidos los dos estudios sobre alimentación completa, eran "suficientes para la evaluación"
, y citó esos estudios en apoyo de su conclusión definitiva de que "desde el punto de vista de la salud de los consumidores, el grano de maíz de la línea de maíz GA21 y los productos derivados [...] son tan inocuos como el grano y los productos derivados de líneas de maíz convencionales".

1.597 Según los Estados Unidos, tras ese dictamen positivo del Comité científico de la alimentación humana transcurrieron casi dos meses sin actuación alguna relacionada con esta solicitud.  El 23 de abril de 2002 el solicitante se ofreció a reducir el alcance de la solicitud para incluir únicamente el grano elaborado y los ingredientes derivados, pero no los granos no elaborados, para que el procedimiento de autorización con arreglo al Reglamento 258/97 pudiera seguir adelante inmediatamente.
  El solicitante explicó que el motivo de su propuesta era que el uso como alimento de granos no elaborados estaba también sujeto a la Directiva 90/220, y que "el curso de la solicitud en el marco de esta Directiva ha quedado suspendido durante algún tiempo, como consecuencia de lo cual el grano de maíz GA21 aún no ha sido considerado a efectos de autorización".

1.598 Los Estados Unidos aducen que a pesar de los esfuerzos del solicitante por eliminar cualesquiera obstáculos, la Comisión siguió absteniéndose de transmitir la solicitud al Comité de reglamentación después del dictamen positivo del Comité científico de la alimentación humana.  En lugar de ello, como se indica en el acta de una reunión entre la Comisión y el solicitante, de 5 de junio de 2002, la Comisión observó que si bien la próxima etapa consistía en adoptar una decisión a nivel comunitario, "es conveniente que esa Decisión tenga en cuenta de manera apropiada la evolución legislativa con respecto a la autorización de alimentos y piensos modificados genéticamente, así como al etiquetado de productos modificados genéticamente".
  Mantienen que las Comunidades Europeas simplemente interrumpieron la tramitación de esta solicitud porque preveían la posibilidad de que se introdujeran pronto cambios en sus reglamentaciones, actitud totalmente coherente con la moratoria que las Comunidades Europeas y funcionarios de Estados miembros habían anunciado.  Aunque ni el nuevo alimento y pienso ni las disposiciones sobre trazabilidad y etiquetado estarían listos hasta 2004, y a pesar de que el solicitante expresó su preferencia por aplicar las prescripciones en materia de etiquetado entonces existentes con arreglo al Reglamento 258/97, la Comisión señaló que "resulta claro que sería más difícil obtener un dictamen favorable de una mayoría de Estados miembros en un procedimiento de comitología" si no se le exigiera al solicitante que previera las nuevas prescripciones en materia de etiquetado antes de que se adopte la nueva legislación.
  En otras palabras, se exigía que el solicitante esperara a que se ultimaran las prescripciones en materia de etiquetado en el marco de la legislación que estaba en trámite.  Por tanto, la Comisión se abstuvo de presentar un proyecto de medida al Comité de reglamentación, como requiere la finalización del proceso de aprobación, lo que dio lugar a nuevas demoras que duraron hasta que en septiembre de 2003 se aprobó la nueva reglamentación sobre alimentos y piensos.

1.599 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa al maíz GA21 (alimentación humana) es una de las cinco solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, están pendientes a nivel de la Comisión y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante cuatro años y seis meses en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.600 La Argentina aduce que la consideración de la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) con arreglo al Reglamento 258/97 se prolongó un total de cinco años y dos meses sin que se llegase a una respuesta definitiva.  Sostiene asimismo que las cronologías proporcionadas por las Comunidades Europeas ponen de manifiesto las muchas veces en que se pidió al solicitante información adicional a la necesaria en un procedimiento adecuado de control, inspección y aprobación.  La Argentina sostiene que desde el 27 de febrero de 2002, fecha en la que el Comité científico de la alimentación humana emitió su dictamen favorable, no ha habido ningún progreso en el proceso de aprobación.  Indica que la solicitud se retiró en septiembre de 2003 porque desde el 27 de febrero de 2002 no había habido progreso alguno.

1.601 Las Comunidades Europeas aducen que los 18 meses empleados a nivel de Estado miembro se debieron a que el expediente inicialmente presentado era incompleto y a la necesidad de obtener datos científicos adicionales.
  El expediente se distribuyó a nivel comunitario en enero de 2000, como requiere el Reglamento.  Muchos Estados miembros pidieron información adicional y formularon preguntas.  Varios presentaron objeciones, principalmente por considerar que los datos sobre caracterización molecular y análisis composicional (equivalencia sustancial) eran insuficientes.  En mayo de 2000, la Comisión recabó el dictamen del Comité científico de la alimentación humana.  El Comité constató que el expediente no contenía información suficiente sobre equivalencia sustancial y pruebas de toxicidad, y tuvo que pedir la información pertinente al solicitante.
  El Comité científico de la alimentación humana emitió finalmente su dictamen en febrero de 2002.

1.602 Las Comunidades Europeas ponen de relieve la diferencia entre la evaluación del riesgo y la gestión del riesgo, y aducen que la primera es función de los comités científicos, mientras que la última es función del Comité de reglamentación.  Como el Comité de reglamentación desempeña funciones de gestión del riesgo, tiene que tomar en cuenta todos los factores pertinentes, entre ellos la evaluación del riesgo stricto sensu.  Las Comunidades Europeas aducen que los proyectos de medidas transmitidos por la Comisión al Comité de reglamentación están, en consecuencia, respaldados por evaluaciones científicas, pero también abordan otras cuestiones legítimas, entre ellas cuestiones de gestión del riesgo, que los comités científicos no tratan.

1.603 En relación con el Reglamento 258/97, las Comunidades Europeas sostienen que por lo que respecta a la gestión del riesgo en 1999 se observó claramente que tendrían que promulgarse nuevas normas legislativas que regularan cuestiones como el etiquetado y la trazabilidad, así como el desarrollo y de la validación de métodos de detección.  En relación con la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana), las Comunidades Europeas sostienen que en el dictamen del Comité científico de la alimentación humana no se abordaban suficientemente todos los elementos pertinentes.  Los elementos que determinaron la insuficiencia del dictamen de dicho Comité guardaban relación con cuestiones de validación de los métodos de detección, que eran prescripciones que se incluirían en las nuevas disposiciones sobre "alimentos y piensos" y sobre cuya importancia el solicitante se mostró de acuerdo.  Más concretamente, las Comunidades Europeas observan que a la luz de la propuesta legislativa pendiente para "alimentos y piensos", en junio de 2002 el solicitante se comprometió voluntariamente a presentar métodos de detección y validación con respecto a su producto en colaboración con el Centro Común de Investigación de la Comisión (en lo sucesivo "CCI").

1.604 Las Comunidades Europeas observan que el acuerdo sobre la cantidad de datos y material y las circunstancias de su presentación al CCI requirió un tiempo considerable.  Todos los datos necesarios se recibieron en condiciones adecuadas a mediados de septiembre de 2003.  El estudio previo a la validación se inició en octubre y se concluyó después de que el solicitante presentara el conjunto de datos completo a finales de noviembre de 2003.  A principios de 2004 se efectuaron algunas pruebas adicionales sobre el método y los materiales.  El estudio en colaboración para la validación del método se puso en marcha en abril de 2004, y se preveía terminarlo a fines de junio de 2004.

1.605 El Grupo Especial comienza su análisis abordando la no presentación por la Comisión, hasta agosto de 2003, de un proyecto de medida al Comité de reglamentación.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.606 Recordamos que en febrero de 2002 el Comité científico de la alimentación humana formuló una evaluación positiva de esta solicitud.  Tras la emisión del dictamen de dicho Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación en ningún momento anterior a 2003.  Los Estados Unidos y la Argentina aducen que la Comisión debería haber preparado y presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación poco después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana.

1.607 El expediente demuestra que unos dos meses después de la emisión, en febrero de 2002, del dictamen favorable del Comité científico de la alimentación humana, el 23 de abril de 2002 el solicitante comunicó a la Comisión que ya no pedía que se aprobara la comercialización del grano de maíz GA21 no elaborado para alimentación humana.  El solicitante explicó que el uso para alimentación humana se sometería a lo dispuesto en la Directiva 90/220
, y observó que el progreso de la solicitud concerniente al maíz GA21 (CE-78) con arreglo a la Directiva 90/220 estaba suspendido desde hacía algún tiempo.  El solicitante esperaba que su actitud permitiera que la solicitud con arreglo al Reglamento 258/97 se tramitara inmediatamente.

1.608 El expediente demuestra también que más de un mes después, el 5 de junio de 2002, los servicios de la Comisión se reunieron con el solicitante.  Según un informe de la Comisión acerca de la reunión, la Comisión indicó en la reunión que "es conveniente que [el proyecto de medida relativo a la solicitud] tenga en cuenta de manera apropiada la evolución legislativa con respecto a la autorización de alimentos y piensos modificados genéticamente, así como al etiquetado de productos modificados genéticamente".
  Concretamente, la Comisión pidió compromisos voluntarios con respecto al etiquetado de los alimentos y los ingredientes alimentarios derivados del maíz GA21, así como con respecto a los métodos de detección y los materiales de referencia.

1.609 En la reunión de junio de 2002, el solicitante convino en proporcionar información y materiales adicionales, incluido un método de detección, que sirvieran de base para la trazabilidad, según se preveía en las nuevas normas de las CE propuestas por la Comisión.  El informe de la Comisión sobre esa reunión señala que la Comisión podría presentar al Comité de reglamentación un proyecto de medida en noviembre de 2002, siempre que para entonces estuviera disponible un método de detección validado.  En la fecha de establecimiento del Grupo Especial la cuestión de la validación del método de detección aún no se había resuelto, por lo cual en agosto de 2003 no se había presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación.

1.610 El expediente del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) no contiene ninguna prueba que demuestre que en ese procedimiento la Comisión puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida tras la emisión, en febrero de 2002, del dictamen favorable del Comité científico de la alimentación humana.  Esto contrasta con los expedientes de otros procedimientos de aprobación, que contienen esas pruebas.
  En consecuencia, no podemos dar por sentado que se pusieran en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida relativo al maíz GA21 (alimentación humana).

1.611 Parece, de hecho, que la Comisión prefirió en primer lugar explorar si el solicitante estaría dispuesto a proporcionar cierta información adicional, o a contraer ciertos compromisos adicionales, basándose en las propuestas de nueva legislación comunitaria.  Aunque aceptamos que la respuesta del solicitante podía haber tenido algún efecto en el tipo de proyecto de medida sobre el cual la Comisión pondría en marcha consultas interservicios, esa circunstancia no explicaría por qué la Comisión tardó más de tres meses después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana en ponerse en contacto con el solicitante.

1.612 Como la Comisión estaba tratando de obtener compromisos voluntarios, era posible que el solicitante rechazara totalmente la petición de la Comisión.  Si lo hubiera hecho, la Comisión habría retrasado el proceso más de tres meses, ya que sólo entonces habría puesto en marcha consultas interservicios.

1.613 No hay en el expediente información que sugiera que junio de 2002 fue la fecha más temprana en la que la Comisión podía haber tratado de obtener los compromisos voluntarios pertinentes.  De hecho, las propias Comunidades Europeas han afirmado, en relación con el Reglamento 258/97, que con respecto a la gestión del riesgo ya se vio claramente en 1999 que tendrían que promulgarse nuevas normas legislativas para abordar cuestiones como el etiquetado y la trazabilidad, así como el desarrollo y la validación de métodos de detección.  Habida cuenta de ello, no vemos por qué no habría podido la Comisión explorar en marzo de 2002, en vez de esperar hasta junio de 2002, la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios.  De hecho, la Comisión ya había distribuido en julio de 2001 propuestas para una legislación comunitaria adecuada.  Si el solicitante hubiera rechazado la petición de la Comisión, la cuestión habría quedado resuelta.

1.614 De hecho, el expediente demuestra claramente que el solicitante mostró poco interés en contraer compromisos adicionales en materia de etiquetado.  Sí aceptó, sin embargo, la petición de la Comisión de que proporcionara material de referencia y un método de detección que tendría que validar el Centro Común de Investigación de la Comisión.  Visto el expediente, nos parece que el solicitante aceptó esa petición basándose en las propuestas de nueva legislación formuladas por la Comisión, ya que aparentemente estaba previsto que el Parlamento Europeo no debatiera las propuestas hasta julio de 2002.  Esto respalda nuestra opinión de que la Comisión podía haber tratado de obtener este compromiso en particular antes de junio de 2002.

1.615 El informe de la Comisión sobre la reunión de junio de 2002 indica que la Comisión no esperaba que hubiera "ningún problema especial con respecto a la validación. Sin embargo, no se ha examinado la disponibilidad de material de referencia".
  Se deduce claramente de esta declaración que la Comisión sabía que el material pertinente podía estar o no estar disponible, y que en consecuencia era posible que el solicitante necesitara tiempo para reunir materiales y datos pertinentes.  Además, como muestra este procedimiento de aprobación, era necesario llegar a un acuerdo sobre la transferencia de material antes de que se transfiriera cualquier material.  Por último, en su informe sobre la reunión de junio de 2002 la Comisión aclaró que no remitiría al Comité de reglamentación un proyecto de medida hasta que se hubiera validado un método de detección.  Por tanto, si la Comisión hubiera transmitido antes su petición al solicitante, el método de detección se podría haber validado antes, y también se habría presentado antes un proyecto de medida al Comité de reglamentación.

1.616 Habida cuenta de los elementos arriba expuestos, estimamos que a efectos de explorar la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios la Comisión pudo y debió ponerse en contacto con el solicitante poco después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana (o antes), en vez de más de tres meses después.

1.617 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que, en las circunstancias específicas de este procedimiento, el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -y en particular el tiempo empleado por la Comisión en explorar la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios- fue injustificadamente largo.

1.618 En relación con la reclamación DS291, recordamos que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara a la reunión del Comité de reglamentación un proyecto de medida concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) antes de agosto de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.619 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.620 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar un proyecto de medida a efectos de su presentación al Comité de reglamentación -y en particular el tiempo empleado en explorar la posibilidad de que el solicitante asumiera compromisos voluntarios- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la inacción de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Con respecto a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar un proyecto de medida a efectos de su presentación al Comité de reglamentación -y en particular el tiempo empleado en explorar la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios- fue injustificadamente largo.  A la luz de esta constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

iv) Maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) CE-92)

1.621 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.622 Los Estados Unidos sostienen que su tramitación se había demorado en la etapa del proceso correspondiente a la Comisión, ya que ésta se había negado a transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación como se requiere para ultimar el proceso de aprobación, por lo que la solicitud quedó bloqueada desde entonces.

1.623 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) es una de las cinco solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, están pendientes a nivel de la Comisión y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante cuatro años y seis meses en promedio.  A este respecto los Estados Unidos sostienen que si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen, además, que antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.624 Las Comunidades Europeas observan que después de que en mayo de 2000 la autoridad competente principal enviara su informe de evaluación inicial a la Comisión, cuatro Estados miembros plantearon objeciones, y varios otros pidieron información adicional, relacionada principalmente con el marcador de resistencia a los antibióticos utilizado (proteína PAT) y los estudios de toxicidad realizados en relación con esa proteína, así como con la caracterización molecular.

1.625 La Comisión pidió en diciembre de 2000 el dictamen del Comité científico de la alimentación humana.  El Comité pidió nuevos datos, que el solicitante no proporcionó hasta febrero de 2002.  El Comité científico de la alimentación humana emitió su dictamen en abril de 2002, afirmando que sobre la base de la información facilitada en la solicitud y de otro material proporcionado por el solicitante en respuesta a interrogantes planteadas por Estados miembros y a la luz de las publicaciones disponibles, cabía concluir que el maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) era tan inocuo para utilización como alimento humano como sus homólogos convencionales.

1.626 Según las Comunidades Europeas, el solicitante, teniendo en cuenta la propuesta legislativa sobre "alimentos y piensos" pendiente, acordó voluntariamente presentar métodos de detección y validación para su producto en colaboración con el CCI.  La cantidad de datos y materiales necesarios y las circunstancias de su presentación al CCI se acordaron en una reunión de planificación que tuvo lugar en octubre de 2002.  El primer conjunto de materiales enviados a comienzos de 2003 fue cuantitativamente inadecuado, y el método propuesto por el solicitante resultó ser muy deficiente en un estudio previo a la validación.  El solicitante no proporcionó un método adecuado y todos los materiales necesarios hasta julio de 2003.  El CCI finalizó el método de validación en octubre de 2003.

1.627 En noviembre de 2003, la Comisión presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Sin embargo, a solicitud de algunos Estados miembros, no pidió que se celebrara una votación formal, dado que varios Estados miembros consideraban que los interrogantes científicos que habían planteado antes sobre la base de sus evaluaciones científicas nacionales contradictorias seguían abiertos, y otros estaban todavía esperando recibir de sus comités científicos nacionales evaluaciones científicas del riesgo.  Entre octubre y principios de diciembre de 2003 los Estados miembros publicaron tres nuevas evaluaciones del riesgo, todas las cuales contradecían el dictamen del Comité científico de la alimentación humana.

1.628 La Comisión pidió finalmente que se celebrara una votación formal sobre su proyecto de medida.  Ésta, sin embargo, no obtuvo una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación, ni posteriormente en el Consejo.  La Comisión adoptó el proyecto de medida el 19 de mayo de 2004.

1.629 Por lo que respecta al período de tiempo empleado por la Comisión antes de recabar un dictamen del Comité científico de la alimentación humana, los Estados Unidos mantienen que cuando en 2000 la solicitud se evaluó por vez primera a nivel comunitario, algunos Estados miembros objetaron no por motivos científicos, sino basándose en la moratoria general.  Los Estados Unidos destacan, como ejemplo, que el Consejo de Agricultura y Pesca de Dinamarca recordó que "en agosto de 2000 Dinamarca presentó una objeción a la aprobación del maíz Bt-11 en relación con el reglamento sobre nuevos alimentos con referencia a la declaración aprobada por Dinamarca, Francia, Italia, Grecia y Luxemburgo sobre la suspensión de nuevas licencias para OMG (la declaración de moratoria), formulada en la reunión del Consejo (medio ambiente) de los días 24 y 25 de junio de 1999.  La objeción incluía una referencia al hecho de que, en espera de la aprobación de un reglamento que garantizaría el etiquetado y la trazabilidad eficaz de los OMG y los productos derivados de OMG, los países que aplicaban moratoria bloquearían cualquier nueva licencia para el cultivo y la comercialización de OMG".
  También en agosto de 2000, Francia citó el reglamento sobre alimentos y piensos aún no aplicable como razón para no apoyar la aprobación del maíz dulce Bt-11 (alimentación humana), optando por descartar amplias constataciones científicas y por prorrogar la moratoria aplicable a los exámenes de productos biotecnológicos.

1.630 Según los Estados Unidos, no hay fundamento científico en las peticiones de estudios adicionales de alimentación animal a largo plazo formuladas por Austria, Francia y Grecia, dados los resultados de los análisis composicionales y el hecho de que se habían proporcionado estudios de alimentación sobre el maíz común Bt-11 junto con estudios de digestibilidad por simulación y pruebas de toxicidad aguda.
  Grecia había reconocido que estos últimos estudios "no revelaban un solo efecto perjudicial en la dosis probada".
  Además, Grecia no identificó con exactitud ninguna deficiencia en los datos proporcionados, ni razón alguna para creer que esas proteínas se comportarían de manera distinta que cualquier otra proteína, desarrollarían espontáneamente propiedades tóxicas nuevas o distintas o interactuarían de otro modo con otros componentes del alimento.  En lugar de ello, Grecia se limitó a observar que "la metodología in vitro para estudiar la degradabilidad de las proteínas Btk y PAT puede mejorarse", pero no especificó cómo.

1.631 Como la principal diferencia entre el maíz dulce y el maíz común es que el maíz dulce tiene un contenido mayor de azúcares naturales, los Estados Unidos mantienen que no hay motivos para creer que ese hecho haría por sí mismo que los resultados de las evaluaciones de la inocuidad del maíz común fueran inaplicables a ese producto.  A pesar de ello, Austria, Grecia y el Reino Unido adujeron también que se necesitaban nuevos datos composicionales y sobre inocuidad para establecer la equivalencia entre el maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) y el maíz común Bt-11.  Austria rechazó sumariamente el recurso del solicitante a las evaluaciones del riesgo realizadas por la autoridad competente principal y el Comité científico de la alimentación humana para el maíz común Bt-11, alegando que esas pruebas "no pueden considerarse adecuadas, ya que el maíz dulce y el maíz común tienen espectros de componentes distintos".
  Grecia pidió "análisis para todos los parámetros" (especialmente para aminoácidos, ácidos grasos, antinutrientes y sustancias vegetales secundarias) tanto para el maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) como para el maíz común Bt-11, sin identificar ninguna propiedad específica que haría que el maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) se comportara de manera distinta de lo que todos los datos indicaban como probable.
  El Reino Unido, aunque reconoció que "se acepta que la proteína [en el maíz dulce] es la misma que en el maíz común", objetó alegando que se necesitaban estudios relacionados con la expresión de los genes introducidos en el maíz dulce.
  No se dieron más explicaciones para rechazar los resultados de los datos sobre inocuidad que se habían obtenido para el maíz dulce progenitor.

1.632 Los Estados Unidos observan que el Comité científico de la alimentación humana descartó esas preocupaciones.  De hecho, ese Comité observó que "la distinción entre los resultados para el maíz dulce y el maíz común no es pertinente para la evaluación siempre que como control se utilice el maíz no modificado correspondiente adecuado".

1.633 Por lo que respecta al período transcurrido después de la evaluación positiva del Comité científico de la alimentación humana de abril de 2002, los Estados Unidos observan que las Comunidades Europeas tratan de justificar demoras en la tramitación de la solicitud relativa al maíz Bt-11 alegando que "entre octubre y comienzos de diciembre de 2003 [después del dictamen positivo del Comité científico de la alimentación humana] los Estados miembros publicaron tres nuevas evaluaciones del riesgo, todas las cuales contradecían el dictamen del Comité científico de la alimentación humana".
  Esas evaluaciones del riesgo habían sido supuestamente proporcionadas por Austria, Bélgica y Francia.  Los Estados Unidos sostienen que el expediente no respalda la aseveración de las CE.  Con arreglo a la propia cronología de las Comunidades Europeas, en ese período de tiempo no se presentaron evaluaciones del riesgo.  Ninguno de los documentos presentados en ese período de tiempo contienen supuestas evaluaciones del riesgo realizadas por Francia, Austria o Bélgica.  En la reunión de 10 de noviembre de 2003 del Comité de reglamentación
, Francia se limitó a hacer una observación, y no presentó una evaluación del riesgo.
  En la reunión de 8 de diciembre de 2003 del Comité de reglamentación, Austria
, Bélgica
 y Francia
 presentaron declaraciones escritas justificativas del sentido de sus votos.  Sin embargo, ninguna de ellas era una evaluación del riesgo.  Antes bien, el que en el Comité de reglamentación no se lograra obtener una mayoría cualificada fue consecuencia de que determinados Estados miembros objetaron debido a los nuevos reglamentos sobre trazabilidad y etiquetado propuestos (que no entraron en vigor hasta abril de 2004).

1.634 El Grupo Especial comienza su análisis examinando la no presentación por la Comisión, hasta agosto de 2003, de un proyecto de medida al Comité de reglamentación.

No presentación por la Comisión de un proyecto de medida al Comité de reglamentación

1.635 Recordamos que el Comité científico de la alimentación humana formuló una evaluación positiva de esta solicitud en abril de 2002.  Tras la emisión del dictamen de dicho Comité, la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación hasta agosto de 2003, aunque posteriormente sí presentó al Comité de reglamentación un proyecto de medida que figuró en el orden del día del Comité de noviembre de 2003.  Los Estados Unidos aducen que la Comisión debería haber preparado y presentado un proyecto de medida al Comité de reglamentación poco después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana en abril de 2002.

1.636 Más de un mes y medio después, el 5 de junio de 2002, los servicios de la Comisión se reunieron con el solicitante.  En su informe sobre la reunión la Comisión señala que "es conveniente que [el proyecto de medida relativo a la solicitud] tenga en cuenta de manera apropiada la evolución legislativa con respecto a la autorización de alimentos y piensos modificados genéticamente, así como al etiquetado de productos modificados genéticamente".

1.637 Más concretamente, el informe de la reunión aborda la cuestión de "los métodos de detección, la trazabilidad, los materiales de referencia (y( la identificación".  Según el informe, el solicitante "acordó suministrar" oportunamente al CCI la información y los materiales necesarios.
  No hay en el expediente nada que indique que este "acuerdo" del solicitante no fuera voluntario.  El informe señala que un proyecto de medida podría presentarse al Comité de reglamentación en noviembre de 2002, siempre que para entonces estuviera disponible un método de detección validado.  En la fecha de establecimiento del Grupo Especial la cuestión de la validación del método de detección no se había resuelto todavía, por lo que en agosto de 2003 no se había transmitido ningún proyecto de medida al Comité de reglamentación.

1.638 El expediente del procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) no contiene ninguna prueba que demuestre que en ese procedimiento la Comisión puso en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida tras la emisión, en abril de 2002, del dictamen favorable del Comité científico de la alimentación humana.  Esto contrasta con los expedientes de otros procedimientos de aprobación, que contienen esas pruebas.
  En consecuencia, no podemos dar por sentado que se pusieran en marcha consultas interservicios sobre un proyecto de medida relativo al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana).

1.639 Parece, de hecho, que la Comisión prefirió en primer lugar explorar si el solicitante estaría dispuesto a proporcionar cierta información adicional, o a contraer ciertos compromisos adicionales, basándose en las propuestas de nueva legislación comunitaria.  Aunque aceptamos que la respuesta del solicitante podía haber tenido algún efecto en el tipo de proyecto de medida sobre el cual la Comisión pondría en marcha consultas interservicios, esa circunstancia no explicaría por qué la Comisión tardó más de un mes y medio después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana en ponerse en contacto con el solicitante.

1.640 Como la Comisión estaba tratando de obtener compromisos voluntarios, era posible que el solicitante rechazara totalmente la petición de la Comisión.  Si lo hubiera hecho, la Comisión habría retrasado el proceso más de un mes y medio, ya que sólo entonces habría puesto en marcha consultas interservicios.

1.641 No hay en el expediente información que sugiera que junio de 2002 fue la fecha más temprana en la que la Comisión podía haber tratado de obtener los compromisos voluntarios pertinentes.  De hecho, las propias Comunidades Europeas han afirmado, en relación con el Reglamento 258/97, que con respecto a la gestión del riesgo ya se vio claramente en 1999 que tendrían que promulgarse nuevas normas legislativas para abordar cuestiones como el etiquetado y la trazabilidad, así como el desarrollo y la validación de métodos de detección.  Habida cuenta de ello, no vemos por qué la Comisión no habría podido explorar antes de junio de 2002 la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios.  De hecho, la Comisión ya había distribuido en julio de 2001 propuestas para una legislación comunitaria adecuada.  Si el solicitante hubiera rechazado la petición de la Comisión, la cuestión habría quedado resuelta.

1.642 De hecho, el solicitante sí aceptó la petición de la Comisión de que proporcionara material de referencia y un método de detección que tendría que validar el Centro Común de Investigación de la Comisión.  Visto el expediente, nos parece que el solicitante aceptó esa petición basándose en las propuestas de nueva legislación formuladas por la Comisión, ya que aparentemente estaba previsto que el Parlamento Europeo no debatiera las propuestas hasta julio de 2002.  Esto respalda nuestra opinión de que la Comisión podía haber tratado de obtener este compromiso en particular antes de junio de 2002.

1.643 Como hemos observado antes en el contexto del procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana), tenemos motivos para creer que la Comisión, al pedir al solicitante que presentara un método de detección, sabía que el material de referencia pertinente podía estar o no estar disponible, y que en consecuencia era posible que el solicitante necesitara tiempo para reunir materiales y datos pertinentes.  Además, como indican las propias Comunidades Europeas, era necesario llegar a un acuerdo sobre la cantidad de datos y materiales y las circunstancias de su presentación al CCI.  Por último, la Comisión, en su informe sobre la reunión de junio de 2002, aclaró que no transmitiría un proyecto de medida al Comité de reglamentación hasta que se hubiera validado un método de detección.  Por consiguiente, si el solicitante hubiera recibido antes la petición de la Comisión, el método de detección podría haberse validado antes, y también se habría presentado antes un proyecto de medida al Comité de reglamentación.

1.644 A nuestro juicio, la Comisión, como había pedido que se presentara voluntariamente un método de detección, podía haberse puesto en contacto con el solicitante incluso antes de la emisión, en abril de 2002, del dictamen del Comité científico de la alimentación humana.  El solicitante habría tenido entonces la posibilidad de asegurarse de que se dispondría oportunamente de materiales de referencia y otros materiales y documentos pertinentes para la validación de un método de detección si la Comisión pedía que se le transmitieran.  De hecho, observamos que en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) los trabajos sobre la validación de los métodos se emprendieron antes incluso de que la Comisión hubiera recabado un dictamen científico de la EFSA.

1.645 Habida cuenta de los elementos arriba expuestos, estimamos que a efectos de explorar la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios, la Comisión pudo y debió haberse puesto en contacto con el solicitante o bien antes o bien poco después de la emisión del dictamen del Comité científico de la alimentación humana, y no más de un mes y medio más tarde.

1.646 Basándose en las consideraciones arriba expuestas, el Grupo Especial opina que, en las circunstancias específicas de este procedimiento, el tiempo empleado por la Comisión para preparar y transmitir un proyecto de medida al Comité de reglamentación -y en particular el tiempo empleado por la Comisión en explorar la posibilidad de que el solicitante contrajera compromisos voluntarios- fue injustificadamente largo.

1.647 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el hecho de que la Comisión no presentara a la reunión del Comité de reglamentación un proyecto de medida concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) antes de agosto de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz de las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.648 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al hecho de que la Comisión no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.649 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la Comisión para preparar un proyecto de medida a efectos de su presentación al Comité de reglamentación -y en particular el tiempo empleado en explorar la posibilidad de que el solicitante asumiera compromisos voluntarios- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes puede inferirse razonablemente que la conducta de la Comisión fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt‑11 (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

v) Soja LL (alimentación humana) (CE-93)

1.650 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.651 Los Estados Unidos sostienen que la autoridad competente principal (Bélgica) se negó a transmitir la solicitud relativa a la soja LL (alimentación humana) para su consideración a nivel comunitario.

1.652 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la soja LL (alimentación humana) es una de las cuatro solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (alimentación humana) es excesiva e injustificada y, por tanto, indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.653 La Argentina alega que desde la fecha de presentación de la Primera comunicación escrita de la Argentina, la solicitud se demoró cinco años y ocho meses a nivel de Estado miembro, sin que se llegara a una decisión de carácter definitivo sobre su aprobación.  La Argentina afirma que las Comunidades Europeas ni tramitaron la solicitud ni realizaron la evaluación del riesgo requerida.  Aduce que no hay justificación científica para la demora, ya que no se prepararon los "informes iniciales".

1.654 Las Comunidades Europeas observan que la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) no llegó a la autoridad competente belga hasta febrero de 1999.  En marzo de 1999 la Comisión notificó a todos los demás Estados miembros que se había presentado la solicitud en Bélgica.  En abril de 1999 el Consejo de Bioseguridad de Bélgica pidió al solicitante información adicional para proceder a la evaluación inicial.  La petición aludía a las cuestiones de la equivalencia sustancial y la presencia de ADN PAT y proteína PAT transgénicos.
  El solicitante no respondió plenamente a esa petición de información adicional.  Grecia (junio de 1999) e Italia (julio de 1999) también pidieron información adicional sobre varias cuestiones, como la caracterización nutricional y bioquímica y la toxicidad de la planta transgénica, pero no recibieron respuesta alguna.
  En abril de 2004, la autoridad competente principal pidió de nuevo al solicitante que respondiera a las peticiones de información adicional para poder finalizar el informe de evaluación pendiente.

1.655 Las Comunidades Europeas sostienen que los Estados Unidos y la Argentina han decidido pasar por alto que el solicitante no proporcionó la información adicional que la autoridad competente principal le había pedido en abril de 1999, y Grecia e Italia en junio y julio de 1999.  Según las Comunidades Europeas, las tres peticiones de información adicional quedaron en su mayor parte sin respuesta.  Las Comunidades Europeas observan asimismo que el 6 de julio de 2004 el solicitante retiró su solicitud.

1.656 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.657 Observamos que, contrariamente a lo que afirman las Comunidades Europeas, la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) ya había tenido entrada en la autoridad competente belga a principios de diciembre de 1998, y no en febrero de 1999.
  El 8 de diciembre de 1998, la Inspección General de Alimentos de Bélgica pidió al Consejo de Bioseguridad de Bélgica que preparara un primer informe de evaluación en un plazo de 90 días desde la remisión del expediente.

1.658 El expediente indica que el Consejo de Bioseguridad se reunió para examinar la solicitud el 17 de diciembre de 1998.  En esa reunión se expresó preocupación porque si bien la solicitud se centraba en la nutrición animal, faltaba una serie de pruebas concernientes a posibles repercusiones en el consumo humano.  Aparentemente, el solicitante asumió por escrito el compromiso de abordar esas preocupaciones relacionadas con la equivalencia sustancial tras recibir instrucciones de un experto belga.

1.659 Hacia fines de abril de 1999 el Consejo de Bioseguridad de Bélgica respondió a una pregunta de la Inspección General de Alimentos de Bélgica.  En la carta se señala que el solicitante no había abordado todavía las preocupaciones del Consejo de Bioseguridad relativas a la equivalencia sustancial.  También se afirma que el solicitante tenía que proporcionar información adicional sobre la aplicación del etiquetado y, más concretamente, sobre la presencia de ADN PAT y proteína PAT en productos derivados de la soja.
  La carta del Consejo de Bioseguridad concluye indicando que debido a la falta de datos e información sobre equivalencia sustancial y la presencia de ADN PAT y proteína PAT transgénicos el Consejo no podía emitir un informe de evaluación final sobre la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana).  Preguntamos a los expertos que nos asesoraron si la información relativa a la equivalencia sustancial y la presencia de ADN PAT y proteína PAT transgénicos era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  La Dra. Nutti respondió que esas peticiones eran válidas.

1.660 En mayo de 1999, la autoridad competente principal envió al solicitante un recordatorio comunicándole que aún no había respondido a las dos peticiones de información adicional a que se hacía referencia en la carta de abril de 1999.
  La autoridad competente principal comunicó asimismo a la Comisión que el plazo para la evaluación de esta solicitud no podría respetarse porque el solicitante no había respondido a las dos peticiones de información adicional arriba mencionadas.
  El expediente indica que en agosto de 2003 el solicitante aún no había respondido plenamente a la primera petición relativa a la equivalencia sustancial.
  Aparentemente, el solicitante respondió a la primera petición relativa a la presencia de ADN PAT y proteína PAT en productos derivados de la soja, pero no está claro cuándo lo hizo.

1.661 Grecia (junio de 1999) e Italia (julio de 1999) también pidieron información adicional sobre caracterización nutricional y bioquímica y toxicidad de las plantas transgénicas.  Una vez más, preguntamos a los expertos que nos asesoraron si la información adicional solicitada por Grecia e Italia era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  La Dra. Nutti respondió que la solicitud no proporcionaba toda la información que cabía esperar para tramitar el procedimiento de evaluación recomendado por el Codex, y que en consecuencia las peticiones de parte de esa información estaban justificadas.
  Aparentemente, en diciembre de 2000, y de nuevo en julio de 2001, el solicitante proporcionó a la autoridad competente principal información adicional sobre caracterización de los insertos, pero esa información no se nos ha facilitado.  En la misma carta, el solicitante indicó que posteriormente se facilitaría información sobre análisis composicionales.
  Siete meses después, en carta fechada en julio de 2001, el solicitante aparentemente proporcionó información para satisfacer esas peticiones, pero esa información no se ha incluido entre las pruebas que se nos han proporcionado.

1.662 En agosto de 2001, la autoridad competente principal pidió aclaraciones sobre composición nutricional, afirmando que los datos proporcionados por el solicitante en julio de 2001 no habían abordado adecuadamente la petición de abril de 1999 de la autoridad competente principal.  Preguntamos una vez más a los expertos si esa aclaración era necesaria para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  La Dra. Nutti observó que la información pedida normalmente sería necesaria para determinar la inocuidad del producto, pero que al no estar completo el expediente le resultaba imposible establecer si esa información se había proporcionado previamente a la autoridad competente principal.
  La autoridad competente principal también formuló preguntas sobre un estudio de crecimiento de pollos para asar que según había dicho el solicitante ya estaba incluido en el expediente, pero que la autoridad competente principal no podía encontrar.  Por último, la autoridad competente principal indicó que de conformidad con las nuevas recomendaciones del Consejo de Bioseguridad sobre caracterización molecular, pediría alguna información adicional sobre caracterización molecular.

1.663 El expediente indica que el solicitante en ningún momento respondió a la petición de aclaración de agosto de 2001.  De hecho, en junio de 2003, en correspondencia interna por correo electrónico concerniente a una petición de actualización de este expediente formulada por la Comisión, la autoridad competente principal puso de relieve que el solicitante no había proporcionado el estudio sobre crecimiento de pollos para asar que se le había pedido.  La autoridad competente principal indicó asimismo que había pedido, pero no recibido, información adicional sobre caracterización molecular.  Sin embargo, el expediente no indica que esa petición se transmitiera al solicitante.

1.664 Desafortunadamente, las pruebas correspondientes a esta solicitud que se nos han proporcionado son incompletas.  Aunque los expertos indicaron que buena parte de la información pedida por la autoridad competente principal y por otros Estados miembros era necesaria para asegurarse de que la evaluación de la inocuidad era válida, no ha sido posible determinar en qué medida el solicitante puede haber proporcionado ya esa información.  También es muy difícil determinar, sobre la base de la información de que disponemos, si el solicitante satisfizo ciertas peticiones de información específicas.

1.665 Dicho esto, parece, como hemos indicado antes, que el solicitante no respondió plenamente a la petición de información adicional formulada por la autoridad competente principal en abril de 1999.  Como también hemos indicado, la parte de la petición que no se resolvió, a pesar del compromiso de proporcionar la información pertinente asumido por el solicitante, ya se le dio a conocer después de la reunión de diciembre de 1998.  Parece también que el solicitante no respondió puntualmente a la petición de abril de 1999.  Además, el expediente sugiere que el solicitante no respondió a la petición de aclaración de agosto de 2001.  De hecho, parece que no hubo ninguna otra comunicación del solicitante hasta que éste retiró su solicitud en julio de 2004.

1.666 A la luz de los elementos arriba expuestos, y en particular del hecho de que el solicitante no proporcionó información que aparentemente se había comprometido a proporcionar y se abstuvo además de responder a peticiones de información que no se impugnaron expresamente, no nos convence la afirmación de los Estados Unidos y la Argentina de que el tiempo empleado por Bélgica hasta agosto de 2003 para evaluar la solicitud concerniente a la soja LL fue injustificadamente largo.

1.667 Habida cuenta de nuestras conclusiones relativas al tiempo empleado por Bélgica en su evaluación, procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Tiempo total empleado desde la presentación de la solicitud

1.668 Los Estados Unidos y la Argentina también aducen que el tiempo total en que la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) estuvo pendiente es excesivo e injustificado.  La solicitud se presentó por vez primera a efectos de la aprobación a finales de noviembre de 1998.  Esto significa que en agosto de 2003 el procedimiento de aprobación llevaba pendiente cuatro años y nueve meses.

1.669 Convenimos con los Estados Unidos y la Argentina en que, en términos absolutos, este es un período de tiempo largo para una evaluación inicial.  No obstante, como hemos explicado antes, la mera identificación del tiempo total durante el cual una solicitud ha estado pendiente no demuestra en sí misma y por sí misma que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

1.670 Los Estados Unidos aducen que antes de que existiera una moratoria de las CE los procedimientos de aprobación normalmente se ultimaban en menos de tres años.  Sin embargo, aunque los Estados Unidos tengan razón, cabe recordar que las Comunidades Europeas evalúan las solicitudes caso por caso.  Por ello, el hecho de que el procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (alimentación humana) no se ultimara en menos de tres años no demuestra, a nuestro juicio, que no era justificable que las Comunidades Europeas emplearan más tiempo en tramitar esa solicitud en particular.

1.671 Los Estados Unidos aducen asimismo que habida cuenta de que funcionarios de las CE habían reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, el hecho de que la solicitud en cuestión se hubiera estancado bastante más de cuatro años a nivel de Estado miembro demuestra la existencia de una demora indebida.  Recordamos, a ese respecto, nuestra constatación de que el expediente respalda la conclusión de que las Comunidades Europeas aplicaron una moratoria de facto de las aprobaciones a partir de junio de 1999.  En esas fechas, la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) ya llevaba pendiente casi siete meses.  En consecuencia, parte del tiempo total empleado no puede explicarse por referencia a la moratoria.  Además, el mero hecho de que hubiera una moratoria no implica necesariamente que una solicitud en particular estuviera afectada por ella.  Los propios Estados Unidos han afirmado reiteradamente que "la moratoria fue una decisión de las CE de no acercar los productos a una decisión de carácter definitivo en el proceso de aprobación" y que "un cierto avance del proceso, sin llegar a una decisión definitiva, no es en absoluto incompatible con una moratoria de las aprobaciones de carácter definitivo".
  En consecuencia, el hecho de que entre junio de 1999 y agosto de 2003 hubiera una moratoria de las aprobaciones no es por sí mismo suficiente para establecer que el período de tiempo durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) había estado pendiente hasta agosto de 2003 indica que la autoridad competente principal no ultimó el procedimiento de aprobación pertinente sin demoras indebidas.

1.672 Por consiguiente, el Grupo Especial no puede aceptar la afirmación de los Estados Unidos y la Argentina de que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado fue injustificadamente largo.

Conclusiones

1.673 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que no se ha establecido que el tiempo empleado por la autoridad competente principal en su evaluación inicial de la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) fue injustificadamente largo, o que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado por las Comunidades Europeas fue injustificadamente largo.  Sobre la base de esas constataciones, el Grupo Especial no puede aceptar la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (alimentación humana), los Estados Unidos no han establecido que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Por lo que respecta a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que no se ha establecido que el tiempo empleado por la autoridad competente principal en su evaluación inicial de la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) fue injustificadamente largo, o que el período de tiempo total durante el cual la solicitud concerniente a la soja LL (alimentación humana) había estado pendiente hasta agosto de 2003 demuestra que el tiempo empleado por las Comunidades Europeas fue injustificadamente largo.  A la luz de esas constataciones, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la soja LL (alimentación humana), la Argentina no ha establecido que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

vi) Maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) (CE-94)

1.674 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.675 Los Estados Unidos aducen que la aprobación del maíz MON810 x GA21 (alimentación humana), que se produce mediante hibridación convencional de dos productos biotecnológicos "parentales", el maíz MON810 y el maíz GA21, se ha demorado porque la autoridad competente principal no completó su evaluación inicial.  Más concretamente, los Estados Unidos aducen que en la fecha de establecimiento del Grupo Especial la solicitud ya había estado sometida a la consideración de la autoridad competente principal durante tres años y medio.  Los Estados Unidos sostienen que ese retraso se debió a dos causas distintas.

1.676 Según los Estados Unidos, una causa del retraso fue la demora indebida en el procedimiento de aprobación por las CE del maíz GA21 con arreglo al Reglamento 258/97.  En la solicitud de aprobación del maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) presentada con arreglo al Reglamento 258/97 se hacía referencia a las detalladas evaluaciones del riesgo realizadas para los productos biotecnológicos parentales, lo que se complementaba con datos confirmatorios sobre inocuidad y caracterización con respecto al híbrido MON810 x GA21.  Un progenitor, el maíz MON810, había sido aprobado con arreglo a la Directiva 90/220 en 1998
 y notificado en 1998 sobre la base de un dictamen de equivalencia sustancial como requería el Reglamento 258/97.
  Sin embargo, la solicitud para el progenitor de rasgo único maíz GA21 (alimentación humana) con arreglo al Reglamento 258/97 se estancó al nivel de la Comisión después de que ésta, en mayo de 2000, pidiera un dictamen del Comité científico de la alimentación humana, y posteriormente, una vez más, tras el dictamen final de dicho Comité de febrero de 2002.  Por tanto, el progreso de la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) fue un elemento limitativo del progreso de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) en el proceso reglamentario.  De hecho, en sus observaciones sobre la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana), Italia afirmó que "el examen de la documentación relativa a la autorización [del maíz MON810 x GA21] sólo debería llevarse a cabo después de que haya sido autorizada la comercialización del maíz GA21 [en virtud del Reglamento 258/97]".
  En la fecha de establecimiento del Grupo Especial, el maíz GA21 (alimentación humana) todavía no se había aprobado con arreglo al Reglamento 258/97.

1.677 Los Estados Unidos sostienen que la otra causa del retraso reflejaba en parte la necesidad de que el solicitante respondiera a peticiones de información que no estaban científicamente justificadas.  Los Estados Unidos destacan que la autoridad competente principal insistió en la caracterización molecular de la línea MON810 x GA21 sin tener en cuenta los datos sobre las líneas parentales que se habían presentado anteriormente.  En particular, la autoridad competente principal pidió un nuevo estudio de alimentación completa en ratones.
  La razón dada para esa petición era la necesidad de abordar preocupaciones hipotéticas de que fragmentos desconocidos de ADN pudieran diseminarse en el genoma.  La repercusión de cualquiera de esas inserciones puede determinarse evaluando los análisis composicionales de la planta, así como su rendimiento agronómico.  Si ambos análisis indican que no hay cambios inesperados, aducen los Estados Unidos, la preocupación por la inocuidad alimentaria de los alimentos derivados de la planta es una hipótesis sin fundamento.  En este caso se habían realizado esas evaluaciones para cada una de las líneas parentales, sin que se observaran cambios inesperados.  La autoridad competente principal en ningún momento explicó las razones por las que creía que los análisis composicionales o los estudios de alimentación anteriormente presentados para ambas líneas parentales, así como los análisis composicionales presentados para el híbrido, no abordaban debidamente esa cuestión.

1.678 Los Estados Unidos observan que a pesar de ello el solicitante analizó la composición del maíz MON810 x GA21, que se constató era comparable a la de las líneas parentales y otras variedades comerciales de maíz.
  El solicitante también había presentado anteriormente varios estudios de alimentación completa, incluido un estudio de alimentación de 90 días en ratas con maíz MON810 o maíz GA21, y un estudio de alimentación de pollos para asar con grano de maíz MON810 x GA21.  En ninguno de esos estudios se observaron efectos perjudiciales.

1.679 Además, observan los Estados Unidos, la autoridad competente principal pidió nueva información sobre los niveles de proteína EPSPS expresados en las líneas híbridas, a pesar de que esa información no es pertinente para evaluar los riesgos, dada la información sobre inocuidad conocida por lo que respecta a la proteína EPSPS.
  La autoridad competente principal también pidió comparaciones innecesarias de datos composicionales entre el nuevo híbrido y líneas de control no transgénicas.  En los datos presentados en la solicitud se analizaba el nuevo híbrido en comparación con las líneas parentales transgénicas.
  Ya se había demostrado que las líneas parentales transgénicas eran sustancialmente equivalentes al maíz no modificado genéticamente, salvo en lo relativo a los rasgos introducidos.  Dados todos los datos sobre ambas líneas parentales que se habían presentado, los Estados Unidos aducen que las peticiones de todavía más estudios carecían de base científica.

1.680 Según los Estados Unidos, el Reino Unido también insistió en que el solicitante proporcionara una amplia caracterización del nuevo híbrido, en lugar de recurrir a los análisis anteriormente realizados para las líneas parentales transgénicas.
  Como parte de esa petición, el Reino Unido pidió caracterización molecular que "confirm[e] la ausencia de marcadores de resistencia a antibióticos y dé detalles acerca de la homología entre las dos construcciones introducidas como resultado de los cruzamientos".
  Como ninguno de los progenitores contenía un gen marcador de resistencia a antibióticos no hay base científica alguna, a juicio de los Estados Unidos, que justifique la teoría de que la hibridación entre los dos productos de alguna manera podría introducir tales genes.

1.681 Dadas estas circunstancias, los Estados Unidos aducen que no tenía sentido que el solicitante dedicara recursos a procurar la tramitación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) mientras que el examen de las solicitudes concernientes al progenitor de rasgo único maíz GA21 seguía suspendido como consecuencia de la moratoria.  Los Estados Unidos sostienen que la demora en la tramitación de las solicitudes concernientes al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) y el maíz GA21 (alimentación humana) es, por tanto, consecuencia directa de las demoras en la tramitación de la solicitud concerniente al maíz GA21 debido a la moratoria.  Los Estados Unidos ponen además de relieve que como consecuencia de la demora en el procedimiento de aprobación concerniente al maíz GA21 (alimentación humana), ese producto y el maíz MON810 x GA21 han quedado desfasados por un producto de maíz Roundup Ready de segunda generación (maíz NK603 y maíz NK603 x MON810, respectivamente).  Pese a ello, el solicitante ha seguido recabando la necesaria autorización reglamentaria para el maíz MON810 x GA21 (alimentación humana).

1.682 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) es una de las cuatro solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos aducen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.683 Las Comunidades Europeas aducen que la autoridad competente principal pidió información adicional al solicitante en julio de 2000, y que en febrero de 2002 sólo se había respondido parcialmente a esa petición.  Contrariamente a lo que afirman los Estados Unidos, las Comunidades Europeas mantienen que la petición de un estudio de alimentación completa en ratones formulada por la autoridad competente principal era necesaria para evaluar efectos no deseados causados por posibles fragmentos de ADN adicionales.  La petición se hizo por razones válidas.  En consecuencia, la demora que causó no puede considerarse "indebida".  Las Comunidades Europeas añaden que siguen sin haberse abordado cuestiones como la caracterización molecular del ADN insertado de líneas parentales transgénicas, la determinación del ADN flanqueante o el análisis composicional.  Consideran, además, que es evidente que la evaluación de un híbrido no se puede concluir mientras siga abierta la evaluación de una de sus líneas parentales.

1.684 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.685 Recordamos que a pesar de que la solicitud se presentó el 29 de febrero de 2000, el expediente demuestra que el primer contacto de la autoridad competente principal con el solicitante para pedirle información adicional no tuvo lugar hasta el 17 de julio de 2000
, es decir, más de cuatro meses y medio después de haberse recibido la solicitud.  El solicitante no respondió a la petición de información de julio de 2000 hasta el 15 de febrero de 2002.  Posteriormente hubo otra demora de cinco meses antes de que la autoridad competente principal se pusiera de nuevo en contacto con el solicitante para pedirle, el 2 de julio de 2002, información adicional.  Observamos, por último, que no se nos ha facilitado información sobre cualquier actuación relativa a esta solicitud entre julio de 2002 y agosto de 2003.  Aparentemente, durante ese período el solicitante no respondió a la petición de información formulada por la autoridad competente principal en julio de 2002.

1.686 Los Estados Unidos sostienen que la prolongada demora causada por el solicitante debido al tiempo que tardó en responder a la petición de información de julio de 2000 fue en parte consecuencia de que no había justificación para pedir los datos pertinentes.  En nuestras anteriores constataciones hemos observado que los expertos opinaron que si bien parte de la información pedida por la autoridad competente principal no era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad, otra información que se pidió era realmente necesaria.  También hemos observado anteriormente que las Comunidades Europeas están en desacuerdo con las opiniones expresadas por los expertos con respecto a la necesidad de los datos pedidos.

1.687 Incluso si se acepta que contrariamente a lo opinado por los expertos la información pedida por la autoridad competente principal en julio de 2000 era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad, ello no justificaría el tiempo empleado por la autoridad competente principal en su evaluación de la solicitud tanto antes como después de la petición de información julio de 2000.

1.688 Al examinar la cuestión del tiempo empleado por la autoridad competente principal antes y después de la petición de julio de 2000, recordamos en primer lugar que el Reglamento 258/97 estipula que la autoridad competente principal debe completar su evaluación inicial en un plazo de tres meses desde la recepción de una solicitud que contenga la información necesaria.  Reconocemos que la cuestión de si la autoridad competente principal respetó o no el plazo de tres meses estipulado en el Reglamento 258/97 no es en sí misma determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Dicho esto, a juicio del Grupo Especial, el plazo establecido en el Reglamento 258/97 ofrece una indicación útil para orientar su análisis.  El plazo de tres meses es vinculante y aplicable a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo al Reglamento 258/97.  Por consiguiente, cabe suponer que el legislador comunitario estableció este plazo vinculante de manera que las autoridades competentes de todos los Estados miembros tuvieran la posibilidad de evaluar incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.689 Examinaremos en primer lugar el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su petición inicial de información de julio de 2000.  Observamos que la Comisión, cuando notificó a todos los Estados miembros la presentación de esta solicitud, indicó que la autoridad competente principal ultimaría su evaluación inicial no más tarde del 16 de junio de 2000.
  Sin embargo, el 16 de junio de 2000 la autoridad competente principal no sólo no había ultimado su evaluación inicial, sino que aparentemente ni siquiera había identificado alguna necesidad de nueva información.  Tuvo que pasar un mes completo después del vencimiento del plazo fijado por la Comisión para que la autoridad competente principal transmitiera su petición inicial de información.

1.690 Las Comunidades Europeas afirman que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas, pero no justifican específicamente el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta julio de 2000.  Aunque en este procedimiento se aceptara que la autoridad competente principal no podía haber respetado el plazo establecido por la Comisión, que expiraba a mediados de junio, ello no significaría que no podía haber pedido información faltante mucho antes, en lugar de todo un mes después de la fecha en que debería haber ultimado totalmente su evaluación inicial.

1.691 Observamos que tres Estados miembros presentaron observaciones sustantivas o peticiones de nuevos datos antes de julio de 2000.
  Sin embargo, el Reglamento 258/97 no obliga a la autoridad competente principal a esperar a recibir observaciones de otros Estados miembros, y mucho menos respuestas del solicitante a esas observaciones, antes de emprender su evaluación inicial.

1.692 Hemos indicado anteriormente que los Países Bajos eran uno de los países del Grupo de los Siete que en junio de 1999 declararon que adoptarían un planteamiento globalmente prudencial al tratar solicitudes para la comercialización de productos biotecnológicos.  Sin embargo, en el presente caso no estamos persuadidos de que la conducta de la autoridad competente neerlandesa refleje un planteamiento de precaución o cautela.  Especialmente, no estamos persuadidos de que la autoridad competente neerlandesa no podía haber identificado ninguna necesidad de información adicional y haber transmitido una petición adecuada de información al solicitante antes del momento en que lo hizo, aunque estuviera aplicando un enfoque de precaución o cautela.

1.693 Pasamos ahora al tiempo empleado por la autoridad competente principal después de recibir la respuesta del solicitante a su petición inicial de información de julio de 2000.  Como hemos indicado más arriba, transcurrieron cuatro meses y medio desde la recepción de la información pedida en julio de 2000 y la siguiente petición, en julio de 2002, de información adicional.  Por tanto, la autoridad competente principal tardó más tiempo en evaluar la información adicional del que debería haber tardado, de conformidad con el Reglamento 258/97, en completar totalmente su evaluación inicial.

1.694 Al igual que con respecto al tiempo empleados por la autoridad competente principal hasta la primera petición de información, las Comunidades Europeas afirman que el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta la segunda petición de información era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas.  Sin embargo, las Comunidades Europeas no han justificado específicamente por qué la autoridad competente principal necesitó más de cuatro meses y medio para completar su examen de las respuestas proporcionadas e identificar deficiencias.  Es pertinente señalar, a ese respecto, que la información proporcionada por el solicitante en respuesta a la petición de julio de 2000 tenía una extensión de 34 páginas.  Habida cuenta de ello, y a falta de justificación específica de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber determinado mucho antes del momento en que lo hizo si aún se necesitaba información adicional.  Creemos asimismo que la autoridad competente neerlandesa podía haber transmitido su petición de información adicional de julio de 2002 al solicitante en una fecha mucho más temprana, incluso actuando con cautela.

1.695 En relación con el tiempo empleado por la autoridad competente principal tanto antes como después de la petición de información de julio de 2000 tomamos nota, adicionalmente, del argumento de las Comunidades Europeas de que la evaluación de un producto híbrido como el maíz MON810 x GA21 no puede concluir mientras esté pendiente la evaluación de una de sus líneas parentales.  Parece, por consiguiente, que las Comunidades Europeas aducen que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) está justificado por el hecho de la autoridad competente principal estaba esperando a conocer el resultado de la evaluación a nivel comunitario de una de las líneas parentales de este producto híbrido, el maíz GA21 (alimentación humana).

1.696 Es cierto que entre febrero de 2000 y julio de 2002 la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) se estaba aún evaluando a nivel comunitario.  Sin embargo, el expediente no indica que la autoridad competente neerlandesa señalara en algún momento que no podía seguir adelante porque las Comunidades Europeas no habían aprobado el maíz GA21 (alimentación humana) progenitor.  Recordamos, además, que fue la misma autoridad competente neerlandesa la que evaluó la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) y la que a finales de enero de 2000 la transmitió a la Comisión con una evaluación favorable.  No vemos, en consecuencia, motivos para que la autoridad competente neerlandesa no estuviera en condiciones de llegar también a una conclusión con respecto a la solicitud concerniente al producto híbrido, es decir, el maíz MON810 x GA21.

1.697 En términos generales puede ser correcto afirmar, como hacen las Comunidades Europeas, que "no se puede concluir la evaluación de un híbrido mientras siga abierta la evaluación de una de sus líneas parentales".  Parecería, sin embargo, que la evaluación de las líneas parentales también puede hacerse en el contexto de la evaluación del híbrido.  En cualquier caso, la autoridad competente neerlandesa no podía haber "concluido" completamente por sí sola la evaluación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana).  Si otros Estados miembros estaban preocupados por la evaluación neerlandesa de la solicitud concerniente al maíz GA21 (alimentación humana) (a pesar de que a principios de 2002 el Comité científico de las plantas confirmó esa evaluación), podían haber planteado, sobre esa base, una objeción a la evaluación neerlandesa de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana), y la evaluación de esa solicitud se habría entonces "concluido" a nivel comunitario.

1.698 Por esas razones no nos parece que la autoridad competente neerlandesa necesitara retener, o que hubiera estado justificado que retuviera, la solicitud a nivel de Estado miembro para evitar la posibilidad de que se produjeran evaluaciones contradictorias del maíz MON810 x GA21 (alimentación humana), por lo que no creemos que el hecho de que una de las líneas parentales estuviera aún abierta de aprobación justificara que los Países Bajos no completaran su evaluación de la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana).

1.699 Habida cuenta de todos los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal, al recibir la solicitud inicial y, posteriormente, al recibir la información que había pedido en julio de 2000, podía y debía haber determinado con mayor prontitud que se necesitaba información adicional, y podía y debía haber transmitido con más prontitud las correspondientes peticiones al solicitante.

1.700 Basándonos en las consideraciones arriba expuestas concluimos, por tanto, que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) fue injustificadamente largo.

1.701 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, los Países Bajos no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones, y de que ii) el tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación inicial del maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) es coherente con la aplicación de tal moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de una refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de los Países Bajos fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.702 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación inicial, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.703 A la luz de lo anteriormente expuesto, llegamos a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz MON810 x GA21 (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

vii) Maíz Bt-1507 (alimentación humana) (CE-95)

1.704 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.705 Los Estados Unidos aducen que la autoridad competente principal (Países Bajos) se negó a transmitir esta solicitud a la Comisión, por lo que demoró indebidamente su consideración a efectos de la aprobación.  Los Estados Unidos indican que en la fecha de establecimiento del Grupo Especial esta solicitud había estado pendiente durante dos años y medio a nivel de Estado miembro.

1.706 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa al maíz Bt-1507 (alimentación humana) es una de las cuatro solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de Estado miembro durante tres años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.707 Las Comunidades Europeas observan que la autoridad competente principal, tras recibir la solicitud en febrero de 2001, pidió información adicional en junio de 2001.  Esa información fue finalmente proporcionada en febrero de 2003.  Entre febrero de 2003 y julio de 2003 se intercambió correspondencia entre el solicitante y la autoridad competente principal sobre información adicional que el solicitante debía presentar, especialmente en relación con el etiquetado, la vigilancia, la caracterización molecular y métodos de detección de eventos específicos.  La autoridad competente principal finalizó el informe de evaluación inicial en noviembre de 2003 y concluyó que el consumo de maíz Bt-1507, así como el de los alimentos e ingredientes alimentarios de él derivados, era tan inocuo para las personas como el consumo de los homólogos no modificados genéticamente.

1.708 Las Comunidades Europeas observan asimismo que en diciembre de 2003 la Comisión presentó el informe de evaluación inicial a los Estados miembros para recabar sus observaciones, y recibió observaciones y objeciones motivadas contrarias a la evaluación inicial.  El 26 de marzo de 2004 el expediente completo (incluidas respuestas a las objeciones y observaciones de los Estados miembros) se transmitió a la EFSA para su examen con arreglo al Reglamento 1829/2003.  Paralelamente, el solicitante dio los pasos necesarios para velar por la presentación de material de referencia certificado y para la validación de un método de detección por el CCI.

1.709 El Grupo Especial observa que la alegación de los Estados Unidos se basa en una supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.710 Recordamos que la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) se presentó el 15 de febrero de 2001.  Sin embargo, la primera petición de información adicional formulada por la autoridad competente principal no se hizo hasta el 28 de junio de 2001, es decir, casi 4 meses y medio después de la recepción de la solicitud.  Aunque aparentemente el solicitante proporcionó una respuesta parcial en noviembre de 2001, al parecer no proporcionó hasta el 12 de febrero de 2003 toda la información que se le había pedido.  Transcurridos los 20 meses que el solicitante tardó en proporcionar toda la información que se le había pedido, en marzo de 2003 la autoridad competente principal pidió nuevas aclaraciones, que se proporcionaron en mayo de 2003.  En junio de 2003 la autoridad competente principal formuló preguntas relacionadas con la respuesta de mayo de 2003 del solicitante.  El solicitante respondió el 9 de julio de 2003.  Aparentemente se consideró que la información proporcionada hasta el 9 de julio de 2003 era suficiente para que la autoridad competente principal concluyera su evaluación.  Como se ha indicado, el 4 de noviembre de 2003 se comunicó una evaluación positiva.

1.711 De todo lo anterior se deduce claramente que la principal demora en la evaluación de esta solicitud es atribuible al tiempo que el solicitante tardó en proporcionar la información pedida en junio de 2001.  Pedimos a los expertos que nos asesoraron sus opiniones sobre la necesidad de la información requerida por la autoridad competente principal en junio de 2001 para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  Recordamos que los expertos consideraron que parte de la información pedida por la autoridad competente principal en junio de 2001 no era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad del maíz Bt‑1507 (alimentación humana).  Ello incluía parte de la información que el solicitante no proporcionó hasta febrero de 2003.

1.712 Aunque aceptáramos que toda la información pedida por la autoridad competente principal en junio de 2001 era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad, ello no justificaría el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud antes de la petición de información de junio de 2001.  Recordamos que la solicitud concerniente al maíz Bt‑1507 (alimentación humana) había sido objeto de examen en los Países Bajos durante más de cuatro meses y medio antes de que la autoridad competente neerlandesa transmitiera su petición de información de junio de 2001.

1.713 Al examinar la cuestión del tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de la petición de junio de 2001, recordamos en primer lugar que el Reglamento 258/97 estipula que la autoridad competente principal debe completar su evaluación inicial en un plazo de tres meses desde la recepción de una solicitud que contenga la información necesaria.  Reconocemos que la cuestión de si la autoridad competente principal respetó o no el plazo de tres meses estipulado en el Reglamento 258/97 no es en sí misma determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Dicho esto, a juicio del Grupo Especial, el plazo establecido en el Reglamento 258/97 ofrece una indicación útil para orientar su análisis.  El plazo de tres meses es vinculante y aplicable a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo al Reglamento 258/97.  Por consiguiente, cabe suponer que el legislador comunitario estableció este plazo vinculante de manera que las autoridades competentes de todos los Estados miembros tuvieran la posibilidad de evaluar incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.714 Observamos que cuando la autoridad competente principal transmitió su primera petición de información, a finales de junio de 2001, ya había sobrepasado en un mes y medio el período de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, pese a lo cual estaba lejos de ultimar su evaluación inicial.  Las Comunidades Europeas afirman que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas, pero no justifican específicamente el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta finales de junio de 2001.  Aunque se aceptara que en este procedimiento la autoridad competente principal no podía haber ultimado su evaluación inicial en el plazo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, ello no significaría que no podía haber pedido la información faltante mucho antes.  Dado el plazo máximo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, y a falta de justificación específica de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber determinado mucho antes del momento en que lo hizo si aún se necesitaba información adicional.

1.715 Hemos indicado anteriormente que los Países Bajos eran uno de los países del Grupo de los Siete que en junio de 1999 declararon que adoptarían un planteamiento globalmente prudencial al tratar solicitudes para la comercialización de productos biotecnológicos.  Sin embargo, en el presente caso no estamos persuadidos de que la conducta de la autoridad competente neerlandesa refleje un planteamiento de precaución o cautela.  De hecho, no estamos persuadidos de que la autoridad competente neerlandesa no podía haber identificado ninguna necesidad de información adicional y haber transmitido una petición adecuada de información al solicitante antes del momento en que lo hizo, aunque estuviera aplicando un enfoque de precaución o cautela.

1.716 Habida cuenta de todos los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal, al recibir la solicitud inicial, podía y debía haber determinado con mayor prontitud que se necesitaba información adicional, y podía y debía haber transmitido con más prontitud la correspondiente petición al solicitante.

1.717 Sobre la base de las consideraciones arriba expuestas, concluimos, por tanto, que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) -y en particular el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional- fue injustificadamente largo.

1.718 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, los Países Bajos no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el hecho de que los Países Bajos no hubieran completado su evaluación inicial de la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) en agosto de 2003 es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que el hecho de que los Países Bajos no hubieran completado su evaluación inicial en agosto de 2003 fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.719 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación inicial, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusión

1.720 A la luz de lo anteriormente expuesto, llegamos a la siguiente conclusión general:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) -y en especial el tiempo empleado antes de que la autoridad competente principal formulara su petición inicial de información adicional- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente principal fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz Bt-1507 (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

viii) Maíz NK603 (alimentación humana) (CE-96)

1.721 Dos partes reclamantes, los Estados Unidos y la Argentina, alegan que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.722 Los Estados Unidos aducen que a pesar de que la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) fue finalmente objeto de una evaluación positiva de la autoridad competente principal (Países Bajos), ese producto se mantuvo a nivel de Estado miembro casi 19 meses, en lugar de los 90 días previstos en el Reglamento 258/97.  El solicitante sólo tardó 3 meses y medio de ese período de tiempo en proporcionar información adicional;  la autoridad competente principal empleó los restantes 14 meses y medio.

1.723 Los Estados Unidos ponen en tela de juicio determinadas peticiones de información adicional de la autoridad competente principal, aduciendo que eran innecesarias desde una perspectiva científica.  La autoridad competente principal, por ejemplo, pidió un estudio adicional de alimentación completa en ratones o ratas para abordar preocupaciones planteadas por la presencia de fragmentos de ADN no deseados que el solicitante había identificado como parte de sus datos sobre caracterización molecular.
  La autoridad competente principal afirmó que "no se puede excluir con suficiente certeza la presencia de otras modificaciones no deseadas".  Los Estados Unidos aducen que la mera presencia de un inserto adicional no significa necesariamente que el producto suponga un riesgo adicional.  Antes bien, la determinación depende de los resultados de todos los demás datos e informaciones proporcionados por el solicitante, que la autoridad competente principal no tuvo en cuenta al formular su petición.  Si los resultados de esas pruebas plantearan interrogantes, un nuevo examen estaría justificado.  Sin embargo, en el presente caso el solicitante había realizado análisis composicionales y un estudio de alimentación completa de pollos para asar con el producto que contenía el inserto adicional, y en esas circunstancias habría detectado cualquier cambio resultante que afectara a la inocuidad del alimento.  Los Estados Unidos observan que pese a ello el solicitante realizó la prueba que se le había pedido, sin que se observaran efectos perjudiciales.

1.724 Los Estados Unidos aducen además que cuando la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) llegó a nivel comunitario Austria presentó una objeción alegando que debían estudiarse no sólo los efectos agudos sino también los efectos subcrónicos, mutagénicos, reproductivos y ecotóxicos de la proteína (EPSPS).  Sin embargo, Austria no se remitió a los resultados de los estudios de toxicidad aguda, ni explicó por qué en este producto las proteínas se comportarían de manera distinta de lo que todos los datos disponibles indicaban como probable.  Los Estados Unidos sostienen que como las proteínas EPSPS se encuentran comúnmente en una gran variedad de fuentes alimentarias con un largo historial de utilización inocua, y dada la información disponible sobre la función enzimática de la proteína, la falta de homología con proteínas tóxicas basada en búsquedas bioinformáticas y la falta de toxicidad oral aguda al administrarse a ratones en dosis altas, las pruebas toxicológicas adicionales para la proteína EPSPS que Austria exigía no tenían fundamento y no eran razonables.  Esas pruebas van más allá de lo requerido en las directrices del Codex Alimentarius
 y en el propio documento de orientación del Comité científico para la evaluación del riesgo de plantas modificadas genéticamente y alimentos y piensos derivados de las Comunidades Europeas (marzo de 2003).

1.725 Los Estados Unidos sostienen, además, que la solicitud relativa al maíz NK603 (alimentación humana) es una de las cinco solicitudes que, según han identificado los Estados Unidos, están pendientes a nivel de la Comisión y que, a la fecha de establecimiento del Grupo Especial, han estado pendientes durante cuatro años y seis meses en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.726 La Argentina aduce que la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se estancó en varias etapas del proceso de aprobación con arreglo al Reglamento 258/97.  Observa que tras las evaluaciones realizadas por la autoridad competente principal y posteriormente por la EFSA se concluyó que no había pruebas de riesgo para la vida o la salud de las personas.  Por tanto, es evidente que las demoras de la autoridad competente principal en la finalización de su evaluación inicial y la transmisión de esta solicitud a la Comisión no estaban justificadas.

1.727 Las Comunidades Europeas observan que la solicitud para uso del maíz NK603 para alimentación humana se presentó a los Países Bajos en 2001.  Después de que el solicitante proporcionara información adicional pedida por la autoridad competente principal, ésta completó su evaluación en noviembre de 2002 y envió su informe de evaluación inicial a la Comisión.  Los 18 meses empleados a nivel de Estado miembro se debieron a que el expediente inicialmente presentado por el solicitante era incompleto y a la necesidad de obtener más datos sobre caracterización molecular y análisis composicional.

1.728 Las Comunidades Europeas observan además que la Comisión distribuyó el expediente a todos los Estados miembros en enero de 2003.  Tres Estados miembros plantearon objeciones y varios otros pidieron información adicional.  Las Comunidades Europeas indican a ese respecto que en términos generales el Reglamento 258/97 establecía un marco adecuado para la evaluación de los riesgos de los productos alimenticios modificados genéticamente.  Sin embargo, con respecto a la gestión del riesgo, en 1999 se puso de manifiesto que habría necesidad de nuevas normas legislativas que trataran ciertas cuestiones, como el etiquetado y la trazabilidad, así como el desarrollo y la validación de métodos de detección.  La solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se vio parcialmente afectada por esa situación, ya que había llegado a nivel comunitario y a la etapa del examen de la gestión del riesgo.  En consecuencia, se consideró necesario exigir la validación de un método de detección como condición previa para la aprobación de la comercialización, lo que se hizo sobre la base de un acuerdo voluntario con el solicitante.  Los métodos de detección se validaron para el maíz NK603 (alimentación humana) y el proceso de adopción de decisiones se puso en marcha inmediatamente después.

1.729 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.730 Recordamos que el solicitante presentó por vez primera la solicitud a la autoridad competente principal en abril de 2001.  Dos meses después, la autoridad competente principal pidió copias de las publicaciones citadas y datos que facilitarían su trabajo.  El solicitante proporcionó esos documentos en julio de 2001.  Sin embargo, la primera petición de información adicional de la autoridad competente principal no se hizo hasta diciembre de 2001, más de cuatro meses y medio después.  En agosto de 2002, cinco meses después de que el solicitante proporcionara la información pedida por la autoridad competente principal, el órgano consultivo de esta última, el Comité de Evaluación de la Inocuidad de Nuevos Alimentos del Consejo Holandés de la Salud, finalizó su informe de evaluación.  Sin embargo, la autoridad competente principal no transmitió su informe de evaluación a la Comisión hasta noviembre de 2002.

1.731 De lo anterior se desprende claramente que la petición de información de diciembre de 2001 causó demoras en el examen de esta solicitud en la medida en que el solicitante tardó más de tres meses y medio en responder a esa petición.  Pedimos a los expertos que nos asesoraron sus opiniones sobre la necesidad de la información requerida por la autoridad competente principal en diciembre de 2001 para asegurarse de que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad eran válidas.  Recordamos que uno de los expertos opinó que la petición en cuestión no era necesaria para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad.

1.732 Con todo, aun aceptando que la información pedida por la autoridad competente principal en diciembre de 2001 fuera adecuada para asegurarse de la validez de la evaluación de la inocuidad, ello no justificaría el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud.  Cabe destacar que la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se había estado examinando en los Países Bajos durante más de siete meses antes de que la autoridad competente neerlandesa enviara, en diciembre de 2001, su petición de información.
  Además, después de que el solicitante proporcionara información en respuesta a la petición de diciembre de 2001 de la autoridad competente neerlandesa, el Comité de Evaluación de la Inocuidad de Nuevos Alimentos del Consejo de la Salud aún tardó más de cuatro meses en completar su informe de evaluación inicial.  Aunque ese informe tenía que ser adoptado por la autoridad competente neerlandesa, pasaron otros dos meses y medio antes de que se transmitiera a la Comisión.

1.733 Al examinar la cuestión del tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana), recordamos en primer lugar que el Reglamento 258/97 estipula que la autoridad competente principal debe completar su evaluación inicial en un plazo de tres meses desde la recepción de una solicitud que contenga la información necesaria.  Reconocemos que la cuestión de si la autoridad competente principal respetó o no el plazo de tres meses estipulado en el Reglamento 258/97 no es en sí misma determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Dicho esto, a juicio del Grupo Especial, el plazo establecido en el Reglamento 258/97 ofrece una indicación útil para orientar su análisis.  El plazo de tres meses es vinculante y aplicable a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo al Reglamento 258/97.  Por consiguiente, cabe suponer que el legislador comunitario estableció este plazo vinculante de manera que las autoridades competentes de todos los Estados miembros tuvieran la posibilidad de evaluar incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.734 Examinaremos en primer lugar el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir su petición inicial de información de diciembre de 2001.  Observamos que cuando transmitió su primera petición de información, la autoridad competente principal ya había sobrepasado en más de cuatro meses el plazo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, y aún estaba lejos de completar su evaluación inicial.
  Las Comunidades Europeas afirman que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas, pero no justifican específicamente el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta diciembre de 2001.  Aunque se aceptara que en este procedimiento la autoridad competente principal no podía haber ultimado su evaluación inicial en el plazo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, ello no significaría que no podía haber pedido la información faltante mucho antes.  Dado el plazo máximo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, y a falta de justificación específica de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber determinado mucho antes del momento en que lo hizo si aún se necesitaba información adicional.

1.735 Hemos indicado anteriormente que los Países Bajos eran uno de los países del Grupo de los Siete que en junio de 1999 declararon que adoptarían un planteamiento globalmente prudencial al tratar solicitudes para la comercialización de productos biotecnológicos.  Sin embargo, en el presente caso no estamos persuadidos de que la conducta de la autoridad competente neerlandesa refleje un planteamiento de precaución o cautela.  Especialmente, no estamos persuadidos de que la autoridad competente neerlandesa no podía haber identificado ninguna necesidad de información adicional y haber transmitido una petición adecuada de información al solicitante antes del momento en que lo hizo aunque estuviera aplicando un enfoque de precaución o cautela.

1.736 Habida cuenta de todos los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal, al recibir la solicitud inicial, podía y debía haber determinado con mayor prontitud que se necesitaba información adicional, y podía y debía haber transmitido con más prontitud la correspondiente petición al solicitante.

1.737 Examinaremos ahora el tiempo empleado por la autoridad competente principal para completar y transmitir su informe de evaluación.  Cabe recordar que cinco meses después de que el solicitante proporcionara la información pedida por la autoridad competente principal en diciembre de 2001, el órgano de asesoramiento científico de la autoridad competente principal ultimó, en agosto de 2002, su informe de evaluación.  Sin embargo, la autoridad competente principal no transmitió su informe de evaluación a la Comisión hasta noviembre de 2002, es decir, más de dos meses y medio después.

1.738 Aun aceptando que la autoridad competente neerlandesa tenía que adoptar el informe de evaluación del órgano de asesoramiento, recordamos que, de conformidad con el Reglamento 258/96, la autoridad competente neerlandesa estaba obligada a ultimar en su totalidad su evaluación inicial en no más de tres meses.  Habida cuenta de ello, y a falta de justificación específica por parte de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente neerlandesa no podía haber adoptado el informe en cuestión mucho antes del momento en que lo hizo en el caso de la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana).

1.739 Por tanto, basándonos en las consideraciones arriba expuestas, concluimos que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) -y en particular el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional, así como el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir su informe de evaluación ultimado- fue injustificadamente largo.

1.740 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el tiempo que los Países Bajos tardaron en completar su evaluación inicial de la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de los Países Bajos fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.741 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación inicial, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos y la Argentina en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

Conclusiones

1.742 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) -y en particular el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional, así como el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir su informe de evaluación ultimado- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la conducta de la autoridad competente principal fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.


ii)
Reclamación DS293 (Argentina)



Con respecto a la reclamación DS293, el Grupo Especial recuerda su constatación de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) -y en particular el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional, así como el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir su informe de evaluación ultimado- fue injustificadamente largo.  A la luz de esa constatación, el Grupo Especial concluye que las Comunidades Europeas no ultimaron el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) sin "demoras indebidas", por lo que incumplieron las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

ix) Remolacha azucarera RR (alimentación humana) (CE-102)

1.743 Una parte reclamante, los Estados Unidos, alega que la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) se ha demorado indebidamente.

1.744 Los Estados Unidos aducen que la autoridad competente principal (Países Bajos) se negó a transmitir la solicitud a la Comisión y que ello dio lugar a una demora indebida.

1.745 Los Estados Unidos señalan también que la solicitud relativa a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) es una de las cuatro solicitudes que, según identificaron los Estados Unidos, han estado pendientes a nivel de los Estados miembros durante tres años y medio en promedio.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que, si bien el tiempo no es lo único determinante, habida cuenta de que funcionarios de las CE han reconocido la existencia de una moratoria de las aprobaciones, esta demora en la finalización del procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) es indebida.  Los Estados Unidos sostienen además que, antes de que las Comunidades Europeas adoptaran su moratoria, todos los procedimientos de aprobación con arreglo a la Directiva 90/220 se iniciaban y ultimaban en menos de tres años.

1.746 Las Comunidades Europeas alegan que, tras los contactos entre la autoridad competente neerlandesa y el solicitante, la solicitud se retiró el 16 de abril de 2004.  Como razón de la retirada, el solicitante señaló una decisión de poner fin a cualquier ulterior desarrollo de la remolacha azucarera RR.

1.747 El Grupo Especial comienza su análisis con la supuesta demora a nivel de Estado miembro.

Demora a nivel de Estado miembro

1.748 Recordamos que el solicitante presentó a la autoridad competente principal la solicitud relativa a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) el 3 de noviembre de 1999.  Sin embargo, la primera petición de información adicional de la autoridad competente principal no se hizo hasta el 24 de marzo de 2000, casi cinco meses después.  El solicitante respondió un mes más tarde.  En mayo de 2000, la autoridad competente principal solicitó más información y ésta fue facilitada el 7 de diciembre de 2000.  El 16 de mayo de 2001, tras examinar la información adicional facilitada por el solicitante en diciembre de 2000, la autoridad competente principal pidió más información e indicó que no estaba todavía plenamente satisfecha con la información facilitada por el solicitante sobre la probabilidad de formación de proteínas específicas.  Además, refiriéndose a estudios recientes que habían demostrado que la transformación de las células vegetales podía ser causa de "efectos no intencionales en los OMG", la autoridad competente principal pidió también un estudio de toxicidad oral semicrónica en ratas para "descartar posibles efectos indeseables [...] con suficiente certeza".
  No se mencionaba ningún estudio específico a este respecto.  En los testimonios que se nos han presentado no hay ninguna indicación de que, antes de agosto de 2003, el solicitante respondiera a las peticiones de información adicional hechas por la autoridad competente principal.

1.749 Recabamos la opinión de los expertos que nos asesoraban acerca de si la información adicional pedida por la autoridad competente principal en mayo de 2001 era necesaria para garantizar la validez de las conclusiones de la evaluación de la inocuidad.  La Dra. Nutti dijo que, en su opinión, "la información solicitada por la autoridad competente principal relativa a las proteínas derivadas, y la petición de una prueba de toxicidad oral semicrónica en ratones o ratas con partes comestibles de la remolacha azucarera no eran necesarias para garantizar que las conclusiones de la evaluación de la inocuidad fueran válidas".  La Dra. Nutti destacó que el solicitante ya había completado una prueba de toxicidad aguda en ratas y había realizado estudios que confirmaban que la remolacha azucarera RR "era equivalente al homólogo convencional en cuanto a composición y nutrición".

1.750 Aun admitiendo que, contrariamente a lo que opina la Dra. Nutti, la información solicitada en mayo de 2001 fuera necesaria para garantizar la validez de la evaluación de la inocuidad, esto no justificaría el tiempo que tardó la autoridad competente principal en pedir información adicional por primera vez en marzo de 2000 (casi cinco meses) ni el tiempo que tardó en examinar la información recibida en diciembre de 2000 (cinco meses).

1.751 Al examinar la cuestión del tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana), recordamos en primer lugar que el Reglamento 258/97 estipula que la autoridad competente principal debe completar su evaluación inicial en un plazo de tres meses desde la recepción de una solicitud que contenga la información necesaria.  Reconocemos que la cuestión de si la autoridad competente principal respetó o no el plazo de tres meses estipulado en el Reglamento 258/97 no es en sí misma determinante de si las Comunidades Europeas cumplieron la obligación asumida en el marco de la OMC de ultimar sus procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.  Dicho esto, a juicio del Grupo Especial, el plazo establecido en el Reglamento 258/97 ofrece una indicación útil para orientar su análisis.  El plazo de tres meses es vinculante y aplicable a todas las solicitudes pertinentes presentadas con arreglo al Reglamento 258/97.  Por consiguiente, cabe suponer que el legislador comunitario estableció este plazo vinculante de manera que las autoridades competentes de todos los Estados miembros tuvieran la posibilidad de evaluar incluso solicitudes complejas dentro de los plazos prescritos.

1.752 Examinaremos, en primer lugar, el tiempo que la autoridad competente principal tardó en transmitir su petición inicial de información de marzo de 2000.  Observamos que, cuando transmitió su primera petición de información, la autoridad competente principal ya había sobrepasado en casi dos meses el plazo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, y aún estaba lejos de completar su evaluación inicial.  Las Comunidades Europeas afirman que todo el tiempo empleado por la autoridad competente principal era necesario para resolver cuestiones científicas y técnicas, pero no justifican específicamente el tiempo empleado por la autoridad competente principal hasta marzo de 2000.  Aunque se aceptara que en este procedimiento la autoridad competente principal no podía haber ultimado su evaluación inicial en el plazo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, ello no significaría que no podía haber pedido la información faltante mucho antes.  Dado el plazo máximo de tres meses previsto en el Reglamento 258/97, y a falta de justificación específica de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber determinado mucho antes del momento en que lo hizo si aún se necesitaba información adicional.

1.753 Hemos indicado anteriormente que los Países Bajos eran uno de los países del Grupo de los Siete que en junio de 1999 declararon que adoptarían un planteamiento globalmente prudencial al tratar solicitudes para la comercialización de productos biotecnológicos.  Sin embargo, en el presente caso, no estamos persuadidos de que la conducta de la autoridad competente neerlandesa refleje un planteamiento de precaución o cautela.  Especialmente, no estamos persuadidos de que la autoridad competente neerlandesa no podía haber identificado ninguna necesidad de información adicional y haber transmitido una petición adecuada de información al solicitante antes del momento en que lo hizo aunque estuviera aplicando un enfoque de precaución o cautela.

1.754 Habida cuenta de todos los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal, al recibir la solicitud inicial, podía y debía haber determinado con mayor prontitud que se necesitaba información adicional, y podía y debía haber transmitido con más prontitud la correspondiente petición al solicitante.

1.755 Pasaremos a examinar ahora el tiempo empleado por la autoridad competente principal para analizar la información recibida en diciembre de 2000.  Cabe recordar que más de cinco meses después de que el solicitante proporcionara la información pedida por la autoridad competente principal en mayo de 2000, dicha autoridad competente principal pidió nueva información sobre el análisis de proteínas y un estudio de toxicidad oral semicrónica en ratas para "descartar posibles efectos indeseables".  Con respecto al análisis de proteínas, la autoridad competente principal indicó que no estaba todavía plenamente satisfecha con la información facilitada anteriormente por el solicitante.  Con respecto al estudio de toxicidad solicitado, la autoridad competente principal se refirió a estudios recientes que habían demostrado que la transformación de las células vegetales podía ser causa de "efectos no intencionales en los OMG".  Sin embargo, como se ha señalado, no se mencionó ningún estudio específico a este respecto.

1.756 Dado que no se desprende con claridad del expediente a qué estudios recientes se estaba refiriendo la autoridad competente principal, no disponemos de fundamentos sobre los cuales podamos determinar si la autoridad competente principal podía y debía haber formulado su petición de un estudio de toxicidad antes del momento en que lo hizo.

1.757 En relación con el análisis de proteínas, observamos que las Comunidades Europeas no proporcionan ninguna justificación específica del motivo por el cual la autoridad competente principal requirió más de cinco meses para identificar que aún se necesitaba más información.  A falta de justificación específica de las Comunidades Europeas, no estamos persuadidos de que la autoridad competente principal no podía haber determinado mucho antes del momento en que lo hizo si aún se necesitaba información adicional sobre el análisis de proteínas.  Opinamos asimismo que la autoridad competente neerlandesa podía haber pedido información complementaria sobre el análisis de proteínas en una fecha mucho más temprana, incluso siguiendo un enfoque de precaución o cautela.

1.758 Habida cuenta de los elementos arriba mencionados, estimamos que la autoridad competente principal podía y debía haber determinado con más prontitud que se necesitaba información adicional sobre el análisis de proteínas, y podía y debía haber transmitido con más prontitud la correspondiente petición al solicitante.

1.759 Por tanto, basándonos en las consideraciones arriba expuestas, concluimos que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) -y en particular el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional, así como el tiempo que la autoridad competente principal tardó en examinar la información recibida en diciembre de 2000 y en formular una nueva petición de información- fue injustificadamente largo.

1.760 Recordamos, además, que los Estados Unidos alegan que el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (alimentación humana) se demoró indebidamente porque, como consecuencia de la moratoria, las Comunidades Europeas no consideraron la solicitud en cuestión a efectos de la aprobación de carácter definitivo.  Nos remitimos a ese respecto a nuestras anteriores constataciones de que i) entre junio de 1999 y agosto de 2003 había en las Comunidades Europeas una moratoria general de facto de las aprobaciones y de que ii) el tiempo que los Países Bajos tardaron en completar su evaluación inicial de la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) es coherente con la aplicación de esa moratoria.  Habida cuenta de ello, y a falta de refutación eficaz por las Comunidades Europeas, convenimos con los Estados Unidos en que es razonable inferir que la conducta de los Países Bajos fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.

1.761 Habida cuenta de nuestra conclusión relativa al tiempo empleado por los Países Bajos en su evaluación inicial, no procederemos a examinar otros argumentos presentados por los Estados Unidos en apoyo de la alegación formulada al amparo de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

1.762 Teniendo en cuenta los elementos antes mencionados, consideramos que el tiempo que tardó inicialmente la autoridad competente principal en pedir información adicional en marzo de 2000 y el tiempo que tardó en examinar la información recibida en diciembre de 2000 es compatible con la tesis de los Estados Unidos de que en esa época había en las Comunidades Europeas una moratoria general de las aprobaciones definitivas.

Conclusión

1.763 A la luz de lo anteriormente expuesto, el Grupo Especial llega a la siguiente conclusión general:


i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)



Por lo que respecta a la reclamación DS291, el Grupo Especial recuerda sus constataciones de que el tiempo empleado por la autoridad competente principal para evaluar la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) -y, en particular, el tiempo empleado por la autoridad competente principal antes de transmitir su primera petición de información adicional, así como el tiempo que la autoridad competente principal tardó en examinar la información recibida en diciembre de 2000 y en formular una nueva petición de información- fue injustificadamente largo, y de que de las circunstancias circundantes cabe razonablemente inferir que la actuación de la autoridad competente principal fue consecuencia de la moratoria general de las aprobaciones.  Basándose en esas constataciones, el Grupo Especial acepta la aseveración de los Estados Unidos de que las Comunidades Europeas, en consonancia con la moratoria general, no consideraron la solicitud concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana) a efectos de la aprobación de carácter definitivo, y de que ello dio lugar a "demoras indebidas" en la finalización del procedimiento de aprobación pertinente.  Por consiguiente, el Grupo Especial concluye que, por lo que respecta al procedimiento de aprobación concerniente a la remolacha azucarera RR (alimentación humana), las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

g) Resumen de las conclusiones del Grupo Especial

1.764 Dado el gran número de procedimientos de aprobación examinados, conviene resumir en forma de cuadro las conclusiones del Grupo Especial sobre la alegación de las partes reclamantes de que las Comunidades Europeas no han ultimado los procedimientos de aprobación pertinentes sin demoras indebidas, por lo cual han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C y el artículo 8 del Acuerdo MSF.

1.765 Cabe recordar que la mayoría de las conclusiones identificadas en el cuadro sólo atañen a una o dos de las tres reclamaciones que estamos examinando.  En nuestro anterior análisis se identifica cuáles de esas conclusiones son aplicables a cada reclamación.

	
	Procedimientos de aprobación examinados
por el Grupo Especial
	Conclusiones del Grupo Especial sobre las "demoras indebidas" alegadas

(X:  demorada indebidamente,
(:  no demorada indebidamente)

	1
	Colza Falcón 
	X

	2
	Colza MS8/RF3
	X

	3
	Remolacha forrajera RR 
	X

	4
	Algodón Bt-531 
	X

	5
	Algodón RR-1445 
	X

	6
	Patata transgénica 
	(

	7
	Colza Liberator
	X

	8
	Maíz Bt-11 (CE-69)
	X

	9
	Colza RR (CE-70)
	X

	10
	Soja LL (CE-71)
	X

	11
	Colza LL 
	(

	12
	Algodón BXN 
	X

	13
	Maíz Bt-1507 (CE-74)
	X

	14
	Maíz Bt-1507 (CE-75)
	X

	15
	Maíz NK603 
	X

	16
	Maíz GA21 (CE-78)
	X

	17
	Maíz MON810 x GA21 
	X

	18
	Remolacha azucarera RR 
	X

	19
	Colza MS1/RF1 (CE-89) 
	X

	20
	Colza MS1/RF2 
	X

	21
	Maíz GA21 (alimentación humana)
	X

	22
	Maíz dulce Bt‑11 (alimentación humana)
	X

	23
	Soja LL (alimentación humana)
	(

	24
	Maíz MON810 x GA21 (alimentación humana)
	X

	25
	Maíz Bt-1507 (alimentación humana)
	X

	26
	Maíz NK603 (alimentación humana)
	X

	27
	Remolacha RR (alimentación humana)
	X

	Total:
	
	X:  24
(:  3


10. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 8 y la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF
1.766 La Argentina alega que las medidas relativas a productos específicos que ha identificado son incompatibles con las obligaciones que corresponden a las Comunidades Europeas en virtud del artículo 8 y la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF.

1.767 El artículo 8 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo."

1.768 El párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF dispone en su segunda cláusula que:

"Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:

[...]

a)
de que esos procedimientos se inicien y ultimen [...] de manera que no sea menos favorable para los productos importados que para los productos nacionales similares[.]"

1.769 La Argentina aduce que la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C establece la obligación de evitar el trato discriminatorio.  Los Miembros no deben establecer diferencias en el trato concedido a un producto importado y a un producto nacional similar.  La Argentina sostiene que, en el presente caso, se debe comparar la manera en que se ha aplicado el sistema de aprobación de las CE con respecto a los productos biotecnológicos con la manera en que dicho sistema se ha aplicado con respecto a nuevos productos no biotecnológicos.  Concretamente, la Argentina señala a la atención el Reglamento 258/97 que, a su juicio, define un procedimiento que en su aplicación no establece diferencias entre los dos productos.  Sin embargo, según la Argentina, ha habido demoras indebidas sólo en el trato de productos biotecnológicos.  Además, la Argentina señala otro caso de trato menos favorable de dichos productos.  En su opinión, antes de 1998, las Comunidades Europeas concedían aprobaciones para la comercialización de productos biotecnológicos, en tanto que no lo han hecho desde esa fecha como consecuencia de la moratoria general de facto de las aprobaciones.

1.770 Las Comunidades Europeas aducen que las diferencias de trato que, según alega la Argentina, existen entre los productos biotecnológicos y los nuevos productos no biotecnológicos y entre los productos biotecnológicos antes y después de la "moratoria" nada tienen que ver con la obligación relativa al trato nacional establecida en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Según las Comunidades Europeas, la cuestión del trato nacional se plantearía si las Comunidades Europeas, al aplicar su sistema de aprobación, dieran a los productos biotecnológicos importados un trato diferente al de los productos biotecnológicos de origen nacional.  Las Comunidades Europeas sostienen que esto no es así, ya que todos los productos son objeto del mismo trato, sea cual fuere su origen.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas consideran que la Argentina no ha demostrado la existencia de una incompatibilidad con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.771 El Grupo Especial señala que la Argentina se basa en la supuesta incompatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C para formular alegaciones consiguientes de incompatibilidad en relación con el artículo 8.  En consecuencia, antes de pasar al artículo 8, comenzaremos nuestro análisis con las alegaciones formuladas en relación con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

e) Segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C

1.772 Observamos que, de acuerdo con la frase introductoria del párrafo 1 del Anexo C, las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C se aplican "[c]on respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias".  Constatamos previamente que los procedimientos establecidos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto se trata de una medida MSF), son procedimientos "para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias" en el sentido del párrafo 1 del Anexo C y, como tales, están sujetos a las disposiciones del párrafo 1 del Anexo C, que incluyen las del párrafo 1 a) de dicho Anexo.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas estaban, y están obligadas, con arreglo a las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C, a "inici[ar] y ultim[ar]" los procedimientos de aprobación establecidos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto se trata de una medida MSF), "de manera que no sea menos favorable para los productos importados que para los productos nacionales similares".

1.773 La Argentina impugna supuestas demoras indebidas en la ultimación de la consideración y tramitación de determinadas solicitudes.  En nuestra opinión, cabría considerar que el tipo de medida que impugna la Argentina podría constituir un incumplimiento de las obligaciones que impone a las Comunidades Europeas la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, o conducir a tal incumplimiento y, por lo tanto, ese tipo de medida podría examinarse a la luz de las disposiciones de dicha cláusula.  Como la Argentina trata de demostrar la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, esta conclusión también se aplica al artículo 8.

1.774 Para probar que existe una incompatibilidad con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, la Argentina debe demostrar i) que los productos importados han sido tratados "de manera ... menos favorable" que los productos de origen nacional en lo que respecta al inicio y ultimación de los procedimientos de aprobación, y ii) que los productos importados que, según se alega, han sido tratados de manera menos favorable son "similares" a los productos nacionales que supuestamente han sido tratados de manera más favorable.  Si no se da alguno de estos dos elementos, es decir, si los productos importados no han sido tratados "de manera menos favorable" que los productos nacionales a los cuales se comparan, o si esos productos nacionales no son "similares" a los productos importados en cuestión, la alegación de incompatibilidad de la Argentina no puede prosperar.  Dadas las circunstancias del presente caso, consideramos apropiado comenzar nuestro análisis con el primer elemento.  Así pues, examinaremos en primer lugar si la Argentina ha demostrado que los productos importados han sido tratados "de manera ... menos favorable" que los productos nacionales en lo que respecta al inicio y ultimación de los procedimientos de aprobación.

1.775 Tomamos nota de la frase "de manera que no sea menos favorable".  De ella se desprende claramente que la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C establece una obligación con respecto al trato nacional.  Las obligaciones relativas al trato nacional figuran en numerosos Acuerdos de la OMC.  Además, en las disposiciones pertinentes suele emplearse un lenguaje similar.  El Órgano de Apelación ha confirmado que, en esas circunstancias, la jurisprudencia relativa a una disposición sobre el trato nacional contenida en un Acuerdo de la OMC puede ser de utilidad para interpretar la disposición correspondiente de otro Acuerdo de la OMC.
  En el presente caso, estimamos conveniente recurrir a la jurisprudencia sobre los párrafos 1 y 4 del artículo III del GATT de 1994 como guía apropiada para interpretar esa disposición.

1.776 El párrafo 1 del artículo III dispone lo siguiente
:

"Las partes contratantes reconocen que los impuestos y otras cargas interiores, así como las leyes, reglamentos y prescripciones que afecten a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución o el uso de productos en el mercado interior y las reglamentaciones cuantitativas interiores que prescriban la mezcla, la transformación o el uso de ciertos productos en cantidades o en proporciones determinadas, no deberían aplicarse a los productos importados o nacionales de manera que se proteja la producción nacional."

1.777 La parte pertinente del párrafo 4 del artículo III dice así:

"Los productos del territorio de toda parte contratante importados en el territorio de cualquier otra parte contratante no deberán recibir un trato menos favorable que el concedido a los productos similares de origen nacional, en lo concerniente a cualquier ley, reglamento y prescripción que afecte a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior."

1.778 En CE - Amianto, el Órgano de Apelación dijo lo siguiente acerca de la expresión "trato menos favorable" que aparece en el párrafo 4 del artículo III:

"[...] existe un segundo elemento [además de la 'similitud' de los productos que se comparan] que debe establecerse antes de que se pueda declarar que una medida es incompatible con el párrafo 4 del artículo III.  [...]  Un Miembro reclamante debe [...] demostrar que la medida concede al grupo de productos importados 'similares' 'un trato menos favorable' que el que concede al grupo de productos 'similares' de origen nacional.  La expresión 'trato menos favorable' expresa el principio general, enunciado en el párrafo 1 del artículo III, de que los reglamentos interiores 'no deberían aplicarse ... de manera que se proteja la producción nacional'.  Si existe un 'trato menos favorable' del grupo de productos importados 'similares', 'se protege', inversamente, al grupo de productos 'similares' de origen nacional.  No obstante, un Miembro puede trazar distinciones entre productos que se haya constatado que son 'similares', sin que por ese solo hecho conceda al grupo de productos importados 'similares' un 'trato menos favorable' que el concedido al grupo de los productos 'similares' de origen nacional.  En este caso, no llevamos más allá el examen de la interpretación de la expresión 'trato menos favorable' empleada en el párrafo 4 del artículo III, ya que las constataciones del Grupo Especial sobre este punto no han sido objeto de apelación, y no han sido tampoco objeto de debate ante este Órgano".

1.779 Posteriormente, en República Dominicana - Importación y venta de cigarrillos, el Órgano de Apelación abordó de nuevo la cuestión del significado de la expresión "trato menos favorable", y afirmó que:

"[l]a existencia de efectos perjudiciales [competitivos] sobre un determinado producto importado resultantes de una medida no implica necesariamente que esa medida otorgue un trato menos favorable a las importaciones si los efectos perjudiciales se explican por factores o circunstancias que no guardan relación con el origen extranjero del producto, como, en este caso, la cuota de mercado de los importadores".

1.780 Reconocemos que en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C no se emplea la expresión "trato menos favorable" sino la expresión "de manera que no sea menos favorable".  Sin embargo, en nuestra opinión, existe una estrecha similitud conceptual entre las dos expresiones y, por lo tanto, la diferencia textual entre ellas no hace que no sea pertinente basarse en la interpretación del Órgano de Apelación de la expresión "trato menos favorable" que figura en el párrafo 4 del artículo III.

1.781 También reconocemos que el párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo MSF no contiene ninguna disposición análoga a la del párrafo 1 del artículo III del GATT de 1994.  Pero el hecho de que en el párrafo 4 del artículo III se enuncie un principio general que está consignado en forma explícita en el párrafo 1 del artículo III no significa necesariamente que un principio general similar no pueda estar implícito en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Es más, consideramos que un propósito fundamental de las disposiciones de esa cláusula es precisamente impedir que los Miembros apliquen sus procedimientos de aprobación de manera que brinden protección a la producción nacional.  Esta opinión es compatible con el párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF, que es parte del contexto del párrafo 1 a) del Anexo C.  La segunda oración del párrafo 3 del artículo 2, que parecería ser aplicable a los procedimientos de aprobación, dice que las MSF "no se aplicarán de manera que constituyan una restricción encubierta al comercio internacional".  Por consiguiente, no consideramos que la ausencia, en el párrafo 1 del Anexo C, de una disposición análoga a la del párrafo 1 del artículo III deba impedirnos tomar como guía la interpretación del Órgano de Apelación de la expresión "trato menos favorable".

1.782 Al leer la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C a la luz de la jurisprudencia sobre el párrafo 4 del artículo III, consideramos que, al iniciar y ultimar sus procedimientos de aprobación, un Miembro puede en principio establecer una diferencia entre productos que se haya constatado que son similares, porque esto en sí no significaría que los procedimientos de aprobación pertinentes se hayan iniciado o ultimado con respecto al grupo de productos importados similares de manera menos favorable que con respecto al grupo de productos similares de origen nacional.  En particular, el mero hecho de demostrar que un Miembro ha iniciado o ultimado un determinado procedimiento de aprobación de manera que resulte desfavorable para un determinado producto importado no sería suficiente para demostrar que los procedimientos de aprobación se han iniciado o ultimado "de manera ... menos favorable" si existen factores o circunstancias no relacionadas con el origen extranjero del producto que expliquen la conducta de ese Miembro.

1.783 Teniendo presentes estas consideraciones, pasamos ahora a analizar los argumentos de la Argentina.  La Argentina aduce, en primer lugar, que las Comunidades Europeas han aplicado procedimientos de aprobación con arreglo al Reglamento 258/97 de manera menos favorable para los productos biotecnológicos objeto de las medidas relativas a productos específicos impugnadas por la Argentina que para nuevos productos no biotecnológicos similares.  La Argentina afirma que ha habido demoras indebidas únicamente en la tramitación de solicitudes relativas a productos biotecnológicos.

1.784 Observamos que las comunicaciones de la Argentina no dejan del todo claro cuáles son los procedimientos de aprobación en cuestión.  Entendemos que la Argentina se refiere al procedimiento establecido en los artículos 4, 6, 7 y 8 del Reglamento 258/97.  Este procedimiento se aplica de la misma forma a los productos biotecnológicos que a los nuevos productos no biotecnológicos.  También se aplica por igual a los productos importados y a los nacionales.  Por último, señalamos que ya hemos determinado que este procedimiento constituye un procedimiento de aprobación en el sentido del Anexo C.  Por lo tanto, al iniciar y ultimar ese procedimiento, las Comunidades Europeas deben cumplir lo dispuesto en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.785 Pasando al fondo del argumento de la Argentina, observamos, en primer lugar, que la Argentina no ha proporcionado información fáctica sobre la tramitación de solicitudes relativas a los nuevos productos no biotecnológicos que, a su juicio, son similares a los productos biotecnológicos en cuestión.  De todos modos, incluso si, como parece afirmar la Argentina, la tramitación de solicitudes relativas a los productos biotecnológicos importados de que se trata (por ejemplo, el maíz biotecnológico importado) hubiera sufrido demoras indebidas, en tanto que la tramitación de las relativas a las variedades no biotecnológicas correspondientes de origen nacional (por ejemplo, la nueva variedad nacional de maíz no biotecnológico) no se hubiera demorado de manera indebida, ello no bastaría, por sí solo, para establecer la presunción de que el procedimiento previsto en el Reglamento 258/97 se ha aplicado al grupo de productos importados similares de manera menos favorable que al grupo de productos similares de origen nacional.  La Argentina no afirma que la tramitación de solicitudes relativas a los productos biotecnológicos pertinentes de origen nacional (por ejemplo, el maíz biotecnológico de origen nacional). no se haya demorado de manera indebida, o que la tramitación de las solicitudes relativas a las variedades no biotecnológicas importadas correspondientes (por ejemplo, la nueva variedad importada de maíz no biotecnológico) haya sufrido demoras indebidas.  Dicho de otro modo, la Argentina no alega que la forma de tramitar solicitudes con arreglo al Reglamento 258/97 haya sido diferente dependiendo del origen de los productos.  Dadas las circunstancias, no es evidente que la supuesta manera, menos favorable, de tramitar solicitudes relativas a los productos biotecnológicos importados en cuestión (por ejemplo, el maíz biotecnológico importado) se deba al origen extranjero de estos productos antes que, por ejemplo, a una diferencia observada entre los productos biotecnológicos y los nuevos productos no biotecnológicos en cuanto a la diligencia necesaria para evaluar su inocuidad, el riesgo para el consumidor, etc.  La Argentina no ha aducido argumentos ni presentado pruebas suficientes para establecer la presunción de que el trato supuestamente menos favorable se debe al origen extranjero de los productos biotecnológicos en cuestión.

1.786 Teniendo en cuenta lo que antecede, constatamos que la Argentina no ha demostrado que el procedimiento de aprobación establecido en el Reglamento 258/97 se haya iniciado o ultimado, con respecto a los productos importados, de manera menos favorable que con respecto a los productos de origen nacional.

1.787 El segundo argumento de la Argentina es que, con respecto a los productos biotecnológicos objeto de las medidas relativas a productos específicos que impugna, las Comunidades Europeas han aplicado sus procedimientos de aprobación desde 1998 de manera menos favorable que con respecto a productos biotecnológicos similares antes de 1998.  Más concretamente, la Argentina sostiene que desde 1998 ha habido demoras indebidas en la tramitación de solicitudes de acuerdo con los procedimientos de aprobación pertinentes.  El año 1998 es el año en que, en opinión de la Argentina, las Comunidades Europeas comenzaron a aplicar su moratoria general de facto a las aprobaciones.

1.788 Entendemos que el segundo argumento de la Argentina se refiere a los procedimientos de aprobación contenidos en las Directivas 90/220 y 2001/18 y en el Reglamento 258/97.  Tanto las Directivas 90/220 y 2001/18 como el Reglamento 258/97 se aplican por igual a los productos biotecnológicos importados y a los nacionales.  Determinamos previamente que estas disposiciones legislativas prevén procedimientos de aprobación en el sentido del Anexo C.  Por lo tanto, al iniciar y ultimar esos procedimientos de aprobación, las Comunidades Europeas estaban y están obligadas a cumplir lo dispuesto en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Observamos que la Directiva 2001/18 es, desde un punto de vista formal y, en cierta medida, sustantivo, diferente de la Directiva 90/220.  La Argentina parece suponer que la obligación establecida en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C se aplica no sólo en situaciones en que se trata a los productos importados y a los nacionales en el marco de un mismo y único procedimiento de aprobación, sino también en situaciones en que se aplican procedimientos de aprobación diferentes desde un punto de vista formal o sustantivo a productos similares.  A los efectos de nuestro análisis del argumento de la Argentina, estamos dispuestos a proceder sobre la base de esta suposición, pero no formulamos ninguna constatación a este respecto.

1.789 Nos parece que la Argentina desea aducir, en efecto, que a partir de 1998 los procedimientos de aprobación se aplicaron de manera menos favorable en el caso de los productos biotecnológicos importados de que se trata que en el caso de los productos biotecnológicos nacionales similares antes de 1998.  Sin embargo, aun cuando esto fuera cierto como cuestión de hecho, no sería suficiente, por sí solo, para establecer la presunción de que los procedimientos de aprobación en cuestión se han aplicado al grupo de productos importados similares de manera menos favorable que al grupo de productos similares de origen nacional.  La Argentina sostiene que, a partir de 1998, las solicitudes relativas a los productos biotecnológicos en cuestión se tramitaron de manera menos favorable, independientemente de que fueran de origen extranjero o nacional, y que antes de 1998 las solicitudes relativas a productos biotecnológicos, ya fueran de origen extranjero o nacional, se tramitaban de manera más favorable.  Por lo tanto, la Argentina no mantiene que haya habido una diferencia, antes y después de 1998, entre la forma en que las Comunidades Europeas han tramitado solicitudes relativas a productos biotecnológicos importados y la forma en que han tramitado las relativas a productos biotecnológicos nacionales.  Por lo tanto, no es evidente que la manera supuestamente menos favorable de aplicar los procedimientos de aprobación a los productos biotecnológicos importados en cuestión a partir de 1998 se explique por el origen extranjero de esos productos antes que por otros factores o circunstancias, como una percepción diferente de los riesgos asociados a los productos biotecnológicos, etc.  La Argentina no ha aducido argumentos ni presentado pruebas suficientes para establecer la presunción de que el trato supuestamente menos favorable se debe al origen extranjero de los productos biotecnológicos en cuestión.

1.790 Además, observamos que una de las consecuencias de aceptar el segundo argumento de la Argentina sería que los Miembros no podrían, de manera compatible con lo dispuesto en la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C, optar por aplicar sus procedimientos de aprobación de manera menos favorable a todos los productos en cuestión prescindiendo de su origen, por ejemplo, teniendo en cuenta nuevos testimonios científicos que indicaran que los riesgos asociados a los productos sujetos al requisito de aprobación se habían subestimado.  En nuestra opinión, no sería razonable interpretar la segunda oración del párrafo 1 a) del Anexo C de manera que produjera ese resultado.

1.791 A la luz de lo que antecede, no nos resulta convincente el argumento de la Argentina de que las Comunidades Europeas han iniciado y ultimado sus procedimientos de aprobación con respecto a productos importados de manera menos favorable que con respecto a productos nacionales tramitando solicitudes relativas a productos biotecnológicos de manera menos favorable a partir de 1998 que antes de ese año.

1.792 Como hemos constatado que la Argentina no ha demostrado suficientemente que los productos importados han sido tratados de "manera ... menos favorable" que los productos de origen nacional en lo que se refiere al inicio y ultimación de los procedimientos de aprobación, no es necesario pasar a examinar la cuestión de si los productos importados que, como alega la Argentina, han recibido un trato menos favorable son "similares" a los productos nacionales que, según la Argentina, han recibido un trato más favorable.

1.793 Basándonos en todas las consideraciones arriba mencionadas, concluimos que la Argentina no ha acreditado las alegaciones relativas a productos específicos que ha formulado en relación con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.

f) Artículo 8

1.794 Pasando a las alegaciones formuladas por la Argentina en relación con el artículo 8, recordamos que la Argentina trata de demostrar la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Hemos determinado que la Argentina no ha probado sus alegaciones en relación con la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Según el planteamiento de la Argentina, esto significa que tampoco han quedado probadas sus alegaciones en relación con el artículo 8.

g) Conclusión general

1.795 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial formula la conclusión siguiente:

i)
Reclamación DS293 (Argentina)

En relación con la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que la Argentina no ha demostrado que las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales formula constataciones el Grupo Especial hayan tenido por resultado que las Comunidades Europeas actuaran de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud de la segunda cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 de dicho Acuerdo.

11. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 8 y el párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF
1.796 Los Estados Unidos y la Argentina alegan que las medidas relativas a productos específicos que han identificado son incompatibles con las obligaciones que corresponden a las Comunidades Europeas en virtud del artículo 8 y del párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF.

1.797 El artículo 8 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos y de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo."

1.798 El párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:

[...]

b)
de que se publique el período normal de tramitación de cada procedimiento o se comunique al solicitante, previa petición, el período de tramitación previsto;  de que, cuando reciba una solicitud, la institución competente examine prontamente si la documentación está completa y comunique al solicitante todas las deficiencias de manera precisa y completa;  de que la institución competente transmita al solicitante lo antes posible los resultados del procedimiento de una manera precisa y completa, de modo que puedan tomarse medidas correctivas si fuera necesario;  de que incluso cuando la solicitud presente deficiencias, la institución competente siga el procedimiento hasta donde sea viable, si así lo pide el solicitante;  y de que, previa petición, se informe al solicitante de la fase en que se encuentra el procedimiento, explicándole los eventuales retrasos[.]"

1.799 Como hemos señalado, en el párrafo 1 b) del Anexo C básicamente se prevén cinco obligaciones distintas, pero relacionadas entre sí, que han de observar los Miembros al aplicar los procedimientos de aprobación.  Estas obligaciones se refieren a:

i)
la publicación del período de tramitación de cada procedimiento o su comunicación a los solicitantes;

ii)
el examen de la documentación para determinar si está completa y la comunicación de las deficiencias a los solicitantes;

iii)
la transmisión de los resultados del procedimiento;

iv)
la tramitación de solicitudes que presenten deficiencias, y

v)
el suministro de información sobre la fase en que se encuentra un procedimiento y de una explicación de los eventuales retrasos.

1.800 Los Estados Unidos aducen que, en virtud de las medidas pertinentes relativas a productos específicos -las moratorias relativas a productos específicos- las Comunidades Europeas no permiten que sus procedimientos de aprobación lleguen a una conclusión.  Como tales, las moratorias relativas a productos específicos son incompatibles con todas y cada una de las obligaciones de procedimiento conexas que establece el párrafo 1 b) del Anexo C y, en consecuencia, también con el artículo 8.

1.801 En lo que respecta a la primera obligación (publicar o comunicar el período de tramitación), los Estados Unidos sostienen que, si bien la legislación aplicable de las CE sobre aprobaciones prevé períodos de tramitación, a causa de las moratorias relativas a productos específicos esos períodos de tramitación no se cumplen.  Al contrario, las Comunidades Europeas han impuesto una demora indefinida.  Sin embargo, dado que las Comunidades Europeas no reconocen la existencia de moratorias relativas a productos específicos, no se publica el período normal de tramitación ni tampoco se comunica al solicitante el período de tramitación previsto.

1.802 En cuanto a la segunda obligación (determinar si la documentación está completa), los Estados Unidos aducen que a causa de las moratorias relativas a productos específicos las Comunidades Europeas no examinan prontamente la documentación y no comunican al solicitante todas las deficiencias.  Al contrario, las solicitudes presentadas con arreglo a la legislación aplicable de las CE quedan paralizadas sin ninguna explicación.  Más concretamente, los Estados Unidos sostienen que en el caso de las solicitudes relativas al algodón Bt-531, el algodón RR-1445, la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2, no se comunicaron al solicitante todas las deficiencias de manera precisa y completa.  Al contrario, cuando el Comité de reglamentación no aprueba una solicitud por una mayoría cualificada, o cuando la Comisión inicia consultas interservicios en lugar de remitir una solicitud al Consejo, no se da al solicitante ninguna explicación y, por lo tanto, ninguna oportunidad de corregir las deficiencias.  Lo mismo ocurre cuando, como en el caso de los productos derivados de la colza, el Estado miembro que inicialmente recibió la solicitud no da el paso final, que es poner el producto en el mercado.

1.803 En lo que se refiere a la tercera obligación (transmitir los resultados), los Estados Unidos aducen que a causa de las moratorias relativas a productos específicos no se comunican prontamente a los solicitantes los resultados de los procedimientos de modo que puedan tomarse medidas correctivas.  Al contrario, las solicitudes quedan paralizadas en el proceso de aprobación sin ninguna explicación.  Más concretamente, los Estados Unidos sostienen que, en el caso de las solicitudes relativas al algodón Bt-531, el algodón RR-1445, la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2, no se comunicaron al solicitante todas las deficiencias de manera precisa y completa.  Al contrario, cuando el Comité de reglamentación no aprueba una solicitud por una mayoría cualificada, o cuando la Comisión inicia consultas interservicios en lugar de remitir una solicitud al Consejo, no se da al solicitante ninguna explicación y por lo tanto ninguna oportunidad de corregir las deficiencias.  Lo mismo ocurre cuando, como en el caso de los productos derivados de la colza, el Estado miembro que inicialmente recibió la solicitud no da el paso final, que es poner el producto en el mercado.

1.804 En cuanto a la cuarta obligación (tramitar solicitudes deficientes), los Estados Unidos aducen que a causa de las moratorias relativas a productos específicos las Comunidades Europeas no siguen el proceso de aprobación hasta donde es viable.  Al contrario, las solicitudes quedan paralizadas en el proceso de aprobación.

1.805 En lo que respecta a la quinta obligación (explicar los retrasos), los Estados Unidos aducen que a causa de las moratorias relativas a productos específicos no se da ninguna explicación de los retrasos.  Al contrario, las Comunidades Europeas ni siquiera informan a los solicitantes de la existencia de una moratoria general.

1.806 La Argentina aduce que en el párrafo 1 b) del Anexo C se establecen las obligaciones de publicar y notificar al solicitante y se exige que las instituciones competentes de los Miembros cumplan sus obligaciones "prontamente" y expliquen "los eventuales retrasos".  La Argentina considera que la demora indebida en que han incurrido las Comunidades Europeas en los procedimientos de aprobación concretos que ha identificado es incompatible con las disposiciones del artículo 8 y el párrafo 1 b) del Anexo C.  La Argentina sostiene que las Comunidades Europeas no se han asegurado de que se cumplan las prescripciones del párrafo 1 b) del Anexo C porque en algunos casos la entidad pertinente de las CE no determinó prontamente si la documentación estaba completa (segunda obligación) y en otros casos no transmitió al solicitante los resultados del procedimiento (tercera obligación) o no le informó de la fase en que se encontraba el procedimiento (quinta obligación).  La Argentina sostiene a este respecto que ha demostrado que, por ejemplo, en el procedimiento de aprobación relativo al maíz GA21 (CE-78), el solicitante seguía aguardando una respuesta definitiva acerca de su solicitud después de transcurridos más de cinco años.  Por último, la Argentina sostiene que una violación de las disposiciones del Anexo C constituye simultáneamente una violación del artículo 8.

1.807 Las Comunidades Europeas sostienen que los Estados Unidos y la Argentina se han limitado a afirmar que las Comunidades Europeas no han hecho lo que deben hacer con arreglo a las diferentes obligaciones contenidas en el párrafo 1 b) del Anexo C.  La Argentina no ha ofrecido ninguna prueba en apoyo de sus alegaciones.  Los Estados Unidos también consideran que simplemente basta con afirmar que las solicitudes quedaron paralizadas en el proceso de aprobación y no dan ninguna explicación.  Sin embargo, recae en la parte reclamante la carga de establecer una presunción prima facie.  De todos modos, las cronologías detalladas de los diferentes procedimientos de aprobación y otros documentos presentados por las Comunidades Europeas demuestran que las alegaciones de los Estados Unidos no tienen fundamento.

1.808 En lo que respecta a la alegación de los Estados Unidos de que no se ha publicado ningún período normal de tramitación respecto de las "moratorias relativas a productos específicos", las Comunidades Europeas aducen que esas "moratorias" son solicitudes diferentes sujetas a sus propias circunstancias particulares.  En opinión de las Comunidades Europeas, resulta difícil comprender cómo se podría establecer, para esas solicitudes en conjunto, un período "normal" de tramitación distinto del establecido en la legislación.

1.809 El Grupo Especial observa que, de conformidad con la frase introductoria del párrafo 1 del Anexo C, las disposiciones del párrafo 1 b) de dicho Anexo se aplican "con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias".  Hemos constatado previamente que los procedimientos previstos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto se trata de una MSF) constituyen procedimientos "para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias" en el sentido del párrafo 1 del Anexo C y, como tales, están sujetos a las disposiciones del párrafo 1 del Anexo C, que incluyen las del párrafo 1 b) de ese Anexo.  Por lo tanto, con respecto a los procedimientos de aprobación establecidos en las Directivas y el Reglamento arriba mencionados, las Comunidades Europeas estaban y están obligadas a cumplir las disposiciones del párrafo 1 a) del Anexo C.

1.810 Recordamos que los Estados Unidos impugnan la no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación definitiva.  Hemos observado al respecto que ésta es básicamente una impugnación de la aplicación, por las Comunidades Europeas, de una determinada forma de poner en práctica los procedimientos de aprobación pertinentes de las CE.  También recordamos que la Argentina impugna supuestas demoras indebidas al ultimar la consideración y tramitación de determinadas solicitudes.

1.811 En nuestra opinión, cabe considerar que el tipo de medida impugnado por los Estados Unidos y la Argentina podría constituir un incumplimiento de las obligaciones que corresponden a las CE en virtud del párrafo 1 b) del Anexo C o dar lugar a tal incumplimiento y, por lo tanto, puede ser examinado a la luz de las disposiciones de dicho párrafo.  Como los Estados Unidos y la Argentina tratan de demostrar la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con el párrafo 1 b) del Anexo C, esta conclusión se aplica también al artículo 8.

1.812 Habida cuenta de que la alegación de los Estados Unidos y de la Argentina en relación con el artículo 8 tiene el carácter de alegación consiguiente, comenzaremos nuestro análisis con las alegaciones relacionadas con el párrafo 1 b) del Anexo C.

e) Primera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C (publicar o comunicar el período de tramitación)

1.813 Sólo los Estados Unidos han presentado argumentos en relación con la primera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.  Específicamente, los Estados Unidos formulan dos argumentos principales.  El primero es que, al no considerar las solicitudes pertinentes para su aprobación, las Comunidades Europeas no se atuvieron a los períodos normales de tramitación publicados en la legislación aplicable de las CE sobre aprobaciones.  De ello los Estados Unidos parecen inferir que no se publicó el período normal efectivo de tramitación.

1.814 Convenimos con las Comunidades Europeas en que la primera obligación estipulada en el párrafo 1 b) del Anexo C no exige -y lógicamente no puede exigir- que las Comunidades Europeas publiquen un período "normal" de tramitación respecto de cada procedimiento de aprobación que inicien.  El período de tramitación que ha de publicarse es el período que se tiene la intención de que sea la norma en todos los procedimientos de aprobación de un determinado tipo, por ejemplo, el procedimiento de aprobación previsto en la Directiva 2001/18 para la puesta de productos biotecnológicos en el mercado.  Esto se desprende de la palabra "standard" ("normal") por la que, en el contexto específico de la primera obligación, se debe entender "normal".
  No obstante, no entendemos que los Estados Unidos sostengan que las Comunidades Europeas deberían haber publicado un período normal de tramitación para cada procedimiento de aprobación que hubieran aplicado.

1.815 Entendemos que los Estados Unidos sostienen que, al no considerar una determinada solicitud para su aprobación definitiva, las Comunidades Europeas no se atuvieron al período normal de tramitación publicado para el tipo pertinente de procedimiento y que dejó de estar publicado el período normal efectivo de tramitación para ese tipo de procedimiento.  Incluso si aceptáramos que lo que ha de publicarse de conformidad con la primera obligación estipulada en el párrafo 1 b) del Anexo C es el período normal "efectivo" de tramitación, el mero hecho de que, en un determinado procedimiento de aprobación, las Comunidades Europeas posiblemente no se hayan atenido al período normal de tramitación publicado no justificaría por sí solo la conclusión de que había un nuevo período "normal" efectivo de tramitación que no había sido publicado.  Una única desviación del período normal de tramitación publicado no es, a nuestro juicio, prueba de la existencia de un nuevo período "normal" de tramitación.
  En todo caso, incluso si había un nuevo período normal de tramitación, el hecho de que no se publicara no sería consecuencia de la no consideración, por las Comunidades Europeas, de la solicitud pertinente para su aprobación definitiva.  Dicho de otro modo, no sería consecuencia de la medida relativa a un producto específico en litigio.  Sería más bien consecuencia de una no publicación del nuevo período normal de tramitación por las Comunidades Europeas separada e independiente.

1.816 A la luz de estas consideraciones, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que han formulado en relación con la primera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C, por cuanto esas alegaciones están basadas en el requisito de publicar el período normal de tramitación de cada procedimiento.

1.817 El segundo argumento de los Estados Unidos en apoyo de su alegación al amparo del párrafo 1 b) del Anexo C es que, como las Comunidades Europeas no reconocen que no han considerado las solicitudes pertinentes para su aprobación, el período de tramitación previsto no se comunica a los solicitantes.  Observamos que, de acuerdo con el párrafo 1 b) del Anexo C, se ha de comunicar al solicitante el período de tramitación previsto "previa petición".  Los Estados Unidos no han aportado ninguna prueba para demostrar i) que un solicitante pidió que se le comunicara el período de tramitación previsto, ii) que la solicitud fue denegada por una entidad competente de las CE, y iii) que ello se debió a la no consideración deliberada de las solicitudes pertinentes para su aprobación.  Además, no estimamos que la no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación definitiva haya tenido necesariamente como resultado que las Comunidades Europeas no comunicaran a los solicitantes, previa petición, los períodos de tramitación previstos.  Es más, en nuestra opinión, el que las Comunidades Europeas pudieran haber impedido que un determinado procedimiento de aprobación llegara a su conclusión no habría hecho que fuera imposible para las Comunidades Europeas comunicar al solicitante, previa petición, el período de tramitación previsto, como exige el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.818 A la luz de estas consideraciones, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que han formulado en relación con la primera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C, por cuanto esas alegaciones están basadas en el requisito de comunicar a los solicitantes el período de tramitación previsto.

f) Segunda obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C (determinar si la documentación está completa)

1.819 En lo que respecta a la segunda obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C, han presentado argumentos tanto los Estados Unidos como la Argentina.  Comenzamos nuestro análisis con los argumentos de los Estados Unidos.

1.820 Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas, al no considerar las solicitudes pertinentes para su aprobación, no examinaron prontamente si la documentación estaba completa ni comunicaron a los solicitantes todas las deficiencias.  Los Estados Unidos han identificado los procedimientos de aprobación específicos que, en su opinión, apoyan la alegación que han formulado en relación con la segunda obligación.

1.821 Entre las solicitudes mencionadas por los Estados Unidos figuran las relativas a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2.  Hemos determinado en los párrafos precedentes que son 25 las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales los Estados Unidos solicitan constataciones.  Sin embargo, las solicitudes relativas a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2 no son parte de esas 25 medidas.  Por lo tanto, no estamos facultados para formular constataciones relativas a productos específicos acerca de esas dos solicitudes referentes a la colza.

1.822 Los Estados Unidos también se refieren a las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445, que figuran entre las solicitudes que han sido objeto de alegaciones relativas a productos específicos presentados por los Estados Unidos.  En relación con esas solicitudes, los Estados Unidos aducen que cuando el Comité de reglamentación no aprobó las solicitudes por una mayoría cualificada, o cuando la Comisión inició consultas interservicios después de la votación en el Comité de reglamentación, no se dio al solicitante ninguna explicación y por lo tanto ninguna oportunidad de corregir las deficiencias.  Como primera cuestión, observamos que la segunda obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C se aplica cuando una "institución competente" "recib[e]" una solicitud.  En nuestra opinión, la institución competente que recibió las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445 era el Estado miembro que inicialmente recibió esas solicitudes para su evaluación inicial, y no el Comité de reglamentación ni la Comisión en la etapa posterior al examen del Comité.

1.823 De todos modos, los Estados Unidos no han demostrado que el Comité de reglamentación o la Comisión identificaron deficiencias en la documentación presentada por el solicitante y no informaron a éste al respecto de manera precisa y completa.  Recordamos que en el caso de la solicitud relativa al algodón Bt-531, tres Estados miembros formularon declaraciones por escrito en apoyo de los votos que emitieron en el Comité de reglamentación en febrero de 1999, y que el solicitante proporcionó información adicional después de transcurridos más de dos años desde la reunión del Comité de reglamentación y del inicio por la Comisión de consultas interservicios.  Los Estados Unidos no han demostrado que en alguna de las declaraciones de los Estados miembros se señalaran deficiencias en la documentación presentada por el solicitante.  Hemos constatado antes que en ninguna de sus declaraciones pidieron específicamente los Estados miembros información adicional y que no hay ninguna indicación de que el solicitante presentara la información adicional en respuesta a las declaraciones escritas.  También recordamos nuestra constatación anterior de que no hay ninguna prueba que indique que la Comisión esperaba recibir la información adicional proporcionada por el solicitante y que por esa razón no presentó un proyecto de medida al Consejo.  Por lo tanto, no consideramos que la información adicional suministrada por el solicitante se refiriera a "deficiencias" identificadas por el Comité de reglamentación o por la Comisión.

1.824 En lo que respecta a la solicitud relativa al algodón RR-1445, observamos que, como en el caso de la solicitud relativa al algodón Bt‑531, varios Estados miembros formularon declaraciones por escrito en apoyo de los votos que emitieron en el Comité de reglamentación en febrero de 1999.  Los Estados Unidos no han demostrado que en alguna de esas declaraciones se señalaran deficiencias en la documentación presentada por el solicitante.  Además, hemos constatado antes que el acta de la consulta del Comité de reglamentación no contiene indicación alguna de que se pidiera más información al solicitante.  Es más, no se proporcionó más información después de la votación en el Comité de reglamentación.  Por último, los propios Estados Unidos señalan en un contexto diferente que no hay en el expediente nada que indique que la Comisión comunicara al solicitante preocupaciones de carácter científico o señalara deficiencias en la solicitud después de la votación en el Comité de reglamentación.  Por lo tanto, consideramos que los Estados Unidos no han demostrado que el Comité de reglamentación o la Comisión identificaron "deficiencias" en la documentación presentada por el solicitante y no informaron al respecto al solicitante de una manera precisa y completa.

1.825 Como observación adicional, señalamos que la no consideración, por las Comunidades Europeas, de determinadas solicitudes para su aprobación definitiva no tuvo necesariamente como resultado que las Comunidades Europeas no examinaran prontamente si la documentación estaba completa y no comunicaran las deficiencias a los solicitantes.  Es más, en nuestra opinión, el que las Comunidades Europeas pudieran haber impedido que un determinado procedimiento de aprobación llegara a su conclusión no habría hecho que fuera imposible para ellas examinar si la documentación estaba completa o comunicar al solicitante las deficiencias de la documentación presentada, como exige el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.826 A la luz de estas consideraciones, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formularon en relación con la segunda obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.827 La Argentina sostiene que las Comunidades Europeas no se han asegurado de que se cumplan las prescripciones del párrafo 1 b) del Anexo C porque en algunos casos la entidad competente de las CE no determinó prontamente si la documentación estaba completa.  La Argentina no ha identificado específicamente esos "casos" y no ha demostrado que en esos casos la institución competente halló deficiencias en la documentación presentada por el solicitante y no las comunicó a éste de manera precisa y completa.

1.828 A la luz de estas consideraciones, concluimos que la Argentina no ha establecido las alegaciones sobre productos específicos que formuló en relación con la segunda obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

g) Tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C (transmitir los resultados)

1.829 En lo que respecta a la tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C, han presentado argumentos tanto los Estados Unidos como la Argentina.  Comenzamos nuestro análisis con los argumentos de los Estados Unidos.

1.830 Los Estados Unidos aducen que las Comunidades Europeas, al no considerar las solicitudes pertinentes para su aprobación, no transmitieron prontamente los resultados de los procedimientos a los solicitantes de modo que pudieran tomarse medidas correctivas si era necesario.  Los Estados Unidos han identificado distintos procedimientos de aprobación que, a su juicio, apoyan su alegación con respecto a la tercera obligación.  Entre las solicitudes a que se refieren los Estados Unidos figuran las relativas a la colza MS1/RF1 (CE-89) y la colza MS1/RF2.  Ya hemos determinado que no estamos facultados para formular constataciones relativas a productos específicos respecto de las dos solicitudes relativas a la colza.

1.831 Los Estados Unidos también se refieren a las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445, que figuran entre las medidas relativas a productos específicos que ellos impugnan.  Con respecto a estos procedimientos de aprobación, los Estados Unidos aducen que cuando el Comité de reglamentación no los aprobó por una mayoría cualificada, o cuando la Comisión inició consultas interservicios después de la votación del Comité de reglamentación, no se dio al solicitante ninguna explicación y por lo tanto ninguna oportunidad de corregir las deficiencias.

1.832 Observamos en primer lugar que cuando las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 llegaron a la etapa del Comité de reglamentación, estaban sujetas a la Directiva 90/220.  Se desprende claramente del artículo 21 de la Directiva 90/220 que la función del Comité de reglamentación es ayudar a la Comisión a adoptar decisiones emitiendo dictámenes sobre los proyectos de medidas propuestos por la Comisión.  El Comité de reglamentación por sí solo no puede adoptar decisiones sobre las solicitudes.  Además, la Directiva 90/220 no dispone que se dé al solicitante una explicación de la votación.
  Es más, hemos observado antes que no hay un registro de las votaciones del Comité de reglamentación al alcance del público.  Las Comunidades Europeas han señalado a este respecto que las votaciones del Comité de reglamentación no tendrían ningún efecto jurídico externo y por lo tanto, no pueden ser impugnadas con arreglo al derecho comunitario.
  Por lo tanto, no hay "medidas correctivas" que pueda tomar el solicitante en respuesta al resultado desfavorable de una votación en el Comité de reglamentación.  Por todas esas razones, no estamos convencidos de que una votación en el Comité de reglamentación pueda considerarse un "resultado[...] del procedimiento" en el sentido de la tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.  En nuestra opinión, la votación en el Comité de reglamentación es más bien una "fase [d]el procedimiento" de la que se debe informar al solicitante, previa petición, de conformidad con la quinta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.833 Estimamos que el mismo razonamiento se aplica a las consultas interservicios celebradas por la Comisión antes de la presentación de un proyecto de medida al Consejo.  Esas consultas son "una fase ... [d]el procedimiento", no un "resultado[...] del procedimiento".  Sea como fuere, el resultado de esas consultas es un proyecto de medida que ha de transmitirse al Consejo para que tome las disposiciones correspondientes y no una decisión sobre una solicitud.

1.834 Sobre la base de las consideraciones que anteceden, constatamos que las votaciones del Comité de reglamentación y el inicio de consultas interservicios por la Comisión en los procedimientos de aprobación relativos al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445 no fueron "resultados" que las Comunidades Europeas estuvieran obligadas a transmitir al solicitante.

1.835 En términos más generales, observamos que, al no considerar las Comunidades Europeas determinadas solicitudes para su aprobación definitiva, no se obtuvo ningún resultado final.  Por lo tanto, no hubo ningún resultado final que pudiera haberse transmitido a los solicitantes en cumplimiento de la tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.836 A la luz de estas consideraciones, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formularon en relación con la tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.837 La Argentina sostiene que las Comunidades Europeas no se han asegurado de que se cumplieran las prescripciones del párrafo 1 b) del Anexo C porque en algunos casos la entidad competente de las CE no transmitió al solicitante los resultados del procedimiento.  La Argentina no ha identificado específicamente esos "casos" ni ha demostrado que en esos casos hubo "resultados" que debían ser transmitidos a los solicitantes.  Observamos que la Argentina se ha referido al hecho de que, en el procedimiento de aprobación relativo al maíz GA21 (CE-78), el solicitante seguía esperando una respuesta definitiva sobre su solicitud después de transcurridos más de cinco años.  Recordamos a este respecto la tercera obligación establecida en el párrafo 1 b) del Anexo C de que la institución competente "transmita" al solicitante lo antes posible "los resultados del procedimiento" de una manera precisa y completa, de modo que puedan tomarse medidas correctivas si fuera necesario.  Por lo tanto, la tercera obligación se aplica en los casos en que se han obtenido resultados.
  El de la Argentina es un ejemplo en que aún no se han obtenido resultados finales.  Como no se obtuvo ningún resultado, no había ninguno que se pudiera transmitir al solicitante.  Por consiguiente, en nuestra opinión, el ejemplo del procedimiento de aprobación relativo al maíz GA21 (CE-78) no ayuda a la Argentina a demostrar la existencia de una incompatibilidad con la tercera obligación.

1.838 A la luz de esta consideración, concluimos que la Argentina no ha establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formuló en relación con la tercera obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

h) Cuarta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C (tramitar solicitudes que presentan deficiencias)

1.839 Sólo los Estados Unidos han presentado argumentos en relación con la cuarta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.  Los Estados Unidos sostienen que las Comunidades Europeas, al no considerar las solicitudes pertinentes para su aprobación, no siguieron el proceso de aprobación hasta donde era viable.

1.840 Observamos que, de acuerdo con el párrafo 1 b) del Anexo C, la institución competente debe seguir el procedimiento hasta donde sea viable "si así lo pide el solicitante".  Los Estados Unidos no han aportado ninguna prueba de que un solicitante haya formulado tal petición ni de que una entidad competente de las CE la haya denegado debido a una decisión de las Comunidades Europeas de no considerar la solicitud pertinente para su aprobación definitiva.  Además, no creemos que como resultado de no considerar determinadas solicitudes para su aprobación definitiva, las Comunidades Europeas necesariamente no hayan seguido los procedimientos hasta donde era viable, si así lo pidieron los solicitantes.  Es más, en nuestra opinión, el hecho de que las Comunidades Europeas pudieran haber impedido que un determinado procedimiento de aprobación llegara a su conclusión no habría hecho que fuera imposible para las Comunidades Europeas, previa petición, seguir ese procedimiento hasta donde fuera viable, como exige el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.841 A la luz de esta consideración, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formularon en relación con la cuarta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

i) Quinta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C (explicar los retrasos)

1.842 Con respecto a la quinta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C, han presentado argumentos tanto los Estados Unidos como la Argentina.  Comenzamos nuestro análisis con los argumentos de los Estados Unidos.

1.843 Los Estados Unidos aducen que, como consecuencia de la no consideración, por las Comunidades Europeas, de las solicitudes pertinentes para su aprobación, no se explicaron los retrasos.  De acuerdo con la quinta obligación, se debe informar al solicitante, "previa petición", de la fase en que se encuentra el procedimiento, explicándole los eventuales retrasos.  Los Estados Unidos no han proporcionado ninguna prueba de que haya hecho tal petición ningún solicitante, ni de que una entidad competente de las CE se haya negado a explicar los eventuales retrasos porque las Comunidades Europeas deliberadamente no consideraron la solicitud pertinente para su aprobación.  Además, no creemos que la no consideración por las Comunidades Europeas de determinadas solicitudes para su aprobación definitiva haya tenido necesariamente como resultado que las Comunidades Europeas no hayan informado a los solicitantes de la fase en que se encontraran los procedimientos ni explicaran los eventuales retrasos, previa petición de los solicitantes.  Es más, en nuestra opinión, el que las Comunidades Europeas pudieran haber impedido que un determinado procedimiento de aprobación siguiera adelante hasta su conclusión no habría hecho que fuera imposible para las Comunidades Europeas informar a los solicitantes de la fase en que se encontraran los procedimientos y explicar los eventuales retrasos, como exige el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.844 A la luz de esta consideración, concluimos que los Estados Unidos no han establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formularon en relación con la quinta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C.

1.845 La Argentina sostiene que las Comunidades Europeas no han asegurado el cumplimiento de las prescripciones del párrafo 1 b) del Anexo C porque en algunos casos la entidad competente de las CE no informó al solicitante de la fase en que se encontraba el procedimiento.  La Argentina no ha identificado específicamente esos "casos" y no ha demostrado que los solicitantes en cuestión pidieran información sobre la fase en que se encontraba el procedimiento y se les negara esa información.

1.846 A la luz de esta consideración, concluimos que la Argentina no ha establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formuló en relación con la quinta obligación contenida en el párrafo 1 b) del Anexo C

j) Artículo 8

1.847 Pasando ahora a las alegaciones de los Estados Unidos y la Argentina en relación con el artículo 8, recordamos que los Estados Unidos y la Argentina tratan de demostrar la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con las disposiciones del párrafo 1 b) del Anexo C.  Hemos determinado que los Estados Unidos y la Argentina no han probado sus alegaciones en relación con el párrafo 1 b) del Anexo C.  De acuerdo con el planteamiento de los Estados Unidos y la Argentina, esto significa que tampoco han quedado acreditadas sus alegaciones en relación con el artículo 8.

k) Conclusiones generales

1.848 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial formula las conclusiones siguientes:

i)
Reclamación DS291 (Estados Unidos)

En relación con la reclamación DS291, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por los Estados Unidos y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que los Estados Unidos no han establecido que las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales formula constataciones el Grupo Especial hayan tenido por resultado que las Comunidades Europeas actuaran de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 de dicho Acuerdo.

ii)
Reclamación DS293 (Argentina)

En relación con la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que la Argentina no ha establecido que las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial formula constataciones hayan tenido por resultado que las Comunidades Europeas actuaran de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 b) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 de dicho Acuerdo.

12. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 8 y el párrafo 1 c) del Anexo C del Acuerdo MSF
1.849 La Argentina aduce que las medidas relativas a productos específicos que ha identificado son incompatibles con las obligaciones que imponen a las Comunidades Europeas el artículo 8 y el párrafo 1 c) del Anexo C del Acuerdo MSF.
1.850 El artículo 8 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo."

1.851 El párrafo 1 c) del Anexo C del Acuerdo MSF dispone:

"Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:

[...]

c)
de que no se exija más información de la necesaria a efectos de los procedimientos de control, inspección y aprobación apropiados, incluidos los relativos a la aprobación del uso de aditivos y al establecimiento de tolerancias de contaminantes en productos alimenticios, bebidas o piensos[.]"
1.852 La Argentina sostiene que las Comunidades Europeas actuaron de manera incompatible con las disposiciones del párrafo 1 c) del Anexo C al demorar el examen de las solicitudes pertinentes y al exigir la presentación de una cantidad excesiva de información con arreglo a disposiciones legislativas posteriores.  En lo que respecta a la presentación de información con arreglo a disposiciones legislativas posteriores, la Argentina señala que las Comunidades Europeas han invocado requisitos contenidos en disposiciones legislativas posteriores como razón para no tramitar solicitudes.  Según la Argentina, esto se desprende claramente del hecho de que las solicitudes presentadas con arreglo a la Directiva 90/220 debieron ser presentadas de nuevo con arreglo a la Directiva 2001/18, incluso en los casos en que los procedimientos con arreglo a la Directiva anterior ya estaban en marcha desde hacía tres años.  La Argentina también señala que, en el curso de los procedimientos de aprobación que son objeto de las alegaciones relativas a productos específicos que formuló con respecto al párrafo 1 c) del Anexo C, se formularon numerosas peticiones de información adicional.  Por último, la Argentina aduce que una violación de las disposiciones del Anexo C constituye simultáneamente una violación del artículo 8.

1.853 Las Comunidades Europeas aducen que las demoras no están comprendidas en el ámbito de aplicación del párrafo 1 c) del Anexo C.  En cuanto a los requisitos en materia de información, las Comunidades Europeas sostienen que la cuestión de cuáles son los requisitos necesarios en esa materia es una cuestión que tiene que ver con las normas establecidas en el propio Acuerdo MSF.  Las Comunidades Europeas también aducen que la Argentina debería haber impugnado la Directiva 2001/18 si consideraba que el requisito de volver a presentar información actualizada al entrar en vigor esa Directiva era incompatible con el Acuerdo MSF.

1.854 El Grupo Especial señala que, de acuerdo con la frase introductoria del párrafo 1 del Anexo C, las disposiciones del párrafo 1 c) del Anexo C se aplican "[c]on respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias".  Hemos constatado previamente que los procedimientos establecidos en las Directivas 90/220 y 2001/18, así como en el Reglamento 258/97 (en cuanto se trata de una MSF), constituyen procedimientos "para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias" en el sentido del párrafo 1 del Anexo C y, como tales, están sujetos a las disposiciones del párrafo 1 del Anexo C, que incluyen las del apartado c) de dicho párrafo.  Por lo tanto, con respecto a los procedimientos de aprobación establecidos en las Directivas y el Reglamento antes mencionados, las Comunidades Europeas estaban y están obligadas a cumplir las disposiciones del párrafo 1 c) del Anexo C.

1.855 Observamos que la Argentina se basa en la supuesta incompatibilidad de las medidas pertinentes relativas a productos específicos con el párrafo 1 c) del Anexo C para formular alegaciones consiguientes de incompatibilidad con respecto al artículo 8.  Por consiguiente, comenzaremos nuestro análisis con las alegaciones formuladas con respecto al párrafo 1 c) del Anexo C.

e) Párrafo 1 c) del Anexo C

1.856 Recordamos que las medidas relativas a productos específicos que, según la Argentina, dan lugar a una incompatibilidad con el párrafo 1 c) del Anexo C son las demoras indebidas en que incurrieron las Comunidades Europeas al considerar determinadas solicitudes.  La Argentina afirma que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les impone el párrafo 1 c) del Anexo C al demorar la ultimación de los procedimientos de aprobación pertinentes.  No nos convence esta afirmación.  A nuestro juicio, la no ultimación por las Comunidades Europeas de determinados procedimientos de aprobación sin demoras indebidas en sí misma no impuso ni dio lugar a la imposición de requisitos en materia de información que no fueran necesarios.  Por lo tanto, no comprendemos cómo se podría considerar que las medidas impugnadas por la Argentina darían lugar a una incompatibilidad con el párrafo 1 c) del Anexo C.  De todos modos, la Argentina no ha identificado los requisitos de información específicos impuestos a los solicitantes en los procedimientos de aprobación de que se trata, ni ha explicado por qué algunos de esos requisitos no eran necesarios a efectos de los procedimientos de aprobación apropiados.

1.857 La Argentina también afirma que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les impone el párrafo 1 c) del Anexo C al exigir la presentación de una cantidad excesiva de información con arreglo a disposiciones legislativas posteriores.  También en este caso debemos recordar que las medidas relativas a productos específicos que impugna la Argentina son demoras indebidas en que incurrieron las Comunidades Europeas al considerar determinadas solicitudes.  La no ultimación por las Comunidades Europeas de determinados procedimientos de aprobación sin demoras indebidas no impuso a los solicitantes el requisito de suministrar información sobre la base de disposiciones legislativas que aún no habían entrado en vigor, ni hizo que se impusiera tal requisito.  Del mismo modo, la no ultimación por las Comunidades Europeas de determinados procedimientos de aprobación sin demoras indebidas no obligó a los solicitantes a actualizar sus solicitudes de conformidad con las disposiciones de la Directiva 2001/18 una vez que ésta entró en vigor.  Tampoco ello hizo que se impusiera tal requisito.
  Por lo tanto, no podemos convenir con la Argentina en que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les impone el párrafo 1 c) del Anexo C al exigir la presentación de una cantidad excesiva de información con arreglo a disposiciones legislativas posteriores.  En todo caso, la Argentina no ha explicado por qué la cantidad de información a la que se refiere era "excesiva" y por tanto innecesaria.

1.858 Tomamos nota del argumento de la Argentina de que en el curso de los procedimientos de aprobación que son objeto de sus alegaciones en relación con el párrafo 1 c) del Anexo C se formularon numerosas peticiones de información adicional.  Basta señalar a este respecto que, si en su opinión, algunas de esas peticiones de información adicional, o todas ellas, constituían requisitos de información y esos requisitos iban más allá de lo necesario, la Argentina debería haber impugnado esas peticiones.

1.859 A la luz de lo que antecede, concluimos que la Argentina no ha establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formuló con respecto al párrafo 1 c) del Anexo C.

f) Artículo 8

1.860 Pasando a las alegaciones formuladas por la Argentina en relación con el artículo 8, recordamos que la Argentina trata de demostrar la existencia de una incompatibilidad con el artículo 8 sobre la base de una supuesta incompatibilidad con el párrafo 1 c) del Anexo C.  Hemos determinado que la Argentina no ha establecido sus alegaciones con respecto al párrafo 1 c) del Anexo C.  De acuerdo con el planteamiento de la Argentina, esto significa que tampoco han quedado demostradas sus alegaciones en relación con el artículo 8.

g) Conclusión general

1.861 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a la conclusión siguiente:

i)
Reclamación DS293 (Argentina)

En relación con la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que la Argentina no ha establecido que las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial hace constataciones hayan tenido por resultado que las Comunidades Europeas actuaran de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 c) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 de dicho Acuerdo.

13. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el artículo 8 y el párrafo 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF
1.862 La Argentina alega que las medidas relativas a productos específicos que ha identificado son incompatibles con las obligaciones que imponen a las Comunidades Europeas el artículo 8 y el párrafo 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF.

1.863 El artículo 8 del Acuerdo MSF dispone lo siguiente:

"Los Miembros observarán las disposiciones del Anexo C al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación, con inclusión de los sistemas nacionales de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancias de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los piensos, y se asegurarán en lo demás de que sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo."

1.864 El párrafo 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF dispone:

"Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:

[...]

e)
de que las prescripciones que pueden establecerse para el control, inspección y aprobación de muestras individuales de un producto se limiten a lo que sea razonable y necesario[.]"

1.865 La Argentina aduce que los detallados requisitos de la Directiva 2001/18 y de la disposición legislativa que la precede, la Directiva 90/220, así como los del Reglamento 258/97, no parecen cumplir los criterios de "razonabilidad y necesidad".  Además, las Comunidades Europeas no han ejercido las facultades que les otorga la legislación mencionada, y esa falta de actuación no puede considerarse razonable o necesaria.  Además, cuando la Directiva 2001/18 entró en vigor, no se consideraron las solicitudes que habían sido presentadas recientemente, ni tampoco las solicitudes aprobadas que ya habían sido presentadas con arreglo a la Directiva anterior.  La Argentina sostiene asimismo que la aplicación de los procedimientos de aprobación de las Comunidades Europeas no se limita a lo que es razonable y necesario para la aprobación de productos biotecnológicos.

1.866 Las Comunidades Europeas aducen que, en la medida en que el argumento de la Argentina se refiere a la legislación sobre aprobaciones de las CE en sí misma, no hay razón alguna para responder, ya que la legislación no es una medida en litigio.  Además, la Argentina no ofrece ningún apoyo para su afirmación de que la aplicación de los procedimientos de aprobación de las Comunidades Europeas no se limita a lo que es razonable y necesario para la aprobación de productos biotecnológicos.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas sostienen que la Argentina no ha establecido una presunción prima facie.

1.867 El Grupo Especial observa que la Argentina se basa en la supuesta incompatibilidad de las medidas pertinentes relativas a productos específicos con el párrafo 1 e) del Anexo C para formular alegaciones consiguientes de incompatibilidad en relación con el artículo 8.  Por lo tanto, comenzaremos nuestro análisis con las alegaciones formuladas en relación con párrafo 1 e) del Anexo C.

e) Párrafo 1 e) del Anexo C

1.868 Observamos que el párrafo 1 e) del Anexo C impone limitaciones a las prescripciones que puedan establecerse para la aprobación de "muestras individuales de un producto" (sin cursivas en el original).  Las medidas relativas a productos específicos que impugna la Argentina no se refieren a "muestras individuales" de productos biotecnológicos.  Se refieren a productos biotecnológicos específicos para cuya comercialización se ha solicitado aprobación.  También recordamos que las medidas relativas a productos específicos que, según la Argentina, dan lugar a una incompatibilidad con el párrafo 1 e) del Anexo C son demoras indebidas en que han incurrido las Comunidades Europeas en la consideración de determinadas solicitudes.  No nos parece evidente que, al no ultimar las Comunidades Europeas los procedimientos de aprobación relativos a determinados productos biológicos sin demoras indebidas, se haya impuesto o se haya dado lugar a la imposición de alguna prescripción para la aprobación de muestras individuales de los productos biotecnológicos en cuestión.  Por lo tanto, no comprendemos cómo se podría considerar que las medidas impugnadas por la Argentina dan lugar a una incompatibilidad con el párrafo 1 e) del Anexo C.

1.869 A la luz de lo que antecede, concluimos que la Argentina no ha establecido las alegaciones relativas a productos específicos que formuló con respecto al párrafo 1 e) del Anexo C.

1.870 En la medida en que la Argentina trata de impugnar prescripciones contenidas en la legislación de las CE sobre aprobaciones, convenimos con las Comunidades Europeas en que la legislación pertinente no es una medida abarcada por nuestro mandato.

f) Artículo 8

1.871 Pasando a las alegaciones formuladas por la Argentina con respecto al artículo 8, recordamos que la Argentina trata de demostrar la existencia de una incompatibilidad con dicho artículo sobre la base de una supuesta incompatibilidad con el párrafo 1 e) del Anexo C.  Hemos determinado que la Argentina no ha probado las alegaciones formuladas con respecto al párrafo 1 e) del Anexo C.  De acuerdo con el planteamiento de la Argentina, esto significa que tampoco han quedado acreditadas sus alegaciones con respecto al artículo 8.

g) Conclusión general

1.872 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial formula la siguiente conclusión:
i)
Reclamación DS293 (Argentina)

En relación con la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que la Argentina no ha establecido que las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial formula constataciones hayan tenido por resultado que las Comunidades Europeas actuaran de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 1 e) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, con las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 de dicho Acuerdo.

14. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994

1.873 El Canadá y la Argentina alegan que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les impone el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 en lo que respecta a las medidas relativas a productos específicos que impugnan.  Recordamos que los Estados Unidos no presentaron alegaciones al amparo del Acuerdo OTC.

1.874 La parte pertinente del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 dispone lo siguiente:

"Los productos del territorio de toda parte contratante importados en el territorio de cualquier otra parte contratante no deberán recibir un trato menos favorable que el concedido a los productos similares de origen nacional, en lo concerniente a cualquier ley, reglamento o prescripción que afecte a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior."

1.875 El Canadá aduce que la no consideración o no aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de las cuatro solicitudes que interesan específicamente al Canadá está comprendida en el ámbito de aplicación del GATT de 1994 y es incompatible con las obligaciones que impone a las Comunidades Europeas el párrafo 4 del artículo III.  Según el Canadá, las medidas en litigio son "ley[es], reglamento[s] o prescripción[es] que afect[an] a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte [y] la distribución" de los productos biotecnológicos en cuestión;  los productos biotecnológicos sujetos a las medidas relativas a productos específicos son "similares" a sus respectivos homólogos no biotecnológicos cultivados a nivel comunitario, según los criterios formulados por el Órgano de Apelación;  y los productos biotecnológicos importados de que se trata reciben un trato menos favorable que el otorgado a productos no biotecnológicos similares de origen nacional.  El Canadá sostiene que, por esas razones, las medidas en litigio constituyen una violación de las obligaciones que el párrafo 4 del artículo III impone a las Comunidades Europeas con respecto al trato nacional.

1.876 La Argentina aduce que la suspensión del tratamiento o la no consideración de las solicitudes concretas que interesan a la Argentina son incompatibles con el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, porque se da a los productos biotecnológicos un trato menos favorable que a los productos no biotecnológicos.  La Argentina sostiene que las incompatibilidades resultan del hecho de que i) los productos biotecnológicos y los no biotecnológicos son "productos similares", ii) la suspensión del tratamiento o la no consideración de las solicitudes pertinentes son "prescripcion[es] que afect[an] a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior", y iii) la suspensión del tratamiento o la no consideración de las solicitudes en cuestión han modificado las condiciones de competencia en el mercado pertinente en detrimento de los productos importados.

1.877 Las Comunidades Europeas aducen que no se ha infringido el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 en lo que respecta a las medidas relativas a productos específicos que impugnan el Canadá y la Argentina.  Esto se debe a que:  i) las medidas impugnadas por el Canadá y la Argentina son supuestas demoras en la tramitación de solicitudes específicas de aprobación dentro de un plazo determinado, y esas medidas no son en sí mismas "ley[es], reglamento[s] o prescripcion[es]" como las previstas en el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994;  ii) no se otorga a los productos importados un trato menos favorable que a los productos nacionales similares, por cuanto no se discrimina entre los productos biotecnológicos importados en cuestión y los mismos productos biotecnológicos cultivados o elaborados a nivel nacional, que son los únicos "productos similares" a los productos biotecnológicos importados que nos ocupan.

1.878 El Grupo Especial analizará las alegaciones del Canadá y la Argentina por separado.

e) Reclamación DS292 (Canadá)

1.879 En relación con la reclamación DS292, recordamos que ya hemos formulado la conclusión de que la no consideración o no aprobación por las Comunidades Europeas, sin demoras indebidas, de las cuatro solicitudes concretas identificadas por el Canadá ha dado lugar al incumplimiento por las Comunidades Europeas de las obligaciones que les corresponden con arreglo a la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF y, en consecuencia, de las obligaciones que les impone el artículo 8 de dicho Acuerdo.  Dadas las circunstancias, no vemos la necesidad de examinar la cuestión de si las medidas pertinentes son también incompatibles con el párrafo 4 del artículo III, ni de formular constataciones adicionales al respecto.  En consecuencia, ejercemos economía procesal con respecto a la alegación formulada por el Canadá en relación con el párrafo 4 del artículo III.

f) Reclamación DS293 (Argentina)

1.880 En relación con la reclamación DS293, comenzamos nuestro análisis con las solicitudes relativas al algodón Bt‑531 y al algodón RR-1445 que, según dice la Argentina, aún deben ser aprobadas con arreglo al Reglamento 258/97.

ii) Medidas relativas a productos específicos que afectan a la aprobación del algodón Bt-531 y el algodón RR-1445 con arreglo al Reglamento 258/97

1.881 La Argentina impugna, con respecto al párrafo 4 del artículo III, la suspensión del tratamiento o la no consideración de las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445, solicitudes que, según se alega, fueron presentadas para su "aprobación"
 con arreglo al Reglamento 258/97.

1.882 Recordamos que con respecto a las mismas supuestas medidas relativas a productos específicos, la Argentina formuló una alegación en relación con el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  En el contexto de nuestro análisis de esa alegación, hemos señalado que no hemos visto ninguna prueba de que las solicitudes relativas al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445 hayan sido sometidas para su aprobación con arreglo al Reglamento 258/97, y por lo tanto, hemos constatado que la Argentina no ha satisfecho la carga de demostrar la existencia de una suspensión del tratamiento o la no consideración del algodón Bt‑531 y el algodón RR-1445 para su aprobación con arreglo al Reglamento 258/97.  Como no se ha demostrado la existencia de estas medidas relativas a productos específicos, no podemos sino rechazar la alegación de la Argentina de que las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 4 del artículo III en relación con esas supuestas medidas.

iii) Otras medidas relativas a productos específicos impugnadas por la Argentina

1.883 Pasamos a abordar ahora las ocho medidas restantes relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial ha decidido formular constataciones.

1.884 La Argentina alega que la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de las ocho solicitudes pertinentes es incompatible con las disposiciones del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 porque como resultado de ello se concede a los productos biotecnológicos objeto de las ocho solicitudes un trato menos favorable que a los productos no biotecnológicos similares.

1.885 La Argentina sostiene que la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de una solicitud para la aprobación de un producto biotecnológico constituye una "prescripción" que afecta a la venta, la oferta para la venta, etc., en el sentido del párrafo 4 del artículo III.  A los efectos de nuestro análisis, estamos dispuestos a proceder suponiendo que la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de una solicitud constituye una "prescripción" en el sentido del párrafo 4 del artículo III.  Además, centramos inicialmente nuestro análisis en la obligación, establecida en el párrafo 4 del artículo III, de no dar un "trato menos favorable", en lugar de centrarlo en el elemento referente a los "productos similares".  Recordamos a este respecto que, en CE - Amianto y República Dominicana - Importación y venta de cigarrillos, el Órgano de Apelación formuló declaraciones en relación con el sentido de la expresión "trato menos favorable" contenida en el párrafo 4 del artículo III.
  Consideramos que esas declaraciones son pertinentes al tipo de medidas impugnado por la Argentina al amparo del párrafo 4 del artículo III.

1.886 La Argentina sostiene que, como resultado de la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de las ocho solicitudes pertinentes, las Comunidades Europeas han dado a los productos biotecnológicos objeto de las ocho solicitudes un "trato menos favorable" que a los productos no biotecnológicos similares.  Más concretamente, la Argentina considera que las medidas impugnadas han modificado las condiciones de competencia en el mercado de las CE en detrimento de los productos biotecnológicos importados.  La Argentina señala a este respecto que, como resultado de la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de las ocho solicitudes pertinentes, los productos biotecnológicos objeto de esas solicitudes no fueron aprobados.

1.887 Al examinar la afirmación de la Argentina, ha de observarse en primer lugar que la Argentina no ha proporcionado información fáctica específica sobre el trato otorgado por las Comunidades Europeas a los productos no biotecnológicos que, según considera la Argentina, son similares a los productos biotecnológicos en cuestión.  Sin embargo, la Argentina parece sostener que esos productos no biotecnológicos pueden ser comercializados en las Comunidades Europeas, en tanto que los productos biotecnológicos pertinentes no pueden serlo.

1.888 Sea como sea, incluso si, como resultado de las medidas impugnadas por la Argentina, no se pueden comercializar los productos biotecnológicos importados en cuestión, en tanto que sí se pueden comercializar los correspondientes productos no biotecnológicos de origen nacional, de acuerdo con las mencionadas declaraciones del Órgano de Apelación, ello no sería suficiente, por sí solo, para establecer la presunción de que las Comunidades Europeas han dado al grupo de productos importados similares un trato menos favorable que al grupo de productos similares de origen nacional.  Observamos que la Argentina no sostiene que los productos biotecnológicos nacionales no han sido tratados de manera menos favorable al igual que los productos biotecnológicos importados, ni que las variedades no biotecnológicas similares de origen nacional han sido tratadas de manera más favorable que las variedades no biotecnológicas importadas similares.  Dicho de otro modo, la Argentina no alega que el trato de los productos haya sido diferente dependiendo de su origen.  Dadas las circunstancias, no es evidente que el supuesto trato menos favorable dado a los productos biotecnológicos importados se explique por el origen extranjero de esos productos más que, por ejemplo, por una diferencia observada entre los productos biotecnológicos y los no biotecnológicos en cuanto a su inocuidad, etc.  En nuestra opinión, la Argentina no ha aducido argumentos ni presentado pruebas suficientes para establecer la presunción de que el supuesto trato menos favorable se explica por el origen extranjero de los productos biotecnológicos en cuestión.

1.889 A la luz de lo que antecede, constatamos que la Argentina no ha demostrado que, como resultado de la supuesta suspensión del tratamiento o la no consideración de las ocho solicitudes de que se trata, las Comunidades Europeas han dado a los productos importados un "trato menos favorable" que a los productos nacionales.

1.890 Como hemos constatado que la Argentina no ha probado suficientemente que los productos importados han sido tratados de manera "menos favorable" que los productos de origen nacional, no es necesario pasar a determinar si las medidas impugnadas efectivamente constituyen "prescripciones" en el sentido del párrafo 4 del artículo III, ni si los productos importados que, según alega la Argentina, han sido tratados de manera menos favorable son "similares" a los productos de origen nacional que, según la Argentina, han sido tratados de manera más favorable.  Nuestra constatación sobre la obligación de no dar un "trato menos favorable" implica necesariamente que la Argentina no ha probado su alegación relacionada con el párrafo 4 del artículo III en lo que respecta a las ocho medidas en cuestión relativas a productos específicos.

g) Conclusiones

1.891 A la luz de lo que antecede, el Grupo Especial llega a las siguientes conclusiones generales:

i)
Reclamación DS292 (Canadá)

En relación con la reclamación DS292, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por el Canadá y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que no es necesario formular constataciones acerca de si las medidas relativas a productos específicos que impugna el Canadá son incompatibles con el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.  En consecuencia, el Grupo Especial no formula ninguna constatación en relación con el párrafo 4 del artículo III.

ii)
Reclamación DS293 (Argentina)

En relación con la reclamación DS293, y teniendo presentes los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por la Argentina y las Comunidades Europeas, el Grupo Especial concluye que la Argentina no ha establecido que, como resultado de las medidas relativas a productos específicos respecto de las cuales el Grupo Especial formula constataciones, las Comunidades Europeas hayan actuado de manera incompatible con las obligaciones que les corresponden en virtud del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.

15. Compatibilidad de las medidas relativas a productos específicos con el Acuerdo OTC
1.892 El Grupo Especial pasa ahora a abordar las alegaciones de incompatibilidad formuladas por el Canadá y la Argentina al amparo del Acuerdo OTC.  Recordamos que los Estados Unidos no presentaron alegaciones al amparo de dicho Acuerdo.
1.893 El Canadá considera que las medidas relativas a productos específicos que impugna son MSF y que, como tales, no están sujetas a las prescripciones del Acuerdo OTC.  No obstante, el Canadá aduce que, para el caso de que el Grupo Especial decida que las medidas relativas a productos específicos en cuestión no son MSF, el Canadá sostiene, subsidiariamente, que esas medidas están sujetas a las prescripciones del Acuerdo OTC.  Más concretamente, la alegación subsidiaria del Canadá es que las medidas pertinentes son incompatibles con los párrafos 1 y 2 del artículo 2, el párrafo 1.2 del artículo 5 y la primera parte del párrafo 2.1 del artículo 5 del Acuerdo OTC.

1.894 Además, el Canadá afirma que, en caso de que el Grupo Especial determine que ciertas partes de las medidas impugnadas están abarcadas por el Acuerdo OTC además de por el Acuerdo MSF, las alegaciones presentadas por el Canadá al amparo del Acuerdo OTC deben considerarse alegaciones acumulativas más que subsidiarias, en lo que respecta a las alegaciones que ha formulado al amparo del Acuerdo MSF.
1.895 La Argentina considera que el Grupo Especial debe examinar las medidas relativas a productos específicos que impugna al amparo del Acuerdo MSF.  No obstante, para el caso de que el Grupo Especial concluya que no debe analizar la alegación presentada por la Argentina al amparo de dicho Acuerdo, la Argentina alega, subsidiariamente, que las medidas relativas a productos específicos en cuestión están sujetas a las prescripciones del Acuerdo OTC.  Más concretamente, en opinión de la Argentina, las medidas pertinentes son incompatibles con los párrafos 1 y 2 del artículo 2, los párrafos 1.1, 1.2, 2.1 y 2.2 del artículo 5 y el artículo 12 del Acuerdo OTC.
1.896 Las Comunidades Europeas consideran que, dadas las razones en las que se basan las medidas pertinentes relativas a productos específicos, dichas medidas están en parte comprendidas en el ámbito de aplicación del Acuerdo MSF y en parte fuera de ese ámbito.  No obstante, las Comunidades Europeas rechazan las alegaciones subsidiarias del Canadá y la Argentina de que las medidas pertinentes relativas a productos específicos que impugnan son incompatibles con el Acuerdo OTC.

1.897 El Grupo Especial analizará las alegaciones del Canadá y la Argentina por separado.
� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 67, 131, 137 y 138.





� Cabe observar que los Estados Unidos se refirieron a solicitudes acerca de la colza MS1/RF2 y MS1/RF1 (CE-89) bajo el encabezamiento "moratorias relativas a productos específicos".  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 53.  Sin embargo, bajo ese encabezamiento los Estados Unidos presentaron también argumentos relativos a su alegación acerca de la moratoria general.  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 52 y 53.  En consecuencia, no entendemos que los Estados Unidos hayan aumentado el número de medidas respecto de las cuales hacen alegaciones relativas a productos específicos.





� Las 18 solicitudes pendientes en virtud de la Directiva 2001/18 se indican en los párrafos 49-51 de la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos;  las 9 solicitudes pendientes en virtud del Reglamento 258/97 se indican en los párrafos 54 y 55 de la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos.





� Pruebas documentales 97/Ap.32 y 98/Ap.42 presentadas por las Comunidades Europeas.  Los Estados Unidos también reconocen este hecho.  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, nota 76.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 197 del Grupo Especial, nota 26.





� Según las Comunidades Europeas, la solicitud relativa al algodón BXN fue retirada después de establecido el Grupo Especial.  Sin embargo, no han enviado datos que justifiquen esta afirmación.





� Recordamos que, después de la segunda reunión sustantiva, el 1º de septiembre de 2005 el Grupo Especial recibió una carta de las Comunidades Europeas en que se señalaba que la Comisión había aprobado la solicitud relativa a la colza RR (CE-70) con arreglo a la Directiva 2001/18.





� Recordamos que después de la segunda reunión sustantiva, el 1º de septiembre de 2005, el Grupo Especial recibió una carta de las Comunidades Europeas en que se señalaba que la solicitud relativa a la colza RR (CE-70) había sido aprobada por la Comisión en septiembre de 2005.  Observamos además que, en el contexto de la presentación de sus alegaciones con respecto a la solicitud relativa a la colza RR (CE-79), el Canadá presentó también argumentos respecto de la colza RR (CE-79).  Véase la Primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 86, 87 y 295.  Véase también la respuesta del Canadá a la pregunta 60 del Grupo Especial.  La solicitud relativa a la colza RR (CE-79) fue presentada a Francia.  Sin embargo, el anexo I de la solicitud del Canadá de que se establezca un grupo especial se refiere únicamente a la solicitud presentada a los Países Bajos, que es la relativa a la colza RR (CE-70).  En consecuencia, no conoceremos de las alegaciones del Canadá con respecto a la solicitud relativa a la colza RR (CE-79) (presentada en Francia) y no haremos constataciones respecto de esa solicitud.





� Así ocurre con las solicitudes relativas al maíz GA21 (alimento) y la soja LL (CE-71).  En sus comunicaciones al Grupo Especial, la Argentina no aduce que las solicitudes que a nuestro juicio se mencionan dos veces constituyan de hecho solicitudes distintas.





� Así ocurre con las comunicaciones relativas al maíz GA21 (CE-78) (supuesto procedimiento en virtud del Reglamento 258/97), el maíz T14 (procedimiento en virtud de la Directiva 90/220 y supuesto procedimiento en virtud del Reglamento 258/97) y la soja LL (CE-81).  El maíz T14 es mencionado en la nota 188 de la Primera comunicación escrita de la Argentina, pero no se hace allí una alegación.





� La solicitud relativa al maíz GA21 (CE-85) fue retirada en junio de 2001.





� Constituye una cuestión distinta (a la que no nos referiremos) la de si tenemos atribuciones para formular recomendaciones respecto de la medida en cuestión.





� El Grupo Especial en ese asunto fue establecido el 16 de junio de 1999 y la medida en cuestión (la "medida adoptada el 3 de marzo") había dejado de existir el 19 de abril de 1999, fecha en que se aprobó una nueva medida (la "medida del 19 de abril").





� Informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, párrafo 7.3.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, párrafo 81.  Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, el Órgano de Apelación en Estados Unidos - Algodón americano (upland), refiriéndose a su informe sobre Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE, señaló que "el hecho de que una medida haya expirado puede afectar a la recomendación que puede hacer un grupo especial".  Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Algodón americano (upland), párrafo 272.


� Ibid., párrafo 271.





� Informe del Órgano de Apelación, Brasil - Coco desecado, página 22.





� Informe del Grupo Especial, Argentina - Textiles y prendas de vestir, párrafo 6.15.





� Informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Gasolina, párrafo 6.19.





� Este enfoque es compatible con el adoptado por el Grupo Especial en Chile - Sistema de bandas de precios, en el que señalaba que "[a]unque no consideramos que la extinción de una medida antes del inicio de las actuaciones de un grupo especial prive a éste de la facultad de formular constataciones respecto a esa medida, sólo formularíamos constataciones respecto de las medidas de salvaguardia provisionales en este asunto si consideráramos que es necesario para 'hallar una solución positiva' a la diferencia".  Informe del Grupo Especial, Chile - Sistema de bandas de precios, párrafo 7.115.





� Observamos que la solicitud fue presentada por primera vez en diciembre de 1997.





� Las Comunidades Europeas hacen referencia a los siguientes fallos de la Corte Internacional:  Cuestiones relacionadas con la interpretación y la aplicación del Convenio de Montreal de 1971, planteadas de resultas del incidente aéreo de Lockerbie (la Jamahiriya Árabe Libia contra los Estados Unidos de América), fallo, ICJ Reports 1998, página 131, párrafo 45;  Ensayos nucleares (Australia contra Francia), fallo, ICJ Reports 1974, página 272, párrafo 62;  y Acciones armadas fronterizas y transfronterizas (Nicaragua contra Honduras), Jurisdicción y admisibilidad, fallo, ICJ Reports 1988, página 95, párrafo 66.





� Informe del Grupo Especial, India - Automóviles, párrafo 7.26.





� Informe del Grupo Especial, Chile - Sistema de bandas de precios, párrafo 7.124.





� En todo caso, las Comunidades Europeas señalan que el Grupo Especial no debería formular recomendaciones respecto de esas medidas.





� Informe del Grupo Especial, India - Automóviles, párrafo 7.26.





� Informe del Grupo Especial, Indonesia - Automóviles, párrafo 14.9.





� Informe del Órgano de Apelación, Guatemala - Cemento I, párrafo 72.





� Empleamos el término "definitivamente aprobadas" para referirnos a una situación en que, según información que obra en nuestro expediente, el solicitante puede proceder a colocar en el mercado el producto biotecnológico que es objeto de la solicitud aprobada.





� Las Comunidades Europeas aducen que las aprobaciones de las solicitudes de que se trata son simplemente consecuencia del hecho de que ellas hayan llegado a la etapa final de adopción de decisiones después de haber sido evaluadas a nivel de Estado miembro y a nivel comunitario.  Observaciones de las CE sobre las respuestas de las partes reclamantes a las preguntas del Grupo Especial, párrafos 62 y 63.





� Observamos a este respecto que, en relación con las solicitudes relativas al maíz NK603 (para la alimentación animal) y la colza RR (CE-70) el expediente no contiene pruebas en el sentido de que la autoridad competente principal haya dado su consentimiento por escrito para que esos productos fueran colocados en el mercado después de haber sido aprobados por la Comisión en el marco de la Directiva 2001/18.





� Las alegaciones están enumeradas en el orden en que figuraban en la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos.





� Las alegaciones están enumeradas en el orden en que figuraban en la Primera comunicación escrita del Canadá.





� La alegación del Canadá en relación con el párrafo 5 del artículo 5 se presenta como subsidiaria de su alegación en relación con el párrafo 6 del artículo 5.





� Las alegaciones están enumeradas en el orden en que figuraban en la Primera comunicación escrita de la Argentina.





� Recordamos que, en relación con la segunda categoría de actos u omisiones, las partes reclamantes esencialmente alegan que las solicitudes se estaban tramitando a un ritmo más lento en vista de la existencia de una moratoria general sobre las aprobaciones de carácter definitivo hasta que se cumplieran ciertas condiciones.





� Véase también en la sección VII.D.5 supra nuestro análisis de la alegación hecha por las partes reclamantes al amparo del párrafo 1 del artículo 5.





� Los procedimientos de aprobación pertinentes están enunciados en la Directiva 90/220 y su sucesora, la Directiva 2001/18, así como en el Reglamento 258/97.





� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 201 y 202.





� Véase también en la sección VII.D.6 supra nuestro análisis de las alegaciones del Canadá y de la Argentina en relación con el párrafo 6 del artículo 5.


� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 201 y 202.





� Véase también en la sección VII.D.7 supra nuestro análisis de las alegaciones hechas por las partes reclamantes al amparo el párrafo 5 del artículo 5.


� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 201 y 202.





� Véase también en la sección VII.D.8 supra nuestro análisis de la alegación de las partes reclamantes al amparo del párrafo 2 del artículo 2.





� Véase también en la sección VII.D.9 supra nuestro análisis de las alegaciones del Canadá al amparo del párrafo 3 del artículo 2.





� Medidas sanitarias y fitosanitarias tales como leyes, decretos u órdenes que sean de aplicación general.


� Observamos que al igual que las demás Partes, la Argentina ha hecho referencia al sentido de la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C.  Sin embargo, los argumentos pertinentes de la Argentina no nos llevan a interpretar la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C en forma distinta de la que hemos expuesto anteriormente.





� Artículo 35 de la Directiva 2001/18.  Ninguna de las partes reclamantes ha puesto en tela de juicio la compatibilidad con la OMC del artículo 35.





� Véase supra, párrafos 7.1535-7.1536.


� CE - Prueba documental 62/Ap.98.





� CE - Prueba documental 62/Ap.101.





� CE - Prueba documental 62/Ap.105.





� Ibid.





� CE - Prueba documental 62/Ap.101.





� CE - Prueba documental 62/Ap.102 (correo electrónico de la autoridad competente principal al solicitante).





� CE - Prueba documental 62/Ap.101.





� CE - Prueba documental 62/Ap.98.





� Cabe señalar que más de cinco meses después de que el solicitante hubiera proporcionado la aclaración pedida por la autoridad competente principal, esta última pidió nuevas modificaciones e información adicional.  CE - Prueba documental 62/Ap.106.  Sin embargo, como la autoridad competente principal no estaba obligada a realizar una evaluación de las aclaraciones proporcionadas por el solicitante antes de transmitir los nuevos documentos a otros Estados miembros y a la Comisión, no hay motivos para considerar que la Comisión no podía haber pedido que esos documentos se le transmitieran a ella y a otros Estados miembros en noviembre de 2001.





� En anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente a la colza Falcon hemos observado que la Comisión podía haber considerado que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y en el Consejo, un proyecto de medida favorable no podría alcanzar la mayoría cualificada necesaria, por lo que la Comisión tendría entonces que completar el procedimiento adoptando su proyecto de medida.  Aun suponiendo que en ese caso no había tiempo suficiente para que la Comisión completara el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado que la Comisión no convocara de nuevo el Comité de reglamentación para que éste votara.  La Comisión habría previsto una "minoría de bloqueo" sobre la base de la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  Como se indica más arriba, no hay indicación alguna de que la declaración de junio de 1999 tuviera por objeto obligar a los gobiernos de los países del Grupo de los Cinco frente a otros Estados miembros o frente a la Comisión.  En otras palabras, los países del Grupo de los Cinco eran libres, con arreglo a la legislación comunitaria, de votar a favor de las solicitudes en el Comité de reglamentación y en el Consejo.  Habida cuenta de ello, la Comisión no podía haber invocado legítimamente la declaración de junio de 1999 como justificación para no convocar de nuevo el Comité de reglamentación a principios de 2002.





� Cabe recordar que en el expediente no se indica, y que las Comunidades Europeas no adujeron, que la Comisión, después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación, puso en marcha consultas interservicios para reconsiderar el proyecto de medida pertinente.





� Cabe asimismo recordar que en noviembre de 2000 el solicitante proporcionó la información adicional pedida por Italia.  Además, a finales de mayo de 2001, atendiendo a una petición formulada por la autoridad competente principal en abril de 2000, el solicitante aclaró determinados aspectos de su solicitud.


� El expediente contiene un resumen de las conclusiones de la reunión de octubre de 1999 del Comité de reglamentación, pero no de la reunión de marzo de 2000.





� CE - Prueba documental 63/Ap.87.  En este fax de 14 de marzo de 2000 de la autoridad competente italiana a la autoridad competente principal específicamente "se refiere a la conclusión de la última reunión del Comité de reglamentación".





� CE - Prueba documental 63/Ap.89 y 90.


� CE - Prueba documental 63/Ap.92.





� CE - Prueba documental 63/Ap.91.





� Ibid.





� CE - Prueba documental 63/Ap.93.





� CE - Prueba documental 63/Ap.102.





� Ibid.





� Ibid.





� Véase nuestro anterior análisis del procedimiento de aprobación concerniente a la colza Falcon.





� CE - Prueba documental 63/Ap.108.  El solicitante indicó también que estaba dispuesto a aceptar una sugerencia del BBC relativa a la información al público, con sujeción a ulteriores aclaraciones por el BBC.  Ibid.


� Si la Comisión no tenía conocimiento de la información actualizada presentada por el solicitante en junio de 2001, la existencia de esa información no podía justificar que la Comisión se abstuviera de convocar de nuevo al Comité de reglamentación después de diciembre de 2000.





� La Comisión podía haber considerado que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Comité de reglamentación y en el Consejo, un proyecto de medida favorable no alcanzaría la mayoría cualificada necesaria, por lo que la Comisión tendría entonces que completar el procedimiento adoptando su proyecto de medida.  Aun suponiendo que en este caso no había tiempo suficiente para que la Comisión completara el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado que la Comisión no convocara de nuevo el Comité de reglamentación para que éste votara.  La Comisión habría previsto una "minoría de bloqueo" sobre la base de la declaración de junio de 1999 de los países del Grupo de los Cinco.  Como se indica más arriba, no hay indicación alguna de que la declaración de junio de 1999 tuviera por objeto obligar a los gobiernos de los países del Grupo de los Cinco frente a otros Estados miembros o frente a la Comisión.  En otras palabras, los países del Grupo de los Cinco eran libres, con arreglo a la legislación comunitaria, de votar a favor de las solicitudes en el Comité de reglamentación y en el Consejo.  Habida cuenta de ello, la Comisión no podía haber invocado legítimamente la declaración de junio de 1999 como justificación para no convocar de nuevo el Comité de reglamentación.





� En el expediente no se indica, y las Comunidades Europeas no adujeron, que la Comisión, después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación, puso en marcha consultas interservicios para reconsiderar el proyecto de medida pertinente.


� CE - Prueba documental 64/Ap.119.


� Ibid.





� Cabe recordar que en el expediente no se indica, y que las Comunidades Europeas no adujeron, que la Comisión, después de la reunión de marzo de 2000 del Comité de reglamentación, puso en marcha consultas interservicios para reconsiderar el proyecto de medida pertinente.





� Argentina - Prueba documental 54, página 3.


� Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Caso C-151-98, Pharos contra Comisión [1999], Recopilación de Jurisprudencia de las CE I-8157.





� Ibid., párrafo 20.





� Ibid., párrafo 24.





� El Grupo Especial observa que en la decisión se indica que durante el período de 11 meses la Comisión reconsideró inicialmente el expediente durante 6 meses y después pidió un segundo dictamen científico.  Ibid., párrafo 32.





� Ibid., párrafo 26.





� Ibid., párrafo 27.





� En el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (CE - Prueba documental 76) y tramitado con arreglo a la Directiva 2001/18, la Comisión presentó al Consejo un proyecto de medida poco más de un mes después de que el Comité de reglamentación no hubiera logrado llegar a una mayoría cualificada.  En esa reunión, Austria formuló una declaración justificativa de su voto negativo.  CE - Prueba documental 76/Ap72.  En el procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) y tramitado con arreglo al Reglamento 258/97, la Comisión adoptó un proyecto de medida y lo remitió al Consejo menos de dos meses después de que el Comité de reglamentación no hubiera logrado llegar a una mayoría cualificada.  En esa reunión, varios Estados miembros formularon declaraciones justificativas de sus votos.  CE - Prueba documental 92/Ap.70.





� CE - Prueba documental 65/Ap.48 y 51.  El Grupo Especial no expresa opinión alguna sobre si ese período de tres meses era necesario en aquellas circunstancias para completar la etapa de procedimiento pertinente.





� Artículo 21 de la Directiva 90/220.  No obstante, si el Consejo hubiera llegado a una mayoría cualificada contraria a la aprobación de la solicitud, ésta tendría que haberse rechazado.





� Cabe también recordar que las partes reclamantes no han puesto en entredicho el diseño del procedimiento de aprobación establecido en la Directiva 90/220 (o su sucesora la Directiva 2001/18), y en particular el hecho de que los Estados miembros voten sobre las solicitudes.  Si la Comisión estuviera obligada a proceder de inmediato, sin posibilidad de tener en cuenta los votos y las opiniones expresadas por los Estados miembros, la capacidad de las Comunidades Europeas para aplicar su procedimiento de aprobación en la forma prevista se vería menoscabada.





� El Grupo Especial recuerda una vez más que en otros procedimientos de aprobación la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medidas al Consejo en unos pocos meses, a pesar de que en esos procedimientos algunos Estados miembros también votaron en contra del proyecto de medida de la Comisión en el Comité de reglamentación.





� CE - Prueba documental 65/Ap.47, párrafos 6.2.1 y 6.3.3-6.3.4.  El Grupo Especial observa que Suecia votó a favor del proyecto de medida de la Comisión, y que la declaración de Suecia sugiere que sus preocupaciones se solventaron.





� Las Comunidades Europeas no afirmaron específicamente que estuvieran realizando una evaluación científica de las preocupaciones en cuestión;  simplemente sugirieron que la Comisión se embarcó en una "detallada consideración" de esas preocupaciones.





� CE - Prueba documental 65/Ap.43 y 47.





� En sus anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente al algodón Bt-531, el Grupo Especial observó que la Comisión tenía motivos para creer que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Consejo, tendría que adoptar el proyecto de medida presentado al Consejo.  A juicio del Grupo Especial, incluso en esa hipótesis había tiempo suficiente para que la Comisión completara el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.





� Esto es algo a lo que la Comisión generalmente hace referencia en sus decisiones sobre la aprobación de solicitudes.  Véase, por ejemplo, Argentina - Prueba documental 35 ("considerando que el apartado 6 del artículo 11 y el apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 90/220/CEE prevén salvaguardias suplementarias en el caso de que se disponga de nueva información sobre los riesgos del producto").





� Evidentemente, el hecho de que el solicitante tal vez hubiera podido impugnar esa decisión definitiva ante un tribunal de las CE no habría sido un motivo legítimo para no completar el procedimiento de aprobación.





� Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Caso C-151-98, Pharos contra Comisión [1999], Recopilación de Jurisprudencia de las CE I-8157.





� Ibid., párrafo 20.





� Ibid., párrafo 24.


� El Grupo Especial observa que en la decisión se indica que durante el período de 11 meses la Comisión reconsideró inicialmente el expediente durante 6 meses y después pidió un segundo dictamen científico.  Ibid., párrafo 32.





� Ibid., párrafo 26.





� Ibid., párrafo 27.





� En el procedimiento de aprobación concerniente al maíz NK603 (CE - Prueba documental 76) y tramitado con arreglo a la Directiva 2001/18, la Comisión presentó al Consejo un proyecto de medida poco más de un mes después de que el Comité de reglamentación no hubiera logrado llegar a una mayoría cualificada.  En esa reunión, Austria formuló una declaración justificativa de su voto negativo.  CE - Prueba documental 76/Ap.72.  En el procedimiento de aprobación concerniente al maíz dulce Bt-11 (alimentación humana) y tramitado con arreglo al Reglamento 258/97, la Comisión adoptó un proyecto de medida y lo remitió al Consejo menos de dos meses después de que el Comité de reglamentación no hubiera logrado llegar a una mayoría cualificada.  En esa reunión, varios Estados miembros formularon declaraciones justificativas de sus votos.  CE - Prueba documental 92/Ap.70.





� CE - Prueba documental 65/Ap.44 y 46.  El Grupo Especial no expresa opinión alguna sobre si ese período de cuatro meses era necesario en aquellas circunstancias para completar la etapa de procedimiento pertinente.





� Artículo 21 de la Directiva 90/220.  No obstante, si el Consejo hubiera llegado a una mayoría cualificada contraria a la aprobación de la solicitud, ésta tendría que haberse rechazado.





� Cabe también recordar que las partes reclamantes no han puesto en entredicho el diseño del procedimiento de aprobación establecido en la Directiva 90/220 (o su sucesora la Directiva 2001/18), y en particular el hecho de que los Estados miembros voten sobre las solicitudes.  Cabe aducir que si el Grupo Especial efectivamente requiriera a la Comisión que procediera de inmediato, privándola de la posibilidad de tener en cuenta los votos y las opiniones expresadas por los Estados miembros, la capacidad de las Comunidades Europeas para aplicar su procedimiento de aprobación en la forma prevista se vería menoscabada.





� El Grupo Especial recuerda una vez más que en otros procedimientos de aprobación la Comisión fue capaz de preparar y presentar proyectos de medidas al Consejo en unos pocos meses, a pesar de que en esos procedimientos algunos Estados miembros también votaron en contra del proyecto de medida de la Comisión en el Comité de reglamentación.





� Las declaraciones figuran en la Prueba documental 66/Ap.57 de las CE.  Italia votó a favor del proyecto de medida de la Comisión en el Comité de reglamentación.





� Anexo H, párrafo 468.





� Anexo H, párrafos 444-449.


� Las Comunidades Europeas no afirmaron específicamente que estuvieran realizando una evaluación científica de las preocupaciones en cuestión;  simplemente sugirieron que la Comisión se embarcó en una "detallada consideración" de esas preocupaciones.





� CE - Prueba documental 66/Ap.40 y 43.





� En sus anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente al algodón RR-1445, el Grupo Especial observó que la Comisión tenía motivos para creer que debido a la "minoría de bloqueo" de los países del Grupo de los Cinco en el Consejo, tendría que adoptar el proyecto de medida presentado al Consejo.  A juicio del Grupo Especial, incluso en esa hipótesis había tiempo suficiente para que la Comisión completara el procedimiento en cuestión mientras la Directiva 90/220 estaba aún en vigor.


� Esto es algo a lo que la Comisión generalmente hace referencia en sus decisiones sobre la aprobación de solicitudes.  Véase, por ejemplo, Argentina - Prueba documental 35 ("considerando que el apartado 6 del artículo 11 y el apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 90/220/CEE prevén salvaguardias suplementarias en el caso de que se disponga de nueva información sobre los riesgos del producto").





� Evidentemente, el hecho de que el solicitante tal vez hubiera podido impugnar esa decisión definitiva ante un tribunal de las CE no habría sido un motivo legítimo para no completar el procedimiento de aprobación.


� Véanse, por ejemplo, las Pruebas documentales 62/Ap.76 y 65/Ap.48 de las CE.





� La Comisión puso en marcha consultas interservicios el 4 de septiembre de 1998 y activó una votación en el Comité de reglamentación el 26 de noviembre de 1998.  CE - Prueba documental 65/Ap.48 y 51.





� La EFSA emitió su dictamen el 25 de noviembre de 2003, y el Comité de reglamentación votó sobre el proyecto de medida de la Comisión el 18 de febrero de 2004.  CE - Prueba documental 76/Ap.70 y 72.





� Los Estados Unidos no han presentado pruebas ni argumentos que demuestren que la Comisión podía haber completado esa labor en sustancialmente menos tiempo.


� CE - Prueba documental 92/Ap.81.





� Apartado 4 del artículo 13 de la Directiva 90/220.





� Merece la pena recordar, en términos más generales, que los procedimientos de aprobación que se completaron antes de que existiera una moratoria con respecto a las aprobaciones no se vieron afectados por la circunstancia especial de la derogación de la Directiva 90/220 en 2002.





� Véase, por ejemplo, la Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 51 (las cursivas figuran en el original).





� CE - Prueba documental 68/Ap.88.





� CE - Prueba documental 65/Ap.48 y 51





� CE - Prueba documental 76/Ap.70 y 72





� Véase supra, párrafo 7.687.





� CE - Prueba documental 65/Ap.48 y 51.





� CE - Prueba documental 76/Ap.70 y 72





� Observamos, a modo de ejemplo, que en el procedimiento concerniente al maíz NK603 el Comité de reglamentación votó sobre la solicitud menos de tres meses después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen.  CE - Prueba documental 76/Ap.72.





� CE - Prueba documental 70/Ap.26.





� Recordamos que los 90 días previstos en la Directiva 90/220 no incluyen los períodos de tiempo durante los cuales la autoridad competente principal está esperando recibir nueva información que ha pedido al solicitante.





� Por ejemplo, como pone de manifiesto la Prueba documental CE -70, la autoridad competente principal estaba evaluando la solicitud entre el 13 de agosto de 1998 y el 25 de septiembre de 1999, entre el 2 de abril de 1999 y el 17 de agosto de 1999, y entre el 18 de noviembre de 1999 y el 21 de enero de 2000, cuando aparentemente el RIKILT-DLO pidió información adicional (CE - Prueba documental 70/Ap.17).  Esos períodos de tiempo, que no son sino ejemplos, ya suman más de siete meses.





� Nuestras observaciones concernientes al plazo de 90 días establecido en el apartado 2 del artículo 12 de la Directiva 90/220 son igualmente aplicables, mutatis mutandis, al plazo de 90 días correspondiente establecido en el apartado 2 del artículo 14 de la Directiva 2001/18.





� Segunda comunicación escrita de las CE, párrafo 199.





� CE - Prueba documental 70/Ap.66, resumen de la evaluación realizada por la autoridad competente de los Países Bajos (GT73), página 5;  véase también Canadá - Prueba documental 57.





� CE - Prueba documental 70/Ap.18;  Canadá - Prueba documental 132.





� CE - Prueba documental 70/Ap.66, resumen de la evaluación realizada por la autoridad competente de los Países Bajos (GT73), página 5;  véase también Canadá - Prueba documental 57.


� CE - Prueba documental 70/Ap.7.





� CE - Prueba documental 70/Ap.9 y 10.





� CE - Prueba documental 70/Ap.17, página 2 (en neerlandés), carta de 10 de enero de 2001 del COGEM a la autoridad competente de los Países Bajos, página 2.  Véase también CE - Prueba documental 70/Ap.66, resumen de la evaluación realizada por la autoridad competente de los Países Bajos (GT73), página 5.





� CE - Prueba documental 70/Ap.18.





� CE - Prueba documental 70/Ap.19.  Además, el solicitante envió alguna información que las Comunidades Europeas reconocen ya se había transmitido a la autoridad competente principal.  Respuesta de las CE a la pregunta 152 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 70/Ap.21.  El Grupo Especial no ve fundamento en la aseveración de las Comunidades Europeas de que el proyecto de documento pertinente era "un nuevo elemento en el proceso de autorización porque modifica[ba] las condiciones de la solicitud".  Tampoco cree que la Prueba documental 70/Ap.23 de las CE respalde la conclusión de que en noviembre de 2000 la autoridad competente principal estaba aún "analiz[ando] la actualización".  Respuesta de las CE a la pregunta 152 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 70/Ap.22.





� De hecho, en la cronología proporcionada al Grupo Especial por las Comunidades Europeas no se describe así la comunicación, lo que contrasta con otras anotaciones que figuran en la cronología.  CE - Prueba documental 70/Ap.18.





� Como se ha indicado anteriormente, y a modo de ejemplo, la autoridad competente principal estaba evaluando la solicitud entre el 13 de agosto de 1998 y el 25 de septiembre de 1999, así como entre el 2 de abril de 1999 y el 17 de agosto de 1999.  Esos períodos de tiempo suman más de 90 días.  CE - Prueba documental 70.





� En sus anteriores constataciones sobre la solicitud concerniente a la colza RR (CE-70), el Grupo Especial observó que los Países Bajos podían haber considerado que mientras la Directiva 90/220 estuviera aún en vigor no había perspectivas realistas de que los países del Grupo de los Cinco y la Comisión permitieran la aprobación definitiva de la solicitud en cuestión.  Sin embargo, el Grupo Especial no considera que ello habría justificado que los Países Bajos no transmitieran un informe de evaluación a la Comisión.  Los Países Bajos podían haber previsto la oposición de los países del Grupo de los Cinco sobre la base de su declaración de junio de 1999.  Como se indica más arriba, a pesar de esa declaración, los países del Grupo de los Cinco seguían estando facultados, con arreglo a la legislación comunitaria, para aprobar solicitudes.  Lo mismo cabe decir de la Comisión, que no había publicado una declaración comparable a la de los países del Grupo de los Cinco.


� Como la Directiva 2001/18 no estaba aún en vigor en la fecha de la petición de la autoridad competente principal, cabe aducir que el solicitante no estaba obligado por la legislación comunitaria a satisfacer esa petición.  A nuestro juicio, dada la forma en que la petición de un método de detección formulada por la autoridad competente principal está redactada, no cabe duda de que el solicitante sabía que el fundamento de la petición era una disposición aún no vigente.  Sin embargo, no hay en el expediente indicación alguna de que el solicitante pusiera en tela de juicio la idoneidad de la petición.


� CE - Prueba documental 70/Ap.26.





� CE - Prueba documental 70/Ap.30.





� El Canadá hace referencia a las disposiciones análogas del artículo 25 de la Directiva 2001/18.  Sin embargo, esas disposiciones no eran entonces aplicables.





� CE - Prueba documental 70/Ap.28.





� CE - Prueba documental 70/Ap.33.





� La carta de junio del solicitante tiene dos páginas, y la de septiembre sólo una página.


� CE - Prueba documental 71/Ap.16.





� CE - Prueba documental 71/Ap.17 y 22.





� CE - Prueba documental 71/Ap.4 y 5.


� CE - Prueba documental 71/Ap.23.





� CE - Prueba documental 71/Ap.24.





� CE - Prueba documental 71/Ap.28.





� CE - Prueba documental 71/Ap.29.





� CE - Prueba documental 80/Ap.12.





� Merece la pena recordar, en términos más generales, que los procedimientos de aprobación que se completaron antes de que existiera una moratoria de las aprobaciones no se vieron afectados por la circunstancia especial de la derogación de la Directiva 90/220 en 2002.





� Véase, por ejemplo, la Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 51 (las cursivas figuran en el original).





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 168 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 72/Ap.11.





� CE - Prueba documental 72/Ap.12.


� CE - Prueba documental 72/Ap.15.





� CE - Prueba documental 72/Ap.16.





� CE - Prueba documental 72/Ap.18 y 19.





� CE - Prueba documental 72/Ap.28.





� CE - Prueba documental 72/Ap.29.





� Anexo H, pregunta 29 del Grupo Especial.





� Anexo H, párrafo 1.600.





� Merece la pena recordar, en términos más generales, que los procedimientos de aprobación que se completaron antes de que existiera una moratoria de las aprobaciones no se vieron afectados por la circunstancia especial de la derogación de la Directiva 90/220 en 2002.





� Véase, por ejemplo, la Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 51 (las cursivas figuran en el original).





� CE - Prueba documental 73/Ap.6.





� Así lo confirma la Prueba documental CE 73/Ap.12.





� No hay información sobre la fecha en que la solicitud se presentó al Comité Nacional de Bioseguridad.





� Anexo H, preguntas 30 y 31 del Grupo Especial.





� Anexo H, párrafo 601.





� Anexo H, párrafos 604-612.





� CE - Prueba documental 73/Ap.12.





� CE - Prueba documental 73/Ap.13.


� CE - Prueba documental 74/Ap.33.





� CE - Prueba documental 74/Ap.52.


� CE - Prueba documental 74/Ap.65, respuesta a la pregunta 3 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 74/Ap.84.





� CE - Prueba documental 74/Ap.87-88.





� CE - Prueba documental 75/Ap.1-3.





� Véase, por ejemplo, el procedimiento de aprobación concerniente al algodón BXN.  CE - Prueba documental 73/Ap.2-3 y 5 y 6.





� Observamos que España podía haber estimado que mientras la Directiva 90/220 estuviera aún en vigor no había perspectivas realistas de que los países del Grupo de los Cinco y la Comisión permitieran la aprobación definitiva de la solicitud en cuestión.  Sin embargo, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado el tiempo empleado por España para transmitir las preguntas sugeridas por el Comité Nacional de Bioseguridad.  España podía haber previsto la oposición de los países del Grupo de los Cinco basándose en su declaración de junio de 1999.  Como se ha indicado más arriba, a pesar de esa declaración, los países del Grupo de los Cinco seguían estando libremente facultados, con arreglo a la legislación comunitaria, para aprobar solicitudes.  Lo mismo cabe decir de la Comisión, que no había hecho pública una declaración comparable a la de los países del Grupo de los Cinco.





� CE - Prueba documental 76/Ap.1.


� CE - Prueba documental 76/Ap.3.





� CE - Prueba documental 76/Ap.6, 10 y 14, respectivamente.





� Anexo H, respuesta del Dr. Andow a la pregunta 38 del Grupo Especial.


� CE - Prueba documental 76/Ap.15 y 18.





� CE - Prueba documental 76/Ap.4 y 5.





� CE - Prueba documental 76/Ap.7 y 10.





� CE - Prueba documental 76/Ap.11 y 14.





� CE - Prueba documental 76/Ap.17.


� Observamos que España podía haber estimado que mientras la Directiva 90/220 estuviera aún en vigor no había perspectivas realistas de que los países del Grupo de los Cinco y la Comisión permitieran la aprobación definitiva de la solicitud en cuestión.  Sin embargo, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado el que España no transmitiera un informe de evaluación a la Comisión antes de la fecha de derogación de la Directiva 90/220.  España podía haber previsto la oposición de los países del Grupo de los Cinco basándose en su declaración de junio de 1999.  Como se ha indicado más arriba, a pesar de esa declaración, los países del Grupo de los Cinco seguían estando libremente facultados, con arreglo a la legislación comunitaria, para aprobar solicitudes.  Lo mismo cabe decir de la Comisión, que no había hecho pública una declaración comparable a la de los países del Grupo de los Cinco.


� Véanse, por ejemplo, las Pruebas documentales 62/Ap.76 y 65/Ap.48 de las CE.





� CE - Prueba documental 65/Ap.48 y 51.





� CE - Pruebas documentales 75 y 85/Ap.90.





� CE - Prueba documental 75+85/Ap.94.





� CE - Prueba documental 75+85/Ap.91.


� CE - Prueba documental 75+85/Ap.92.





� Observamos, a modo de ejemplo, que en el procedimiento concerniente al maíz NK603 el Comité de reglamentación votó sobre la solicitud menos de tres meses después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen.  CE - Prueba documental 76/Ap.72.





� CE - Prueba documental 82/Ap.8.





� CE - Prueba documental 82/Ap.9, 10 y 11.  Según los Estados Unidos, la realización del estudio sobre la alimentación de las vacas lecheras habría supuesto costos considerables y demoras para el solicitante.  Las pruebas habrían obligado al solicitante a obtener aprobación para nuevas plantaciones experimentales a fin de generar maíz suficiente para el estudio de alimentación animal;  a emplear a consultores externos para realizar el estudio requerido;  a cultivar maíz para el estudio de alimentación en la temporada de 2000;  a cosechar, transportar y ensilar el maíz en condiciones experimentales rigurosas;  a emprender la fase de alimentación de las vacas;  a analizar las pruebas de la leche;  y a presentar todos los informes al Organismo de Normalización de Buenas Prácticas de Laboratorio.





� Decisión de la Comisión relativa a la comercialización de maíz (Zea mays L. línea MON810), modificado genéticamente con arreglo a la Directiva 90/220/CEE del Consejo (98/294/CE), 22 de abril de 1998, Diario Oficial de las Comunidades Europeas, L 131/32, 5 de mayo de 1998 (Estados Unidos - Prueba documental 131).





� CE - Prueba documental 82/Ap.2 y 5.





� CE - Prueba documental 82/Ap.18.





� CE - Prueba documental 82/Ap.20.





� CE - Prueba documental 82/Ap.21.





� Las Comunidades Europeas se remiten a la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 47 del Grupo Especial, cuadro en el anexo I.





� CE - Prueba documental 82/Ap.18.





� CE - Prueba documental 78 + 85/Ap.90.





� CE - Prueba documental 75/Ap.13.





� Observamos, no obstante, que en abril de 2002 ya se había superado el plazo de 90 días previsto en la Directiva 90/220 para la evaluación por una autoridad competente principal.





� Observamos que España podía haber estimado que mientras la Directiva 90/220 estuviera aún en vigor no había perspectivas realistas de que los países del Grupo de los Cinco y la Comisión permitieran la aprobación definitiva de la solicitud en cuestión.  Sin embargo, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado el que España no completara su evaluación antes de la fecha de derogación de la Directiva 90/220.  España podía haber previsto la oposición de los países del Grupo de los Cinco basándose en su declaración de junio de 1999.  Como se ha indicado más arriba, a pesar de esa declaración, los países del Grupo de los Cinco seguían estando libremente facultados, con arreglo a la legislación comunitaria, para aprobar solicitudes.  Lo mismo cabe decir de la Comisión, que no había hecho pública una declaración comparable a la de los países del Grupo de los Cinco.





� CE - Prueba documental 88/Ap.8 y 9.





� CE - Prueba documental 88/Ap.10.





� CE - Prueba documental 88/Ap.13.





� CE - Prueba documental 88/Ap.12.





� CE - Prueba documental 88/Ap.15.





� Anexo H, respuesta de la Dra. Nutti a la pregunta 42 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 88/Ap.17-21.





� CE - Prueba documental 88/Ap.22.





� CE - Prueba documental 88/Ap.27.





� Anexo H, respuesta de la Dra. Nutti a la pregunta 43 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 88/Ap.29.


� CE - Prueba documental 88/Ap.30.





� En enero de 2001, la autoridad competente principal recordó al solicitante su petición de información de noviembre de 2000;  CE - Prueba documental 88/Ap.29.





� Observamos que Bélgica podía haber estimado que mientras la Directiva 90/220 estuviera aún en vigor no había perspectivas realistas de que los países del Grupo de los Cinco y la Comisión permitieran la aprobación definitiva de la solicitud en cuestión.  Sin embargo, el Grupo Especial no cree que ello hubiera justificado la demora de siete meses después de marzo de 2002.  Bélgica podía haber previsto la oposición de los países del Grupo de los Cinco basándose en su declaración de junio de 1999.  Como se ha indicado más arriba, a pesar de esa declaración, los países del Grupo de los Cinco seguían estando libremente facultados, con arreglo a la legislación comunitaria, para aprobar solicitudes.  Lo mismo cabe decir de la Comisión, que no había hecho pública una declaración comparable a la de los países del Grupo de los Cinco.


� Apartado 1 del artículo 1 de cada Decisión, respectivamente.  Canadá - Pruebas documentales 48 y 49.





� Comisión Europea, OMG:  la Comisión actúa contra Luxemburgo y Francia;  comunicado de prensa de la Comisión Europea, IP/99/438, Bruselas, 7 de julio de 1999 (Canadá - Prueba documental 52).  Véase también Comisión Europea, Decimoséptimo informe anual sobre el control de la aplicación del derecho comunitario (1999), COM (2000) 92 final, Bruselas, 23 de junio de 2000 (Sector de Química y Biotecnología), página 80 (Canadá - Prueba documental 53).





� Comisión Europea, Decimoctavo informe anual sobre el control de la aplicación del derecho comunitario (2000), COM (2001) 309 final, Bruselas, 16 de julio de 2001 (Sector de Química y Biotecnología), página 67 (Canadá - Prueba documental 50);  véase también Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Association Greenpeace France v. Ministère de l'Agriculture et de la Pêche, C-6/99 [2000] Recopilación de Jurisprudencia de las CE I-01651 (Canadá - Prueba documental 51).





� Las Comunidades Europeas aluden a la decisión del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Leberpfenning, Caso 9/70 [1970] Recopilación de Jurisprudencia de las CE 825.


� Canadá - Pruebas documentales 48 y 49.





� Observamos, a modo de ejemplo, que en el proceso de aprobación concerniente a la achicoria roja, que también se tramitó con arreglo a la Directiva 90/220, la autoridad competente principal dio por escrito su autorización dos meses y medio después de que la Comisión aprobara la solicitud para actividades de mejoramiento.  CE - Prueba documental 77/Ap.42.


� Observamos que en el artículo 35 de la Directiva 2001/18 se utilizan las palabras "no hayan terminado" en relación con los procedimientos iniciados con arreglo a la Directiva 90/220.





� Véase supra, párrafo 7.1494.





� Apartado 4 del artículo 13 de la Directiva 90/220.


� La solicitud concerniente a la colza MS1/RF1 (CE-161) se había presentado en el Reino Unido y fue aprobada para actividades de mejoramiento en 1996.





� No hay en la Directiva 90/220 nada que disponga que una autoridad competente principal que transmite una solicitud con un dictamen positivo y autoriza por escrito la comercialización de un producto no puede después adoptar una medida de salvaguardia con respecto a ese producto.





� Véase supra, párrafos 7.1511-7.1518.





� CE - Prueba documental 91/Ap.39.





� CE - Prueba documental 91/Ap.40.





� El marco reglamentario actualmente revisado reconoce que un período de seis meses es un plazo factible para que la autoridad científica de las CE (Grupo EFSA OMG) prepare un dictamen.  Reglamento (CE) Nº 1829/2003, apartado 1 del artículo 6.





� CE - Prueba documental 91/Ap.43, páginas 11-12.





� CE - Prueba documental 91/Ap.43.





� CE - Prueba documental 91/Ap.44.





� CE - Prueba documental 91/Ap.44.





� CE - Prueba documental 91/Ap.45, párrafo 1.





� CE - Prueba documental 91/Ap.45, párrafo 2.





� CE - Prueba documental 91/Ap.1-6.





� Véase la petición de 24 de abril de 2001 (CE - Prueba documental 91/Ap.17).





� De conformidad con el artículo 9 del Reglamento 258/97, cuando un alimento o un ingrediente alimentario contengan o consistan en OMG, la decisión relativa a la aprobación "tendrá en cuenta los requisitos de seguridad medioambiental establecidos en la Directiva 90/220/CEE, a fin de garantizar la adopción de todas las medidas adecuadas para evitar las consecuencias negativas sobre la salud humana y el medio ambiente que pudiera provocar la liberación intencional de organismos modificados genéticamente".





� CE - Prueba documental 91/Ap.44.





� CE - Prueba documental 91/Ap.45.





� Véase, por ejemplo, las Pruebas documentales 62/Ap.76 y 65/Ap.60 de las CE.





� CE - Prueba documental 91/Ap.45.


� CE - Prueba documental 92/Ap.80.





� CE - Prueba documental 92/Ap.23, página 2.





� En su presentación de 28 de noviembre de 1998, el solicitante hizo referencia a todos los estudios de alimentación completa que había realizado con maíz común Bt-11.  Las Comunidades Europeas no han proporcionado la comunicación original de 6 de abril de 1998 sobre productos de maíz dulce elaborados.





� CE - Prueba documental 92/Ap.28.





� CE - Prueba documental 92/Ap.25.





� CE - Prueba documental 92/Ap.28.





� CE - Prueba documental 92/Ap.22.





� CE - Prueba documental 92/Ap.53, sección 3.10.





� Respuestas de las CE a las preguntas formuladas por el Grupo Especial el 3 de junio de 2004, respuesta a la pregunta 1.





� CE - Prueba documental 92/Ap.67.





� La observación de Francia no "evalúa los posibles efectos perjudiciales para la salud de las personas o los animales" del metabolismo del azúcar del maíz dulce, que es diferente del metabolismo del maíz común.  La observación concierne a efectos no deseados, riesgos teóricos no identificados por ninguno de los estudios de animales o de toxicidad de proteínas realizados.  Como afirmó la Comisión en su propuesta de Decisión del Consejo de 28 de enero de 2004, "las preocupaciones planteadas en el dictamen de la 'Agence française de sécurité sanitaire des aliments' (AFSSA) de 26 de noviembre de 2003 no aportan elementos científicos nuevos adicionales a la evaluación inicial del maíz dulce Bt-11 llevada a cabo por las autoridades competentes de los Países Bajos".  De hecho, estas preocupaciones también se formularon en dos dictámenes de la AFSSA de 21 de julio de 2000 y 20 de marzo de 2001, y el Comité científico de la alimentación humana las tuvo debidamente en cuenta en su dictamen de 17 de abril de 2002, en el que se confirmaron las constataciones de la evaluación inicial en el sentido de que el maíz dulce Bt-11 es tan inocuo para alimentación humana como el maíz convencional.  CE - Prueba documental 92/Ap.77.





� CE - Prueba documental 92/Ap.71.





� CE - Prueba documental 92/Ap.73.





� CE - Prueba documental 92/Ap.72.





� CE - Prueba documental 92/Ap.67 ("Por último, varios Estados miembros pusieron en duda la conveniencia de proceder a la autorización de este producto, en previsión de la entrada en vigor de los Reglamentos (CE) 1829/2003 y 1830/2003"), 71, 74, 75 y 76.





� CE - Prueba documental 92/Ap.54.





� Ibid.





� Véanse, por ejemplo, las Pruebas documentales 62/Ap.76 y 65/Ap.60 de las CE.





� CE - Prueba documental 96/Ap.34, así como anotaciones concernientes al 20 de febrero de 2003 y el 31 de marzo de 2003.


� CE - Prueba documental 93/Ap.11.





� CE - Prueba documental 93/Ap.16 y 17.





� CE - Prueba documental 93/Ap.1 y 3.





� CE - Prueba documental 93/Ap.11.





� Ibid.





� Anexo H, respuesta de la Dra. Nutti a la pregunta 48 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 93/Ap.14.


� CE - Prueba documental 93/Ap.13.





� CE - Prueba documental 93/Ap.25.





� Ibid.





� Anexo H, respuesta de la Dra. Nutti a la pregunta 49 del Grupo Especial.





� CE - Prueba documental 93/Ap.21.





� CE - Prueba documental 93/Ap.22.





� Anexo H, respuestas de la Dra. Nutti a la pregunta 50 del Grupo Especial.


� CE - Prueba documental 93/Ap.25.


� Véase, por ejemplo, la Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 51 (las cursivas figuran en el original).


� Decisión de la Comisión relativa a la comercialización de maíz (Zea mays L. línea MON810) modificado genéticamente con arreglo a la Directiva 90/220/CEE del Consejo (98/294/CE), 22 de abril de 1998, Diario Oficial de las Comunidades Europeas, L 131/32, 5 de mayo de 1998 (Estados Unidos - Prueba documental 131).





� Estados Unidos - Prueba documental 132.


� CE - Prueba documental 94/Ap.11.





� CE - Prueba documental 94/Ap.12.





� CE - Prueba documental 82/Ap.9.





� Los Estados Unidos se remiten a L.A. Harrison, M.R. Bailey, M.R. Naylor, J.E. Ream, B.G. Hammond, D.L. Nida, B.L. Burnette, T.E. Nickson, T.A. Mitsky, M.L. Taylor, R.L. Fuchs, y S.R. Padgette, "The Expressed Protein in Glyphosate-Tolerant Soybean, 5-Enolypyruvylshikimate-3-Phosphate Synthase from Agrobacterium sp. Strain CP4, Is Rapidly Digested in Vitro and Is Not Toxic to Acutely Gavaged Mice", Journal of Nutrition 126:728-740 (1996) (Estados Unidos - Prueba documental 143).





� CE - Prueba documental 94/Ap.2.





� CE - Prueba documental 94/Ap.10.





� Ibid.


� CE - Prueba documental 94/Ap.12.


� CE - Prueba documental 94/Ap.5.





� CE - Prueba documental 94/Ap.9-11.





� CE - Prueba documental 96/Ap.7.





� Los Estados Unidos hacen referencia al Codex Alimentarius, "Directrices para la realización de la evaluación de la inocuidad de los alimentos obtenidos de plantas de ADN recombinante", CAC/GL 45-2003, párrafos 37, 38.





� La solicitud ya se había examinado durante más de cuatro meses tras la recepción de las copias de los datos y las publicaciones citadas.  La autoridad competente principal no pidió esas copias hasta dos meses después de recibir la solicitud.


� Aunque se considerara que sólo se dispuso de una solicitud completa a finales de julio de 2001, la autoridad competente principal habría sobrepasado el plazo de tres meses en más de cuatro meses y medio.


� CE - Prueba documental 102/Ap.32.





� Anexo H, párrafos 775 y 778.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Artículo 211 de la Ley de Asignaciones, párrafo 242.





� Se ha omitido la Nota al artículo.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 100 (las cursivas figuran en el original).





� Informe del Órgano de Apelación, República Dominicana - Importación y venta de cigarrillos, párrafo 96.





� En el diccionario The New Shorter Oxford English Dictionary, L. Brown (editor) (Clarendon Press, 1993), volumen II, página 3028, la palabra "standard" ("normal") se define como "[o]f a prescribed or normal size, amount, quality, etc." ("de tamaño, cantidad, calidad, etc., estándar o preestablecido").  Las versiones francesa ("la durée normale") y española ("el período normal de tramitación") del Acuerdo MSF respaldan esta interpretación.





� Recordamos que las medidas en cuestión son medidas individuales relativas a productos específicos y no las medidas relativas a productos específicos consideradas en conjunto o la moratoria general de las aprobaciones.





� A este respecto, observamos que un cierto progreso en el proceso de aprobación no es incompatible con una omisión deliberada de las Comunidades Europeas de llevar una determinada solicitud hasta la etapa de la decisión definitiva.





� Es importante recordar en este contexto que los Estados Unidos no alegan que la Directiva 90/220 es, en sí misma, incompatible con las normas de la OMC.





� En apoyo de su declaración, las Comunidades Europeas se refieren a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Primera Instancia, caso T-326/99, Nancy Fern Olivieri contra la Comisión y AEEM, decisión de 18 de diciembre de 2003, párrafos 51 y siguientes.





� Como se desprende claramente del examen de los procedimientos de aprobación relativos al algodón Bt-531 y al algodón RR-1445, los Estados Unidos no han demostrado que se debían transmitir a los solicitantes correspondientes "resultados" distintos de los resultados finales de los procedimientos pertinentes, ni que no se transmitieron esos resultados a esos solicitantes.





� Observamos que la prescripción contenida en la primera cláusula del párrafo 1 a) del Anexo C de que los procedimientos de aprobación se "ultimen" sin demoras indebidas sirve para asegurar que se obtengan "resultados".





� A este respecto, observamos que un cierto progreso en el proceso de aprobación no es incompatible con una omisión deliberada de las Comunidades Europeas de llevar una determinada solicitud hasta la etapa de la decisión definitiva.





� Como señalan las Comunidades Europeas, el requisito de actualizar solicitudes de conformidad con las disposiciones de la Directiva 2001/18 dimana del artículo 35 de esa Directiva.  La Argentina no impugna el artículo 35 en sí mismo.





� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 201 y 202.





� Hemos reproducido las declaraciones pertinentes en los párrafos 7.2404 y 7.2405 supra.









